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La perspectiva formal para la comprensión de los contextos políticos latinoamericanos en 
democracia ha demostrado ser insuficiente. Luego de un siglo XX de conflictos y golpes de 
Estado, se han restablecido en el continente elecciones populares periódicas para un 
rango cada vez mayor de cargos públicos. Desde el punto de vista de la sociología clásica e 
institucional, los países latinoamericanos serían regulares y democráticos. Sin embargo, 
cuando se profundiza la realización política de sus habitantes en estos contextos formales 
de democracia, comprendemos que el sistema político es complejo. Es Democrático, en lo 
procedimental, pero difuso en lo cultural. Es democrático, pero sesgado, populista, 
capturado y tecnocratizado.  
El presente estudio se aboca a estudiar las formas que toma la representación política 
en el contexto democrático chileno. Durante las últimas décadas se ha puesto énfasis en 
los estudios latinoamericanos, en el tipo de representación que hacen las élites respecto 
de la ciudadanía, especialmente en cuanto a la falta de canales institucionales de 
representación de los sectores subalternos (Huber y Stephens, 1999; Weyland, 2005; 
Luna, 2007), los cuales debilitarían la consolidación de democracias de mayor calidad en la 
región (Agüero, 1998). La representación también ha sido estudiada en Latinoamérica 
desde las preferencias programáticas de los votantes (Mainwaring, Bejarano y Pizarro, 
2006), o como “crisis de representación” entendiéndose ésta como la ocurrencia de un 
cambio en el tipo de vinculación entre partidos, líderes y electores, debido sobre todo a la 
debilitación del peso de los partidos políticos y al fortalecimiento de una relación directa 
(populista, clientelar o asistencialista) (Roberts, 2002). Esta tesis, en cambio, abordará 
como escenario de lo socio-político y cultural, el trayecto (o distancia) existente entre las 
personas, sus representantes y las instituciones de esta representación. Se asumirá por 
eso, elementos de la sociología política y de la sociología de la cultura como instrumental 
de análisis y como vocación epistemológica. 
El objetivo de este libro será entonces dar cuenta de la construcción de la 
representación política, como elemento central del sistema democrático moderno, a 
partir de la comprensión de la subjetividad política de los chilenos 
Esta tesis asume que el desafío político de la democracia supera la eficiencia 
procedimental de los instrumentos de representación. Luego, y si la política, como plantea 
Lechner (1984), es la construcción de un orden deseado por una colectividad de sujetos, 
se vuelve pertinente describir y analizar la forma en que estos sujetos definen sus 
percepciones, valoraciones, expectativas y frustraciones (materiales y valóricas). La 
subjetividad se realiza para cada sujeto, en el trayecto o entorno entre la conformación y 
realización de expectativas, y el entorno social e institucional encargado de proyectarlas, 
posibilitarlas, realizarlas u obstaculizarlas. Las subjetividad finalmente es el modo en que 
las representaciones desde el sujeto y para el sujeto se vuelven la visión de mundo que 
permite su comportamiento y opinión. Es a partir de esta relación donde se configura 
finalmente la cultura política de los sujetos, en tanto configuración determinada por la 
interacción entre el sujeto y sus entornos social, político e institucional. El horizonte 
metodológico de la subjetividad permitirá describir las diferentes dimensiones y espacios 
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políticos que caracterizan la forma en que se construye la representación política de los 
chilenos. 
Para esto, se levantarán -empíricamente- las percepciones de los chilenos a través de 
un trabajo de campo diseñado con una batería amplia de enfoques metodológicos 
(cualitativos y cuantitativos), que el autor ha ido aplicando a lo largo de sus años como 
investigador social en Chile. Los datos cuantitativos fundamentales que sostienen el libro 
han sido recogidos directamente por el autor a través de diferentes baterías de preguntas 
-específicamente diseñadas- y aplicadas en 3 encuestas nacionales, a lo largo de 3 años 
consecutivos (2011, 2012 y 2013). Estas encuestas, además, tienen un componente sui 
generis importante: además de nacional, su representatividad permite caracterizar y 
reflejar la percepción de los habitantes del país según tipos de comunas (las características 
específicas de las diferentes muestras y levantamientos son descritos a lo largo de los 
diferentes capítulos). Por su parte, los datos cualitativos han sido levantados, 
específicamente también para este estudio, a través de proyectos etnográficos de largo 
aliento. Uno, a partir de notas de campo, observación participante, relatos etnográficos y 
entrevistas semiestructuradas registradas en comunas urbanas y rurales, dedicadas a la 
comprensión de la red y el campo político del nivel local en Chile. Otro, a partir de la 
observación y entrevistas registradas durante la coordinación de proyectos de emergencia 
-con comunidades locales y municipalidades- a propósito del terremoto y maremoto de 
2010, precisamente, en las comunas de las regiones más afectadas. Además de estas 
fuentes primarias, se utilizaron estadísticas secundarias provenientes de diferentes 
instituciones (públicas y privadas). En general, los datos -cualitativos y cuantitativos- que 
componen los diferentes capítulos de esta tesis, ven la luz por primera vez en este trabajo. 
En el capítulo 1 se establecerán los lineamientos teóricos desde los cuales se abordará 
el problema de lo “político representativo”. Allí nos adentramos en primer lugar en 
enfoques culturales de la política y la democracia, con el fin de comprender las 
subjetividades de los espacios públicos democráticos. Posteriormente veremos algunos 
enfoques de la teoría con la que la academia, especialmente latinoamericana a analizado 
las experiencias participativas y la forma de interacción entre el ciudadano y las 
instituciones de nivel local. Luego, veremos esta problemática desde las teorías de las 
élites, donde se abordarán las herramientas referidas al análisis de los liderazgos locales y 
el tipo de representación que generan. Para finalmente repasar los estudios políticos 
sobre el enfoque institucional de lo democrático. Especialmente en cuanto a la realización 
territorial de las subjetividades políticas en el nivel municipal y local. 
El capítulo 2 da cuenta histórica de los procesos que asumió la representación política 
en Chile durante el siglo XIX y el siglo XX. Se describirá históricamente cada una de las 
fases bajo las cuales se han construido las identidades y realizaciones políticas en el nivel 
local. Se demuestra que la representación política territorial tempranamente se vio 
acosada por el proceso de construcción del centralismo. Dicho proceso paulatinamente 
fue restringiendo las funciones de los órganos locales y erosionando el potencial de 
sociabilidad política de los niveles locales, como a su vez cooptando y elitizando los 
potenciales liderazgos. 
Establecido un mapa conceptual sobre el análisis de la representación política, y 
atendidos los elementos históricos que determinaron su configuración en Chile, el 
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capítulo 3 abordará desde la opinión pública el asunto de la representación. Se analizan 
las reflexiones referidas a la "crisis del sistema" anunciada por los líderes de opinión 
durante los últimos años en Chile, a partir, entre otros hechos, de las movilizaciones 
estudiantiles de los últimos años. El capítulo en ese punto pretende desentrañar primero, 
la propia existencia o inexistencia de esa crisis, y luego, sus límites. 
Posteriormente analizará la capacidad del eje izquierda/derecha para dar cuenta de la 
subjetividad política de los chilenos, describiendo a partir de la evidencia empírica, los 
"nuevos tercios" de la política chilena. Finalmente se describirá la capacidad 
representativa del sistema a través de la sensación de cercanía o lejanía que la población 
declara en la descripción de cada uno de sus representantes políticos (desde dirigentes 
sociales y comunitarios hasta el Presidente de la República). Se sondeará también la 
valoración de la democracia, del autoritarismo, la confianza en las instituciones 
democráticas, en el sistema de partidos políticos, entre otros aspectos, para determinar la 
capacidad de representación y de realización de las expectativas de la población del 
sistema político actual. 
Posteriormente, en el capítulo 4, el estudio abordará la problemática de los actores del 
sistema político. Si en el capítulo anterior se dio cuenta del modelo de representación y 
sus ejes, en este capítulo se abordará la relación de representación que sostienen los 
actores de este sistema. Se dará cuenta entonces de la forma y densidad en que los 
actores políticos logran sostener la representación de los ciudadanos, y se describirán los 
esquemas y expectativas de esta representación. Las expectativas de representación y de 
realización política serán relacionadas subjetivamente a partir de criterios como el 
asistencialismo, la tecnocracia y la historia personal. Posteriormente este capítulo 
abordará al actor político autodefinido como "apolítico", quién será descrito y analizado 
también, desde elementos relacionados con su subjetividad y comportamiento político. 
En el capítulo 5, se describirán directamente las expectativas de realización que los 
sujetos realizan en ese trayecto de representación política en su relación con las 
instituciones, la sociedad y los individuos. Para esto se trabajarán las ideas que declaran 
los chilenos (as) con respecto al lo que significa para ellos "una buena sociedad", además 
de la evaluación que las personas hacen sobre la sensación de confianza interpersonal, 
con respecto al mercado, al Estado, la solidaridad, la corrupción, la participación y la 
sensación de abuso del sistema, entre otros aspectos. Descritos el sujeto y el trayecto de 
contexto, se construirán entonces las formas que toman las subjetividades en Chile en 
este trayecto de realización política, relacionando las expectativas de realización personal, 
ahora, con las expectativas de realización social. 
En el capítulo 6, el análisis trabajará los procedimientos con que funciona la 
representación en el cotidiano de la democracia en el nivel local. Básicamente es una 
descripción de las prácticas políticas de las personas en los espacios locales, 
especialmente, en los actores que son los realizadores de la política, esta vez, desde un 
trabajo de campo etnográfico. El eje de esta descripción territorializada estará en la 
relación del sujeto con las organizaciones vecinales de todo tipo y en su relación con el 
Municipio (como primer nivel del Estado). El capítulo describirá la relación política que se 
sostiene en el nivel local como una suerte de "miedo al conflicto", que trasciende en un 
temor a dialogar con el otro que va constituyendo nuevas subjetividades y nuevas formas 
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de representación. En este marco, el análisis de estas subjetividades y representaciones 
son realizadas a tres escalas distintas: La visión de los técnicos, encargados de la 
planificación en el municipio, de los (as) Presidentes (as) de Juntas de Vecinos, y de la 
dirigencia de las organizaciones vecinales "emergentes" o no formales. 
Este capítulo se posiciona de la visión de la subjetividad política, no desde la 
descripción externa del fenómeno político, sino que desde el interior de las organizaciones 
y de la comprensión de los políticos locales sobre el sistema y cultura en la que se 
desenvuelven cotidianamente. 
El capítulo 7 retoma el entramado de la relación del sujeto y su contexto político, pero 
ahora para analizar en el nivel de las políticas públicas territoriales las oportunidades de 
esta realización en el Chile contemporáneo (últimos 40 años). Se contextualiza, primero, a 
través de un breve repaso, los hitos de democratización relacionados con el nivel 
territorial (descentralización), a partir de políticas tomadas desde el régimen militar hasta 
el gobierno de Sebastián Piñera. Posteriormente se analizan los principales elementos de 
representación del nivel local y regional, para poder analizar y dar cuenta de la discusión 
actual de la política y las oportunidades del sujeto en nivel territorial. Esta discusión 
consiste en un análisis de los programas de todos los candidatos presidenciales de la 
primera vuelta de los comicios electorales presidenciales del año 2013, específicamente 
en lo referido a la democratización de los niveles territoriales y locales. 
En los capítulos finales se analizarán dos elementos centrales de la práctica y la 
realización de los sujetos en el territorio. Primero, en el capítulo 8, se analizará el contexto 
territorial del sujeto, sus expectativas de realización y sus frustraciones. Se describirá a 
partir de datos estadísticos de primera mano, la paradoja del centralismo chileno. 
Paradoja que radica en una opinión pública Santiaguina que siente (sin ser cierto) un 
mayor progreso material al mismo tiempo que una mala calidad de vida. Y en una opinión 
pública no-santiaguina que se siente bajo el tren del progreso, pero que declara una 
mayor calidad de vida. Las mayores posibilidades de realización personal y material en el 
centro del país, subyacente en el discurso de las personas, serían entonces un mito 
instalado sin bases materiales ni económicas. La crisis del centralismo es de 
representación política, pero también de expectativas de realización.  
El capítulo 9 aborda las expectativas de realización y de representación política del 
nivel local, y su relación con el centralismo. Esto se hace mediante información levantada 
etnográficamente, y analizando el comportamiento social y político de los habitantes de 
varios territorios del país durante e inmediatamente después de ocurrido el terremoto y 
maremoto de Chile en 2010. A propósito de la coordinación de proyectos de emergencia y 
reconstrucción del Sistema de Naciones Unidas, que el investigador llevo a cabo en las 
comunas más afectadas por este fenómeno natural, se realizó, en paralelo, una etnografía 
desde la semana inmediatamente posterior al terremoto, hasta un año después. El interés 
de este capítulo tiene que ver con la -horrenda- oportunidad sociológica y antropológica 
que ocurrió durante el año 2010 en Chile, cuando, luego de ocurrido el terremoto, el 
Estado desapareció de las comunas de las regiones más afectadas, por al menos, tres 
semanas (producto esto del corte de las rutas y de todo tipo de comunicaciones). Pocas 
veces un investigador tiene la oportunidad de presenciar "lo social" cuando el lazo que las 
une -pánico y saqueos- y las instituciones que las ordenan -el Estado y el Mercado- 
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desaparecen. Así mismo, tampoco es usual presenciar "el regreso del Estado", y como ese 
regreso implica reconstruir relaciones centralistas y sectoriales ante una ciudadanía 
movilizada en el gesto de dar respuesta a la emergencia. La descripción de este modo, se 
centra especialmente en la forma en que emergieron nuevos liderazgos y en cómo, las 
instituciones locales, articularon políticamente la respuesta a la emergencia en este 
contexto de orfandad estatal. Finalmente, a modo de conclusión, se integran todos los 
resultados en un análisis global del funcionamiento de la representación política en el 
nivel y la capacidad de los representantes para satisfacer las expectativas y subjetividades 







Capítulo 1. Representación en democracia: sujetos, instituciones 
y cultura política 
 
Este es un estudio sobre el sujeto y la forma en que ha sido constituido y se realiza en el 
en su entorno sociopolítico e institucional, esto, en el contexto del sistema democrático 
chileno. El contexto es la democracia, el sujeto se conforma como expectativas y 
realizaciones en el entorno social y en el trayecto hacia las instituciones públicas. Describir 
las ideas sobre democracia, representación y participación desde el enfoque 
contemporáneo se vuelven en este punto pertinentes, fundamentalmente por la 
complejidad del concepto. Lechner expone de este modo el punto. 
 
El estatus del concepto teórico de democracia es sumamente precario, pues, respecto 
de las corrientes más teóricas que enfatizan la democracia como principio de 
legitimación, cabe objetar su concepción de autonomía individual, soberanía popular y 
bien común. Respecto a los estudios más empírico descriptivos, que destacan la 
democracia como estructura organizativa, cabe objetar su incapacidad de fundamentar 
la democracia (Lechner, 2007: 48). 
 
De este modo, el desafío de este capítulo será la identificación, desde la literatura 
especializada, de algunos de los límites de la reflexión y abordaje metodológico que se 
desarrollarán en el resto del libro. De este modo el primer apartado trabajará el concepto 
de democracia y el enfoque de la subjetividad enfocándose en sus vertientes y exigencias 
modernas y contemporáneas. El segundo apartado revisará los estudios sobre la 
realización de la representación política a partir del enfoque de la subjetividad política de 
la cual esta tesis es deudora. Así mismo se profundizará en la relación entre democracia, 
representación y participación, y como se configura esta relación como entorno y trayecto 
para el sujeto político. En la tercera sección se dará cuenta de las discusiones contingentes 
sobre democracia en Chile y Latinoamérica, y las relaciones que el enfoque de este 
estudio mantiene con estas. Se dará cuenta de experiencias y definiciones de participación 
y las posiciones que relevan la interacción entre el ciudadano y las instituciones políticas 
de nivel local. La cuarta sección se centrará en torno a la forma en que la academia a 
trabajado el tema de la representación desde las teorías sobre “elites” en el nivel local y 
rural. Aspectos fundamentales para definir, por un lado, la idea de “representante”, y por 
otro, la metodología, en buena parte cualitativa y etnográfica que esta tesis usará para 
levantar las problemáticas referidas al rol de la cultura política en la democracia chilena. 
Se revisará la forma en que los estudios han dado cuenta de la realización territorial de 
las subjetividades políticas en un contexto democrático. El análisis del municipio será el 
eje inicial de este ítem, pero el énfasis está en dar cuenta del proceso de descentralización 






1.1 Democracia, representación y subjetividad: Contexto teórico y político 
 
Sé cuando no me preguntan, y cuando me preguntan, no sé, decía San Agustín al 
reflexionar sobre el tiempo. Lo mismo pasa con el concepto de democracia. Está en boca 
de todos, significa y se usa, inclusive, para legitimar presiones de organismos 
internacionales al momento de organizar el orden político mundial, deponer gobernantes, 
realizar ayudas económicas o intervenciones militares (Del Águila, 2000). 
Pero el paso del hacer al ser de la democracia es difícil porque su definición pone el 
acento en diferentes aspectos según sea el objetivo político, teórico o metodológico que 
se busque. La democracia de este modo puede ser lo procedimental, lo histórico, lo 
particular y cultural, la garantía de la equidad, de la calidad de vida, de la modernidad, etc. 
Focos que además exigen la reflexión acerca de otra multitud de nociones: la noción de 
orden, de Estado, de ciudadanía, de pueblo, de participación, de legitimidad, de opinión 
pública, de sufragio, de partidos políticos, entre muchos otros.  
Por eso hoy, cuando ya se han superado los desafíos de instauración institucional de las 
democracias latinoamericanas, el debate hace menos referencia a las condiciones 
institucionales de la democracia electoral (Ansaldi, 2007), para concentrarse en el 
fenómeno que se ha denominado como “El malestar en la democracia” (PNUD, 2004a). 
Malestar que se condiciona fundamentalmente en Latinoamérica por convivir, al mismo 
tiempo que con institucionalidades electorales con cierto grado de eficiencia, con sistemas 
políticos de baja representatividad y participación, alta desafección con los gobernantes, 
al mismo tiempo que con sistemas socioeconómicos desiguales (PNUD, 2004).  
Por eso, al análisis institucional de las democracias se deben agregar variables 
estructurales socioeconómicas (PNUD, 2004). Hay estudios (tanto en Chile como en otros 
países) que han mostrado que el nivel socioeconómico es significativo a la hora de explicar 
aspectos como la desafección política o la baja participación electoral (Verba y Nie 1978; 
Toro 2007). De tal modo, se espera que la democracia que vaya más allá de ser la garantía 
del proceso de elección de gobernantes miembros de una elite (el pluralismo competitivo 
de Schumpeter (1970), y se convierta en la garantía del bienestar, las oportunidades, la 
participación en las decisiones, y la representación de las personas. La democracia como 
garante del reconocimiento del mérito, la representación popular, la equidad 
socioeconómica, la calidad de los servicios, entre muchos otros aspectos (PNUD, 2004; 
Sartori, 1993).  
Sin embargo estas altas expectativas, las sociedades modernas reconstruyen y 
actualizan las ideas de libertad, pluralidad y representación que sostuvieron las 
democracias durante su formación (Sartori, 1993) para limitarlas. Hoy se consideran 
democráticos aquellos sistemas políticos desarrollados sobre el núcleo del liberalismo 
moderno, fundamentado en el concepto de libertad individual, con la regulación legal del 
poder del Estado y la libertad política negativa (Requejo, 1994). Existiendo un amplio 
consenso sobre la necesidad de construir un sistema en el que los procedimientos recojan 
este núcleo del liberalismo, para solo entonces ser llamado el sistema Democracia (Dahl, 
1999; Sartori, 1997, Requejo, 1994; Macpherson, 1977; Rivero, 2000); como bien lo señala 
Requejo, “en aquellos Estados cuyas disposiciones legales y cuyos procedimientos políticos 
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empíricos recogen este núcleo del liberalismo que consiste en la garantía práctica de la 
libertad política negativa” (1994, 78). 
Y es que, finalmente, la democracia es primero, sistema novedoso y una aspiración 
reciente de los Estados Nacionales de occidente (Dahl, 1999; Garretón, Cavarozzi, Cleaves, 
Gereffi y Hartlyn, 2004). Los primeros experimentos de sociedades democráticas tienen 
400 años, y su consolidación es parte de los procesos de la segunda parte del siglo XX, y 
específicamente en Latinoamérica, de fines del siglo XX y comienzos del XXI, con el fin de 
las dictaduras y transiciones. Y segundo, como es una particularidad histórica, su propia 
evolución ha sido en paralelo a los pensamientos occidentales con los cuales nació y se 
desarrolló. Los significados y aspiraciones de la democracia comienzan recién en el siglo 
XIX (Macpherson, 1977), y muchos de sus textos fundamentales fueron escritos por 
autores que nunca llegaron a conocerla (Montesquieu, Rousseau) o a conocerla sólo en 
sus inicios (Tocqueville, J. Stuart Mill) (Nun, 2000). De ahí que su misma valoración como 
forma de organización política posible y deseable haya sido también cambiante según el 
trasfondo cultural que le asigna sentido. Existe una amplia brecha entre entender la 
democracia como una forma de vida (Rousseau, J.S. Mill, Dewey, Habermas); entenderla 
como un mecanismo institucional que asegura la libertad del individuo (Locke, 
Montesquieu, Madison, Rawls) (Del Águila, 2000); o entenderla como señala Rivero (2000, 
213): “un proceso político que tiene como eje central la competición política y sólo de 
forma secundaria el reflejo en el gobierno de una determinada voluntad política colectiva”. 
El Estado democrático moderno, de este modo recoge el ideal liberal de libertad 
política en base a fundamentos legal-constitucionales, sin necesariamente atender a los 
criterios de participación generalizada y de igualdad. Fue esto lo que sucedió durante la 
mayor parte del siglo XIX donde liberal no significó de ningún modo demócrata (esto es lo 
que evidentemente ha cambiado y ha desplazado el umbral hacia la preocupación por la 
representación y la participación, y desde donde nace el interés por la subjetividad de la 
política para este estudio). 
El tránsito de un Estado liberal un Estado democrático está marcado por el sufragio 
universal y el derecho de asociación. Ambos mecanismos suponen dos principios o 
reivindicaciones básicas de la democracia: la participación de todos los ciudadanos en los 
procesos de formación de un gobierno, y el derecho a organizarse para lograr mejores 
condiciones materiales de vida (no sólo igualdad procedimental). En la práctica, dichas 
reivindicaciones llevadas a cabo por organizaciones políticas y sindicales darán 
surgimiento a la democracia representativa basada en los principios organizativos del 
liberalismo político. 
Liberalismo que se presenta adscrito ontológicamente al atomismo (el orden emerge 
de la interacción de las partes), por lo que su fundamento estará centrado en el individuo 
antes que en la comunidad. Bajo este punto de vista, la sociedad es el resultado exclusivo 
de un contrato social posterior al individuo (Hobbes), y por lo tanto, en ningún caso podrá 
justificarse su existencia como un objeto anterior (teleológica) a la realidad. Es por ello 
que el tipo de libertad que está en juego en el caso del liberalismo es negativa, o bien, 
definida por la ausencia de coacciones externas al individuo (Del Águila, 2000). 
Esto quiere decir que la noción de “buena vida” será privativa del individuo, y que la 
sociedad (orden) deberá restringirse a garantizar que dicha búsqueda -en la esfera 
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privada- sea realizable conforme ciertos principios de igualdad. La sociedad liberal no 
puede fundarse en una noción particular de la “buena vida”, puesto que no es posible que 
exista una identificación con los demás sobre una empresa común. Visto así, se trata ante 
todo de una sociedad que se rige por una ética del derecho que define la forma en que la 
sociedad debe responder y arbitrar las demandas individuales, facilitando dicha tarea lo 
máximo e igualitario que sea posible. Desde este punto de vista, la existencia en la 
sociedad de una noción de “bien común” pondría en serio peligro los principios de 
igualdad y no discriminación. A partir este núcleo de principios se deriva la importancia del 
procedimiento. En otras palabras, el liberalismo –tal como lo presenta Taylor (1997) - 
tiene como ideal normativo una sociedad en la que no existe la noción previa acerca de 
qué lograr, sino de cómo lograrlo. Esto en el caso de la democracia, se traduce en la 
imposibilidad de determinar cuál sería el ideal político hacia el cual debe orientarse. La 
ética del derecho que sustenta el orden liberal supone que se debe velar porque los 
procedimientos aseguren la mayor libertad posible para los individuos. La noción de 
igualdad y justicia entonces no pueden definirse fuera de los procedimientos que la 
aseguran (Rawls, 1996). 
Entonces la “capacidad ciudadana” se fundamenta en los derechos individuales, la 
igualdad de trato y el ejercicio de gobierno que tome en cuenta las preferencias 
ciudadanas, las cuales pueden realizarse mediante distintos mecanismos tales como los 
tribunales o instituciones de representación. De esta forma, el modelo liberal es 
aparentemente compatible con la desafección política de una amplia gama de sujetos que 
se asumen como representados. Quedando la representación, y por tanto la realización 
política de estos sujetos relegada a un segundo plano. De esta forma las elecciones se 
convierten en la institución esencial de la democracia representativa, al permitir traducir 
la participación del sujeto en representación. Pues se entiende que “debe haber una 
correlación entre las preferencias –subjetividades- expresadas y los representantes para 
que la representación opere de forma concreta” (Rivero, 2000; 222) (el destacado es del 
autor).  
Esta noción de orden, justicia e igualdad dará sustento a lo que a partir del siglo XX se 
denominará democracia representativa. A mediados del siglo XX Schumpeter (1970), 
arrancando de la pregunta acerca de si son compatibles el socialismo con la democracia, 
se alinea en la tradición procedimental que caracterizamos anteriormente para intentar 
dar con una descripción de las democracias que de hecho existían en su época. Descubrió 
que las definiciones que estaban en uso se encontraban cargadas de expectativas 
normativas que no permitían describir aquello que la democracia era, ni siquiera en sus 
rasgos esenciales. Estas se orientaban más bien a definiciones filosóficas que, a su juicio, 
poco aportaban para la descripción de la democracia moderna y sus requisitos 
funcionales.  
Aquello que determinó como rasgo fundamental es la competición por el liderazgo 
político. Visto de este modo, la democracia resultaba ser no el gobierno del pueblo sino de 
individuos autorizados por este. Y esto no podría ser de otro modo, porque la comunidad 
consiste en un grupo pequeño de dirigentes, una masa de ciudadanos y una franja 
intermedia que sirve de puente. Entonces lo definitorio vendría a ser para Schumpeter el 
procedimiento mediante el cual aquellos que detentan el poder político acceden a él 
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(Nun, 2000). Los dirigentes (élites en definitiva) se organizan en partidos y compiten por 
lograr votos. 
Pero no es sólo eso. El proceso exige un mínimo de condiciones tales como el carácter 
equitativo y necesario de la competición, exigiendo pluralidad de opciones, condiciones de 
información y falta de coacción. En esta lógica Robert Dahl refinó el argumento 
Schumpeteriano agregando que no basta con que determinadas élites sean electas, sino 
que también aquellos elegidos respondan permanentemente a las preferencias de los 
ciudadanos (Rivero, 2000). De este modo, se introduce una noción normativa de 
democracia que permite evaluar la política. En este sentido, las democracias existentes 
son poliarquías, o sociedades pluralistas donde el proceso democrático es posible gracias 
a la fragmentación del poder. 
Resumiendo, la democracia moderna se construye a partir del paradigma 
procedimental, donde la representación implica que el gobierno no está en manos del 
pueblo, sino de gobernantes por él autorizados. Gobernantes que se encuentran sujetos a 
control electoral, por lo que de una u otra forma deben representar las preferencias de los 
gobernados. La participación, por su parte, tiene una formulación precisa en el voto y otra 
más difusa en los derechos políticos. De allí que el proceso político democrático en 
sociedades modernas tenga como fundamento la competencia política, y de forma 
secundaria el reflejo en el gobierno de algo así como una voluntad o subjetividad política 
colectiva.  
Pero la representación no se agota allí, porque la misma competición por el poder no 
se realiza en las sociedades modernas a título personal, sino que a través de partidos 
políticos. Para autores como Duverger (1987) la democracia representativa presenta 
complejas paradojas en la relación entre gobernantes y gobernados, porque la mera 
elección no asegura una relación de identidad entre estos y es una forma de opinión 
pública siempre difícil de descifrar. En este ámbito los partidos políticos parecen cobrar 
especial relevancia en el contexto de un demos que se ha extendido considerablemente 
con la ampliación del sufragio universal, y una sociedad en la cual las organizaciones 
juegan un papel protagónico. 
Así, la participación política en el contexto de una democracia representativa significa 
esencialmente tomar parte en el proceso de elección de gobernantes, un proceso 
mediante el cual el poder se reparte, se autoriza a los gobernantes y se comunica un juicio 
sobre los mismos. Lo esencial de las elecciones en una democracia representativa, y con 
ello de la participación, radica en que estas producen la representación, el gobierno y la 
legitimidad (Rivero, 2000). Pero, ¿debe necesariamente la participación restringirse a la 
producción y reproducción de la representación? ¿En qué grado las democracias 
modernas permiten participar en la toma de decisiones y con ello realizar el ideal de auto-
gobierno? 
Para la democracia liberal, la participación debe superar la producción y reproducción 
de la representación, al mismo tiempo que tender al ideal de la autodeterminación. De 
este modo, la participación implica la deliberación en la esfera pública como un espacio 
donde los ciudadanos pueden desarrollar una discusión racional y libre de coacciones 
(Habermas, 1999), autodesarrollo a partir de la participación en la comunidad, sufragio 
universal y uso ciudadano de aquellas instituciones mediadoras tales como los sindicatos, 
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corporaciones, partidos, etc. (Del Águila, 2000), participación en una sociedad civil densa, 
y en general la democracia como una forma de vida y no sólo un conglomerado de 
instituciones.  
Evidentemente esto no implica que la representación no sea importante para las 
democracias modernas, es de hecho necesaria, pero se la limita negando la ilusión de la 
identificación. De asumir, en definitiva, que cuando se eligen representantes, se elije un 
“nosotros político”. Así, lo que caracterizaría a una democracia moderna, es el hecho de 
que se elige a alguien sobre el cual se ejerce cierto control, una suerte de confianza crítica 
(Moulian, 2001). Entonces, si bien el cuerpo político cede soberanía (no se trata de 
democracia directa), este se politiza a través de la posibilidad de incidir constantemente 
sobre la acción de los representantes. Dicho de otra forma, posee recursos políticos y 
fundamentos jurídicos para recuperar dicha soberanía. 
En definitiva, la definición de democracia implica, por un lado, la posición 
schumpetereana donde la igualdad no es un problema, pero sí la existencia de un 
suficiente auto-control democrático de la población que impidiera los comportamientos 
impredecibles y violentos, una “religión civil” en el sentido de Rousseau. Y la que sostiene 
que lo fundamental es la capacidad de los ciudadanos para participar en forma autónoma 
en el debate político; una capacidad que no puede pensarse sin un sustrato material y 
social que la garantizara (Moulian, 2001). 
En suma, cualquier definición de democracia que considere la importancia de la 
representación y la participación se desliza a través del concepto de ciudadanía, porque 
permite abordar de forma amplia el problema de las condiciones políticas (procedimental 
expandida) y extra-políticas (maximalista) de la democracia.  
Por eso, el objetivo de este estudio es el desafío de la dimensión procedimental de la 
democracia. Su interés es comprender el funcionamiento de lo político que va más allá de 
lo institucional-electoral, y que encuentra una distancia (“malestar”) (PNUD, 2004) de 
realización entre el individuo y las condiciones de realización de ese individuo. Es 
continuista de este modo de la línea desarrollada por Norbert Lechner en Chile a través de 
sus trabajos en FLACSO y en el PNUD-Chile, en tanto busca comprender el funcionamiento 
del sistema social y político, a partir de la descripción y comprensión del impacto de estos 
sistemas en el común de las personas. La percepción y sentido que hace la política en las 
valoraciones, simbolizaciones, en los afectos y visión de mundo de los sujetos en el 
contexto sociopolítico cotidiano. (Lechner 2007b). Si la política es la construcción del 
orden deseado por una colectividad y los sujetos que la componen (Lechner: 1984), 
estudiar la política desde la subjetividad de los ciudadanos se vuelve fundamental. Por eso 
este estudio sobre la representación política chilena se realiza a partir del enfoque 
descriptivo de la subjetividad de sus ciudadanos, y por tanto la forma en que se definen 
sus percepciones, valoraciones, expectativas y frustraciones (materiales y valóricas) en 
relación a lo social y político.  
Si la democracia quiere superar la mera preocupación por su institucionalidad, y con 
ello la desazón y desavenencia política de su población, debe, necesariamente, interesarse 
por los deseos y frustraciones de la ciudadanía que compone la representación y 
legitimación del poder y sus cargos. Para Lechner: “la brecha que se abre entre sociedad y 
política tiene que ver con las dificultades para coger y procesar la subjetividad. Esta no es 
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una materia prima anterior a la vida social , es una construcción cultural. Depende pues, 
del modo en que se organiza la sociedad y, en especial, de la manera en que la política 
moldea la organización social”.  
La identificación de esta dimensión de la política se busca no en el sujeto ni en las 
instituciones, sino que en la distancia que hay entre la una y la otra. En el trayecto. La 
primera renuncia de este estudio es a la comprensión del Sujeto en sí. 
Metodológicamente solo es perceptible en la medida en que subjetiviza, vale decir, a 
través de la descripción de la forma en que deviene. El sujeto en el trayecto se identifica y 
es impactado por un entorno que está constantemente conociendo y percibiendo. De ese 
modo las representaciones que se configuran desde él y para él se vuelven visión de 
mundo y opinión. Es la cultura política que se configura en el proceso de interacción entre 
el sujeto y su entorno social, político e institucional.  
El enfoque del sujeto y de la subjetividad en este estudio es por tanto, por una parte 
político, en tanto su objetivo es describir la dimensión de la democracia que posiciona al 
sujeto como elemento clave de la construcción de la representación, y no solo como 
legitimador de lo procedimental de la democracia. Y por otra metodológico, en tanto 
permite un espacio para la descripción de la forma en que los sujetos construyen la 
percepción y opinión de la política.  
 
1.2 El Sujeto político y el marco conceptual del sujeto y ciudadano 
 
El camino de diferencias en la relación de representación que se trama entre 
representantes, representados y sus instituciones, es la primera batería bibliográfica se 
revisarán para comprender las conceptualizaciones referidas al lugar de la cultura política 
en los sistemas políticos locales. Los estudios de este tipo enfocan su interés en las 
particularidades culturales que determinan las diferencias con que representantes y 
representados se encuentran en los espacios públicos democráticos. Para explicarlo, 
convengamos primero que la democracia no es un sistema natural para la conformación 
de las instituciones políticas y la representación en el mundo. Como se mencionó, este 
sistema sólo logró consolidarse con relativa estabilidad desde la segunda mitad del siglo 
XX.  
Por tanto, cuando hablamos de “democracias” nos estamos refiriendo a su forma 
moderna, liberal en su fundamento y cuyo significado y funcionamiento dista mucho de 
aquello que podemos observar en la antigüedad (Requejo, 1994). Dahrendorf (2003) lo 
explica desde la cultura:  
 
Cuando la democracia llega a zonas del mundo donde antes imperaban regímenes 
autoritarios, el término se emplea para abarcar todo el espectro de los valores 
modernos: igualdad (…) fraternidad. Así el término se vuelve un sinónimo de buena 
sociedad, y también este es un desagradable error (Dahrendorf, 2003: 9).  
 
La conclusión para Chile y Latinoamérica es clara: la democracia no es un sistema natural o 
inmediatamente propio a todas las sociedades (Dahrendorf, 2009). Para la mayoría de las 
sociedades en donde se practica, más bien corresponde a un sistema exógeno, que 
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simboliza mucho, pero que es todavía novedoso. Por tanto, su instalación no es solamente 
un problema institucional, sino que, justamente, por esa diferencia social e histórica 
fundante, es también un problema de traducción cultural.  
En Latinoamérica, se han estudiado las instituciones en las que se sustenta el régimen 
democrático, sobre todo en los primeros años de la transición democrática, pero no en 
cuanto a sus promesas de cambio y futuros prometidos. Por eso, este primer punto 
abordará el terreno de la cultura política, entendida como diferencias culturales, y la 
realización de las subjetividades de los ciudadanos (expectativas, sueños, realizaciones).1
En primer lugar hay que constatar que la apropiación histórica que hace Latinoamérica 
de la democracia como sistema para elegir y estructurar las representaciones políticas, se 
comprenda a partir de la cultura política, pues este concepto -como se esbozó antes- 
permitirá comprender las particularidades históricas y las distancias y diferencias entre los 
actores y las propias circunstancias que dieron origen a la instalación del modelo 
democrático. 
 
Se propone que el lugar de esa búsqueda sea en los tránsitos y las distancias culturales 
que se dan y realizan entre los actores y las instituciones pertinentes. Se estudiará por 
tanto la democracia en el mundo local chileno, como una realización ocurrida en el 
trayecto entre representantes, representados e instituciones. 
A este respecto, una de las aproximaciones más clásicas y conservadoras sobre la 
construcción de la representación política en Latinoamérica es la que elabora Pedro 
Morandé (1984), quien a partir de la estructura social del sistema hacendal en Chile 
explica la realización de una síntesis identitaria total (política y cultural) entre los 
campesinos residentes en la hacienda (inquilinos) y el hacendado. Serán para el autor, 
éstos, los oferentes (de ofrenda) de trabajo al patrón, y éste un dios que en su consumo 
legitima el valor del trabajo de esos inquilinos. Esta arquitectura es la descripción de una 
representación perfecta de las estructuras de dominación que permite la relación 
semisacrificial (ofrendas y consumo ritual) entre el patrón y sus inquilinos. Entre el 
individuo y el representante existe, para Morandé (1984), un momento de legitimación 
total y sagrada que se realiza en la hacienda, y que permite la configuración de una 
identidad latinoamericana a salvo de los embates del racional iluminismo europeo. El 
enfoque interesa en tanto permite una aproximación cultural al fenómeno político y 
porque explica la construcción de las relaciones políticas en ciertas etapas de la historia de 
Chile (que se trabajarán en profundidad durante el segundo capítulo). Si el patrón es el 
centro de la realización de los inquilinos, su comportamiento político será también el 
comportamiento político de los inquilinos. Su realización y representación. 
Así por tanto, el tránsito entre individuo y ciudadano puede ser explicado como una 
relación vicaria total entre muchos (los inquilinos) y uno (el patrón). Relación a partir de la 
cual nace el orden político latinoamericano, según Morandé (1980, 1984), y también, el 
ethos social y cultural que sostiene el entramado identitario del orden total 
latinoamericano frente al caos de la modernidad. El libro destaca dos puntos esenciales 
para la comprensión de los fenómenos de la política: el problema del orden y el problema 
de la cultura. Pero el momento idealizado que describe Morandé, ambos factores 
                                                          
1 Al respecto, ver Almond y Verba (1980) e Inglehart y Welzel (1995). 
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funcionan en una lógica totalmente encapsulada en la hacienda. Al trasladar la reflexión 
más allá de estos márgenes, el problema de la democracia y el orden se enfrenta a la 
complejidad del problema de la representación en contextos democráticos. Tal como lo 
describe Lechner en la siguiente cita:  
 
El tema de la democracia moderna surge de dos argumentos. El primero es de Marsilio 
de Padua: dado que el orden social es una creación humana y que por tanto, los 
hombres lo determinan, el pueblo debe participar en la legislación. El segundo proviene 
de Nicolás de Cusa: puesto que todos los hombres son iguales ante Dios, toda 
dominación supone el consentimiento voluntario. El tema de la democracia aparece 
como la pregunta por la justificación de la autoridad. La cuestión se vuelve problemática 
con el surgimiento del individualismo (Lechner, 2007c: 41). 
 
Entonces, al mundo de la representación perfecta de la premodernidad hacendal 
latinoamericana que describe Morandé -donde sacrificial y vicariamente se realiza en el 
consumo de uno a la comunidad entera-, se debe oponer el problema práctico de la 
realidad y la idealización política de la democracia y la modernidad. Ésta se refiere a la 
realización de los individuos, en consentimiento, frente a otros individuos. El problema 
más simple es el más resuelto (la representación en la pre-modernidad). El otro, el de las 
culturas complejas en representación, es el que suele olvidarse:  
 
Siempre que en algún lugar se ha producido un cambio en las dinámicas de la 
ciudadanía, la cultura ha estado ahí como causa, como freno o como consecuencia. Y a 
la inversa, los cambios en la cultura han tenido efectos sobre el desarrollo de la 
ciudadanía de las personas (Güell, 2008: 32). 
 
En definitiva, la existencia de la ciudadanía depende de la existencia de la cultura (Güell, 
2008; Lechner, 1984), pues, si no existe una cultura modulable en son ciudadano, pueden 
existir representantes e instituciones democráticas, pero no ciudadanos democráticos 
propiamente tal (Güell, 2008). En un contexto democrático con diferentes voces 
realizando sus subjetividades, el entramado de representación propuesto se vuelve 
complejo y deja de funcionar. Los estudios de las transiciones políticas de regímenes 
autoritarios a democráticos, exploran esta distancia y postulan, al tratar de explicar el por 
qué de la desafección que regresado el sistema desde un gobierno autoritario, la 
preocupación fundamental de los gobiernos trató sobre la construcción de instituciones 
democráticas. En este sentido, Durán sostiene que:  
 





corresponde a la construcción de una agenda capaz de distinguir entre demanda política 
y demanda social. La transición, así, debía asumirse como un proceso acotadamente 
político de reconstrucción de las instituciones democráticas, distanciando para mejores 
tiempos la satisfacción de las demandas sociales acumuladas durante el período 




De lo anterior se desprende entonces que en estas instituciones democráticas 
establecidas y en las autoridades representativas que las crearon, la complejidad de las 
subjetividades políticas de los ciudadanos buscando representación, aportaban con 
desorden y no con orden al proceso democrático (Garretón, 1995; Salazar, 2000; Joignant 
y Menéndez-Carrión, 1999). Al respecto, Lechner, ya en 1982 (en texto reeditado en 
2007), planteaba lo siguiente:  
 
¿En base a qué criterios denunciamos una política como ‘irracional’ o postulamos un 
‘manejo racional de la economía’? Suele predominar un criterio de eficiencia, basado en 
el cálculo formal de medio-fin. (…) El Otro es ‘tomado en cuenta’ en tanto ‘variable de 
cálculo’ y ‘factor de poder’. En la medida en que no es controlable, que sus acciones y 
reacciones (su imaginación, creatividad, voluntad) no son calculables, el Otro es un 
constante riesgo que hay que eliminar o sujetar a expectativas probables. El sujeto es 
reducido a objeto (Lechner, 2007a: 229). 
 
Lo que se destaca aquí es esa distancia trascendente que filosóficamente funda la 
posibilidad de la política entre un sujeto y un otro. Distancia que en el contexto 
democrático y ciudadano encontramos en la configuración de los espacios públicos, en el 
reconocimiento de las diferencias y de las propias identidades a través de la comunicación 
(Arendt, 1993; Habermas, 1996), y en la realización de las personas frente a las 
instituciones (Habermas, 1996; Lechner, 2007a; Güell, 2008; Taylor, 1994). El espacio 
entre el sujeto, las instituciones y sus representantes es un espacio cultural. La realización 
del sujeto en ese espacio es relevante, tanto para el Desarrollo Humano político, como 
para la formación de una ciudadanía multicultural. Es ese espacio político de realización 
del sujeto, la complejidad de esa distancia, la posición político-conceptual con que 
trabajará esta tesis. 
Esta complejidad que se deriva de la tríada recién descrita es mayúscula, porque la 
trama cultural, filosófica y lógica de la representación no se agota allí. Dicho de otro 
modo, la democracia representativa presenta complejas paradojas en la relación entre 
gobernantes y gobernados. Debido a que la mera elección no asegura una relación de 
identidad entre estos (Duverger, 1987). Apenas surge, en un contexto democrático, la idea 
de la distancia entre el ciudadano y las instituciones (entre “desorden emergente” y 
orden), aparece también la idea analítica obvia de separar en dos momentos la realización 
política de las personas. Por un lado, se comprenderá a aquella que tiende a la realización 
institucional de la democracia y su mantenimiento, la llamada democracia representativa, 
mientras que por otro lado se comprenderá a aquella propia de la realización ciudadana 
de las decisiones públicas efectivas, la democracia participativa (Brunner, 1997; Cortina, 
1997; Elizalde, 2000; Montecinos, 2011).  
Para explicar estos enfoques, debemos partir señalando que la máxima expresión del 
ejercicio democrático es elegir a su representante, a través del voto, mediante la 
realización de elecciones libres y competitivas. Es en ese momento donde la democracia 
moderna se realiza y donde se construye la representación, el gobierno y la legitimidad 
(Rivero, 2000). Esta representación se realiza en tanto se espera que la elección realizada 
refleje cierta correspondencia entre gobernantes y gobernados con respecto a los 
determinados rasgos que una comunidad política haya determinado como importantes.   
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Dentro de los cuales se identifican la adscripción valórica, ideológica, religión, género u 
origen territorial. El gobierno se realiza mediante los mecanismos de autorización o 
desautorización de programas o políticas; y la legitimidad se produce conforme el 
gobierno se presenta como titular legítimo de la voluntad ciudadana. De este modo la 
democracia moderna salva la distancia que existe entre los representantes y los 
representados. La idea de participación en este contexto toma una forma limitada y 
simple, que puede abarcarse mediante una tipología básica (Rivero, 2000: 1). La discusión 
política cotidiana y el seguimiento de la vida política, 2) La participación en campañas 
electorales, 3) El voto, 4) La presión sobre representantes políticos, 5) La militancia en 
grupos y asociaciones, 6) La participación en manifestaciones legales, 7) La desobediencia 
civil. 
Esta es la escalera lógica de la democracia. Pero la discusión de esta polémica se abre 
cuando entran en el marco de análisis los elementos subjetivos de la política. El paradigma 
del ejercicio ciudadano que pregona la democracia participativa se pregunta si la 
construcción de la representación se agota en el hito eleccionario, al mismo tiempo que se 
cuestiona la lógica platónica (una persona, un voto) de dicho ejercicio. Puesto de otro 
modo, ¿las elecciones aseguran a los ciudadanos un grado satisfactorio de 
representación? Porque en términos fácticos, el ciudadano no cautela directamente las 
decisiones de los electos luego de ejercer su voto, al menos hasta una nueva elección.  
Pero la construcción de la democracia participativa es mucho más compleja que lo 
relatado. Para este paradigma, la definición de democracia que se articula sobre la 
defensa que los intereses individuales deben contrapesarse con la exigencia de una 
participación política ciudadana y que la participación es insoslayable para garantizar el 
auto-gobierno colectivo y generar una ciudadanía informada y comprometida con el bien 
público (civismo) (Del Águila, 2000). En la base de este razonamiento está el hecho que la 
comunidad democrática no debe definirse sólo en términos de individualismo competitivo 
y personal, sino como una comunidad de personas que comparten objetivos y aspiran a 
desarrollar sus capacidades en comunidad (Taylor, 1997: 297). 
En el plano de la democracia la participación implica la deliberación en la esfera 
pública, vale decir, un lugar donde los ciudadanos pueden desarrollar una discusión 
racional y libre de coacciones (Habermas, 1999), autodesarrollo a partir de la participación 
en la comunidad, mediante el sufragio universal y mediante el uso ciudadano de aquellas 
instituciones mediadoras tales como los sindicatos, las corporaciones, los partidos, etc. 
(Del Águila, 2000). La participación para el paradigma de la “democracia participativa” 
implica la conformación de una sociedad civil densa y del entendimiento de la democracia 
como una forma de vida y no sólo un conglomerado de instituciones. Desde esta 
perspectiva, autores como Habermas o Dewey entienden que la democracia debe 
encarnarse en prácticas concretas que realizan determinados valores. 
Evidentemente, el paradigma de la democracia participativa no desestima la 
importancia de la representación. Lo que intenta es develar (y por tanto limitar) la ilusión 
que existe en el hecho de creer que la elección de representantes implica la elección de un 
“nosotros político”. Así, lo que caracterizaría a una democracia participativa es el hecho 
que a quién (o quiénes) se elige, es a un alguien sobre el cual se debe ejercer cierto 
control, una suerte de confianza crítica. Entonces, si bien el cuerpo político cede 
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soberanía, éste se politiza a través de la posibilidad de incidir constantemente sobre la 
acción de los representantes. Dicho de otra forma, posee recursos políticos y 
fundamentos jurídicos para recuperar dicha soberanía. 
Ahora bien, ciertamente dicha dinámica participativa también requiere otras 
condiciones que emparentan a la democracia con una noción de igualdad sustantiva y de 
deliberación. Esto porque no basta con abrir canales para la participación electoral, sino 
también hay que distribuir en la ciudadanía ciertas capacidades y proveerles de espacios 
reales para ejercitar la participación. La democracia así vista, es incompatible con 
desigualdades sociales y económicas, por lo que tiene una evidente inclinación (los 
promotores del paradigma condicionan el ejercicio democrático a esto) por desenvolverse 
en un Estado social que sepa redistribuir los beneficios del desarrollo.  
Desde mediados del siglo XX, Marshall (citado en Nun, 2000) se preguntaba acerca de 
la relación entre la democracia, el mercado y las condiciones económicas y sociales que 
permiten la democracia más allá de las instituciones que sostienen la representación: 
 
Un régimen político de gobierno como el democrático, que se sustenta en la ficción 
básica de la igualdad de todos los ciudadanos ¿se puede operar armónicamente con un 
régimen de acumulación social como el capitalista, que por su propia naturaleza es un 
generador constante de desigualdades? (Nun, 2000: 42).  
 
Desde esta reflexión se desprende que los déficits sociales son carencias de la democracia 
misma, y entonces, tal como ocurre con la desigualdad y la pobreza, la agenda social y la 
agenda democrática se funden y confunden. Esta pregunta fundamentará, de este modo, 
la idea de ciudadanía, como aquella forma de adscripción a una comunidad que provee al 
individuo de derechos individuales y colectivos de toda índole: políticos, económicos, 
sociales y culturales:  
 
La ciudadanía es un precepto de igualdad básica asociada a la pertenencia a una 
comunidad, que en términos modernos, es equivalente a los derechos y obligaciones de 
los que todos los individuos están dotados en virtud de su pertenencia a un Estado 
nacional (PNUD, 2004: 60).  
 
Vemos pues, que la idea de participación reemplaza en Latinoamérica a la idea de 
democracia. Democracia que se presenta como una panacea absoluta de todas las 
bondades de lo social, en tanto y cuanto intentará infructuosamente articular democracia 
social con democracia política. Lo que explica la brecha que se ha abierto entre la teoría y 
la práctica sobre la participación, sobre todo al momento de traducir en metodologías e 
instituciones concretas, aquellas nociones teóricas que muchas veces están presas del 
voluntarismo. Por esto, la definición de la participación es inseparable de otras preguntas 
tales como ¿por qué es deseable la participación? ¿Para qué participar? ¿Cómo hacerlo? 
¿Qué condiciones sociales requiere? ¿Qué tipo de instituciones, individuos y derechos 
necesita? ¿Cuándo se está participando? 
El campo de sus definiciones ante tales preguntas, se ha expandido y complejizado. De 
este modo, para repasar esta complejidad de materias sobre participación en Chile y 
Latinoamérica, se propone a continuación una revisión de diferentes agendas de trabajo 
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que intentan dar respuesta de muchas maneras, o mejor dicho, desde muchas 
perspectivas, a estas mismas preguntas a partir de 2 ámbitos a) la perspectiva normativa y 
epistemológica de participación; y b) la perspectiva práctica y de políticas públicas sobre 
participación. 
 
1.2.1 La perspectiva normativa y epistemológica de la participación 
 
Las democracias – fundamentalmente representativas, en contextos liberales – no sólo se 
restringen a la elección de representantes, sino que también constituyen dinámicas 
sociales y políticas que dicen relación con el vínculo entre el individuo, la comunidad y la 
construcción del orden (Lechner, 2007). Los fundamentos de una democracia participativa 
son en gran medida comunitaristas (Taylor, 1997) y establecen una serie de condiciones 
que son previas a su realización, tales como la existencia de una comunidad de sentido 
dotada de racionalidad. Junto con una esfera pública donde pueda interactuar 
comunicativamente (Habermas, 1999), una sociedad civil densa (Delamaza, 2005), 
capacidades distribuidas homogéneamente en la ciudadanía, fragmentación del poder, 
resguardo de los derechos humanos y mecanismos de decisiones colectivas (Moulian, 
2001), por mencionar algunos aspectos. 
Fundamentalmente, la dimensión normativa de los estudios sobre participación, 
remiten a las preguntas por qué y para qué la participación, y allí las justificaciones son 
diversas. Sustantivamente, se reconoce que la participación del individuo en la comunidad 
es una característica fundante de su propia individualidad, por lo que se afirma como un 
valor en sí mismo. Así por ejemplo, Kliksberg señala que: 
 
Efectivamente, en la identidad básica del ser humano, se halla la necesidad de la 
participación (…) La participación comunitaria es un instrumento potente como se ha 
marcado en este trabajo, pero nunca debe perderse de vista que es al mismo tiempo un 
fin en sí mismo. Hace a la naturaleza del ser humano participar (Kliksberg, 1998: 166). 
 
La participación normativa aparece también en el debate como el sustrato que permite 
realizar la promesa moderna de la subjetivación, al mismo tiempo que de la construcción 
deseada del orden social. Como señala Lechner: “Construir una colectividad autónoma de 
individuos autónomos sería precisamente el horizonte de sentido que orienta la lucha por 
la autodeterminación democrática” (Lechner, 2007: 110). 
Sin embargo, en términos de horizonte normativo, la participación comunitaria muchas 
veces permanece en este nivel de abstracción que designa muchas cosas, pero a la vez 
ninguna concreta, y que van desde una orientación individual hacia lo público hasta la 
pertenencia a organizaciones sociales, como pueden serlo una junta de vecinos, una 
agrupación religiosa o un comité deportivo. De forma más pragmática, la participación 
también suele justificarse por su utilidad, definiendo algunos objetivos para los cuales 
parece ser fundamental. Dentro de los cuales se encuentra la igualdad al momento de 
representar y potenciar demandas de grupos sociales excluidos, extender los derechos de 
los ciudadanos, generar transparencia y control de los poderes políticos y de los recursos 
públicos, y lograr la eficiencia en la designación de recursos (OIDP, 2007). Por otro lado, 
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también parece central para fortalecer la “democracia delegativa” (o el protagonismo del 
Poder Ejecutivo basado en el apoyo popular y contra los otros poderes del Estado), o 
simplemente para mejorar la calidad de la democracia introduciendo mecanismos de 
control en el proceso de toma de decisiones (Welp, 2008). 
En tanto medio para realizar fines externos, la participación se ha constituido en una 
variable fundamental de la viabilidad y legitimidad de las políticas públicas, las cuales, se 
espera, sean eficientes y generen además sostenibilidad en el tiempo. Se reconoce que en 
la elaboración de los programas sociales, es la propia comunidad quien mejor detecta las 
necesidades y es capaz de priorizarlas, además de constituirse también en los límites 
culturales de cualquier intervención de política pública (Kliksberg, 1998). Es interesante 
constatar que ambos criterios – participación como fin en sí mismo y como medio – se 
funden comúnmente en su definición. Como señala Kliksberg: 
 
La participación siempre tuvo en América Latina una legitimidad de carácter moral. 
Desde amplios sectores se planteó con toda frecuencia como un derecho básico de todo 
ser humano, con apoyo en las cosmovisiones religiosas y éticas predominantes en la 
región (…) La participación tiene una legitimidad macroeconómica y gerencial. Es 
percibida como una alternativa con ventajas competitivas netas para producir 
resultados en relación a las vías tradicionalmente utilizadas en las políticas públicas 
(Kliksberg, 1998; 134). 
 
Bajo esta misma perspectiva se pueden identificar también aquellos estudios que analizan 
los múltiples factores que condicionan el estado de la participación política en la 
democracia Dichos factores son la baja densidad asociativa de una sociedad (PNUD, 2000), 
la trama de organizaciones sociales, y sus redes sociales formales e informales (Durston, 
1999), los imaginarios políticos (PNUD, 2004b), las características de la sociedad civil 
(Delamaza, 2005), el nivel socioeconómico y educativo de los ciudadanos (Montalvo, 
2008) o las predisposiciones culturales hacia las relaciones democráticas (Lechner, 2007), 
entre otros. 
En el caso de Chile los estudios reconocen obstáculos importantes que impiden la 
profundización de la democracia y que trascienden el nivel de las instituciones 
representativas y las condiciones económicas de su funcionamiento Entre estos se 
encuentran los grados de desarticulación de la comunidad política (PNUD 2002, 2004), 
deficiente desarrollo de los derechos de ciudadanía; trabas en la justicia frente a la 
violación de derechos humanos, una trama asociativa dispersa y una frágil 
institucionalidad para la participación social y voluntariado, y debilidades en la calidad de 
la participación (déficit en la deliberación) (Delamaza, 2005), entre otros.  
Siguiendo esta lógica, si la participación es un fenómeno social y una práctica política 
de relacionarse con el orden (Moulian, 2000) podemos indicar otra perspectiva de 
posiciones y estudios, enfocada ahora en el rol de la participación de los ciudadanos en la 
producción de órdenes emergentes. Movilizaciones y desobediencia civil son los 
conceptos estudiados por estas perspectivas de análisis, que intentan demostrar que los 
movimientos sociales son también una forma de acción política, que, surgida desde la 
sociedad civil, impele – o no – legitimación a la democracia (Cohen y Arato, 2000).  
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De este modo se canalizan demandas sociales y se permea al sistema político con 
nuevas subjetividades y representaciones, permitiendo realizar el imperativo moderno de 
la subjetivación. A partir de ella es posible incorporar demandas de sentido al sistema 
político cada vez más autoreferente, y por tanto, desvinculado de las aspiraciones 
colectivas de la sociedad civil. Como se ha demostrado, muchas veces estos mecanismos 
informales obtienen resultados altamente eficientes (Delamaza, 2009). 
 
1.2.2 La perspectiva de las políticas públicas y la práctica de las políticas de participación. 
 
Ha quedado claro el nivel polisémico y los distintos empeños por abordar el concepto de 
participación ciudadana como hito suficiente, pero no necesario de lo democrático. A este 
debate se suma otro, académico-político, que quiere construir una “agenda sustantiva” 
que intenta posicionar en la primera fila de la institucionalidad democrática el rol de la 
sociedad civil (Delamaza, 2005). En este marco podemos mencionar los estudios sobre 
Mecanismos de Democracia Directa (MDD), las modificaciones de recursos legales y 
administrativos pro-participación, los diseños de políticas públicas y programas, los 
consejos gestores y/o presupuestos municipales, y las experiencias de participación 
ciudadana provenientes de las bases sociales, todas de distinto tipo y fruto de diferentes 
oportunidades (De la Maza, 2009). 
Dentro de este complejo abanico, quizás una de las líneas con mayores experiencias 
acumuladas en Latinoamérica es aquella dedicada a los mecanismos decisionales de 
democracia directa, los cuales se hallan contenidos en las constituciones de los distintos 
países del continente. Estos tienen una visibilidad mayor dado que son 
constitucionalmente reconocidos y, por tanto, permiten dar una medida directa de la 
relación entre política, sociedad y ciudadanía. La democracia directa, vale decir, aquella 
que desarrolla instrumentos a partir de los cuales los ciudadanos se involucran 
directamente en el proceso de toma de decisiones, ha sido una forma de desarrollar la 
democracia que ha tenido una presencia variable en el continente. 
El hecho que sean mecanismos formales tiene gran importancia, porque se excluyen 
del ámbito de observación de las orientaciones hacia lo público y de las disposiciones a 
participar en otras instancias no formales, tal como sucede en las aproximaciones 
sociológicas a la participación. De forma simple, los mecanismos constitucionales que 
conoce la democracia son: el referéndum, que consiste en someter a la población a la 
sanción de una determinada ley, la cual se otorga o niega en razón de una votación a la 
que son llamados los electores. Transfiere así a los electores la decisión sobre la ley en 
cuestión. El plebiscito, que se trata de una votación directa sobre temas específicos (estos 
dos mecanismos suelen agruparse en torno a la noción de mecanismos de consulta 
popular). La iniciativa popular, que consiste en el derecho de los ciudadanos de presentar 
proyectos de ley o para reformar las leyes o la Constitución; Y finalmente, la revocación, 
que da a los ciudadanos la capacidad de emitir su voto para destituir a un funcionario 
público (BID, 2003). 
Según los estudios, el desarrollo de este tipo de experiencias ha sido impulsado por la 
globalización, que apareja la creciente incapacidad de los organismos centrales de 
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coordinar la complejidad de las unidades territoriales locales en tensión con las 
estructuras globales (Wilke, 2007). En esta línea, el Observatorio Internacional de 
Democracia Participativa (2007) ha afirmado que la articulación de los niveles global, 
nacional y local se vuelve importante para la gobernabilidad, ya que los propios conflictos 
sociales aparecen hoy de manera fragmentada, derivando en un desafío importante para 
el Estado (nivel central) al verse enfrentado a lógicas globales totalizantes y 
nacionalmente policéntricas. 
Estudiando la amplia cantidad de mecanismos de democracia directa que tienen 
aplicación local, el Observatorio Internacional de Democracia Participativa (2007) ofrece 
una sistematización de las distintas formas de participación, distinguiendo entre procesos 
participativos, marcos jurídicos, órganos, mecanismos de participación y formas de 
participación no institucional. En general, el número de mecanismos participativos, 
sostiene el Observatorio, se corresponderá directamente con la cantidad de experiencias 
participativas que se desarrollen en el continente, ya que crecientemente se innova o 
adaptan las fórmulas y metodologías a las distintas institucionalidades políticas, marcos 
regulatorios y aspectos culturales de los distintos países. De todos modos, existen ciertos 
mecanismos que han transitado las fronteras y se han emulado en diversas comunidades, 
de los cuales sin duda, uno de los procesos más reconocidos y extendidos en 
Latinoamérica es el de los presupuestos participativos. 
Las primeras experiencias a este respecto surgen en la ciudad de Porto Alegre y fueron 
introducidos por el Frente Popular encabezado por el Partido de los Trabajadores (PT). Se 
trata de un sistema mediante el cual los vecinos tienen derecho a formar parte de 
asambleas públicas que se realizan una vez al año, instancias en la cuales se decide la 
forma en que se emplearán la mitad de los fondos presupuestarios municipales. Esto los 
posiciona en un rol activo en el gobierno de su propia comunidad y así los residentes 
toman decisiones sobre asuntos locales prácticos como mejoras de calles o parques, y 
otras cuestiones más complejas referidas a la ciudad. El objetivo de los presupuestos 
participativos es, entonces, cambiar el método de la toma de decisiones, pasando de la 
decisión de las cúpulas políticas, a los propios ciudadanos (ver Silva y Cleuren, 2010). 
En Chile y Latinoamérica, este ejercicio de participación ciudadana en un contexto 
institucional de democracia, se asocia a la crisis de la representatividad democrática que 
muestran algunos de estos países, como sostiene Montecinos: 
 
Esta atención a la emergencia y desarrollo de los presupuestos participativos en América 
Latina representa quizás el principal síntoma político y social que fundamenta la 
existencia de un cuestionamiento sustantivo hacia la efectividad de los sistemas 
democráticos representativos, cuestión que conmina a pensar y a buscar nuevas 
alternativas que lo mejoren, perfeccionen o profundicen (Montecinos, 2009: 3). 
 
La agenda de los estudios de presupuesto municipal, como el mismo Montecinos sostiene, 
de dividen entre los que destacan sus bondades, los que estudian su diseño institucional, y 
aquellos que la relevan como un complemento institucional a la democracia 
representativa tradicional (Montecinos, 2009). Y podemos agregar un cuarto tipo de 




La idea de subordinación de las instituciones de la democracia participativa ante las 
instituciones de la democracia representativa se refiere fundamentalmente a dos 
aspectos. El primero de ellos, al escaso poder de decisión e incidencia que tienen los 
integrantes del presupuesto participativo en las decisiones municipales, ya que las 
decisiones y la agenda pública local terminan siendo la de los actores políticos 
tradicionales y/o de las organizaciones tradicionalmente legitimadas ante el municipio 
(por ejemplo, en el caso chileno, las juntas de vecinos); por lo tanto, el presupuesto 
participativo se convierte en un espacio escasamente abierto y que re-legitima a los 
actores tradicionalmente vinculados con la agenda pública municipal. El segundo 
aspecto se relaciona con la escasa incidencia que llega a tener el presupuesto 
participativo en las políticas públicas de escala regional y nacional/sectorial; por lo tanto, 
su implicancia no pasa de ser un tema local y sometido a la voluntad política de un actor 
determinado (Montecinos, 2009: 13).  
 
En Chile, los presupuestos participativos han sido realidad en numerosas comunas del 
país, tales como Providencia, Cerro Navia, Illapel, La Pintana, San Joaquín, Buin, Molina y 
Rancagua. Sin embargo, en dichas experiencias el promedio del presupuesto sobre el cual 
se puede decidir no supera el 3 por ciento, el cual está siempre constituido por inversión 
real (Delamaza, 2009). 
Junto al presupuesto participativo, muchas otras experiencias de corte ciudadano, en 
Chile y Latinoamérica han generado estudios testimoniales que sistematizan esas 
experiencias. Están por ejemplo, aquellas experiencias que resumen la vida política de 
comunidades en proyectos de desarrollo económico-social (ejemplos de presupuestos en 
Porto Alegre, Brasil) (Kliksberg, 1998), en la construcción de una comunidad (Villa El 
Salvador, Perú) (Kliksberg, 1998), en un encadenamiento productivo (Ferias de Consumo 
Familiar de Barquisimeto, Venezuela) (Kliksberg, 1998), en la construcción de un municipio 
digital (Piraí, Brasil) (Sadao, 2009), en la promoción de la salud (Quillota, Chile) (Fernández 
y Avendaño, 2009), o en la satisfacción ciudadana (San Fernando, Argentina) (Rossi, 2009), 
entre otros. 
En general, y pese a lo prematuro de las evaluaciones, como plantea Delamaza (2009), 
los resultados aún parecen ser magros al evaluar los resultados de los intentos de 
democratizar a través de procedimientos participativos. Como se puede apreciar a lo largo 
de las síntesis de los estudios mencionados, la participación ha sido extendida 
principalmente mediante un marcado énfasis en la gestión pública, transitando hacia una 
lógica de derechos ciudadanos. Ha comenzado en lo institucional, y ha construido débiles 
intentos para acercase al ciudadano.  
 
1.3 Participación y sujeto como cultura política y teoría de elites (el representante) 
 
El enfoque de elites, es otro de los utilizados para la comprensión de los fenómenos de 
representación política para Chile y Latinoamérica. Este enfoque se ha interesado por 
aquel grupo minoritario de personas que posee las mayores cuotas de poder dentro de 
una sociedad y que se organizan según las capacidades de acción asignadas a las personas. 
La significación que se le atribuye al poder y las estructuras de distribución asimétrica en 
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la capacidad de acción sobre el entorno (PNUD 2004; Lira y Quiroga, 2003). Básicamente, 
el enfoque se especializa en la comprensión de los mecanismos legitimadores de los 
grupos de personas que ejercen las altas funciones de conducción dentro de las 
sociedades (PNUD, 2004) y como esa legitimación se basa o no en la realización política de 
los representados por esa elite. Importará este apartado para la tesis, en tanto los 
estudios con este enfoque permiten comprender los ejes de la configuración y formación 
de las dirigencias, sobre todo en los estudios que tengan como foco el nivel local. Así, la 
construcción de la representación política de las elites para el nivel territorial 
latinoamericano, pueden ser agrupados en 3 grandes ejes, que serán descritos a 
continuación. 
Primero, el de aquellos estudios que comprenden a las elites como instancias de 
control de una posición estratégica. Carol Smith (1976) en sus estudios de las clases de 
dirigencias campesinas define a las elites de las localidades desde su control de las redes 
de intercambio, y no, como podría suponerse, por el acceso privilegiado a un recurso. El 
enfoque es significativo, primero, porque lo experimenta en el mundo rural (lo que se 
acerca a nuestro enfoque territorial). Luego, porque subraya la importancia de la posición 
política, antes que el control de los medios de producción a la hora de la definición de las 
elites. Dicho de otro modo, para Smith la asimetría en la organización del poder no se 
explica por desigualdades en la propiedad de los medios de producción, sino que obedece 
a la relación de ciertos actores con un modo de producción determinado.  
A su vez, existen estudios que definen a las elites latinoamericanas del nivel territorial, 
como mediadoras entre los modos capitalistas y las formas de subsistencia o de trabajo 
campesino o local. Un ejemplo de estos, es el estudio sobre la situación del mundo rural 
mexicano en la década de los ’70 (Bartra, 1980), donde, dentro de la burguesía rural 
compuesta por profesores, comerciantes y medianos o grandes propietarios que usan 
fuerza asalariada. Existía la figura del cacique como responsable de articular a través del 
mercado, un modo de producción capitalista con un modo de producción no capitalista, es 
decir, una producción orientada hacia el autoconsumo y unidades de producción de tipo 
mercantil simple. Dado que el oficio del cacique es la política – por sobre la economía 
como medio para ocupar posiciones estratégicas – el cacique se presenta como la posición 
intermedia entre la comunidad y la estructura política nacional, controlando flujos de 
información de adentro hacia fuera y de afuera hacia adentro. Es lo que Durston describe 
como “brokers” cuando señala los diferentes tipos de clientelismo ocurrentes en el 
mundo rural chileno y latinoamericano:  
 
El bróker es el intermediario entre el caudillo y su clientela, un actor clave en las formas 
modernas de clientelismo, en las cuales las comunidades tienen un mayor grado de 
autonomía expresado en la existencia de estos mismos brokers (Durston, 2005: 13).  
 
Durston también cita a Valenzuela (1977), para decir que: 
 
El patrón tiene autonomía para hacer alianzas y decisiones políticas, mientras cumple 
con entregar bienes materiales. El grado de voluntarismo que ejerce el cliente es 
relativamente bajo. Podríamos agregar que la relación patrón-cliente es un contrato 
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diádico múltiple, que cubre varios ámbitos vitales y es de largo aliento. Concluye 
Valenzuela que hay que limitar la terminología patrón cliente a los fenómenos clásicos 
para mantener su utilidad analítica (2005: 32).  
 
Esta estructura de poder, que no se limita a pequeñas ciudades sino que se extiende tanto 
a pueblos como a comunidades y centros nacionales de poder político, se organiza en 
torno al control de los medios de producción o distribución, el control de los medios 
políticos y represivos, el control de los medios o canales de influencia social, y el control 
de los medios de comunicación o tramitación administrativa. En definitiva: 
 
Los grupos dominantes en el campo están integrados por los elementos que controlan 
los procesos básicos de la producción agropecuaria, minera, industrial y la circulación de 
bienes y servicios. El control que los caciques ejercen sobre la comunidad se basa 
fundamentalmente en el control de estos procesos y de las situaciones políticas (Bartra, 
1980: 149).  
 
Esta misma figura la encontramos en Chile bajo la idea de los Notables, que es el modo 
con que Pascal (1971) se refiere a ese grupo de organizaciones campesinas cuyos 
miembros son los que recurren en persona a las instituciones de las burocracias 
administrativas, o tienen amistades que poseen una posición de poder en los centros 
urbanos. Según el autor, los notables son el representante del “pueblo” frente a las 
autoridades porque el campesino carece del capital necesario para relacionarse y seguir 
los caminos burocráticos que exige solicitar ayuda a los centros administrativos. En 
resumen, su rol es ser intermediarios entre las organizaciones locales y los centros de 
poder regionales y metropolitanos. Este grupo está compuesto por funcionarios, 
comerciantes, medianos agricultores y políticos locales. 
Otro enfoque estudiado, es aquel que comprende a las elites según su capacidad de 
liderazgo e influencia simbólica, esto, a partir de su rol en la conducción social, y el 
significado de su rol dentro de las sociedades. Para este enfoque, las elites son las 
encargadas de canalizar y orientar, por un lado, el sentido, y por otro, las tendencias de 
cambio de las sociedades. La misma idea de los notables, leída bajo el código simbólico, es 
la que surge con el concepto de Padrino (Manzur, 1984), quienes serían, según el autor, 
notables con muchos contactos para la comercialización de los productos agrícolas afuera 
de la comunidad. Los que “apadrinarían” a una multitud de personas, las cuales deberán 
rendir pleitesía y estarán obligados “por autoridad o razón” a asistir al padrino en las 
tareas que el designe, desde quehaceres del hogar, hasta trabajos agrícolas o mandados. 
A cambio de esto, el padrino los protegía en asuntos legales, les aconsejaba en negocios, 
les facilitaba los problemas de entierro de algún pariente, y por sobre todas las cosas, les 
daba el prestigio de ser su padrino:  
 
El ahijado pobre siente admiración por su padrino, con él mantiene una constante 
búsqueda de reconocimiento y de consagramiento (…). El padrino es el único que ha 
vislumbrado que ellos son ‘buenos’, es el único autorizado a reprenderlos por malas 
conductas (embriaguez, robos, marihuana, etc.), en otras palabras es como un padre por 
el que se siente respeto y temor. Un muy buen logro es ser invitado a una fiesta del 
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padrino cuando a éste lo visita un notable de la capital o por cualquier otro motivo, por 
supuesto en tareas de trabajo, o ser requerido en alguna tarea importante para la 
comunidad y ser luego nombrado por ello en el discurso del Presidente de la Junta de 
Vecinos (Manzur, 1984: 186).  
 
Dentro de esta dimensión de los estudios de elites, están aquellos que reconocen el rol 
ejercido por las elites al impulso de los cambios culturales y la capacidad de innovación de 
las sociedades, sobre todo para el nivel territorial y rural, es decir: 
 
La introducción, difusión social y aceptación de nuevos roles, ideas y actitudes 
relacionados al comportamiento de la población (…) [siguiendo] básicamente el modelo 
de la transmisión social piramidal en forma correspondiente a la estructura de la 
estratificación social (Cisneros 1978: 18).  
 
Los estudios sobre clientelismo de Durston (2005) arrojan también muchas luces para este 
enfoque. El autor construye una tipología detallada para analizar los comportamientos 
políticos en las comunidades rurales en Chile. Relevando posiciones de micropolítica en el 
campo, como por ejemplo, la de los brokers, que definirá como aquel personaje 
“intermediario entre el caudillo y su clientela Destacándolo como un actor clave en las 
formas moderna de clientelismo, en las cuáles las comunidades tienen un mayor grado de 
autonomía” (Durston, 2005: 4). El autor cita para precisar este factor los trabajos de 
Auyero en el contexto del peronismo y las villas miseria de la década de los 90, para hablar 
de cómo “bajo condiciones generales de pobreza y dados un partido gobernante con un 
apoyo estable a nivel de masas y acceso a programas de asistencia social solventados por 
el Estado y una desertificación organizativa, deberíamos esperar el fortalecimiento de la 
resolución de problemas de sobrevivencia a través de la mediación política personalizada. 
Esta manera de resolver problemas, a su vez, refuerza a la organización partidaria a nivel 
de base y su acceso a programas de asistencia social solventados por el Estado” (Auyero, 
1997, citado en Durston, 2005: 36). El autor también demuestra en sus textos la 
importancia del clientelismo-caudillismo en el desarrollo de las comunas, apoyando su 
tesis en los hallazgos de Arturo Valenzuela en su libro de 1977 Political Brokers in Chile:  
 
Los burócratas nacionales entrevistados por Valenzuela reconocían que algunas 
comunidades quedan atrás si no son apoyadas por algún parlamentario, pero 
comentaban que es un hecho de la realidad que ‘guagua que no llora no mama’: sus 
respuestas a las presiones y las quejas de clientes locales son necesarias, si algo se va 
hacer para las comunidades pobres (Durston, 2005: 171).  
 
Quizás, más allá de la detallada tipología que construye Durston en sus estudios 
etnográficos y teóricos, son sus conclusiones políticas las que destacan. Del mismo modo 
que Lechner, y al igual que lo que los estudios en terreno que se presentarán en este 
mismo texto han logrado constatar, la forma en que se han institucionalizado las formulas 
diferentes de clientelismo, son causa y razón fundamental de la crisis de representación 




Pero parece haber un pre-requisito, o un requisito simultáneo, para que esta sinergia se 
produzca en el Chile rural de hoy: que los sectores reformistas de los partidos 
progresistas se atrevan a forzar el abandono de las “formulas probadas” -es decir, 
negociar las candidaturas en las cúpulas nacionales y cosechar votos campesinos en 
base a máquinas de “favores por votos”. En el trasfondo de esta práctica esta la historia 
reciente de una transición pactada e inconclusa hacia una democracia no-tutelada. La 
cautela inicial de la Concertación de no dar espacio a movimientos que podrían hacer 
peligrar la transición parece haberse vuelto hábito, el hábito de un sistema de clases, de 
considerar a los ciudadanos subordinados –entre ellos los campesinos- como menores 
de edad, cuyas acciones autónomas, tímidamente resurgentes, dan temor (Durston, 
2005b: 19). 
 
Existe además de los presentados, un tercer enfoque en el estudio de las elites del mundo 
local-rural. Utilizado fundamentalmente, para comprender y administrar la instalación 
eficiente y eficaz de los proyectos de desarrollo. Este enfoque buscará en el nivel local a 
aquellos actores u organizaciones que puedan servir de “agentes territoriales del 
desarrollo” y encontrarán en las elites políticas esta condición. Esta concepción de elite 
presupone que existen diversos agentes del desarrollo presentes en el tejido social e 
institucional de una sociedad. Son estos actores y estas instituciones quienes dan forma 
concreta y operacional a la participación social, concretizan el concepto de capital social y 
son tanto objeto como sujeto de los procesos de desarrollo (Boisier et al., 1995; Lira y 
Quiroga, 2003). Los autores mencionados plantean que: 
 
Existe una multicausalidad en los procesos de crecimiento y desarrollo, que no se limita 
a las interacciones existentes entre subsistemas funcionales (económico, social, 
institucional etc.), sino que incluye además a su incidencia “espacial” en el territorio, 
que se manifiesta en la formación de subsistemas denominados “regiones” o 
“localidades (Lira y Quiroga, 2003: 9).  
 
En consecuencia, desde este enfoque es imprescindible definir el papel del sistema 
institucional y de los actores públicos y privados presentes en una determinada región o 
localidad. Recién cuando estas redes, el capital social y las sinergias han sido identificadas, 
pueden configurarse las “conversaciones” que conduzcan al sentido político y desarrollo 
de una localidad o región. Cabe destacar que los autores señalan la presencia de tres tipos 
de elites: la elite de la sociedad civil regional, la elite política-administrativa y la elite 
capitalista, cada una, compuesta por instituciones y personas que interaccionan de una 
forma determinada por los flujos de decisiones y conocimiento que atraviesan tales 
interacciones y por un determinado alcance en el poder de sus decisiones. Los autores 
entonces precisan el primer nivel de la elite, el menos institucional, y el más dependiente 
del movimiento propiamente tal, de lo que en esta tesis tendemos a llamar, simplemente, 
como “ciudadanía”. Definirán entonces sociedad civil como: 
 
(Las) personas y organizaciones de personas que poseen una visión colectiva de sí, la 
que, aunque difusa, es cohesionada por la participación y por la movilización de sus 
actores (actrices) en torno a la consecución de objetivos relativamente autónomos 
respecto del Estado, de la actividad política “profesional” y del mercado, pues si bien la 
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sociedad civil no pretende hacerse del control de estas entidades, ella no es 
absolutamente independiente y extraña a aquellas (...). El éxito de la sociedad civil podrá 
medirse en su grado de influencia, adopción y proyección en el Estado, las instituciones 
políticas y en el mercado (Lira y Quiroga, 2003: 67).  
 
Estas organizaciones de la sociedad civil se clasifican según la relación con el acceso 
colectivo al poder de decisión, característica fundamental de la participación. Los autores 
delimitan tres categorías: 
a) Actores institucionales con alto grado de organización formal, definida por leyes y 
reglamentos de carácter nacional y persistentemente activos, por lo menos al decir de la 
legalidad que los condiciona. b) Actores que exhiben grados significativos de organización 
formal, persistentemente activos, cuya acción está acotada al territorio de las 
jurisdicciones comunales, provinciales y regionales funcionales o territoriales; c) Actores 
con bajos grados de organización, no organizados o cuya naturaleza imposibilita su 
organización (Lira y Quiroga, 2003: 71).  
La elite puede estar configurada por los tres tipos de actores. La delimitación de 
aquellos es vital para cualquier intento de activación de la sociedad civil regional (Boisier 
et al. 1995; Lira y Quiroga, 2003). Este último enfoque de las elites será uno con el que 
este estudio intentará levantar información y análisis para definir el “trayecto” de 
comprensión hacia el rol de los “representantes” políticos en los niveles locales formales e 
informales de la política (dirigentes, alcaldes y concejales). Su potencia es la forma 
“neutra” en que define a los líderes, en su promulgación como representantes, más allá y 
más acá del populismo. 
 
1.4 Democracia e instituciones locales: municipalización y descentralización 
 
En este sección, se dará cuenta de las perspectivas que se ponen en juego al hablar del 
ciudadano, cuando entra en tensión con el tercer eje de lo político local definido 
anteriormente. En primer lugar, que las instituciones, enfrentadas al ejercicio de la 
representatividad (desde un enfoque antropológico), son sistemas comunes de 
representación de una colectividad, que surgen a propósito de administrar las 
prohibiciones y sentidos que deben guiar el comportamiento de esa colectividad. Así, por 
ejemplo, luego de un sacrificio pacificador, donde ha muerto una víctima y en ella la 
violencia de lo social, la cultura se autoconstruye en sistemas de representación, que 
guían las decisiones y los sentidos que desde ese gesto simbólico ordenan y orientan lo 
social. Narran en mitos, escenifican en ritos, castigan en prohibiciones, jerarquizan en 
castas y roles sociales específicos (Girard, 2009). ¿Qué pasa con el ciudadano en el nivel 
local? ¿Con qué instituciones se encuentra? ¿Hay sintonía entre estas instituciones y las 
ideas de sociedad que los ciudadanos tienen? ¿Hacen sentido las instituciones a los 
ciudadanos?  
En definitiva, diremos, el ciudadano realiza – idealmente – su subjetividad en el espacio 
público local. Ese estadio de comunicación, de diversidad y de autoreconocimiento 
ubicado en su territorio, que produce también el “sentido común” de lo socio-político. 
Pero además, el espacio público de lo democrático exige sistemas de procedimientos que 
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resuelvan las problemáticas de lo público a partir de otras comunicaciones y 
reconocimientos. Esos sistemas de procedimiento de lo público son las instituciones.  
Como se señaló anteriormente, la participación permite hoy en día hacer frente a 
importantes desafíos de gobernabilidad en contextos de globalización. Situación que 
cobra especial importancia en el plano de la participación local porque descarga a los 
organismos centrales de sus tareas de coordinación. Y genera una adecuación entre las 
demandas ciudadanas y la gestión pública, redundando finalmente en una mejor gestión 
de los recursos, mayor legitimidad del sistema político y una mejor representación de los 
intereses y necesidades. 
En esta perspectiva, el tránsito a lo territorial de la política, es aquel que intenta dar 
sustento a la participación subrayando la importancia de la descentralización, que por su 
lado más local puede ser la municipalización. Múltiples organismos, como la Fundación 
para el Desarrollo Municipal de Centroamérica (DEMUCA), la Unión Europea, la GTZ, el 
Programa de las Naciones Unidad (PNUD) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), 
han abierto espacios de discusión para generar propuestas concretas de descentralización 
en el continente. 
El debate sobre la descentralización/municipalización se ha trabajado y desarrollado 
desde diversas hipótesis, dentro de las cuales cobran importancia las denominadas 
democratizadoras (según las cuales los procesos de descentralización se producen en 
paralelo a las transiciones), electoral (como resultado de los intentos de los partidos de 
maximizar la ganancia electoral), y de diseño (que se habrían realizado en su mayoría 
“desde arriba” (top-down) (Mardones, 2006). Con todo, transversalmente la 
descentralización (y la municipalización) se ha entendido como el proceso a través del cual 
se incrementan las competencias de los gobiernos locales, se fortalece el poder local y la 
participación ciudadana y se le da preponderancia al desarrollo local-territorial en el 
marco de políticas públicas y decisiones jurídicas. Esta constituye una de las esferas de un 
proceso mayor denominado Reforma del Estado, mediante la cual se estrecha la 
asociación entre el Estado y la sociedad civil. A partir de una redistribución de 
responsabilidades y tareas (Subdere, 2000; Tironi y Poduje, 2011). 
Al respecto, los diagnósticos señalan la importancia de intervenir la gestión de las 
entidades locales en distintos niveles. Siendo quizás el más importante de ellos, aquel que 
dice relación con una modernización institucional que abarca desde la organización de un 
sistema gerencial para las municipalidades, sus programas de financiamientos (acceso a 
créditos), la transparencia como patrón de calidad de la gestión, el fortalecimiento del 
control interno (o el cumplimiento de dichas normativas), hasta la periodicidad de los 
presupuestos. Debe agregarse también la importancia de la autonomía tributaria de los 
gobiernos locales (transferencia de competencias y recursos) y de la autonomía tarifaria 
municipal. Adicionalmente, se reconoce la necesidad de crear comisiones permanentes 
encargadas de los asuntos municipales y de descentralización, a fin de dar continuidad y 
sustento jurídico a las iniciativas de desarrollo local y participación, además de integrarse 
en un sistema nacional de planificación (Bernstein e Inostroza, 2009; Pilowsky, 2010; 
Aroca, 2010). 
En el caso particular de Chile, la descentralización ha constituido un tema de 
preocupación desde la década de los sesenta y ha evolucionado a partir de múltiples 
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modificaciones legislativas. Ahora, si bien todos los gobiernos de la Concertación 
trabajaron en su profundización, esta se ha llevado a cabo sin reformas radicales 
(Mardones, 2006). Como quiera que se mire, se reconoce a la descentralización como un 
proceso inacabado que abarca tanto dimensiones políticas como culturales, las cuales 
determinan de manera importante el grado en que se puede profundizar la democracia a 
través de una participación más activa en la vida política local. Estos escollos son 
relevantes en tanto diseñan el tipo y posibilidades de los procesos de profundización 
democrática a través de la participación activa del nivel local (Valdivieso y Von Baer, 
2010).  
Lo relevante es que este ámbito de observación de la participación centra su atención 
en la forma en que la disposición de las instituciones políticas permite, o no, distribuir el 
poder. Además de la autonomía de forma homogénea o proporcional en los distintos 
niveles sub-nacionales de cada país, especialmente en aquellas unidades administrativas 
depositarias de las tareas de desarrollo y administración, los Municipios (Waissbluth y 
Arredondo, 2010). Dentro de esta “agenda institucional” de la participación, los 
municipios se han constituido en uno de los focos de atención más importantes. Como 
señalan Delamaza y Flores: 
 
El municipio, la más local de las manifestaciones del Estado, puede ser al mismo tiempo 
la más significativa forma de administración del territorio y el lugar institucional donde 
pueden reconstruirse, reconfigurarse y perfeccionarse día a día, los motores y 
lubricantes de la democracia (Delamaza y Flores, 2009: 6). 
 
El municipio se ha constituido en el espacio vital de la participación y así lo acreditan dos 
tipos de estudios. Los primeros, son aquellos que han logrado construir mecánicas de 
medición de la efectividad y realización de las políticas pro-participación. Mientras que los 
segundos, son aquellos que sistematizan las experiencias exitosas de participación y que 
ponen como protagonistas a los ciudadanos o políticos locales.  
En el primer marco, surgen estudios, como el de Cannobbio y Jeri (2009), quienes 
proponen a partir de una serie mínima de variables la descripción de la propensión de los 
municipios en la incorporación de su gestión a la participación ciudadana como motor del 
desarrollo local. La capacidad descriptiva de este motor de indicadores es muy 
significativa, en tanto se constituye en un marco general para la evaluación práctica de la 
participación en cualquier municipio. 
Luego de la presentación de los distintos conceptos teóricos que toca esta tesis, es 
necesario operacionalizarlos para así indicar cómo éstos serán utilizados en el análisis. En 
definitiva, la teoría democrática y lo que hemos definido como desarrollo humano 
político, espera que la realización de la representación fluya desde el ciudadano hacia las 
instituciones y los representantes. Es preciso entones elaborar una definición de 
democracia, la cual guiará conceptualmente la presente tesis. 
Ya se ha hablado acerca de su complejidad cultural y de lo artificioso (al mismo tiempo 
que desafiante) de su conquista en las diferentes latitudes del planeta. Ahora 
convengamos acerca de su complejidad como concepto. En efecto, la idea de democracia 
ha sido descrita en su extensa y milenaria literatura incontables veces (Nun, 2000). En 
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ciertas ocasiones se le entiende como institución, como cultura, como aspiración, como 
práctica, como significado y como un sinfín de muchas otras y particulares formas. Al 
mismo tiempo, la idea de democracia ha tramado en sí misma una cantidad de conceptos 
tan fértiles y complejos como su raíz, lo que nos tienta a pensar inmediatamente en la 
noción de orden, de Estado, de ciudadanía, de pueblo, de participación, de legitimidad, de 
opinión pública, de sufragio, de partidos políticos, entre cientos de otros conceptos, 
indicando de esta forma su enorme amplitud. 
Robert Dahl (1999: 15) nos indica que el hilo histórico de la democracia se puede 
rastrear previo a la modernidad. Éste hilo consiste, según este autor, en una serie de 
prácticas e instituciones que se desarrollaron en distintos lugares y épocas, y que en 
mayor o menor medida pueden agruparse en torno a un cierto principio de participación 
popular: “el gobierno del pueblo”. Pueblo comprendido de diferentes maneras a veces 
como “todos” los implicados en una comunidad, otras como una “pluralidad aproximada” 
(el mayor número que vale por todos), o como la clase inferior, o como la totalidad 
orgánica, o como el principio de mayoría absoluta y de mayoría moderada, entre otros 
(Sartori, 1993: 14). Y aunque todas estas formas y aproximaciones teóricas suenen a 
tautologías, nos ponen frente al primer elemento fundamental en un sistema 
democrático: quién gobierna es “el pueblo” (o la idea de pueblo que las subjetividades de 
esa sociedad comprendan como tal).  
La idea de Gobierno del Pueblo es fundamental en un segundo hito que propone 
Sartori, y que es relevante para el marco analítico de esta tesis. Si el Gobierno es “del 
pueblo”, entonces, la democracia se “caracterizaría” por ser una forma de organización en 
la que el poder no puede enraizarse en una auto-investidura, ni tampoco derivar de la 
fuerza (Sartori, 1993). Vale decir que la democracia debiera ser comprendida como un 
sistema político caracterizado por procedimientos institucionales que aseguren que el 
poder sea transmitido por mecanismos representativos y sin violencia. 
Sin embargo, la relación y el problema entre democracia y representación es más bien 
un producto moderno propio de sociedades extensas y complejas (Rivero, 2000). Mientras 
las “democracias antiguas” se organizaron en torno a un sistema más o menos directo en 
la toma de decisiones y la participación, las democracias modernas, por un asunto de 
escala, han debido aprender a organizarse en torno a mecanismos institucionales de 
representación. Distancia entorno a la que gira la reflexión cultural de esta tesis. Tal como 
afirma Sartori que la Democracia debe dar hoy “una solución moderna y a gran escala al 
problema que los antiguos griegos no resolvieron” (Sartori, 1997: 351).  
Pero el desafío de la representación de la democracia moderna no solamente se 
diferencia de la definida en los orígenes por el número de participantes. También por la 
consideración positiva de la diferencia. Esto porque, incluso entrado el siglo XVII, la 
diversidad fue considerada como fuente de desorden y causante de la caída de los 
Estados, convirtiéndose la unanimidad en el fundamento de toda comunidad política 
(Sartori, 1997). La “civilización liberal” y su democracia en cambio, se basa y precia en el 
disenso y en la diversidad. Es decir, en la distancia. 
En contraste con el sistema ateniense, la democracia moderna es inclusiva (el sufragio 
universal la extiende casi a la totalidad de individuos), pero el ejercicio de la ciudadanía ha 
perdido intensidad, dado que no necesariamente la participación implica inclusión. Hoy, el 
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ejercicio democrático consiste en aquella actividad orientada a influir sobre el gobierno 
mediante el ejercicio de los derechos políticos (Rivero, 2000).  
Esto quiere decir que la participación política ya no se reduce en el Estado, sino que se 
disemina en la sociedad, se ha pluralizado y de este modo, complejizado. En este paso de 
la democracia directa a la indirecta se complejizan dos factores. El primero y ya 
mencionado, referido a la representación política, el segundo, referido al ciudadano en 
relación con las decisiones y recursos públicos que el Estado y los gobernantes de ese 
Estado asumen como parte de su esfera de poder. La democracia moderna coordina y 
organiza de forma específica el ejercicio de la ciudadanía y la representación, combinando 
instituciones de limitación del poder (separación de poderes, derechos individuales) con 
mecanismos de elección de los gobernantes en que participa la mayoría de la población 
adulta, claro que, con la siguiente condición el que “debe haber una correlación entre las 
preferencias expresadas y los representantes para que la representación opere de forma 
concreta” (Rivero, 2000: 222).  
La democracia moderna entonces, propone esta tesis, sea comprendida, como 
sostenida por tres pilares fundamentales. Por un lado, y como se describió en el primer 
apartado, y tal vez en su característica más reconocida, democracia siempre es el 
“Gobierno del Pueblo”, pero, gobierno del pueblo realizado indirectamente – y este es el 
segundo punto – en tanto el pueblo autoriza a representantes para ejecutar ese gobierno 
propio. Lo que nos lleva inmediatamente al tercer punto: siendo la representación del 
pueblo realizada por unos pocos (los representantes) por el pueblo autorizados, estos 
pocos deben ser y estar sujetos al control, primero electoral, y luego, del uso de los 
recursos y decisiones públicas, las que, de una u otra forma, deben representar las 
preferencias de los gobernados. En definitiva, el ejercicio democrático para esta tesis será 
todo lo que ocurra y se trame entre el gobierno del pueblo, la elección de representantes 
y sus instituciones, y el control ciudadano de esos representantes. El lector ya sospechará 
hacia donde apunta el primer marco conceptual de esta tesis. Enfrentado a los hechos de 
la construcción cotidiana de la democracia y del ejercicio democrático en terreno, se 
entenderá por democracia, simplemente: 
a) Aquel sistema que permite, en mayor o menor medida, hacer lo que la gente más o 
menos quiere (el Gobierno del Pueblo). 
b) Aquel sistema donde se eligen y cambian los representantes políticos de manera 
más o menos continua, sin uso de violencia ni medios distintos a los legitimados. 
c) Aquel sistema donde los ciudadanos cuentan con instituciones o procedimientos, 
que permiten controlar la toma de decisiones (sistema) y uso de recursos públicos de los 
representantes. 
La democracia participativa y representativa no será considerada entonces como un 
par analítico de descripción de datos, sino que como un continuo dedicado a mejorar la 
representación política de un sistema. Se sostiene que analíticamente se supera esa 
oposición. Puesto que así como los mecanismos de cambios de una bicicleta, donde a 
veces sirve más uno pesado que uno liviano, y a veces uno más liviano que el pesado, en 
democracia, a veces es necesario controlar, otras informar, otras decidir y otras tantas 
votar. Dependiendo la utilidad no de una ideología sino que de una práctica. Ese elemento 
práctico del concepto el que nos será de extrema utilidad para los capítulos venideros. 
32 
 
Lo mismo ocurrirá con las elites. El concepto no servirá en tanto como una corriente 
analiza la forma y fondo en que una minoría se hace con el poder, sino que como eso 
afecta las oportunidades de representación y decisión de una población. Oportunidades 
de desarrollo humano de lo político de las personas, que trasciende hasta los elementos 
propios de la democracia de las instituciones, en tanto centralismo y descentralización. 
Cuales, cómo y por qué en el país no ha logrado traspasar bolsones decisionales a las 
regiones. Donde se realizan las personas políticamente, donde se eligen los cargos 
territoriales de representación. En definitiva a quién están representando, qué se ha 
hecho para cambiar esto.  
Como se ha indicado, el objetivo conceptual del presente trabajo de tesis es relatar y 
analizar la estructura política de Chile, en tanto que realización política de las personas 




Capítulo 2. Las oportunidades políticas del sujeto en la Historia de Chile 
 
La participación política se inserta en contextos históricamente variables, todos relevantes 
al momento de entender las prácticas concretas, los universos simbólicos y la estructura 
de posibilidades. El presente capítulo, describirá las principales fases del proceso de la 
construcción estatal e institucional en el cual se forjaron las identidades y las prácticas que 
dan forma a la manera actual de entender la participación política. En las distintas fases 
mencionadas, se profundiza en el proceso de construcción de un estado centralista 
autoritario, erigido sobre el cercenamiento de la participación local y territorial, cuya élite 
invoca un principio autoasignado de representación, sustentado en el orden y en la 
incapacidad cívica del grueso de la población. A pesar de la emergencia de nuevos actores, 
en los apartados subsecuentes se plantea que el modelo histórico de representación 
evoluciona y se mantiene, desde el influjo del poder terrateniente y su capacidad para 
movilizar votantes cautivos, hasta el predominio de la sociedad urbana y la conformación 
de un sistema de partidos ideológicos, cuya elite se arrogó también la representación 
social, incluso en períodos de fuerte movilización militante, como el comprendido entre 
1964 y 1973. En síntesis, lo que se busca es analizar la conformación histórica del modelo 
de representación que ha predominado en Chile a lo largo de su historia republicana, pero 
también respecto de posibles alternativas a dicho modelo.  
  
2.1 La herencia colonial y la construcción del Estado Portaliano, 1750-1860  
 
La conformación política del territorio chileno surge de la combinación entre la 
reproducción del sistema político y administrativo de los territorios en España, la distancia 
con la fuente de legitimación y autoridad de la posesión territorial (que es la corona), al 
mismo tiempo que el interés individual de los habitantes de las comunas en el territorio 
americano. Tal situación configuró una situación ad hoc de "autonomía", caracterizada por 
una suerte de "se acata pero no se cumple". Este esbozo cínico de libertad se explica por 
la combinación de una serie de factores. En primer término, porque al ser consideradas las 
huestes indianas como empresas privadas con permiso monárquico, la configuración del 
espacio político tuvo un criterio doble para los conquistadores:  
a) Por un lado, en tanto que súbditos del Rey, debían corresponder con las exigencias 
de la Corona, básicamente, respetar la soberanía monárquica y los preceptos de la religión 
católica, cumplir con el impuesto sobre los metales preciosos y obedecer la primacía del 
Estado español respecto a los reinos de América.  
b) Y por otro lado, se permitía al capitán de conquista repartir encomiendas indígenas. 
Al haber sido considerados súbditos del Rey (aunque incapaces relativos), los indígenas 
también debían pagar un tributo al soberano. Como recompensa de los riesgos y 
esfuerzos sufridos, los soldados recibieron según mérito y posición el control de grupos 
originarios, bajo la lógica de traspaso del usufructo de su trabajo al encomendero, a 





Los nativos americanos, así como los españoles, debían un tributo al rey. El rey podía 
dispensar a los indígenas de estas contribuciones traspasándolas al encomendero; los 
indígenas mantenían teóricamente su libertad, pero pagaban su tributo trabajando para 
el encomendero (…) siendo un tributo en trabajo, la encomienda no implicaba la 
concesión al encomendero de las tierras de los indígenas encomendados, pero a 
menudo, en la práctica, los encomenderos se apropiaron de estas tierras ilegalmente al 
tener mercedes de tierras en las vecindades. La obligación del encomendero era cuidar a 
los indígenas encomendados, vestirlos, alimentarlos, proveerlos de cuidados médicos y 
de educación religiosa, para esto último debía pagar un sacerdote (Chonchol, 1996: 76). 
 
Ese modelo generó una estructura socioeconómica que, luego de evidenciarse el 
agotamiento de los yacimientos de oro, se volcó hacia la agricultura especialmente a 
partir del siglo XVII. En paralelo a esa reconversión productiva, el fuerte descenso 
demográfico en la población indígena volvió paulatinamente imperativo incorporar a otros 
grupos como mano de obra. A regañadientes, sin muchas alternativas, los terratenientes 
debieron incorporar al sistema económica a aquellos habitantes marginados del sistema, 
los mestizos, que al no contar con políticas de reconocimiento (como sí tenían las 
comunidades indígenas), eran para la élite una masa de “ociosos, vagabundos y 
malentretenidos” (Araya, 1999). Como indica Bauer: 
 
La gran mayoría de las personas formaba una masa suelta, sin vínculos, que se establecía 
en tierras marginales a lo largo de la costa o en la periferia de las ciudades, que vivían en 
toscas chozas o sitios intersticiales en el valle, o simplemente recorrían Chile central a 
todo lo largo buscando subsistencia. La benignidad del clima y la fertilidad de la tierra les 
permitían subsistir, la falta de actividad económica les privaba de toda alternativa. La 
mayoría podía trabajar, pero pocos lo hacían por la remuneración ofrecida. Tal como se 
daban las cosas, muchos preferían vivir de la tierra y completar el sustento con 
pequeños robos (Bauer, 1994: 172). 
 
De este modo se conformó la Hacienda, que fue un sistema agrícola y de dominación 
política territorial trascendental para la configuración de la representación política de 
Chile, al menos, hasta la década del 70 en Chile (Kay, 1980). La configuración de la 
hacienda sin embargo, fue un proceso tensionado, precisamente por la resistencia de las 
masas peonales, quienes -desde el punto de vista de los terratenientes- eran personas a 
quiénes no interesaba “progresar” y para quiénes el impulso básico era la subsistencia o la 
gratificación inmediata antes que la ganancia. Este prejuicio aristócrata lo expresaba:  
 
Julio Menandier, editor del Boletín de la Sociedad Nacional de Agricultura, y hombre que 
conocía bien el campo Chileno en el siglo XIX: Los peones no tienen realmente 
necesidades. Para ellos es lo mismo tener un techo sobre sus cabezas o vivir al aire libre; 
tener comida buena o abundante o mala y escasa. La mayoría no trabaja a no ser 
empujada por el hambre; los ingresos por toda una semana de arduo trabajo se pierden 




La necesidad de disciplinamiento laboral, requirió un uso del poder político por parte de la 
elite terrateniente. Como dirá Illanes para el caso de la minería atacameña, se trató de 
una estrategia combinada de azote, salario y ley (Illanes, 1990). 
A la par de la hacienda se conformó el cabildo, que fue la institución de representación de 
los vecinos, es decir, de españoles o descendientes de ellos, con fortuna, prestigio o 
abolengo, que determinó los límites sociales y políticos de Chile ya en sus primeros 
tiempos:  
 
Para tener una idea de lo que representaban los cabildos, sobre todo los de las capitales, 
bastaría con recordar que fueron como los núcleos de los futuros Estados republicanos. 
De aquí sus restantes atribuciones en materias variadísimas; como son, para no citar 
sino las principales, las de defensa, justicia, salubridad, obras públicas, instrucción y 
registro de los títulos (Alemparte, 1966: 197).  
 
Durante todo este período, y posiblemente hasta los estertores de la hacienda en el siglo 
XX, la función práctica de los municipios seguirá siendo la misma: La legitimación política 
de la dominación territorial. Desde allí: 
 
Los espacios de sociabilidad fueron restringidos en el nombre de la moralidad y las 
buenas costumbres, y los juegos y las diversiones fueron perseguidos, vigilados y 
controlados. Las carreras de caballos, las peleas de gallos, el juego de las chapitas, la 
rayuela, el lanzar la chaya y el mismo volantín entre tantos otros, fueron vistos como 
juegos denigrantes (Cáceres, 200: 161-162). 
 
Esta legitimación del rol de la aristocracia, especialmente de la hacendal, y excluyente del 
peonaje y del inquilinaje, trascenderá a la historiografía oficial, y legitimará la posición 
conservadora del orden en contra del desbande del bajo pueblo.  
Hacia dentro, el patrón es el eje de la realización de las subjetividades totales (políticas, 
simbólicas, económicas, etc.), hacia afuera, el hacendado es la figura que marca la línea 
del orden-permisible y el desorden-castigable, dentro y fuera de la vida privada de las 
personas, y valiéndose para esto de todos los medios burocráticos existentes en el nivel 
local. Plantea Morandé que “es el propio hacendado quien asume, respecto de sus 
inquilinos, el papel de equivalente general. Es él quien hace las equivalencias entre un 
trabajo y otro y quién decide sobre el valor de cada cual. Fuera de él no hay acceso al 
mercado para el trabajo. Su mediación es indispensable.” (Morandé, 2011: 64). 
La configuración política, cultural y socioeconómica del país, en tanto hacienda, 
cabildo, elite y pueblo, será asumiendo entonces al peón como un sujeto a reducir a las 
expectativas de las élites hacendales, que encontrarán en el orden y progreso, y en la 
supuesta tendencia del pueblo al "caos y despilfarro". La argumentación para hacer 
práctica y permanente la dominación del sistema político total. Esta imagen será reforzada 
luego por el imaginario portaliano que es parte del acervo lógico y cultural desde donde 
las élites políticas chilenas toman decisiones hasta el día de hoy. 
Dentro de la hacienda entonces, se incubaron una serie de identidades políticas de 
gran permanencia en la Historia de Chile. El paternalismo-autoritarismo del terrateniente 
y el tipo de sociabilidad dentro de su propiedad no permitieron el surgimiento -o al menos 
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su registro en la historiografía oficial- de identidades políticas subalternas que 
reivindicaran el territorio. Por el contrario,  
 
“la hacienda chilena era en sí misma la comunidad, pero, sin dirigentes electos o 
funciones públicas o responsabilidades más allá de la hacienda. Los trabajadores 
escuchaban la misa en la capilla de la hacienda, celebraban el santo del dueño, 
raramente producían un mercado independiente, aceptaban la guía, disciplina y 
paternalismo del terrateniente y, si se los llamaba a ello, votaban por él”. (…) “la 
distribución de raciones diarias, los regalos en las bodas y nacimientos, contribuciones 
en las épocas de escasez de alimentos ‘que son una obra de caridad y también 
ventajosas para los intereses del terrateniente’ y hasta una sandía para los agradecidos 
trabajadores, eran recordatorios del manantial del cual fluían las bendiciones” (Bauer, 
1994: 197, 199). 
 
Para entender el rol de los hacendados en la construcción del Estado, es necesario 
adentrarse en los debates por el ordenamiento territorial de la década de 1820. Luego de 
la Independencia de Chile, con O’Higgins instalado como Director Supremo, y ya debilitado 
el proyecto de la élite penquista en torno a la familia Carrera, el ordenamiento territorial 
de Chile se centraliza, frustrando las aspiraciones de Concepción y Coquimbo. De modo tal 
que la constitución de 1822 señala que “quedan abolidas las intendencias y el territorio se 
dividirá en departamentos y éstos en distritos”.  
El rol de las élites hacendales del Valle Central, y representados sus intereses 
fundamentalmente por la elite política santiaguina, chocarán con los intereses de 
autodeterminación política que perdurarán en Concepción y Coquimbo. Esto gracias a 
que, por un lado, la provincia de Concepción, contaba con el (endeble) ejército que ha 
sostenido la larga guerra contra el país Mapuche, y por otro, gracias a que la provincia de 
Coquimbo, ya capitalizaba su importancia como norte minero. Esto permitió que ambas 
provincias desconocieran este intento de dominio centralista santiaguino. Acaecidos 
varios eventos –entre otros, la dimisión forzada de O’Higgins-, bajo el influjo político de 
Ramón Freire (líder militar de la provincia de Concepción) y de José Miguel Infante (líder 
caudillo del norte del país). En enero de 1826 se aprueba el plan federal -como ley 
provisoria- para la definición de una nueva forma de gobierno y de administración de las 
provincias. Este plan, dividió al país en 8 provincias, cada una administrada por una 
Asamblea Provincial, y con representación popular mediante diputados electos 
directamente. 
Bajo este formato, las municipalidades asumían un rol especialmente administrativo 
(aseo y ornato, iluminación, seguridad, etc.), y el rol político se traspasaba a estas 
asambleas. De tal modo que la Constitución promulgada ese mismo año declara, según 
puño y letra de don Francisco Vicuña que “la nación Chilena constituye su gobierno por la 
forma republicana representativa federal”. Este federalismo minaba directamente los 
intereses de la oligarquía hacendal y su dominio sin contrapesos de la población 
concentrada y representada en el mundo rural/hacendal.  
 
El congreso constituyente, sus leyes y su proyecto de Carta Política, era una bomba para 
los intereses de una oligarquía colonial que tenía a la capital o al centro del país como el 
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espacio de ejercicio y reproducción de su propio poder. Por otra parte, la puesta allí en 
discusión de un proyecto sobre la abolición de los mayorazgos, así como la aprobación 
de una ley que prohibía “fundar nuevos vínculos en la propiedad raíz, le atrajo sobre sí el 
odio de muchos poderosos, por su influencia y por su dinero. Pero posiblemente, fue la 
embestida contra la Sociedad Portales, Cea y cia., que tenía a su cargo la administración 
del estanco del tabaco, uno de los hechos que más influyeron en los sucesos que 
buscaron quebrar su gestión (Illanes, 1993: 230).  
 
Luego de varios actos de violencia, a propósito de esta afectación a las elites comerciales y 
hacendales, y asumido en la presidencia el General Francisco Antonio Pinto (liberal no 
federalista), clausurado también el Congreso Constituyente, y desahuciadas las leyes 
federales, se nombra una Comisión Nacional (entre los propios diputados destituidos), 
para consultar a las provincias el modelo de Constitución que deseaban. Este es el período 
que la historiografía tradicional llama “anarquía”. Varios meses después, y ante el llamado 
a elección a un nuevo Congreso, las respuestas comienzan a llegar.  
Concepción mantendrá el respaldo a las ideas federalistas. Santiago tendrá una 
posición eminentemente centralista y oligárquica, la cual se niega a reaccionar ante una 
“consulta absurda”. Coquimbo, con una posición fundamentalmente republicana y 
democrática  
 
“planteaba una opción integradora para la vida y relación entre las partes del cuerpo 
nacional, relación en la cual el centro gubernativo, manteniendo sus prerrogativas, no 
las podría accionar anulando la iniciativa de las partes, y aún más, las protegiese de toda 
dominación, no sólo política, sino también económica (cuál era la dominación más 
sentida en las provincias mineras como Coquimbo)” (Illanes, 1993: 233).  
 
Esta posición democrática en su razón institucional y política, tanto para el nivel central 
como territorial, primó en razonamiento y fue el centro del nuevo Congreso electo, que 
redactaría la moción que redundaría en la Constitución de 1828. Decía esta moción: 
“Redáctese el Proyecto de Constitución sobre la base popular representativa republicana, 
dando a los pueblos aquellas libertades que demande su felicidad y sean compatibles con 
su actual situación”. La carta constitucional –redactada por José Joaquín Mora, señala que 
Chile es “un sistema de gobierno unitario, en el que, sin embargo, las provincias retuvieran 
una cierta autonomía que les permitiría desenvolverse libremente en todo cuanto dijese 
relación con su administración interior”.  
El rol unitario –no centralista- del gobierno de Chile, destaca en este nuevo intento 
democratizador del sistema de gobierno de Chile. Bajo este marco constitucional, el 
gobierno y la administración de las provincias estarían en manos de Asambleas 
Provinciales y de Intendentes. Las primeras, de elección directa, y con representantes 
necesariamente residentes de aquellas provincias, serían la instancia fundamental de las 
decisiones políticas de una sociedad civil plena:  
 
Entre sus atribuciones destacan aquellas vinculadas con el ejercicio de su soberanía 
política: a) la calificación de las elecciones de sus propios miembros; b) la propuesta de 
una terna a Presidente de la república, sobre la cual este nombraría intendentes (…); c) 
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el nombramiento de senadores ante el Congreso; d) el derecho de presentar ternas al 
ejecutivo (…) para nombrar jueces de primera instancia (Illanes, 1993: 234). 
 
Los Intendentes por su parte, serían representantes del Ejecutivo, pero propuestos por las 
asambleas y removidos cada 3 años sin reelección. Su rol sería el de “veladores” de la 
realización de la ley en el nivel local, “(…) en ser “ejecutores” y, por lo tanto 
resguardadores del cumplimiento, a nivel local, del sistema político imperante a nivel 
nacional: Constitución, leyes, Ordenes del Poder Ejecutivo” (Illanes, 1993: 234). 
A su vez, las municipalidades, y a diferencia del sistema federal derrocado, tendrían un 
rol no solamente administrativo, sino que sus miembros serían también electos por 
votación directa, con reelecciones periódicas (2 años). Sería su papel no solamente el 
funcional a una comuna, sino que también la cultura y la educación de la población (A. 
Valenzuela, 1985). Meses luego de la aprobación de este segundo intento (ahora 
democrático) de país y Constitución, finalizará el proceso con el primero de los varios 
alzamientos de la burguesía comercial santiaguina y de la oligarquía hacendal. En 1830, 
luego de la batalla de Lircay, que derrotará definitivamente a los proyectos federal y 
democrático. Chile se concentrará en su tercer esfuerzo de construcción de un sistema 
político nacional, el oligárquico estatal.  
De la fase de negociación-confrontación de la primera década republicana, se dio paso 
a la fase de construcción autoritaria sin negociación. Los grupos conservadores, asociados 
al segmento mercantil en torno a Diego Portales, pudieron construir sin contrapesos la 
obra gruesa del Estado chileno. Sus características son conocidas: Gobierno fuerte, 
autoritario y centralista. En cierto sentido se pretendió una continuidad entre la figura del 
Rey y la del Presidente. En palabras de propio Portales: 
 
A mí las cosas políticas no me interesan, pero como buen ciudadano puedo opinar con 
toda libertad y aún censurar los actos del Gobierno. La democracia que tanto pregonan 
los ilusos, es un absurdo en los países como los americanos, llenos de vicios y donde los 
ciudadanos carecen de toda virtud como es necesaria para establecer una verdadera 
república (…) La República es el sistema que hay que adoptar, pero ¿sabe cómo yo la 
entiendo para esos países? Un gobierno fuerte centralizador, cuyos hombres sean 
verdaderos modelos de virtud y patriotismo y así enderezar a los ciudadanos por el 
camino del orden de las virtudes. Cuando se hayan moralizado, venga el Gobierno 
completamente liberal, libre, y lleno de ideales, donde tengan parte todos los 
ciudadanos (Carta enviada por Portales a Cea, en 1822; en Eyzaguirre, 2011: 91).  
 
Uno de los grandes objetivos de este nuevo Estado en construcción era el aseguramiento 
del orden y un ambiente favorable a los negocios de la elite. El modelo socio-económico 
detrás de la Hacienda requería mano de obra barata, abundante y sumisa. Una serie de 
medidas adoptadas por el Estado, permite entender esta complementariedad entre el 
orden político-militar fuera de la Hacienda, y el orden autoritario-paternalista del interior 
de ella. La autoridad ‘privada’ del terrateniente permaneció casi inalterable hasta 
mediados del siglo XX, cómodamente representada en el poder político. 
La manera como se montó este mencionado Estado Autoritario fue precisamente des-
montando las instituciones locales, restándole funciones y cercenando sus atribuciones 
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(Salazar, 1998a). Este intento de control territorial por parte de la élite santiaguina, 
generó fuertes reacciones a mediados de siglo, no sólo entre la elite provincial, sino que 
también en segmentos populares, incluidos los mapuche. Las guerras civiles de 1851 y 
1859 demostraron que el Estado Portaliano todavía no lograba consolidarse ni tampoco se 
acataba tan fácilmente. Primero José María de la Cruz (desde Concepción) y luego Pedro 
León Gallo (desde Atacama) encabezaron militarmente el malestar por el proceso 
centralizador y usurpatorio de la autonomía local.  
La arquitectura del Estado Portaliano se sustentaba en un fuerte peso del Poder 
Ejecutivo, que intervenía directamente en las provincias mediante la figura del 
Intendente, nombrado y subordinado al Presidente de la República.  
 
El intendente en su calidad de presidente del municipio, dirimía cualquier motivo de 
conflicto o de opiniones empatadas, el pronunciaba la palabra final y definitiva (…) Al 
gobernador o subdelegado le correspondía la representación de la municipalidad en 
todas las acciones que emprendiese y ejecutase tanto a nivel local, como a nivel del 
gobierno central. El intendente se constituía en el vocero del poder local a todo nivel 
(Illanes, 1993: 242). 
 
Además, se ejercía fuerte control sobre el Poder Legislativo mediante la existencia de 
‘listas oficiales’, cuyos integrantes normalmente salían electos, en un marco de fuerte 
intervencionismo y falta de transparencia. La participación ciudadana en el Estado 
Portaliano está restringida fuertemente por el voto censitario, ideado para excluir a las 
mayorías del proceso político.  
La justificación del mecanismo refleja perfectamente la auto-construcción cultural de la 
élite a lo largo del siglo XIX. Según visión propia, solo ellos podían conducir políticamente 
el país (Barros y Vergara, 1978), por su educación y formación, pero también, porque 
«eran los únicos que tenían algo que perder», referido principalmente al plano de las 
políticas económicas. El argumento es que la masa al estar despojada de propiedades e 
intereses, actuaría irresponsablemente, alterando el ‘orden natural’ de las cosas. Así, el 
proceso fue doble: Centralización y restricción participativa. Sin embargo, ese rígido 
modelo hubo de ser modificado ante la amenaza de un desgarramiento interno.  
Desde la década de 1840 en adelante, se venía produciendo un renacer paulatino de las 
ideas liberales y un cuestionamiento al autoritarismo conservador. El rechazo al Estado 
Portaliano provino principalmente desde la élite provincial, muchas veces preveniente de 
otras ramas de la economía, que bajo el liberalismo veía mayores posibilidades de 
participación en el poder y las decisiones político-económicas. 
La fragilidad mostrada luego de las guerras civiles de mediados de siglo volvió necesario 
ampliar el bloque en el poder, de lo contrario, se corría el riesgo de una fractura del 
Estado Oligárquico. La llamada «apertura liberal» flexibilizó el acceso al poder a estas 
nuevas elites, y entregó nuevas bases para el entendimiento intra-oligárquico, cuyo punto 
más representativo es el parlamentarismo posterior al derrocamiento de Balmaceda en 
1891 (E. Valenzuela, 1999).  
Sin embargo, esa apertura dentro de la propia elite, no para incluir otros segmentos de 
una incipiente ‘ciudadanía’, que continuaba excluida, ya sea por las restricciones del voto 
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o por los distintos mecanismos que instrumentalizaban el mismo. En definitiva, a partir de 
la década de 1860 se dio paso a lo que Moulian acertadamente llama “democracia elitaria 
de negociación” (Moulian, 2009: 13- 14).  
 
2.2 Auge y crisis del Estado Oligárquico: nuevos actores sociopolíticos, 1860-1930    
 
 Los nuevos segmentos de la élite, integrados parcialmente al poder como consecuencia 
de las guerras civiles de mediados de siglo, se dieron a la tarea de recuperar el terreno 
perdido frente a la arremetida del Estado centralista y el presidencialismo autoritario. El 
problema radicaba en que hacia 1860 el Estado había comenzado a crecer1
 
, y gracias a 
ello, lograba destinar recursos suficientes para forzar el éxito electoral de los candidatos 
oficiales en todas las elecciones correspondientes, limitando notoriamente la cuota de 
poder del resto de los grupos políticos en disputa. Como señala Arturo Valenzuela:  
No puede decirse que existiese entonces un régimen democrático en el país. La falla 
principal estaba en el hecho de que el gobierno tenía importantes recursos para 
asegurar el triunfo de las listas oficiales de candidatos. Así, el presidente y su Ministro 
del Interior podían asegurarse mayorías confortables (si bien no la unanimidad) en las 
elecciones parlamentarias, municipales y de electores de presidente (1985: 35-36). 
 
En razón de lo anterior, es que se enmarcan las discusiones en torno a la ley electoral de 
1874, la que pese a estar fundamentada en discursos democráticos, buscaba en la práctica 
construir un nuevo equilibrio en el control del Estado. Puesto que el segmento más 
cercano al Ejecutivo contaba con la posibilidad de eternizarse en el poder. La aprobación 
de esta ley fue una larga discusión inter-elites, que se enfocó en la extensión del voto 
universal. Hasta la época, tenían derecho a voto solamente aquellas personas con 
demostrable capacidad económica. El cuestionamiento obvio de esta medida, decía 
relación con su representatividad restringida, facultando solamente a las personas que 
pudiesen demostrar tal renta convenida.  
La propuesta alternativa, enarbolada fundamentalmente por el Partido Conservador (y 
por los florecientes movimientos obreros, que ya “lectores” en la época, veían una 
posibilidad de afianzarse políticamente), era la del voto universal, que consistía en un 
electorado masculino, de 21 años o más, y que supiesen leer y escribir. El aumento del 
electorado rural puede leerse de manera más gráfica en la siguiente figura presentada por 





                                                          
1 Señala el historiador económico Luis Ortega que “(…) una vez que los conflictos y una crisis económica 
particularmente compleja en la segunda mitad de la década de 1850 quedaron atrás y las condiciones del 
mercado financiero internacional comenzaron a evolucionar favorablemente, los gobiernos comenzaron a 
vivir una mayor holgura presupuestaria” (2000: 149). 
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Tabla N° 1. El electorado nacional por grupo ocupacional, 1863, 1872, 1878   
Ocupaciones 1863 1872 1878 
  N° % N° % N° % 
Propietarios y capitalistas 5720 25,8 6258 12,6 4422 3 
Profesionales , comerciales y 
otros de estrato medio 
3571 16 8444 20,9 20179 13,5 
empleados públicos y privados 2960 13,3 5564 11,4 11565 7,8 
Agricultores 5534 25 16698 34 70966 47,7 
Artesanos y otros trabajos 
especializados 
3742 16,8 9994 20,4 32260 21,7 
Mineros 701 3,1 1918 3,9 6889 4,6 
Obreros y otros de estrato bajo 0 0 171 0,3 2456 1,7 
Totales 22228 100 49047 100 148737 100 
Fuente: Chile, Anuario Estadístico, vol. 5 (citado en Valenzuela 1985, 118). 
 
Tabla N° 2. Electorado de Rancagua por grupo ocupacional 1863, 1872, 1878 
Ocupaciones 1863 1872 1878 
  N° % N° % N° % 
Propietarios y capitalistas 427 37,5 142 9,6 11 0,1 
Profesionales , comerciales y 
otros de estrato medio 
118 10,4 167 11,3 625 8,5 
Empleados públicos y privados 121 10,6 111 7,5 151 2 
Agricultores 218 19,2 780 52,7 5223 67,6 
Artesanos y otros trabajos 
especializados 
248 21,8 266 18 1573 20,4 
Mineros 5 0,4 14 0,9 115 1,5 
Obreros y otros de estrato bajo 0 0 0 0 24 0,3 
Totales 1137 100 1480 100 7722 100 
Fuente: Chile, Anuario Estadístico, vol. 5 (citado en Valenzuela 1985, 118). 
 
Como puede apreciarse en estos gráficos, si bien el aumento de la masa de votantes fue 
menor, si fue significativa en términos proporcionales, sobre todo en el sector rural 
(agricultores), fuertemente dominada por las elites conservadoras-hacendales.  
Bajo este nuevo contexto electoral, en 1876 esta elite conservadora pondrá en agenda, 
nuevamente, el proyecto de reforma municipal que había quedado entrampado por varios 
lustros. En esta discusión, el papel central lo tendrá el líder del partido Conservador, 
Manuel José Irarrázaval.  
El proyecto de la elite conservadora es en este punto -ya ampliado a su favor el padrón 
electoral- el de retomar el control del Estado para re-legitimar el control sobre la política 
territorial y refundar la misión oligárquica del propio Estado. Concluye Salazar que “la 
engañosa trampa contenida en la Ley Municipal de 1854 fue así rearmada y potenciada 
por la Ley Municipal de 1891. (…) La forma en que el Estado absorbió la emergencia de la 
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Sociedad Civil, a fines del siglo XIX, apuntaba a re estabilizar el Estado más bien que a 
organizar el desarrollo de aquella” (Salazar, 1998a: 14).  
La ley electoral se basó en el discurso republicano sobre la democracia, la libertad y 
universalidad del voto, la de Comuna Autónoma, en el de llevar la democracia y el libre 
autogobierno de vuelta a las comunas del país. La democracia se planteará como un 
problema de nivel comunal-municipal, en el marco de una reforma política de nivel país. 
La discusión versará sobre el rol del Estado en su relación a las municipalidades y a las 
provincias, y el rol político de cada una de estas. Sin embargo, afirman Salazar y Pinto: 
 
No era la participación ciudadana lo que motivaba a los congresistas, sino su propia 
autonomía electoral, que se ligaba a la autonomía municipal. A poco andar, tanto los 
congresistas como el propio Ejecutivo actuaron de modo que las ‘rentas municipales’ 
aprobadas no se recaudaran ni en el modo ni en la tasa que se había estipulado. Las 
campañas electorales pasaron luego como tromba por el municipio, debilitando 
rápidamente el prestigio, no de los partidos y la clase política que pasaban sobre él, sino 
de la misma Comuna Autónoma que se debilitaba bajo ellos (Salazar y Pinto, 1999: 281).  
 
Efectivamente, de entrada el funcionamiento de la comuna autónoma se vio limitado 
porque  
 
“(…) no se cumplió el artículo 54 de la ley, que establecía su financiamiento. El artículo 
en cuestión consultaba para las municipalidades un auxilio fiscal equivalente a lo que 
cada una recaudara por concepto de contribuciones de haberes y bienes raíces. Y uno de 
los primeros en no dar cumplimiento al artículo citado fue Enrique Mac Iver, Ministro de 
Hacienda entre junio de 1892 y abril de 1893” (Tagle, 1985: 167). 
 
En resumen, la discusión concluyó en una posición eminentemente municipalista, por 
parte de las elites conservadoras y hacendales, apoyadas por movimientos obreros –que 
veían en estas dos reformas, la posibilidad, que sí sucedió con el Partido Demócrata, de 
llenar cupos municipales y parlamentarios2
                                                          
2 Por ejemplo, uno de los grandes líderes del movimiento obrero en Chile, Luis Emilio Recabarren, planteaba 
la inserción de representantes obreros en las instancias del poder político, como manera de construir, desde 
el Estado, una política social. Si bien, luego de su exilio en Argentina estos postulados momentáneamente 
perdieron presencia, al momento de la conformación del Partido Comunista en 1922, estas ideas se 
mantenían vigentes. Recabarren habría afirmado “entre los medios que llevo en mi bagaje para hacer la 
revolución está el parlamentarismo” (cita de Salazar, 1994: 65). Otro de los puntos interesantes de su 
pensamiento es la relevancia de lo comunal en su concepción de la participación política obrera y su crítica 
al centralismo (Salazar, 1994).       
 (Valenzuela, 1985). Sin embargo, existió otra 
alternativa, la postura provincialista (Autonomía Provincial), apoyada por el propio 
presidente Balmaceda, que básicamente trasladaba la representación electoral directa de 
la comuna, para situarla en ocho gobiernos provinciales (Tarapacá, Coquimbo, Valparaíso, 
Santiago, Talca Chillán, Concepción y Valdivia). Mientras que a las municipalidades se les 




El epílogo de estos debates finiseculares fue la refundación conservadora del Estado de 
Chile y de la administración de sus territorios. Balmaceda fue derrocado por un sistema 
político que se volcó completamente en contra suya y de su proyecto de gobiernos 
provinciales. Mientras, el Estado se reordenará debilitando las funciones presidenciales, y 
aumentando las parlamentarias, al mismo tiempo que recuperando la independencia 
oligárquica para el control de los territorios hacendales. Como señala Salazar en alusión a 
la nueva estructura de poder: “los beneficios de esa ocupación (la política), por tanto, 
debían ser distribuidos de un modo oligárquicamente igualitario: todo para todos. (…) Y el 
único modo de hacerlo era desmontando la arrasadora maquinaria electoral del 
centralismo” (Salazar, 1999a: 13). 
Dirá Balmaceda en su último discurso: “Si se hubiera realizado la reforma 
constitucional, amplia y acabada, que propuse a las deliberaciones del Congreso el año 
anterior, habríamos echado los cimientos del gobierno representativo, creando la 
provincia autónoma, y establecido sobre bases inamovibles la libertad e independencia de 
los poderes del Estado; habríamos abierto horizontes más dilatados al esfuerzo inteligente 
y ordenado de los partidos, y seguramente habríamos evitado la revolución” (citado en 
Illanes, 1993: 322).  
Sin embargo, el texto de 1891 daba espacios para una interpretación y praxis 
ciudadana distinta, por eso el espaldarazo que tuvo esta ley de parte de los nacientes 
grupos de trabajadores. Sin embargo las élites, nuevamente, se encontraron con una 
sorpresa. Este movimiento obrero que venía creciendo, logró constituirse en una amenaza 
para el Estado oligarca, principalmente cuando pasaron de reivindicaciones particulares y 
privadas (es decir, principalmente socio-económicas) a otras más ideológicas y de 
conciencias político-filosóficas, con Recabarren a la cabeza. Esto conllevará al surgimiento 
de partidos políticos socialistas, quiénes disputarán en el terreno institucionalizado de la 
política la conducción del país. Las elites, nuevamente, veían como las masas bárbaras, 
ahora organizadas en partidos políticos, intentaban nuevamente tambalear los destinos 
del país.  
Fue este cambio en la representación de los intereses populares lo que permitirá en 
algunos casos quitarle el control municipal a los llamados partidos tradicionales3
Frente a la abierta manipulación y uso electoral del municipio, en 1915 se traslada el 
control del proceso electoral del municipio a las Juntas de Grandes Contribuyentes, órgano 
. Sin 
embargo, inmediatamente vino la reacción oligarca: “cuando las comunidades locales y 
algunos sectores populares comenzaron a organizarse para hacer buen uso de la 
oportunidad que los artículos señalados (86 al 90 de la Ley de Comuna Autónoma de 
1891) les ofrecían, los congresistas se apresuraron a modificar la ley para eliminar las 
democráticas Asambleas de Electores y reponer las oligárquicas asambleas o comités de 
Mayores Contribuyentes” (Salazar y Pinto, 1999: 281).  
                                                          
3 El caso de la Comuna de Valparaíso en es un ejemplo de esto. En 1897 todos los candidatos municipales del 
Partido Demócrata salieron electos, incluido el Primer Alcalde. Lo que buscaba la ley era negarle la 
posibilidad a los sectores populares de participar en política y de hacer presente sus necesidades y 
reivindicaciones. Lo que partió como un esfuerzo de la dominación aristócrata en las ciudades, terminó por 
presentarse como una posibilidad política para los sectores populares (Navarrete, 2009: 6).   
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compuesto por adinerados ciudadanos nombrados por sorteo, es decir, miembros de la 
oligarquía. Además, se impidió la participación de los funcionarios públicos en el proceso 
electoral.  
 Si bien la corrupción estaba francamente desatada por la época, la reforma electoral 
mencionada no acabó con ella, sino que más bien trasladó el eje clientelar hacia los 
partidos políticos (Nazer y Rosemblit, 2000), contribuyendo a la génesis de lo que será la 
característica de buena parte del siglo XX, la centralidad de los partidos políticos. Recién 
con la Constitución de 1925 se va a crear un órgano autónomo y específico, el Tribunal 
Calificador de Elecciones (TRICEL). 
En paralelo, frente a la deformación flagrante de la institución municipal, hubo una 
reacción inesperada. Grupos de alcaldes, regidores y notables locales, de extracción social 
acomodada, comenzaron a organizarse para re-potenciar la gestión y participación local, 
autonomizándose de los intereses partidistas centrales. Este grupo logró consolidarse 
como movimiento a partir de 1914, con la demanda de “autonomizar y despolitizar los 
municipios”, buscando en la práctica su democratización y una descentralización profunda 
del país. Sin embargo, el movimiento local-civilista resultó derrotado frente a los poderes 
centrales que reestructuraron el Estado –como veremos más adelante- desde una nueva 
matriz estatal centralista. Tal fue la coyuntura constitucional de la década de 1920, que a 
pesar de la rica participación de movimientos cívicos,4
El movimiento municipalista tuvo esporádicamente resurgimientos organizacionales, 
pero jamás en la intensidad de la segunda parte del siglo XIX y de las primeras décadas del 
XX, y sin una articulación histórica entre sí, estos movimientos enarbolaban cada cierto 
tiempo las mismas propuestas que los grupos antecesores, pero sin tener consciencia de 
ello (Salazar, 1998a; Salazar y Pinto, 1999). Lo determinante de esto, sostiene Salazar, es 
que a pesar que tanto el movimiento cívico municipalista, como el movimiento obrero y 
popular, luchaban en contra de la hegemonía centralista de la clase política, no se 
asociaron ni fundieron en un solo movimiento de ciudadanos, ni siquiera cuando fueron 
derrotados en la década de 1920 (Salazar, 1998a: 15). 
 terminó siendo una constitución sin 
participación ciudadana en su gestión.  
La Constitución de 1925 puede ser considerada como un hito o punto de inflexión de la 
participación ciudadana. De aquí en adelante, con el requerimiento esencial de la 
incorporación en la institucionalidad política, solamente a través de los partidos, la política 
será cada vez más asunto de órganos centrales, y no de los locales, quedando estos 
últimos cada vez con menos atribuciones.  
A partir de la década de 1930, se produjo la tendencia de los partidos de centro e 
izquierda, (quienes representaban a amplios sectores, incluido el movimiento popular), de 
                                                          
4 En marzo de 1925 se reunió la Asamblea Constituyente de Asalariados e Intelectuales, en el Teatro 
Municipal de Santiago. Dicha instancia fue el resultado de la auto-convocatoria de las principales 
federaciones obreras y estudiantiles de la época con el objetivo de redactar una constitución que fuese la 
base para la que presentaría Arturo Alessandri al retomar la presidencia ese año. A pesar de lo atractiva de 
la experiencia de genuina participación política, los planteamientos de la “Asamblea Chica”, como se le 
llamó, fueron totalmente desatendidos por el presidente en cuestión. Para un estudio de la materia, ver 
Grez, 2009: página).  
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afianzar el viejo centralismo político, debido al proyecto de Estado desarrollista o Estado-
Empresario (planificador) que todos promovían. La Sociedad Chilena, con más fuerza que 
antes pudo ver como la política se volvía, cada vez con más exclusividad, en un asunto 
primordialmente de partidos políticos.  
Se fortaleció la militancia como medio de expresión ciudadana, promoviéndose como 
conducto regular el reivindicacionismo social frente al Estado, pero “esta tendencia 
fortaleció la asociatividad partidario-militante al costo de erosionar y desintegrar 
progresivamente la asociatividad mancomunal, estrictamente ciudadana” (Salazar, 1998a: 
15).La participación ciudadana dejó de tener como centro el espacio local o comunal y se 
trasladó a las instancias políticas mayores. Salazar afirma que, “Después de 1930, las leyes 
municipales del ‘democratizado’ Estado Chileno no hicieron más que abrir generosos 
espacios para la consolidación del nuevo centralismo estatista, despojando a los 
municipios de toda autonomía y de todas sus atribuciones históricas (las políticas de salud, 
educación, desarrollo productivo y aun de policía local pasaron a otras tantas Direcciones 
Generales del Estado central). Si sigue la cita no puedes hacer un punto aparte…Después 
de 1930, los municipios quedaron convertidos –según dijera un Regidor de la República
en poco más que una empresa de barridos” (Salazar, 1998a: 16). Por aquella época, la 
formación de organizaciones como el Partido Regionalista de Magallanes y otras 
agrupaciones menores en Iquique y Antofagasta, respondió a un intento de contrarrestar 
dicha tendencia de erosión municipal, aunque en un contexto de consolidación del 
sistema de partidos nacionales, que resultó estructuralmente desfavorable para las 
reivindicaciones territoriales (Rojas, 2013). 
La incapacidad de la elite oligarca de procesar las demandas sociales de los ahora 
organizados nuevos actores, terminó por resquebrajar los cimientos del Estado Oligarca. 
La inestabilidad político-militar previa y posterior a la Constitución de 1925 fue la señal de 
alarma que tardíamente la elite fue capaz de oír. La crisis económica mundial de la década 
de 1930, terminó de sepultar todo intento de mantener con vida el agotado Estado 
Oligarca.  
 
2.3 Democracia partidista, centralización ministerial y tecnocrática (1930-1964) 
 
La creciente inestabilidad política provocada por estos factores, hizo necesario 
reestructurar nuevamente el sistema político. Sin embargo, el contexto social era distinto 
al del siglo anterior, puesto que nuevos grupos sociales estaban ganando presencia a 
medida que se organizaban. Todos ellos pretendían transformarse en actores políticos de 
la reestructuración estatal: movimiento obrero y popular, sectores profesionales y de 
estratos medios, grupos militares nacionalistas y agrupaciones civiles locales.  
La derrota como poder constituyente no significó la derrota política representativa. Sin 
embargo, si significó para el movimiento obrero y popular, y para los grupos de la clase 
media, un giro en su relación con los partidos políticos, desde la autonomía a la 
dependencia política partidaria. El éxito electoral de los Partidos Comunista y Socialista, 
implicó que ambos abandonaran toda postura revolucionaria y aceptaran las reglas 




Después de más de una década de convulsiones sociales y políticas, a mediados de los 
años ’30, el movimiento popular y la izquierda, dando su ‘brazo a torcer’, optaron 
mayoritariamente por incorporarse al juego político institucional, retomando –después 




reformista, que era, en definitiva, el que siempre habían escogido los trabajadores, toda 
vez que las clases dirigentes se los habían permitido (Grez, 2008: 3-4). 
 
Esta internación de los partidos de izquierda en el sistema político implicó que ahora los 
problemas y demandas se resolvían políticamente a través de los partidos (Arrau y 
Avendaño, 2001: 17).  
La ascendente clase media comenzó lentamente a autonomizarse de las clases 
dirigentes, de siúticos5
 
 de medio pelo a sujetos políticos, agudizando la crisis social y 
política del parlamentarismo (Arrau y Avendaño, 2001: 14-15) constituyéndose en un 
potencial grupo de poder, como efectivamente resultaron ser durante los gobiernos 
radicales:  
Tanto las capas medias como las clases asalariadas y populares hacia la época del 
centenario habían acumulado importantes cuotas de poder social e histórico (…). La 
presencia de las masas populares del ‘bajo pueblo’ como de los sectores medios 
exigiendo la democratización del régimen político nacional modificó profundamente la 
tradicional actividad política oligárquica (Gómez, 2004: 64). 
 
La transformación del Estado, luego de la incapacidad del derechizado segundo gobierno 
de Alessandri, fue encarada con fuerza a partir de la llegada de la coalición de centro-
izquierda, llamada Frente Popular. Dos fueron sus principales objetivos: Industrialización 
del país mediante la sustitución de importaciones, con un rol central del Estado en cuanto 
a inversionista y regulador; expansión del gasto social para construir un Estado 
Benefactor. Sabemos que en ambos objetivos sólo hubo logros parciales, sin embargo, 
efectivamente se produjo una transformación estatal.  
Esta nueva etapa significó un mayor protagonismo de las clases medias en el control 
del Estado, aunque se debe recordar que la fortaleza legislativa de la derecha obligó a 
atemperar las reformas previstas. En específico, a cambio de permitir la política de 
industrialización y expansión del gasto social (urbano), la derecha consiguió mantener 
inalterada su cuota de poder en los sectores rurales, al bloquear los proyectos de 
sindicalización campesina y reformas al mundo rural (Estado de Compromiso).  
Probablemente el organismo más representativo del período fue la Corporación de 
Fomento de la Producción (CORFO), que será la encargada de proyectar y desarrollar el 
proceso industrial de Chile desde su creación en 1939, hasta 1973. La importancia de la 
CORFO es que es la institución estatal que corona un espacio de discusión eminentemente 
técnico y suprapartidario, que permitió dirimir tensiones políticas y mantener cierta 
estabilidad en Chile durante el siglo XX (Silva, 2010), estabilidad, por lo demás, excluyente 
respecto a quienes no comparten el mismo lenguaje. A partir de la CORFO, los cuadros 
                                                          
55 Siútico: Persona que  presume de fina y elegante, o que procura imitar en sus costumbres o modales a las 
clases más elevadas de la sociedad (chilenismo). (www.rae.es) 
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técnicos penetran con mayor fuerza en el Estado, con presencia importante de ingenieros 
(Ibáñez, 1983).  
En paralelo a ese proceso histórico transformador, la propia participación política 
presentaba diferencias. En esta época se produjo un incremento notable del padrón 
electoral, debido a la incorporación del voto femenino en las presidenciales, decretado en 
1949 y ejercido por primera vez en 1952. En ese sentido, el proceso democratizador dio 
un salto hacia delante. Sin embargo, si se pone el acento en la participación política 
ciudadana es posible matizar el optimismo. Esto porque paulatinamente los partidos 
políticos habían logrado consolidarse en su orgánica y vínculos con la ciudadanía, pasando 
a ser «la columna vertebral» del país (Garretón, 1983).  
Así, la creciente politización a partir de mediados de siglo se transformó en creciente 
partidización, con identidades cada vez más marcadas y rígidas. El problema radica en las 
características de los partidos en la época, altamente jerarquizados, verticalistas y 
cupulares, frente a lo cual es plausible dudar de un avance cualitativamente significativo 
en la participación política. En otras palabras, “la modernización estatista de los años 30 
en adelante liquidó, en las prácticas políticas y militantes de la izquierda, el sentido más 
autonómico del emprendimiento de décadas anteriores” (Loyola, 2008: 11). Quien no se 
integrase a las redes clientelares, quedaba virtualmente excluido del sistema político 
(Urzúa, 1973: 118). 
Por otra parte, el propio discurso partidario restaba validez a los problemas concretos, 
cotidianos y locales, en beneficio de las grandes metas futuras y un predominio de las 
temáticas generales en torno a criterios de clase (Salazar y Pinto, 1999). Sobre todo 
dentro de los partidos de izquierda, salirse del esquema de reivindicaciones determinado, 
podía ser considerado divisionismo o falta de compromiso con la causa, lo que es, desde el 
foco de la representación y de la emergencia de subjetividades políticas, una restricción. 
Como otro retroceso en el proceso democratizador se debe incluir lo ocurrido en 1948, 
año en que fue promulgada la Ley de Defensa Permanente de la Democracia, la llamada 
“Ley Maldita”. Sectores mayoritarios de derecha y centro,6
 
 temerosos del creciente apoyo 
electoral mostrado por los comunistas (en plena guerra fría y con presión de Estados 
Unidos de por medio), optarán por excluir jurídicamente del sistema político al Partido 
Comunista, persiguiendo de paso a sus líderes e inhabilitando a sus partidarios de 
participar en los sufragios electorales (por ende les quita la categoría de ciudadanos) e 
incluso exonera a quienes participaban en cargos públicos. Más grave aún, muchos de 
ellos fueron enviados al campamento de reclusión y tortura de Pisagüa, en el norte del 
país. En su letra, la ley plantea en su artículo primero que:  
Se prohíbe la existencia, organización, acción y propaganda, de palabra, por escrito o 
por cualquier otro medio, del Partido Comunista, y, en general, de toda asociación, 
                                                          
66 La aprobación de la ‘ley maldita’ presenta mayores complejidades. Por distintos motivos, varios fueron los 
opositores a la aprobación de esta ley, siendo, paradojalmente, el Partido Conservador, el partido que 
presentó posturas más disímiles (Pereira, 1994: 225-231). Por su parte, el Partido Socialista expulsó a una 
fracción, encabezada por Juan Bautista Rossetti y Bernardo Ibáñez, que apoyó la Ley de Defensa de la 
Democracia (Jobet, 1971: 199-201).   
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entidad, partido, facción o movimiento, que persiga la implantación en la República de 
un régimen opuesto a la democracia o que atente contra, la soberanía del país. Sólo se 
tendrán como regímenes opuestos a la democracia los que, por doctrina o de hecho, 
aspiren a implantar un Gobierno totalitario o de tiranía, que suprima las libertades y 
derechos inalienables de las minorías y, en general, de la persona humana. Las 
asociaciones ilícitas a que se refieren los incisos anteriores importan un delito que existe 
por el solo hecho de organizarse (Min. Interior, 1948). 
 
En síntesis, Chile a mediados de siglo vivía un proceso de modificación de su "fisonomía" 
política, en torno al predominio de los partidos políticos, las instituciones centralizadas y 
la mayor penetración del componente tecnocrático. Si bien se presentaron avances 
democratizadores como el voto femenino presidencial, también hubo retrocesos 
importantes como la ilegalización de uno de los principales partidos de la época. Desde el 
punto de vista de las reivindicaciones territoriales, si bien hubo intermitentes emergencias 
discursivas, la realidad es que no hubo avances significativos. Entre 1938 y 1966, se 
presentaron ocho proyectos de reformas constitucional referidos a materias de 
descentralización (e incluso en su mayoría respecto a una regionalización), sin embargo, 
ninguno fue aprobado (Carrasco, 1997).  
Entre 1952 y 1958, la presidencia de la República fue ocupada por Carlos Ibáñez, 
caudillo militar, con tintes populistas. Construyó su candidatura con una fuerte retórica 
antipartidista, que supo leer en la opinión pública el fuerte desprestigio que tenía el 
sistema político, sobre todo por la promulgada Ley de Defensa de la Democracia, la 
corrupción y el clientelismo (Moulian, 2006: 151-152). De hecho, ninguno de los partidos 
históricos apoyaba a Ibáñez. Sólo fue respaldado por dos colectividades menores, el 
Partido Socialista Popular y el Partido Agrario Laborista (Moulian, 2006: 154).   
De tal modo, la política partidista imperante en la década de los ’50 se debilitará, y 
aumentará la autonomía política de los “sujetos políticos de a pie” (Salazar y Pinto, 1999a: 
231). Lo que permitió que la actividad sindical, que entre 1943 y 1953 fue prácticamente 
desarticulada por los conflictos dentro de la izquierda y la represión del gobierno de 
González Videla, comenzase nuevamente, desde inicios de los ’50, a reorganizarse. En 
1951, por ejemplo, se forma la Confederación Nacional de Trabajadores del Cobre y la 
Junta Nacional de Empleados; dos años después, la Central Única de Trabajadores (CUT), 
que será la mayor agrupación de trabajadores en la época.  
El gobierno de Ibáñez estuvo marcado por problemas económicos, principalmente por 
la inflación, que distorsionaba rápidamente el poder adquisitivo de los trabajadores. Para 
el control de los precios, el gobierno contrató una asesoría económica externa con un 
grupo de especialistas norteamericanos (la misión Klein-Sacks), los cuales presentaron un 
paquete de medidas liberalizadoras de la economía, para contrarrestar el incremento 
inflacionario.  
La CUT se movilizó, junto a los estudiantes de la FECH (Federación de Estudiantes de la 
Universidad de Chile), contra la aplicación de dichas medidas, convocando a una huelga 
general en 1956, en la cual además se cuestionó la vigencia de la “ley maldita”. Esta 
movilización tuvo suficiente éxito y marca uno de los primeros momentos donde 
miembros de la sociedad civil (no territorial), logran (aunque no mediante espacios 
democráticos), ejercer influencia en las decisiones de la clase política. La ley maldita fue 
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derogada y las recomendaciones de la misión Klein-Sacks sólo fueron aplicadas 
parcialmente (Salazar, 1990: 209-210; Moulian, 2006: 172-182).  
Sin embargo, el costo fue una batalla campal de varios días, con intervención militar en 
las calles, varios muertos y cientos de detenidos. Gabriel Salazar plantea que frente a la 
ruptura de los canales democráticos y al desprestigio de la política –causadas por las 
medidas autoritarias de González Videla y de Ibáñez-, la participación política popular se 
tornó violenta, copando las calles con manifestaciones (Salazar, 1990).   
Sin embargo, el fenómeno inverso ocurre desde 1958, con la elección como presidente 
de Jorge Alessandri Rodríguez. Durante estos años la apatía por los partidos políticos 
disminuye, restituyéndoseles -en cierto grado- legitimidad en la toma de decisiones 
políticas. Pese a esto, las movilizaciones sociales y protestas seguirán un rumbo paralelo al 
de la política institucionalizada democráticamente.  
El número de manifestaciones de «violencia política popular» (Salazar), 
paradójicamente, no mostrará desde acá y hasta nuestros días, relación alguna con el 
grado de democratización, institucionalización o represión. Por el contrario, las 
movilizaciones de todo tipo comenzaron a ser una constante, al menos hasta el año 1988. 
El gobierno de González Videla tuvo un promedio de 12,5 actos de violencia política 
popular por año, pudiendo ser de variados tipos, desde la simple protesta callejera hasta 
el sabotaje o uso de artefactos explosivos. El gobierno de Ibáñez promedió en cada año de 
su gestión 10,6 de los tipos de actos mencionados, el de Jorge Alessandri 18,6. En el caso 
del gobierno de Frei Montalva, que inaugura un fuerte proceso de democratización con la 
incorporación de nuevos sectores y la promoción de organizaciones de base, los actos 
ascienden a 31,5 veces por año, y en el caso de Salvador Allende 63,3, lo cual demuestra la 
importancia que dichos mecanismos de expresión política adquirieron, sobretodo, entre 
los grupos populares excluidos.  
El régimen militar encabezado por Pinochet en una primera época (1974-1979) 
promedió 17,5, debido a la militarización de los espacios públicos y las medidas de 
represión política. En una segunda época (1980-1985), con una de las peores crisis 
económicas como telón de fondo, se promedian 41 movilizaciones por año. En la última 
fase de la dictadura (1986-1987), el promedio fue de 48,5 manifestaciones por año 
(Salazar, 1990: 113). 
 
 
2.4 Reformas democratizadoras y el desborde institucional (1964-1973) 
 
Según Juan Carlos Gómez, desde la derechización de González Videla hasta la elección del 
democratacristiano Eduardo Frei Montalva, Chile camina por una senda 
autoritaria/electoral, es decir, si bien existen elecciones y sufragio, la elite autoritaria 
impide la consolidación de una verdadera democracia (Gómez, 2004). Con la elección de 
Frei Montalva, se inicia una reactivación del proceso democratizador. Esto, porque Frei 
Montalva logra convocar alrededor de su candidatura a un electorado transversal, que 
competirá con los partidos de izquierda (que controlaban la mayoría de los sindicatos) y 
con el apoyo, aunque a regañadientes, timorato y sin negociación programática, de la 
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derecha. Esto permitió al gobierno de Frei, gobernar con una mayoría que respaldará –en 
sus inicios al menos- su perspectiva ideológica social-cristiana, la que, ayudada por la 
Alianza para el Progreso de Estados Unidos, le permitió llevar a cabo una serie de 
avanzadas medidas reformistas.  
La representación política de las bases durante el gobierno de Frei, se enmarcó dentro 
de la política de Promoción Popular, donde la formación de las Juntas de Vecinos y 
Centros de Madres, fueron medidas emblemáticas que potenciaron la participación local. 
Surge de un diagnóstico de la sociedad y su relación con el Estado, en que queda en 
evidencia la inexistencia de instituciones de participación política que intermedien entre el 
burocrático y jerarquizado aparato y las personas. Esto especialmente en relación a los 
más pobres, a quienes se les buscaba integrar y evitar un desborde de las instituciones 
(Gazmuri, 2000). Como se ha visto, efectivamente es una etapa de fuertes movilizaciones 
e inquietud social, en un marco de gran polarización y conflictividad política. El 
reformismo de Frei se puede interpretar como una alternativa contra la fractura 
institucional.  
Otro punto importante, fue la decisión de apoyar decididamente la sindicalización 
campesina, tema que como vimos resultaba altamente controvertido en Chile, 
sindicalización que fue acompañada de un proceso de Reforma Agraria intenso -a 
diferencia de la Reforma “de macetero” implementada por su antecesor, Alessandri 
Rodríguez- que pretendía entregarles una base material a los campesinos, al mismo 
tiempo que quitar el control político, pactado en los comienzos de siglo entre el Estado y 
las élites terratenientes, a estas élites, que mantenían al mundo rural Chileno, así de 
avanzado el siglo XX Chileno, en una situación feudal y con relaciones sociales de semi-
esclavitud.  
Además del movimiento campesino, y gracias a hechos como los anteriores, el otro 
gran sector excluido del Estado de compromiso, el de los pobladores urbanos pobres, 
ambos con un arraigo y un eje representativo territorial, logran permear con sus ejes 
programáticos la agenda política de la elite: “tanto la Ley de Juntas de Vecinos como las 
de institucionalización de las tomas de terreno, marcan la entrada de los pobladores, 
finalmente después de sesenta años, al campo de la negociación institucional como un 
interlocutor reconocido” (Espinoza, 1994: 248). Según palabras al Congreso del propio 
Presidente Frei, sobre este conjunto de políticas: 
 
El propósito fundamental y la más importante decisión ha sido crear formas más amplias 
de participación del pueblo en la comunidad nacional. (…) A la labor de capacitación 
comunitaria que se realiza a través de la acción de la Consejería de Promoción Popular y 
del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), que ya alcanza a más de 450.000 
personas, entre ellas 180.000 campesinos, se agrega la capacitación de más de 10.000 
dirigentes de organizaciones populares urbanas y rurales. Se han construido más de 500 
locales de reunión por autoconstrucción. Promoción Popular ha instruido a más de 
150.000 dirigentes para la aplicación de las leyes de Juntas de Vecinos y Loteos Brujos 
(legalización de propiedades de familias de escasos recursos) (Frei, 1970: s/n).   
 
Por otra parte, influido por figuras determinantes dentro de su programa, como Jorge 
Ahumada, y también como resultado de una catástrofe (terremoto de 1960 en Valdivia), 
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en el gobierno de Frei, por primera vez, se abordar el problema del desequilibrio territorial 
del país, bajo un enfoque principalmente de crecimiento productivo regional (Boisier, 
2000, 84-85). En razón de esto, se crea la Oficina de Planificación Nacional, dentro de la 
cual, se crea la Subdirección de Planificación Regional, que pasa a aglutinar los aspectos 
del desarrollo regional, hasta el momento en mano de la CORFO. Si bien la tendencia de 
largo plazo de desequilibrio territorial y concentración productiva en Santiago no logró ser 
alterada, se reconoce en el gobierno de Frei un efectivo y concreto esfuerzo por generar 
dinamismo en las regiones, desde el enfoque principalmente productivista con que 
abordó el tema (Frei, 1970).  
El incremento de la movilización social y política de la segunda mitad de los ’60 conlleva 
a una saturación de las demandas, que no logran ser absorbidas por el sistema de 
representación imperante en el Estado de Compromiso. Dichas movilizaciones responden 
a un proceso de ideologización, al mismo tiempo que a las limitaciones del modelo de 
sustitución de importaciones (incapaz de absorber la emigración de la población rural a los 
centros urbanos), y por la exclusión de quienes no lograban ser incorporados a los 
programas económico-sociales que implementaba el Estado (Arrau y Avendaño, 2001: 27).  
En la votación siguiente, fue electo como presidente Salvador Allende (1970-1973), 
apoyado por la coalición de izquierdas llamada Unidad Popular. Allende alcanzó una 
mayoría relativa (un 36,2% de los votos, frente al 34,9 de Alessandri Rodríguez), decidida a 
su favor gracias a los votos democratacristianos en el Congreso.  
Pese a la relativa mayoría alcanzada, el gobierno de Allende llevó a cabo reformas 
sociales radicales, que comenzaron a polarizar las posiciones políticas del país (Hermet, 
1989: 188-189). El análisis al respecto de estas medidas está dividido entre los 
especialistas. Autores como Gómez, sostienen que fue la violación del derecho de 
propiedad (expropiaciones a empresas y reforma agraria en el campo), lo que desató la 
crisis y la intervención militar (Gómez, 2004). Para otros como Moulian (1993), fue la 
incapacidad del centro político (Democracia Cristiana), por su convicción, de formar 
pactos o coaliciones hacia la derecha o izquierda, lo que llevo a la formación de tercios 
electorales (izquierda, centro, derecha). Todos con gran poder electoral, lo que habría 
producido una crisis institucional del sistema político. Para Brunner, las medidas de la 
Unidad Popular debilitaron las bases del Estado de Compromiso que imperó a partir de la 
década de los ’30 en Chile, levantando una alternativa estatal ineficaz y con ciertos tintes 
caóticos, en su afán de incorporar políticamente a las masas (Brunner, 1981: 155).  
En efecto, sucedió durante los 1000 días del gobierno de Allende, que varios grupos 
sociales e incluso multitudes, todos de varias y distintas tendencias políticas, desbordaron 
los cauces institucionales del sistema político chileno. De tal manera que incluso, varios 
grupos afines a Allende comenzaron a actuar autónomamente del gobierno.  
Un avance democratizador relevante es la incorporación al padrón electoral de los 
analfabetos en 1972, con lo que, en las parlamentarias del año siguiente se llegó a niveles 
históricos de participación electoral.7
                                                          
7 Estas elecciones se transformarían en las más participativas del antiguo sistema democrático: estaba 
inscrito el 80,6% del potencial electoral (4,5 millones), equivalente al 44% de la población nacional; votó el 
81% de los inscritos (3,7 millones), registrándose una abstención del 18%. (Nazer y Rosemblit, 2000: 221).  
 Durante el gobierno de Allende se dieron también 
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otras formas de participación popular, característica del desborde institucional y el 
contexto de crisis de la época. Nos referimos a la formación de los cordones industriales8
Por otra parte, un considerable movimiento de pobladores, que había tenido sus 
orígenes en la auto-organización en torno las luchas sociales y construcción de la 
emblemática población La Victoria, continuó su ascenso. Si bien, el tema de las viviendas 
populares fue encarado por las políticas de presidente Frei Montalva, la masividad del 
movimiento da cuenta de la profundidad del problema y la insuficiencia de las medidas 
adoptadas. Para inicios del gobierno del presidente Allende, el movimiento de pobladores, 
a juicio de Garcés, “se habían convertido en el actor social más dinámico de la comunidad 
urbana capitalina” (Garcés, 2002: 13).  
 y 
los otros órganos basados en la teoría del poder popular, en donde la estructura 
organizativa fue territorial (Gaudichaud, 2004).  
Parte del movimiento se fue asociando con los segmentos obreros, al converger en 
torno a prácticas organizativas comunes. Señala Garcés, “[…] obreros y pobladores se 
dieron la tarea de dar vida a inéditas formas de ‘poder popular’, coordinando luchas y 
actos de poder local en barrios, cordones industriales y ‘comandos comunales’. […] El 
‘poder popular’, en este sentido tenía que ver con la emergencia de procesos de 
democratización por la base que unían y articulaban territorialmente a jóvenes, mujeres, 
trabajadores y trabajadores de diversas categorías de la clase popular” (Garcés, 2002: 6-
7). Es posible entonces considerar que el sistema político chileno no fue capaz de receptar 
la participación popular desbordada, y terminó fracturado por la intervención militar. 
 
2.5 El Régimen Militar y los gobiernos de la Concertación (1973-2010)  
 
La dictadura militar del General Pinochet (1973-1990) se constituyó en un crudo 
paréntesis en el excluyente proceso de democratización que enarbolaba sin conflictos 
armados profundos al menos desde 1891, la sociedad Chilena (Garcés y Valdés, 1999: 14).  
La institucionalidad política fue anulada hasta bien entrado el régimen, siendo suspendida 
la participación política electoral, proscritos los sindicatos afines a la izquierda, y 
clausurado el Congreso Nacional. Otra de las medidas aplicadas, relevantes respecto a la 
temática de estudio, es la modificación del rol de los municipios. En el marco del proceso 
de resocialización política, descentralización funcional sin participación y municipalización 
de parte de las funciones sociales antes abordadas por el Estado central, el municipio 
viene a integrar esos objetivos.9
                                                          
8 Agrupaciones obreras territoriales relacionadas con la coordinación del trabajo fabril, a pesar de su 
cercanía ideológica, independientes de los partidos y órganos que conformaban el gobierno de la Unidad 
Popular. Se trata de experiencias que recientemente la historiografía ha comenzado a abordar. Ver, por 
ejemplo Frank Gaudichaud (2004) y Sandra Castillo (2009).  
  
9 Hay variadas interpretaciones respecto al objetivo político del municipio por parte de la dictadura. Por 
ejemplo, algunos lo integran en el objetivo de desmantelar o ‘achicar’ el Estado Central, trasladando los 
‘costos sociales’ del nuevo modelo al municipio y aprovechando de paso de disminuir el poder sindical de los 
funcionarios públicos (Salazar y Pinto, 1999). Otras posturas consideran que mediante los alcaldes 
(designados) el General Pinochet podía ejercer un control más directo del territorio. Una reciente 
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Por otra parte, debido a la privatización de la mayoría de las empresas estatales, y a la 
reducción sufrida por el Estado, desapareció una parte importante de la burocracia estatal 
y del proletariado industrial (Arrau y Avendaño, 2001: 30), con lo que se logró debilitar a 
sectores de gran capacidad de movilización.  
Los primeros años del régimen militar se caracterizaron fundamentalmente por las 
medidas reactivo-represivas, donde predominaron las detenciones, exilios y ejecuciones 
políticas. Las movilizaciones populares en esta época adversa fueron poco numerosas, con 
bajo nivel de repercusión y altos y dramáticos volúmenes de represión. 
Cuando el régimen se estabiliza y da un giro hacia las políticas neoliberales (1975), 
implementando transformaciones estructurales tanto en lo económico como en lo social 
desde dicha matriz teórica, las protestas sociales comienzan a aparecer, someramente 
todavía, en el espacio público.  
Según Brunner, la reacción autoritaria del gobierno de Pinochet, se explica por su 
alejamiento de la política, la economía y las pautas tradicionales del orden social chileno 
(Brunner, 1981: 155-156). Garretón a este respecto sostiene que habría sido esencial al 
régimen su postura anti-movilización, no sólo de los movimientos sociales y grupos 
contrarios al régimen, sino que también de los grupos políticos acordes a su gestión 
(Garretón, 1987: 113), esto porque los militares golpistas tenían una pésima impresión 
sobre la clase política en general, impresión que incluía a los partidos de derecha: por eso 
la suspensión de los partidos políticos fue general (no así la completa ilegalización de los 
conglomerados de izquierda).  
En 1980, una nueva constitución se aprueba. Su formulación estuvo a cargo de una 
Comisión Constituyente (a cargo de Enrique Ortúzar), la cual presentó un pre-proyecto al 
Consejo de Estado (Presidido por Jorge Alessandri, quien se retiró indignado porque sus 
medidas de liberalización del régimen no fueron atendidas). Antes de que el Consejo de 
Estado entregara el proyecto oficial, Mónica Madariaga, Ministra del General Pinochet, 
junto a otros colaboradores del General, aplicaron sigilosamente 175 cambios al proyecto, 
que limitaban el acceso democrático al poder, por parte de la población o los partidos 
políticos (Grez, 2009: 18). Ese fue el proyecto que luego de unas semanas fue aprobado, 
para el cual no hubo ni procesos participativos, ni elecciones transparentes. Según Grez:  
 
El debate ciudadano se realizó (…) (en el contexto) del Estado de emergencia, el receso 
político, el control gubernamental de las publicaciones, un clima de terror generalizado 
(…) sin alternativas para los votantes, sin el claro establecimiento de las consecuencias 
jurídicas de una derrota y, lo más significativo para la oposición, sin registros electorales 
y sin supervisión ni recuento electoral independiente. Aunque el gobierno autorizó la 
                                                                                                                                                                                 
investigación plantea que se buscaba resocializar políticamente a las personas, concentrando la 
participación en aspectos cotidianos, alejándolos de los organismos tradicionales de sociabilidad política 
(sindicato, partidos políticos), y dejando las grandes decisiones a los expertos. Señalan que “(…) el proceso 
de municipalización, convirtió a estos organismos en el agente estatal más importante, pues concentró 
aquellas tareas que afectaban directamente la vida de las personas” (Valdivia, Álvarez y Donoso, 2012: 11). 
La idea de despolitizar el municipio está presente en la UDI en las discusiones de reformas municipal de los 
primeros años del gobierno de Patricio Aylwin (Mardones, 2006).   
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realización de un meeting opositor (…) otras manifestaciones contrarias al régimen 
fueron prohibidas (…) (Grez, 2009: 18). 
 
La Constitución fue aprobada por un 67,04% a favor y un 30,19% en contra. Sin embargo, 
se presume la existencia de todo tipo de irregularidades, desde una votación a favor 
superior al 100% en nueve provincias, recuentos erróneos y secretos, hasta la 
inconsistencia entre el número de votos contados y el número de firmas registradas (Grez, 
2009: 19). Por tanto, “tanto en sus orígenes como en su forma de ratificación, la 
Constitución de 1980 aparece nada más que como una imposición a la fuerza, un acto 
coercitivo, que, de acuerdo a los principios del derecho público, era jurídicamente nulo y 
vacío” (Barros, 2005: 212).  
A pesar del debilitamiento del poder de los sindicatos, debido por las medidas 
prohibitivas del régimen militar, que hasta 1979 prohibió la negociación colectiva y luego 
le puso numerosas restricciones bajo el amparo de la nueva legislación laboral y por el 
cambio en la estructura laboral, estos tuvieron un rol fundamental en la oposición al 
régimen de Pinochet (Campero y Cortázar, 1988: 121), ya eran los sindicalistas quienes en 
un primer momento encabezaron las movilizaciones.  
Sin embargo, en un contexto de notable incremento de la marginalidad urbana 
(cualitativa, cuantitativa y espacial), el rol protagónico lo fueron asumiendo los pobladores 
marginales, y en las fases más radicales, por los jóvenes pobladores marginales (Tironi, 
1987: 16). Tal como vimos, éstos presentaban una experiencia acumulada desde fines de 
los cincuenta, siendo además parte de los grupos más perjudicados por las medidas 
pinochetistas, especialmente en torno a la reubicación espacial de las tomas y 
campamentos hacia la periferia, con el objetivo de ordenar la ciudad en sectores 
poblacionales homogéneos, mediante la política de las erradicaciones. Desde el discurso 
del régimen, la erradicación de sectores pobres y su concentración en las comunas de 
menores ingresos permitiría mejorar la focalización de los recursos de los municipios. 
(Hidalgo, 2004). A pesar de la gran capacidad de movilización y presión, especialmente 
entre 1983 y 1986, no llegó a predominar un proyecto político (salvo en un grupo 
minoritario). 
Ese es el gran déficit de los movimientos sociales en Chile, “su deficiente capacidad 
operacional para construir Estado a partir de ella (su legitimidad)” (Salazar, 1994: 109). A 
partir del año 1983, en que el modelo económico de la dictadura atraviesa una profunda 
crisis, las movilizaciones sociales logran masificarse, superando el miedo y atreviéndose a 
manifestar el descontento (Garretón, 1987: 113). Sin embargo, esas masas ciudadanas no 
logran construir e influir en el nuevo pacto social que devolverá el Estado a la ciudadanía 
en 1988-1990. La primera protesta contó con la presencia de las clases media-alta y alta, 
las cuales a medida que la represión aumentó (como respuesta al alto grado de 
convocatoria) fueron disminuyendo su participación, hasta que prácticamente se pasó de 
protestas poli-clasistas a protestas populares (Campero y Cortázar, 1988: 139-140). Las 
clases medias fueron desmovilizadas al cumplírseles sus demandas económicas de corto 
plazo (Campero y Cortázar, 1988: 141).  
El carácter heterogéneo de los objetivos de quienes participaban de las movilizaciones 
permitió al régimen militar negociar segmentadamente. Y para tratar la situación de los 
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grupos populares radicalizados, la simple represión fue la estrategia. La inexistencia de un 
proyecto político en los grupos de los pobladores, permitió que a partir de 1985-86, la 
oposición al régimen militar comenzase a ser dirigida por los partidos políticos, dominados 
por las élites tradicionales, como había sido la tendencia histórica de la política chilena. La 
violencia pura no estaba dando resultados directos, fueron esencialmente útiles para la 
creación de espacios de negociación, lo que permitió a los partidos políticos, encauzar las 
manifestaciones sociales hacia su propio proyecto. 
Para Garretón, sin la reaparición de los partidos políticos, el régimen militar no podría 
haber sido derribado. Es la rearticulación entre los liderazgos políticos y las demandas 
sociales manifestadas en las movilizaciones, lo que pudo llevar adelante la transición 
pactada en Chile. La importancia de las movilizaciones sociales fue la presión ejercida al 
régimen militar, lo que obligó a su gobierno a negociar políticamente (Garretón, 1987: 
128-129). No bastaba la regeneración de la clase política para presionar efectivamente por 
el retorno a la democracia.  
El largo contexto represivo de la dictadura Militar, si bien no logró eliminar la expresión 
y movilización política, si logró un cierto grado de desarticulación. No hubo nuevos actores 
sociales, sino que principalmente fueron los viejos tercios políticos los que reaparecieron 
luego de las masivas movilizaciones de los ochenta. Otros autores han caracterizado el 
contexto como formador de «inorganicidad social», lo que se tradujo en una incapacidad 
de entablar movilizaciones de tipo reivindicativo e instrumental (Martínez y Tironi, 1985: 
184-190; Salazar, 1994: 109). Predominaron entonces las movilizaciones de tipo expresivo-
emocional, pero no de un tipo reivindicativo, como había sido la tónica durante todo el 
siglo XX Chileno (Garretón, 1987: 129), ni territorial, como lo había sido durante el siglo 
XIX. 
El sindicalismo por ejemplo, con la esperanza de tener una participación privilegiada en 
la transición, apoyo el proyecto de los partidos políticos. De modo tal que hasta 1994 
mantuvo una estrategia de cooperación, que implicaba un bajo nivel de conflictividad 
social. Sin embargo, el objetivo de la CUT de lograr un rol protagónico en la transición, 
desde el cual recuperar los derechos laborales perdidos en la dictadura, e incrementarlos, 
no fue compartido ni apoyado por los propios partidos de la Concertación, que ellos 
apoyaban, ni por los funcionarios del gobierno que ayudaron a instalar, esto, a pesar de 
los fuertes vínculos que estos tenían con el sindicalismo en la fase final de la dictadura 
(Delamaza, 1999: 387).  
Dentro de la oposición política había dos estrategias posibles para terminar con la 
dictadura. Estaba la línea dura que quería desestabilizar al régimen con el apoyo 
protagónico de las protestas sociales para sacarlo del poder. Y una línea blanda, o 
transición pactada, que fue la que predominó en las negociaciones con el Régimen Militar. 
Esta opción permitió que en 1988 Pinochet perdiera en las urnas la definición de su 
continuidad al mando del Estado chileno. Un año más tarde, fue electo el candidato de la 
Concertación de Partidos por la Democracia, Patricio Aylwin. Este camino institucional 
escogido dio lugar a negociaciones poco transparentes (con pactos de espalda a la 
ciudadanía), pero también a la exclusión de los movimientos sociales del proceso de 
transición. La transición ideada tenía “(…) como prerrequisito la desactivación de los 
movimientos sociales antidictadura que la habían hecho posible, tarea a la cual se han 
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consagrado las fuerzas políticas que accedieron al gobierno en los noventa” (Delamaza, 
1999: 377). 
De hecho, la influencia de los planteamientos de Edgardo Boeninger en torno al 
concepto de gobernabilidad, nos muestra una planificación de la transición en que los 
cambios (moderados) y la participación política debían enmarcarse institucionalmente, 
principalmente a través de los partidos políticos, es decir, sin autonomía e intermediada 
(Boeninger, 1994). Salvo en el caso de las agrupaciones de mujeres, los grupos sociales 
fueron excluidos, nuevamente, de los procesos políticos. Resulta particularmente grave la 
exclusión de las agrupaciones de Familiares de Detenidos Desaparecidos y del sindicalismo 
en negociaciones tan importantes como las reformas laborales (Garcés y Valdés, 1999: 
15).  
Garcés y Valdés afirman que “la re-democratización, de este modo, tendió a situarse en 
dos planos; el de las reformas constitucionales a efectos de producir cambios más 
sustantivos en la Carta fundamental, y el de la ‘modernización’ de los servicios del Estado 
y la descentralización política y administrativa” (Garcés y Valdés, 1999: 15). Respecto a la 
Constitución, dirán que “este sistema institucional no sólo inhibe el derecho a voz a 
importantes sectores de ciudadanos, sino que conlleva un sistema tal de contrapesos que 
entraba cualquier intento de reforma sustantiva, salvo que ella goce del apoyo del 
conjunto de la clase política” (Garcés y Valdés, 1999: 15). 
La política de nivel territorial y local ha sido aún menos reformada. Si bien los alcaldes y 
concejales son elegidos democráticamente -gracias a una reforma constitucional- se 
limitaron las posibilidades de expresión de los Consejos Económico Sociales (CESCO) en 
que tenían representación las organizaciones sociales comunitarias (Garcés y Valdés, 
1999: 16). 
Para Mardones (2006), evaluando las reformas territoriales en una década y media de 
gobiernos democráticos, la posición de los partidos y las coaliciones con respecto a los 
proyectos de ley en discusión resultaron altamente contingentes en sus desempeños 
electorales previos y en sus predicciones. Sin embargo, lo electoral no fue el único tema 
de preocupación, también los costos y beneficios de un nuevo contexto creado por una 
reforma descentralizadora. Además, evalúa que el gobierno central se mostró reacio a 
ceder el control de los gobiernos regionales, lo que limitó el proceso de transferencia de 
competencias a los ámbitos subnacionales, como asimismo, de la democratización de esos 
espacios (Mardones, 2006). 
Por otra parte, el autor mencionado afirma que “si la hipótesis de descentralización 
top-down es adecuada para explicar las reformas de 1991 y 1992, lo es menos en los años 
posteriores. Después de más de una década de las reformas iniciales los actores 
subnacionales son más poderosos. La hegemonía del centro se mantiene, aunque la 
correlación de fuerzas ha variado” (Mardones, 2006: s/n). Resulta relevante como 
nuevamente son los alcaldes -agrupados ahora en la Asociación Chilena de 
Municipalidades-. Creada en 1993, quienes presionan para una descentralización efectiva, 
muy similar a lo ocurrido en las décadas de 1930 y 1940, según hemos someramente 
abordado acá.  
A pesar de esto, la elección directa de miembros del Consejo Regional (CORE), como 
representantes de la ciudadanía en el Gobierno regional, todavía están siendo discutidos 
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en el Congreso, lo que demuestra las resistencias y baches que entraña el proceso. 
Tampoco se aprecia una sociedad civil capaz de ejercer presión efectiva por los cambios. 
Se afirma al respecto que “la confluencia de un régimen representativo limitado, la 
relativa exclusión de los movimientos sociales y el sesgo tecnocrático de las políticas 
sociales han configurado un cuadro negativo marcado por la despolitización y 




Capítulo 3. Expectativas y tensiones en el modelo histórico de 
representación 
 
El modelo histórico de representación, hemos visto, permite concluir que las 
oportunidades de desarrollo humano político en Chile han sido ajenos a las necesidades 
de un sujeto situado en un territorio, con necesidades, expectativas y demandas 
particulares. El sujeto político se construye más bien, en la historia del país, como una 
toma de posición ideológica o de clase, antes que como una experiencia de individuos en 
comunidad. Dicho esto, el capítulo siguiente presenta -a partir de datos primarios, 
directamente levantados por el autor- y de datos secundarios, una descripción de la 
situación (agenda) política del Chile actual, a partir de las cuales se pueden identificar una 
serie de pistas que permiten describir los lugares y dimensiones de la tensión que modelo 
histórico e institucional chileno hace en la subjetividad política de los chilenos. Este 
capítulo construye la noción de opinión pública utilizando, esencialmente (salvo cuando se 
mencione otras muestras primarias o secundarias) información levantada directamente 
para este estudio por el autor, durante el año 2011.1
Probablemente, la más bullada pista que se puede identificar en la agenda política de 
los últimos años en Chile, es la referida a las movilizaciones estudiantiles del año 2011 y 




                                                          
1 El tamaño muestral de la encuesta aplicada el año 2011, consideró 1242 casos, de personas mayores de 18 
años, todas ellas entrevistadas en sus hogares, correspondientes estos a 99 comunas del país. La selección 
de comunas, se basó en dos estratos, el primero de grandes urbes, y el segundo de urbes medianas. El 
procedimiento que se utilizó para seleccionar a cada individuo, fue probabilístico en todas sus etapas, 
compuestos por conglomerados de manzanas, al interior de cada conglomerado se hizo una selección al azar 
de viviendas, y dentro de ellas, una selección aleatoria de personas. El error muestral se estima en 3%, 
considerando varianza máxima, y un nivel de confianza de un 95%. La recolección de datos se efectuó entre 
los días 23 de julio y 14 de agosto de 2011. 
 Estas marchas, que se suceden casi cada un lustro en Chile, pero que esta vez 
se inscribieron en un contexto mayor relacionado con marchas en varias otras partes del 
mundo, dejaron a la clase política pasmada, y a la opinión pública confusa. Otro síntoma 
igualmente pasmoso para la prensa y los líderes diversos sectores es la alta abstención 
que se produjo en Chile durante las últimas elecciones municipales del año 2012 (y 
parlamentarias, regionales y presidenciales de 2013). El contexto es el siguiente. Hasta el 
año 2012 en Chile, para votar, era necesario inscribirse (voluntariamente) en los registros 
electorales. Trámite a partir del cual el ciudadano(a) quedaba obligado a votar, para 
siempre, en todas las elecciones. El año 2012 (con elecciones municipales), comenzó a 
2 Si bien es cierto que las movilizaciones estudiantiles en Chile tienen larga data, las ocurridas en Chile a 
partir del año 2010 han tenido un impacto mediático como ninguna otra en el país. Estas movilizaciones se 
han caracterizado por estar organizadas desde el gremio de los estudiantes universitarios – principalmente 
de universidades tradicionales, agrupadas en la CONFECH – demandando reformas al ingreso, provisión y 
financiamiento de la Educación Superior. Es importante destacar que al día de hoy, luego de dos años de 




regir el sistema de votación voluntaria. En este, toda personas de 18 años o más queda 
inscrita automáticamente en los registros electorales, sin embargo, su acto de sufragar 
queda al arbitrio de cada ciudadano(a). Deja de ser el voto obligatorio. La reforma a la Ley 
se hizo con el objetivo de incentivar la participación. Se estimaba que el trámite inicial era 
el que restaba a la población de participar. Las encuestas de 2011 -antes de comenzar con 
el voto voluntario- arrojaban una expectativa de participación del 60% de la población 
(Mori, 2012). Sin embargo, el 2012 solamente un 40% de la población en edad de votar lo 
hizo (casi los mismos guarismos se registraron para las elecciones de 2013). Luego, 
comentaron los especialistas y los líderes políticos, esta es señal de la apatía de las 
personas contra "el sistema".  
Lo interesante es como actos opuestos son, para los "líderes de opinión", señales del 
mismo hecho social. Hay una ciudadanía que se vuelca a la calle en señal de protesta 
contra el sistema (Mayol, 2012; Salazar, 2012). Hay una ciudadanía que se queda en sus 
casas y no va a ninguna parte, también, en señal de protesta (Mayol, 2012; Salazar, 2012). 
Este capítulo pretende desmontar esta forma de analizar la crisis de representación, 
explicando las razones de su innegable existencia, pero al mismo tiempo acotando sus 
límites y las posibilidades de su solución, especialmente en relación con lo que he llamado 
modelo histórico de representación.  
 
3.1 La "crisis" en Chile: dimensiones y alcances  
 
Hemos dicho que entenderá esta tesis la idea de representación, como el trayecto de 
realización que se da entre una persona y una institución. La persona intentando 
desarrollarse en voluntad, derecho y poder, y las instituciones permitiendo o rechazando 
esa realización. En tal sentido, se demostrará que esta crisis es real, pero, se dará cuenta 
también que es esta una crisis limitada, y que sus márgenes llegan hasta la evaluación -en 
general positiva o “normalizada”- que las personas hacen de la institucionalidad 
económica y social en general.  
La primera señal del agotamiento de la capacidad de representar del sistema político 
chileno es el que se refiere al eje de ordenamiento de las posiciones entre la izquierda y la 
derecha. Históricamente –como se discutió en el capítulo 2, el eje de comprensión y de 
institucionalización de las expectativas políticas de los chilenos se ha ubicado en este eje. 
Prácticamente, sin consideraciones exitosas de reivindicaciones territoriales, y sí, con 
sustentos en las diferentes clases sociales e ideologías, más o menos, totalitarias.  
Así fue el siglo XX, y así se considera hasta el día de hoy la estructuración de la 
democracia chilena a través del sistema binominal,3
                                                          
3 El sistema binominal corresponde a un tipo electoral en donde el objetivo es la conformación de dos 
partidos o coaliciones de partidos. En Chile se ha instaurado a partir de la Constitución Política de 1980, 
diseñada por Jaime Guzmán, y su principal consecuencia ha sido la de mantener el clásico polo entre la 
izquierda, vinculada a los partidos de la Concertación, y derecha, vinculados a la actual Coalición (ex Alianza 
por Chile), impidiendo la entrada de nuevos referentes políticos a los cargos de representación popular en el 
Congreso de la República. 
 que es la materialización institucional 
de este eje de dos bandos. Vale decir formas más bien ideologizadas y ajenas a cualquier 
razón territorial o descentralizada de hacer política. Es esta la manera de hacer 
60 
 
representación política que muestra signos de agotamiento como eje ordenador: hoy por 
hoy, sólo un 31% de la población se inclina hacia alguna de estas dos posiciones. En 
cambio, en nuestro levantamiento, el 69% de los encuestados se declara en algún lugar 
indefinido del espectro político: El 14% se declara de izquierda, el 17% de derecha, el 19% 
de centro, el 36% se declara como "apolítico, y un 15% de la población declara "no saber" 
en qué lugar del espectro se podría posicionar. 
La crisis de representación se hace aún más notoria al explorar los discursos de las 
personas que sí se identifican entre la izquierda y la derecha. Esto porque las personas 
que sí se identifican lo hacen, muchas veces, por razones que no tienen que ver con lo 
propiamente ideológico, y otras, como un simple ejercicio de exclusión: "yo no soy el otro, 
por tanto soy esto".  
Para profundizar en esto, se realizó el siguiente ejercicio metodológico4
De este modo, la mayor parte de las personas que se definieron como de derecha 
(37%) dieron respuestas enfocadas en ideales y valores liberales, con frases como las 
siguientes "las personas de derecha son las personas de esfuerzo individual", "de 
emprendimiento", "de excelencia". Un 31% de este grupo mencionó que "ser de derecha", 
es simplemente "no ser de izquierda", o hicieron referencia a una posición de clase social. 
Este posicionamiento vacío que consiste en definitiva en que "ser de derecha es no ser de 
izquierda" o "no ser el otro", señaló respuestas del tipo: ser de derecha es "no ser 
comunista", "es no ser de izquierda", son "los empresarios", es "donde está la gente con 
plata". A su vez, y con una significación menor a las anteriores, para un 17% de las 
personas que se declararon de derecha, "ser de derecha" es ser simpatizante de uno de 
los partidos políticos gobernantes (UDI y RN
 con personas 
que se identificaron políticamente en alguna de estas dos posiciones: A las personas que 
se declararon "de derecha" se les pidió que describiesen que significaba para ellos ser de 
derecha, y que pensaban ellos que significaba también ser de izquierda. A su vez, a las 
personas que se definían como "de izquierda", se les pidió que definiesen el ser de 
izquierda y el ser de derecha hoy. 
5
 
). Un 16% de las menciones dijeron que ser 
de derecha es identificarse con valores conservadores, un 12% dijo que es "ser piñerista", 
un 11% dijo que eran las personas que comparten "valores democráticos", y solamente un 
7% dijo que ser de derecha es "ser pinochetista". 
                                                          
4 El ejercicio se realizó en una muestra con representatividad nacional, con 1.349 casos un error del (-)3%, 
cumpliendo con los estándares que la literatura acuerda para poder extrapolar los resultados a la población 
en su conjunto. 
5 En Chile, desde el año 2010 a la fecha, el control del gobierno es asumido por el Presidente Sebastián 





Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor.  
 
Asimismo, las personas que se definieron como "de izquierda" definieron "ser de 
izquierda" señalando que la descripción más mencionada es la que hace referencia a una 
suerte de "posicionamiento vacío". Vale decir, personas que sienten que "ser de 
izquierda" es "no ser de derecha" (no ser el otro), el 40% de las menciones se concentró 
en este tipo de respuestas. Bajo este concepto caben menciones relacionadas a la lucha 
de clases ("ser de izquierda es estar contra los empresarios", "es estar por los 
trabajadores", "es no ser ricos", etc.), o, simplemente por oposición ("ser de izquierda es 
no ser de derecha").  
El segundo grupo de respuestas más mencionadas por las personas autodefinidas de 
izquierda (35%) refiere a que "ser de izquierda" es representar y luchar por valores 
democráticos ("luchar por la Justicia, los derechos, la igualdad, la democracia, la libertad, 
la participación", etc.). Mientras, un 16% de las menciones dice que ser de izquierda es la 
"asistencia a los pobres" (16%), un 11% declara que "no sé qué es ser de izquierda", un 8% 
dice que ser de izquierda es pertenecer a un partido de la oposición al gobierno, mientras 




Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
Para cerrar el círculo, se pidió a las personas que definieran a su némesis política. Que 
definieran al otro. O sea, que quienes se declaraban de derecha definieran ser de 
izquierda, y a los que se definen como de izquierda que definieran el ser de derecha.  
Resultó entonces que, la gente de derecha declaró en primer lugar que, para ellos, "ser 
de izquierda" es "ser de oposición al gobierno", con 23% de las menciones. El segundo 
grupo de mayores menciones consiste en frases -bastante optimistas- que definen el "ser 
de izquierda" como aquellas personas que "defienden ideales" o "idealistas" -fueron 
menciones de este tipo las siguientes: "son personas que luchan por la democracia", "por 
los derechos humanos", "por los cambios", por "las causas sociales", etc.). Otro 20% de las 
menciones, señaló absolutamente lo contrario y dijo que "ser de izquierda" es ser 
"violentistas y extremistas" ("son los desordenados", "ser de los que destruyen", 
"conflictivos", "extremistas", "intolerantes", etc.). Un 19% de las menciones señalan que 
"ser de izquierda" es "no ser de derecha" , un 12% dijo que es ser comunistas, otro 12% 
que es ser de los partidos de la concertación, un 6% de menciones fueron para decir que 





Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
A su vez, la gente de izquierda definió "ser de derecha" en un importante porcentaje 
(44%) haciendo alusión nuevamente a este "significado vacío", a este "no ser el otro", 
sumando a esto conceptos propios de la lucha de clases: "son los que están con los 
empresarios, con los patrones, etc.". El 25% declaró que no saben que significa ser de 
derecha. Mientras, el 15% declaró que ser de derecha es "ser individualistas y 
oportunistas". Un 10% de los autodefinidos como de izquierda señaló que ser de derecha 
es "pertenecer al gobierno", un 8% dijo que son los que "no se preocupan por los pobres", 
y otro 8% que es "ser pinochetista". Un 6% de este grupo dijo finalmente que "ser de 




Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
El análisis de contenido nos señala entonces que las personas que se declaran inscritas en 
este par ideológico, lo hacen en un importante porcentaje sin saber a qué se refieren, o 
haciendo referencia fundamentalmente a ser parte de un "par de oposición". Un 
significado vacío que se sustenta simplemente en que yo soy yo y no soy por tanto el otro. 
Irreflexivo y antidemocrático, el propio contenido de los discursos de las personas que 
"participan" del juego político vigente en Chile da muestras de que el propio sustrato de 
sus ideas carece de sentido.  
La izquierda y la derecha representan dos exiguos tercios en Chile. Tercios que además 
carecen de sustancia estadística y de contenidos. El tercer tercio es el más novedoso y el 
más incierto. Se concentran acá: las personas que no saben, las que se declaran a 
políticas, las que se declaran de centro. El silencio de este grupo es el que incomoda a los 
analistas, y ha motivado una suerte larga de interpretaciones, más similares a la auto-
comprensión (individual) de la política y la historia, que a razones empíricas.  
Mediante este punto además, inmediatamente, se puede comprender las razones de la 
abstención. Si bien las elecciones municipales de 2012 en Chile, fueron, en estricto rigor 
proporcionales, y además, regidas bajo la lógica del sistema de inscripción automática y 
voto voluntario, también es cierto que el mecanismo de elección de representantes 
obedeció al sistema binominal clásico, con partidos eligiendo representantes, sobre todo, 
de las elites. De entre todos los candidatos, solamente un 15% no era de la Concertación6 
o la Alianza7
                                                          
6 Concertación de Partidos por la Democracia, coalición de partidos de centro e izquierda, opositora a la 
Dictadura Militar y que gobernó Chile entre 1990 y 2010.  
, solamente un 11% eran mujeres, y un 7% eran jóvenes de menos de 35 años.  
7 Alianza por Chile, agrupación de partidos de derecha, en los cuales gran parte de sus miembros apoyó el 
Régimen de Pinochet.   
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Luego, si un mínimo de la población se identifica con la izquierda y la derecha, y la 
oferta de candidatos se estructuró en este anacrónico eje, sin mediar siquiera otros 
recursos diferentes al patriarcado político chileno, no es de sorprender que votase 
solamente un 40% de la población (segundo punto de los síntomas de la crisis señalados 
arriba). Sin embargo, esto no significa una crítica al sistema (se abordará este punto 
enseguida).  
Un segundo factor determinante en esta crisis de representación se puede espetar en 
la capacidad de los representantes de construir una relación cercana con sus 
representados. La lógica es la siguiente. Si el sistema binominal se bate en un equilibrio 
permanente entre la izquierda y la derecha, pero, a la ciudadanía no hace sentido esas 
posiciones políticas, entonces, los representantes podrían haber apelado a la emotividad 
como forma de construir relaciones políticas. La emotividad se tradujo 
metodológicamente en la referencia a la "cercanía" que las personas pueden sentir o no 
con respecto a sus representantes.  
Para comprender esta posibilidad se preguntó a un grupo significativo de la población  -
con representatividad nacional- que declarara el grado de cercanía que sentía con 
respecto a sus representantes. El resultado general es contundente. El 59% de la 
población declara sentirse muy lejana de los representantes, mientras, solamente el 13% 
declara sentirse cercana o muy cercana. Por otra parte, los actores políticos más lejanos 
para la gente son los senadores (68% de lejanía) y diputados (67% de lejanía), le sigue en 
lejanía la figura del presidente (62%), luego los concejales (58%), después los dirigentes 
vecinales y los presidentes de las juntas de vecinos (que empatan en un 54%), y 
finalmente los alcaldes, que son los menos lejanos a la gente (48%).  
 
 




Puede observarse, primero que todo, que ningún representante es evaluado como 
cercano a las personas, y luego, que no es la territorialidad, ni el grado de poder (nacional 
o territorial) el que determina la sensación de cercanía o lejanía. El presidente es menos 
lejano que el diputado, el alcalde que los dirigentes vecinales. Luego, ni el eje izquierda- 
derecha (partidos), ni la "cercanía" territorial entrega legitimidad de representación para 
los chilenos. Las personas no encuentran en la institucionalidad de partidos ni en la 
emotividad de sus representantes espacios de realización política, pero tampoco 
emocional o emotiva. 
¿Cómo se legitima entonces el poder en la democracia chilena? Aparecen luces cuando 
se estudia la opinión pública de las elites; el asistencialismo y el autoritarismo aparecen 
como ciertas a la hora de calificar la relación entre el ciudadano y la institucionalidad 
política. El informe de Desarrollo Humano de 2004 sobre el poder aborda este sentido 
bajo la lógica nacional del poder. Aparecen entonces personajes de políticos, de opinión 
pública, empresarios – entre otros – midiendo su grado de influencia y poder. 
Asimismo, el Informe de Desarrollo Humano Rural en Chile 2008, hace hincapié en el 
mismo ranking, pero solamente enfocado en el nivel territorial del poder. Acá aparecen 
como fundamentales en la legitimación y ejecución el poder, nuevamente, la lógica del 
asistencialismo y del autoritarismo. Bajo este ranking, aparece como el personaje político 
más influyente, más contactado y más abusivo, el alcalde. La carga patronal de este 
personaje es clara, también, en el discurso de los alcaldes. Estos se definen a sí mismos 
como pequeños dictadores de una comuna.  
 
Tabla N° 3: Evaluación de poder de la elite local, según miembros de la elite local 






Alcaldes 8,11 90,80% 21,70% 34,20% 23,90% 
Concejales 5,35 82,50% 14,20% 4,60% 17,21% 
Gobernadores 6,18 61,30% 5,80% 7,50% 9,46% 
Intendentes 6,83 47,50% 7,50% 19,20% 15,79% 
Diputados 6,07 56,70% 9,20% 21,70% 16,23% 
Senadores 5,77 44,20% 8,30% 24,20% 18,78% 
Fuente: PNUD, 2008. 
 
El autoritarismo y el asistencialismo aparecen como un mecanismo legitimador del uso del 
poder ante la ciudadanía. En efecto estos funcionan, hacen sentido a las personas, pero, 
no conforman democracia. Y por tanto, la abstención que debiera movilizar la democracia, 
o sea, mover votantes a las urnas, no lo lograron. En las comunas caracterizadas por estas 
relaciones patronales, en general, la abstención fue alta.  
Un tercer argumento de esta crisis de representación es la de un alto porcentaje de la 
población que declaran que un régimen autoritario puede ser mejor que la democracia o, 
simplemente, muestran indiferencia ante la democracia como forma de gobierno. A partir 
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de los datos provistos por el Programa de Desarrollo Humano Chile, se ha construido una 
serie, tomando los Informes desde 2000 a 2010, que permiten graficar lo que se ha 
planteado recientemente. 
En este sentido, tan sólo para los datos revelados en 2010 se puede afirmar que la 
mayoría del país le entrega un valor trascendental a la democracia, con un 65%. Sin 
embargo, para los años anteriores, la mayoría de la población muestra un 
posicionamiento en donde la democracia no valorada como la mejor forma de gobierno: O 
bien, se plantea que el autoritarismo puede ser necesario o se muestra indiferencia frente 
a cualquier forma de gobierno. 
 
 
Fuente: Elaboración propia en base a datos de PNUD (2000, 2002, 2004, 2006, 2008, 2009, 2010). 
 
La valoración que hace la gente sobre la democracia – débil a nivel nacional – muestra su 
cara aún más dramática si hablamos del mundo rural. A partir de los datos del Informe de 
Desarrollo Humano 2008, la población de las urbes tiene una valoración significativamente 





Fuente: PNUD, 2008.  
 
Otra razón, de peso institucional, y probablemente causal de todas las anteriores, dice 
relación con la entropía generada por las décadas en que el sistema democrático se ha 
constituido en base a la lógica del "equilibrio pactado" en Chile. En primer término 
diremos que, además de ser un sistema electoral formal, el binominal también determina 
una cultura política.  
Esto se puede afirmar en el sentido que dicho sistema consiste en la conformación de 
dos bloques políticos que repartirán las elecciones de los cargos públicos. La lógica es que 
las competencias políticas sean hacia adentro de los conglomerados políticos, y no hacia 
afuera, privilegiando el sistema de este modo la estabilidad general y la gobernabilidad del 
país. Al menos esto fundamentó la idea de Jaime Guzmán, el ideólogo de este sistema 
político que ha logrado reducir el debate de lo público y político a una tensión de dos 
polos que no requiere para existir reflejar el sentido político de la población, sino que, el 
acuerdo entre las facciones institucionalizadas. Lo que ha redundado en dos hechos 
políticos distantes. Primero, que la diversidad de expectativas políticas de la población, en 
efecto, no se levante en el sistema democrático general. Segundo, que la diversidad se 
provoque al interior de los partidos y las elites familiares del establishment político en 
Chile.  
Como el sistema empata hacia afuera de los conglomerados constantemente, el 
sistema de negociaciones es al interior de los bloques políticos, que deben profundizar, 
dentro de sus semejantes sentires políticos, sus diferencias, para erguirse como 
candidatos. El mero hecho de ser candidato de uno de los conglomerados augura 
resultados positivos de éxito casi de un cien por ciento. Luego, las diferencias, cismas, 
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discrepancias y rencores se han producido al interior de los partidos políticos y 
conglomerados.  
Esto se ha traducido en la incapacidad de los partidos de instalar programas y 
reflexiones políticos de sentido país o comunal, por un lado, y por otro, al mismo tiempo 
que, y por lo mismo, han sido incapaces también de hacer emerger nuevos liderazgos al 
interior de estos. La señal de la crisis de representación política en este sentido es clara, y 
puede explicarse a propósito de la abstención ya mencionada de las elecciones 
municipales en Chile de 2012. 
Como se puede apreciar en las dos tablas que siguen a continuación –participación de 
candidatos a alcaldes y concejales por pacto electoral– se puede apreciar que la 
concentración de candidatos está mayoritariamente concentrada en los pactos de la 
Concertación8 y Coalición9
 
: 38,4% y 19,4%. Es decir, las fuerzas políticas que se inscriben 
en el eje izquierda-derecha del que hemos hablado representan a casi el 60% del total de 
candidaturas inscritas para las elecciones de 2012. Luego, como se explicó, el sistema 
binominal es más que un sistema político para la elección de escaños en el Congreso, es 
también un tapón de la oferta política disponible en el país. Porque funciona como una 
barrera de entrada a los competidores que pretenden evitar el tránsito por los grandes 
partidos. Llevándolo a un lenguaje financiero, se podría decir que la conformación de la 
competencia político-electoral en Chile opera bajo las condiciones de un duopolio que 
controla el ingreso de nuevos competidores, eternizando de esta manera la confrontación 
















                                                          
8 Para las elecciones municipales de 2012, los partidos asociados a la tradicional Concertación fueron 
divididos en dos pactos: por un lado la Concertación Democrática, propiamente tal, con la participación de la 
Democracia Cristiana, Partido Socialista e Independientes al interior del pacto. Y por otro lado, Por un Chile 
Justo, que incluye a la Izquierda Cristiana, Partido Comunista, Partido Por la Democracia, Partido Radical 
Social Demócrata e Independientes al interior del pacto. 
9 Corresponde a la Alianza por Chile, ampliada con otros grupos pequeños, como el partido Chile Primero.  
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Tabla N° 4: Participación de candidatos a alcaldes elecciones municipales 2012, por 




CHILE ESTÁ EN OTRA 5 0,4% 
COALICIÓN 333 28,7% 
CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA 225 19,4% 
EL CAMBIO POR TI 77 6,6% 
IGUALDAD PARA CHILE 23 2,0% 
MÁS HUMANOS 54 4,7% 
POR EL DESARROLLO DEL 
NORTE 
2 0,2% 




CANDIDATURA INDEPENDIENTE 261 22,5% 
TOTAL 1159 100,0% 
Fuente: Elaboración propia en base a datos del Servicio Electoral de Chile. 
 
Para el caso de los resultados en las votaciones el panorama presentado es aún más 
patente. Sumando las fuerzas de los tres pactos descritos anteriormente, reúnen a más 
del 80% de las votaciones en el país. De este modo, el duopolio existe – dada la 
participación en las candidaturas – y funciona – dados los resultados en la elección de 
alcaldes. Recordemos en este punto que lo interesante del proceso electoral de 2012 en 
Chile es que al ser bajo la modalidad de inscripción automática y voto voluntario, el 
sistema, en sí mismo era proporcional y no binominal. Vale decir que, el sistema binominal 
funcionó no en el gesto de votar (la gente se abstuvo), sino que en la conformación de la 
























PARTICIPACIÓN EN EL VOTO 
CHILE ESTÁ EN OTRA 5.990 0,1% 
COALICIÓN 1.349.211 32,9% 
CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA 1.120.472 27,4% 
EL CAMBIO POR TI 184.830 4,5% 
IGUALDAD PARA CHILE 33.361 0,8% 
MÁS HUMANOS 125.215 3,1% 
POR EL DESARROLLO DEL NORTE 18.476 0,5% 




CANDIDATURA INDEPENDIENTE 39.434 1,0% 
TOTAL 4.094.732 100,0% 
Fuente: Elaboración propia en base a datos del Servicio Electoral de Chile.  
 
El escenario recién planteado evidencia la relevancia del sistema binominal no sólo como 
mecanismo de cuotas, sino más bien como un sistema altamente efectivo para impedir la 
entrada de competidores independientes o fuera de los dos grandes pactos políticos 
existentes en Chile. En este marco, limitando la “oferta de candidatos” lo que también 
ocurre es que existe un límite también de la representación: los votantes son, elección a 
elección, obligados a ser espectadores de un proceso en donde se anticipa un eterno 
empate entre los conglomerados. Así, como se ha insistido, el dominio del binominal se 
expresa en dos niveles – dominando tanto candidatos como resultados de las votaciones – 
los que tienen como consecuencia un espectáculo en donde a priori se conoce el 
desenlace. Se limita la representación. El duopolio funciona. 
En resumen, en Chile el sistema de representación política está en crisis. Sus síntomas 
son claros -y pueden mencionarse decenas-, de muestra la alta abstención y las 
movilizaciones. Sin embargo existe una relación causal que pasa por la imposibilidad del 
eje izquierda y derecha -y con ello de todo el sistema de partidos en Chile-  de representar 
políticamente a la población; que pasa por la lejanía y autoritarismo con que las 
autoridades se plantean con respecto a la ciudadanía, que pasa, como razón institucional, 
por un sistema binominal de elecciones de representantes que ha llevado al sistema 
político total a la entropía del empate político. Todo lo cual, y quizás es el síntoma más 
preocupante de todos, ha llevado a una permanente caída en la estima y proactividad que 
tienen los habitantes de Chile con respecto a la democracia.  
Pero la crisis de representación política no significa una crisis del sistema social y 
económico total. A continuación se demostrará que el cuestionamiento a lo político no 
tira por la borda la institucionalidad social y económica en Chile. No será el final de este 
capítulo una apología autocomplaciente al modelo, nada más lejano de eso. Las personas 
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en Chile son críticas del sistema. El intento es el de caracterizar el reclamo para 
comprenderlo en la justeza de su medida, en el rigor de sus propios límites. Limitar el 
intento propio -y de los demás- considerar la opinión de quienes se sientan ajenos al 
proceso “político tradicional”. De eso consta el siguiente apartado.  
 
3.2 Los márgenes de la crisis: la representación 
 
Quizás lo más preocupante de este escenario de crisis de representación, es la 
interpretación que se hace de esta "ausencia silente" de la ciudadanía del sistema político.  
Las interpretaciones corren tanto en la izquierda extraparlamentaria del país, como en los 
sectores más depresivos de la derecha conservadora. En general todos ven los síntomas 
como a los espejos en los cuentos de hadas. Ven en el silencio una aprobación a sus ideas 
sobre el mundo, sobre el deber ser de las cosas, y sobre esa base "empírica" actúan.    
Algunos hechos. Para los y las líderes del movimiento estudiantil de 2011, este expresó 
un sinnúmero de demandas que fueron enunciadas como principios compartidos por toda 
la sociedad, tales como el fortalecimiento del rol del Estado en la provisión de la 
educación, la gratuidad y su "desmunicipalización".10
La opinión pública era clara, de hecho, en todo lo contrario al contenido que los 
discursos que estos voceros hacían al interpretar a sus huestes. Los chilenos declararon 
que prefieren en general, que la población estudie en el sistema privado
 Sin embargo, la opinión de las 
personas distaba mucho de la explicación que de las consignas hacían sus líderes. 
11
Luego, si el movimiento estudiantil tuvo un sustento ideológico, este no fue refrendado 
por la mayoría de la población, que si bien apoyaba el movimiento como expresión, no lo 
hacía en sus contenidos. La crisis de la educación como demanda no tuvo que ver con una 
crisis total del sistema. ¿Entonces con qué? 
 antes que en el 
público. Del mismo modo, la población prefiere un descentralizado que uno centralizado 
en el Ministerio de Educación. A partir de la encuesta aplicada por el autor, los datos 
arrojan que luego de las movilizaciones estudiantiles del 2011, un 24% preferiría 
matricular a un hijo en un colegio municipal, mientras que respecto a colegios particulares 
subvencionados y privados, las personas mostraron preferencia en un 44 y 24% 
respectivamente. Otro dato relevante al respecto, es que sólo el 40% prefiere un manejo 
centralizado de los establecimientos educacionales públicos, mientras un 28% se inclina 
por un manejo regional, y un 32% por mantener la administración municipal.  
Una de las características que adquirió el movimiento estudiantil – como casi única 
expresión de descontento ciudadano – dice relación con el siguiente slogan: "educación 
pública, de calidad y gratuita", rezaba el verso que se presentó como su eje temático más 
importante. Según los intérpretes del malestar, era obvio que esto ocurriría por el estado 
                                                          
10 La Educación Pública en Chile depende financieramente del Estado, pero administrativamente de los 
municipios. Esto quiere decir que el Estado, año a año, realiza transferencias monetarias a los gobiernos 
locales, los cuales deben hacerse cargo de la provisión de educación primaria y secundaria. La demanda de 
desmunicipalización, entonces, está referida a que los municipios dejen de ser intermediarios y sea el Estado 
central el que se haga cargo de todo el proceso. 




de urgencia de las demandas en educación. Sin embargo, los datos estadísticos son claros 
y coherentes desde hace años. El de la educación no es ni de cerca la preocupación más 
importante de la población en Chile. Su importancia está relegada a un tercer lugar -a 
nivel nacional- luego del problema de la inseguridad y de la salud. Es más aún, mientras 
más bajo es el estrato socioeconómico de la gente, menor es también la declaración que 
hacen de la educación como un problema, y mayor es su problema relacionado con el 
empleo y la salud. 
 
 
Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
En otras palabras, la preocupación por la educación – al igual que en el siglo pasado – 
sigue siendo una preocupación de cierta elite. De hecho, el apoyo de la ciudadanía al 
movimiento estudiantil se concentra fundamentalmente en los grupos socioeconómicos 
altos (ABC1 y C2), mismo grupo que prefiere la educación particular en la primaria y 
secundaria, que prefiere pagar por la educación solo de sus hijos (92%), antes que pagar 
impuestos por una "educación de calidad para todos", y que valora la universidad pública 
no por una asunto de "valoración de lo público", sino que porque entiende que la marca 
"universidad pública" es más valiosa que la marca "universidad privada".  
A su vez, los sectores medios del país, prefieren también la educación particular en 
básica y media (75% de este grupo), y si bien prefieren la pública a nivel universitario, 
tienen una inclinación positiva también hacia las universidades privadas (30% de este 
74 
 
segmento la prefiere). Este grupo a su vez optaría por pagar directamente los costos de la 
educación de sus hijos (83%), antes que pagar impuestos, y tienen visiones divididas con 
respecto a los logros (positivos o inútiles) del movimiento de 2011. Los segmentos medios 
(el C3) piensan más parecido a los segmentos altos en Chile, que a los grupos 
socioeconómicos más bajos. Luego, no hay en la sociología del movimiento – pero sí en 
sus líderes, de más está decirlo – una visión siquiera cercana del apocalipsis del sistema.    
Pareciera que sus voceros no han logrado ver qué pasa más allá del bosque de su 
entorno de bien para promover los valores ahí donde se debaten los valores. No en el 
eslogan si no que en el mundo del contenido de las ideas. En este marco, entonces, 
pareciera ser que los chilenos están funcionando con la lógica del polizón que se esconde 
en el barco para viajar gratis, y que si el barco parte bien, y si no, bien también: "ojalá que 
mejoren la educación, que se acabe el lucro, para tener que pagar menos por estudiar en 
las privadas, y que sea gratuita, mejor, para no tener que pagar".  
En esa expresión no hay ninguna ideología detrás. No hay una idea de Estado, ni de 
solidaridad, menos una concepción sobre un mundo mejor. Peor aún, no hay siquiera un 
sentimiento de responsabilidad-país. El movimiento de los estudiantes no ha repercutido 
cuestionando el modelo, ha repercutido porque ha conmovido el bolsillo de la gente. Han 
logrado armar una traducción elegante del bueno, bonito y barato: de calidad, pública y 
gratuita. El movimiento estudiantil no es una expresión de la crisis del sistema, todo lo 
contrario, es una reivindicación por el perfeccionamiento del mismo.  
El segundo argumento para comprender el límite de la crisis, sumado a lo ya expuesto 
con respecto al movimiento estudiantil, al mismo tiempo que develar el llamado de las 
sirenas ante el apocalipsis del sistema, dice relación con el análisis de las cifras de 
abstención en las últimas elecciones municipales de 2012 ya presentado. Como se indicó, 
en dicho proceso eleccionario debutaron las reformas políticas de inscripción automática 
y voto voluntario y, más allá de la definición de qué coalición sacó más o menos alcaldes y 
concejales electos, lo novedoso de esta elección, es que perdieron todos. Ningún 
conglomerado logró llevar ciudadanos a las urnas ni legitimar el sistema que representan. 
Todos pierden. 
Esta alta abstención que para la mayoría de los analistas ha sido una catástrofe sin 
precedentes -tanto que inclusive varios diputados y senadores, especialmente de la 
derecha conservadora y de la Concertación de partidos, han preparado una modificación 
inmediata para las recién estrenadas reformas políticas, incluyendo una normativa que 
entregue nuevamente la obligatoriedad al voto. Pero, ¿hay algo nuevo en esta elección? A 
pesar del análisis catastrófico de la baja participación, es necesario transparentar el hecho 
y concluir si efectivamente la elección municipal 2012 rompe una tendencia de alta 
participación en las urnas.  
Transcurridas casi dos décadas de la elección presidencial que termino con la Dictadura 
Militar en 1989, elección tras elección se pudo comprobar como el padrón electoral en 
Chile tuvo como característica bajas tasas de participación. Por ejemplo, si mientras para 
la elección presidencial del año 1989 la población en edad de sufragar que se abstuvo – 
dado que no estaban inscritos en los Registros Electorales – llegaba al 11,1%; para las 






Tabla N° 6: Relación de comportamiento electoral entre inscritos y no inscritos 
























8.499.972 7.557.537 942.435 11,1% 6.979.859 577.678 1.520.113 7,6% 
Municipal 
1992 
8.868.411 7.840.008 1.028.403 11,6% 6.410.906 1.429.102 2.457.505 18,2% 
Presidencial 
1993 
9.052.632 8.085.439 967.193 10,7% 6.968.950 1.116.489 2.083.682 13,8% 
Municipal 
1996 
9.597.331 8.073.368 1.523.963 15,9% 6.301.298 1.772.070 3.296.033 21,9% 
Parlamenta
ria 1997 
9.773.590 8.069.624 1.703.966 17,4% 5.795.773 2.273.851 3.977.817 28,2% 
Presidencial 
1999 
10.126.098 8.084.476 2.041.622 20,2% 7.178.727 905.749 2.947.371 11,2% 
Municipal 
2000 
10.302.358 8.089.363 2.212.995 21,5% 6.515.574 1.573.789 3.786.784 19,5% 
Parlamenta
ria 2001 
10.506.435 8.075.446 2.430.989 23,1% 6.144.003 1.931.443 4.362.432 23,9% 
Municipal 
2004 
11.118.687 8.012.065 3.106.622 27,9% 6.310.206 1.701.859 4.808.481 21,2% 
Presidencia 
2005 
11.322.769 8.220.897 3.101.872 27,4% 6.959.413 1.261.484 4.363.356 15,3% 
Municipal 
2008 
11.965.990 8.110.265 3.855.725 32,2% 6.362.130 1.748.135 5.603.860 21,6% 
Fuente: Elaboración propia en base a datos del Servicio Electoral de Chile. 
  
Otra forma de presentar el dato de la baja participación de la población chilena en 
elecciones democráticas es comparar la tasa de crecimiento de la población en edad de 
votar comparada con la tasa de crecimiento de los efectivamente inscritos. Tomando las 
elecciones presidencial 1989 y municipal 2008, nos encontramos con que la población 
mayor de 18 años ha crecido en un 40,8%, mientras que el registro de inscritos en los 
registros sólo lo ha hecho en un 7,3%. Quizás el dato más dramático es que la población 
no inscrita – y que también hemos decido considerar como población que se abstiene – ha 
crecido en un 309%. 
Entonces, es cierto también que en las últimas elecciones desarrolladas en Chile 
participó poca gente, pero también es cierto que desde el año 1989 en Chile somos 
testigos como ha crecido el número de quienes deciden no participar de los procesos 
eleccionarios. De esta manera aseguramos que lo que ha ocurrido, con el tránsito de la 
inscripción voluntaria y voto obligatorio hacia la inscripción automática y voto voluntario, 
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es una la legitimación y la legalidad de la abstención. O, en otras palabras, se ha 
transparentado la incidencia del ciudadano que se autoexcluye del sistema electoral.  
Quizás, el dato más escondido es el que dice relación con los votantes que, aun estando 
inscritos, no entregan su voto a ningún candidato; vale decir, votaron nulo, blanco o no 
acudieron, simplemente, a su local de votación. Desde nuestro punto de vista analítico 
esta población es, también, la que conforma el grupo que adhiere a la abstención. Desde 
las votaciones de 1989 a las de 2008 estos no-votos aumentaron en más de un millón o en 
un 202%. Tomando estos datos en consideración, más la abstención administrativa de 
aquella proporción de la población que no se inscribió, tenemos que el total de excluidos 
en los procesos eleccionarios oscila entre un 18% y 47%. 
 
 
Fuente: Elaboración propia en base a datos del Servicio Electoral de Chile.  
 
En definitiva, por ejemplo, Ricardo Lagos para las elecciones presidenciales de 1999 fue 
electo con un 51% de la votación, pero que en la realidad corresponde sólo al 36% de la 
población en edad de votar en el país. Si esto es comparado con la victoria de Allende en 
1970, que obtuvo un 37%, pero en donde competía contra Alessandri y Tomic12
Y además, el porcentaje de abstención en Chile que fue de un 60% en este 2012, no es 
muy superior al de otros países que con sistemas fuertes y antiguos, obtienen similar 
porcentaje de participación en las urnas. Por otro lado, que participe un 40% de las 
, obtener 
un 30 entre dos, es bastante más crítico. Sin embargo, nadie auguró una crisis del sistema 
entonces porque en efecto el sistema total no estaba en crisis, como no lo está tampoco 
ahora.  
                                                          
12 Para las elecciones de 1970, los resultados obtenidos por los tres candidatos sobre un universo de 
2.936.743 votos emitidos, fueron los siguientes: Salvador Allende 1.075.616 (36,6%), Jorge Alessandri 
1.036.278 (35,3) y Radomiro Tomic 824.849 (28,1%). El Mercurio, 5 de septiembre de 1970. 
77 
 
personas en un sistema binominal y en permanente empate, habla de una situación muy 
alejada de una crisis general del sistema. 
Tal vez la parte de la abstención como normalidad podría ser la visión inversa. En un 
país donde la ciudadanía elige entre dos equipos, en un permanente empate, donde los 
partidos que los representan conmueven directamente solo al 32% de la población, que 
haya participado un 40% -similar a varios países con el mismo sistema de votación- no es 
una crisis. Por otro lado, gracias al nuevo sistema ocurrió una aproximación a la voluntad 
popular: si bien no ganaron los que la gente quería que ganaran, al menos perdieron los 
que la gente quería que perdieran. 
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Capítulo 4. Las Expectativas de Representación en Chile 
 
En este capítulo se describen las nuevas expectativas de representación en Chile, dando 
cuenta de las modificaciones significativas en los perfiles esperados para los candidatos, 
así como también, de los cambios en las aspiraciones de los votantes, dando cuenta de 
una menor propensión al asistencialismo y de una búsqueda de participación mayor. Estos 
aspectos son fundamentales para entender la dificultad del modelo de representación 
chileno para adecuarse a las demandas de la ciudadanía. Este capítulo utilizó 
fundamentalmente -salvo cuando se hace referencia explícita a otras muestras e 
instrumentos- a información levantada directamente por el autor durante el año 2012, a 
partir del levantamiento de información significativa de nivel nacional, con 




4.1 La base de expectativas de representación en Chile 
 
Hasta ahora hemos señalado elementos fundamentales de la crisis de representación 
política en Chile, así como el absurdo de atribuir a esta una crisis total del sistema. Sin 
embargo, es menester también comprender que esperan -más allá de los partidos, los 
clivajes y las elites- los chilenos de sus representantes. Este capítulo aborda este 
problema, a partir del análisis de datos de levantamientos secundarios (antiguos) y que 
permitirán comprender la evolución de las expectativas de representación de las personas 
en el tiempo.  
Durante la década de los 90’, diversas encuestas daban a conocer la opinión de la gente 
sobre las características preferidas en un candidato ideal: creer en Dios, estar casado, 
tener familia, ser hombre, adulto, ser de partido, eran estos y varios más elementos 
significativos para la población a la hora de pensar en dar su voto a alguien. 
Efectivamente, la política chilena, las candidaturas y los representantes se movían entre 
dichas características. 
A su vez, dado el sistema de incentivos que estructura el sistema asistencialista y 
autoritario -explicado más arriba- en Chile, se supone que culturalmente sus ciudadanos 
son culturalmente asistencialistas. Sin embargo, los chilenos son políticamente diferentes 
a este prejuicio. Los chilenos piensan más en el futuro y en la realización de sueños, que 
en la solución a sus problemas vinculados a las asistencias del Estado. Lo que pasa es que 
hasta ahora, al menos, estos últimos han votado más que los segundos. Para concluir esto, 
                                                          
1 El tamaño muestral de la encuesta aplicada consideró 1.349 casos de personas mayores de 18 años, todas 
ellas entrevistadas en sus hogares, correspondientes éstos a 119 comunas del país. La selección de comunas 
se basó en tres estratos, el primero de grandes urbes, el segundo de urbes medianas, el tercero de comunas 
con importante componente rural. El procedimiento que se utilizó para seleccionar a cada individuo fue 
probabilístico en todas sus etapas, compuestos por conglomerados de manzanas, al interior de cada 
conglomerado se hizo una selección al azar de viviendas, y dentro de ellas una selección aleatoria de 
personas. El error muestral se estima en 2,7%, considerando varianza máxima y un nivel de confianza de un 
95%. La recolección de datos se efectuó entre el 1 al 26 de junio de 2012. 
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se preguntó a las personas de qué hablarían si tuvieran la oportunidad de tomar un café 
con su alcalde y otro, con el Presidente de la República. Y para las dos figuras de 
representación los datos son concordantes con lo que hemos planteado: la gente prefiere 
comunicar sus sueños y proyectos de vida antes que las necesidades o frustraciones que le 
aquejan.  
Luego de dos décadas, aparecen indicios de un paradigma menos asistencialista, menos 
centralista y más propositivo. Es decir, un sistema basado sobre la participación y el 
principio subsidiario. Entonces, si las expectativas de los chilenos han cambiado, es lógico 
que el aparato de representación también lo haga. En el escenario anterior, que 
consideraba una inscripción voluntaria y voto voluntario, se castigaba monetariamente2
Sin embargo, la estructuración en base a una inscripción automática y voto voluntario 
tiene la premisa de otros desafíos. Tal como se estableció en las discusiones 
parlamentarias para lograr la aprobación del proyecto de ley. 
 a 
las personas que no iban a votar y esto es lo que denominados una representatividad 
asegurada. En ese marco, lo relevante era que el político ocultase su posición política 
(izquierda o derecha), dado que ésta no le granjeaba réditos en la población general: 
como ya ha quedado establecido, la mayor parte de la población no se posicione en estos 
polos. Es decir, la inversión en las campañas eleccionarias está desvinculada totalmente de 
una carga ideológica o programática. Más bien lo que se observa es que la inversión de los 
candidatos está en el nombre, tal como si fuese una marca a recordar. Ante la 
contingencia de nombres en la papeleta, lo más importante era la recordación. Y así 
votaba el votante.  
Desde este punto del análisis, el fundamento bajo el cual se sustenta la participación de 
un votante que ya no está cautivo, dice relación con la motivación y la capacidad de 
convocatoria. Pero esta convocatoria no es de generación espontánea y, tal como lo 
reconoce el propio sistema político, esta es una responsabilidad de los representantes y 
candidatos a representante. No basta la cara o slogan. Ahora, la motivación por la 
participación electoral depende fundamentalmente de la capacidad de los dirigentes, en 
comprometer a la masa de votantes, por sus principios y programas. No bastará ni la cara, 
ni la marca, tal como lo señala el Senador Alberto Espina, en su análisis de los resultados 
de las elecciones municipales de 2012: 
 
Echarle la culpa de la gran abstención al voto voluntario es una soberana ridiculez (…) No 
se hicieron propuestas comunales y esto es una demostración de la farandulización de la 
política. Me parece absurdo culpar al voto voluntario porque lo que sucedió ayer es que 
no hubo propuestas atractivas para la gente y los encargados de conquistar a la gente 
hicieron campañas pobres, sin mencionar temas como la seguridad, educación o la 
salud, por ejemplo. No puede ser que toda la publicidad que hicieron apuntara a la 
simpatía y a la superficialidad, lejos de los temas que le interesan a la gente. Hubo 
mucho eslogan pero muy poco en términos de contenidos. La gente no es tonta y por 
eso no votó.3
                                                          
2 El no excusarse los votantes inscritos con anterioridad a las elecciones, inmediatamente el respectivo 
Juzgado de Policía Local cursaba una multa a los electores que no acudían a votar. 
 




Y es que Chile cambió. Cambiaron las expectativas de la gente y, por tanto, debiese 
cambiar el modo en que el sistema político se acerca a la gente; o en otras palabras, debe 
cambiar el modo en que el sistema político ejerce la representación de sus ciudadanos.    
Puesto que, como se ha mencionado, quizás la consecuencia más importante de las 
reformas políticas de inscripción automática y voto voluntario corresponde a la lapidación 
del votante cautivo. Éste representa aquel que está obligado a votar porque las sanciones 
de no hacerlo eran superiores a la elección de quedarse en casa. Actualmente más bien 
existe una inversión en el cálculo de ir a votar. Puesto que las candidaturas no cumplen 
con las expectativas de representación, no hay incentivos para salir de la casa, hacer una 
fila y votar. Y mientras el sistema político no logre ampliar y mejorar la oferta, los 
beneficios de ir a votar serán siempre inferiores a disfrutar de la comodidad del hogar. Lo 
novedoso, y como se ha demostrado con las cifras de inscritos en el sistema antiguo, es 
que se transparenta la proporción de población que se margina de una elección. 
Hasta antes de la reforma, los chilenos vivían en un sistema, por decirlo así, de giftcard 
inversa, tenían un billete para ir a comprar a una tienda solamente una bebida cola. Y en 
la tienda solamente estaba la coca cola y la pepsicola. Si el votante no acudía a comprar 
algunas de estas bebidas, se le castigaba con 300 mil pesos. Hoy, ese votante puede ir o 
no a esa tienda, y esa tienda puede ofrecer, o no, bebidas cola. La incertidumbre que 
genera el actual sistema electoral chileno, y la incertidumbre son incentivos para la 
representación. Pues, si bien, no necesariamente ganarán lo que las personas quieren que 
ganen, al menos, perderán los que quieren que pierdan. Así ocurrió en varias comunas 
emblemáticas del país.  
Hasta ahora hemos señalado elementos fundamentales de la crisis de representación 
política en Chile, así como el absurdo de atribuir a esta una crisis total del sistema. A 
continuación se presentará, desde el foco de la relación entre el sujeto y sus expectativas 
de representación, primero, las expectativas de representación de las personas, o como 
los sujetos esperan ser representados. Luego se caracterizarán los grupos de votantes y no 
votantes en Chile, para finalmente, describir las expectativas de representación de las 
personas según su comportamiento o predisposición a votar o no. De este modo, el 
capítulo nos permitirá comprender y dimensionar la crisis, disgusto, anhelos o abulias de 
cada uno de los grupos que conforman la representación electoral en el Chile de hoy.  
El punto de partida de este capítulo es el mismo: considerar siempre que la democracia 
es un sistema por vocación imperfecto, porque busca resolver sus decisiones desde la 
diferencia y la negociación. La distancia entre el representante y el representado, entre la 
institucionalidad política y la gente, es permanente. La distancia, entonces, no es en sí 
misma un problema. Como la distancia es la parte maldita de la representación en las 
democracias4
                                                          
4 Esta idea de "la parte maldita" pertenece a George Bataille (2007) quien construye una teoría de la 
representación para sociedades premodernas. en ellas, el sacrificio funciona como sistema de expiación de 
la violencia de la sociedad. La violencia cura la violencia, re significa los lazos sociales, y dota de sentido el 
poder político, social y económico. La sociedad renace plenamente en el significado. Sin embargo, la parte 
maldita vuelve a brotar. el sacrificio es imperfecto dice Bataille, porque esa parte maldita es el mismo hecho 
del sacrificio. El ajusticiamiento de la víctima que representa a toda la sociedad, es también un hecho de 
 modernas, resolver esta distancia no tiene sentido.  
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Luego, el problema a resolver en las democracias modernas son las expectativas y 
oportunidades que tienen las personas de desarrollar sus subjetividades políticas en las 
instituciones y espacios públicos. La calidad del trayecto entre el ciudadano y la 
institución, las posibilidades que tienen, las expectativas de ese acercamiento, ese 
recorrido configura la representación.  
Al respecto ya se han señalado varios elementos recogidos desde ejercicios 
estadísticos5
Para comprender este ámbito de interés, es pertinente adentrarse en la valoración que 
la opinión pública hace de diferentes elementos que podrían caracterizar esta "distancia 
de representación" y que serían -o no- significativos para los distintos grupos 
poblacionales, a la hora de elegir un representante. Para conseguir esto, se elaboró una 
batería de preguntas y se consultó a la población acerca de sus consideraciones con 
respecto a aspectos asistencialistas, tecnocráticos, de pertenencia y de emotividad, así 
como también otros aspectos que aparecen o aparecían hasta hace un tiempo como 
significativos a la hora de que las personas prefiriesen elegir a un o una representante: su 
estado civil, su género, su cosmovisión religiosa, etc.  
. Primero, que el eje izquierda y derecha es significativo para menos de un 
tercio de la población en Chile, también que las personas se sienten lejanas de sus 
representantes, que los encuentran autoritarios, y que la estima por la democracia como 
sistema político ha decaído con el transcurso de los años venidos luego de la dictadura en 
Chile. Dicho esto, el interés de este capítulo será reflexionar sobre la siguiente pregunta: 
¿qué esperan los chilenos de sus representantes? 
  
4.2 Expectativas ciudadanas de alcaldes y presidentes 
 
Los alcaldes son probablemente los actores políticos que reflejan de mayor forma las 
expectativas político territoriales de la población. La ciudadanía en su mayoría, según 
nuestra encuesta, declara como condición sine qua non, que un alcalde sí o sí, debe "ser" 
de su comuna. En una proporción que se vuelve más fuerte mientras más rurales son las 
comunas que habitan. De modo tal que ante la pregunta: "Ud. prefiere un alcalde que sea 
de la comuna, aunque no sea experto técnicamente, o prefiere a un experto técnicamente, 
aunque no sea de la comuna" resulta que el 83% prefiere la opción "de la comuna", y un 
17% la opción por el alcalde más "preparado técnicamente"6
Al mismo tiempo, y en base al mismo momento metodológico (encuesta), se consultó a 
las personas acerca de sus expectativas de representación, en cuanto a la figura del 
alcalde, en lo referido a representar una cierta identidad histórica (pasado), su capacidad 
de gestionar soluciones (en el presente), o de realizar expectativas (de futuro). Se 
. En resumen, el alcalde debe 
ser capaz de representar un "ser de acá". 
                                                                                                                                                                                 
violencia. La expiación deja inmediatamente en el regazo de la sociedad la semilla que germinará en la 
necesidad de resignificar, violentamente, mediante el sacrificio, a la sociedad total.  
5 El capítulo siguiente auscultará esta distancia desde técnicas etnográficas. 
6 Esta pregunta se realizó durante los años 2011 y 2012, siendo el segundo precisamente un año de 
elecciones en Chile. Entre estos años la importancia declarada por la ciudadanía por contar con alcaldes que 
"sean de la comuna" subió desde un 74% al 83% descrito. Al revés, la preferencia por alcaldes de alta 
cualificación técnica descendió desde un 26% a un 17%. 
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preguntó entonces a las personas acerca de qué temas "le gustaría conversar con el 
alcalde de su comuna, si tuviese la oportunidad de tomar un café con él o ella". El 
resultado es que la mayoría de los encuestados (55%) –y de manera significativa en todos 
los niveles socioeconómicos– preferiría conversar con sus alcaldes acerca de sus sueños y 
proyectos, antes que sobre los problemas que los aquejan (36%). Mientras que solamente 
un 9% de esta población declaró que preferiría conversar durante ese café acerca de cómo 
ha sido su propia historia de vida7
Sin embargo, en este punto los datos arrojan diferencias en la conformación de este 
nivel de expectativas según grupos socioeconómicos. De modo tal que, pese a que 
siempre es más significativa la conversación sobre sueños en todos los niveles 
socioeconómicos, sí existen diferencias que son importantes de destacar. La mayor 
concentración de respuestas referidas a "hablar sobre sueños" está presente en los 
grupos socioeconómicos altos (66%, en el ABC1 y 64% en el C2); al revés, las personas que 
preferirían hablar de "problemas" con el alcalde se concentran más en los grupos 
socioeconómicos bajos (43% en el D, 42% en el E) y en la población de más de 61 años 
(42%). En resumen, existe una tendencia sobre la realización de sueños en los sectores 
socioeconómicos altos, mientras, las expectativas de realización referida a la "solución de 
problemas", es más fuerte en grupos vulnerables (socioeconómicos, bajos, adultos 
mayores y de bajo bienestar subjetivo). 
. Las personas esperan de sus alcaldes un 
"retroalimentador" de expectativas, antes que un solucionador de problemas. 
 
                                                          
7 Esta pregunta también se realizó durante el año 2011. La comparación arroja un leve aumento pasando de 
un 51% a un 55%, en relación a la opción conversar sobre sueños y proyectos, cuestión que se ratifica al ver 










 es también una variable significativa en este sentido, pues, en la 
medida en que éste bienestar es más alto, mayor es la proporción de la población que 
aspira a hablar de "sueños y proyectos" con su alcalde o alcaldesa. Al mismo tiempo que, a 
menor bienestar subjetivo declarado, mayor es también la tendencia a preferir hablar de 
"problemas" con el alcalde. 
                                                          
8 El bienestar subjetivo se refiere a los elementos que componen la apreciación subjetiva sobre aspectos de 
la vid de las personas a y como se sienten con ellos. De esta manera, un alto bienestar subjetivo está 
relacionado con una alta satisfacción y, de modo contrario, un bajo bienestar subjetivo está relacionado con 




Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
A su vez, las expectativas de representación de las personas sobre la figura del presidente, 
son mucho menos tecnocráticas y mucho más "políticas", en el sentido representativo del 
que venimos hablando. Esto se puede concluir gracias a las respuestas de la población 
ante la pregunta: Ud. preferiría votar para Presidente por alguien que sea más capaz 
técnicamente, o por aquella persona que la represente y comprenda. El resultado es que 
una importante mayoría, el 70%, espera que la máxima autoridad sea una persona que los 
represente y comprenda, mientras que solamente un 30% prefiere que el presidente sea 
más capaz técnicamente.  
Asimismo, y al igual que con la figura del alcalde, cuando se pregunta a las personas 
sobre aquellos temas que le gustaría conversar con el Presidente de la República, si 
tuviese la oportunidad de tomar un café con él, resulta que las personas en su mayoría 
declaran que preferirían hablar de sus "sueños y proyectos" (58%), antes que de sus 
problemas (34%). Mientras que solamente un 8% de la población preferiría hablar con el 
presidente acerca de cómo ha sido la historia de vida9
                                                          
9 Esta pregunta también se realizó durante el año 2011, y los resultados mostraron que las preferencias 
respecto a una conversación con un presidente fueron de un 8%  para “como ha sido su historia”, un 39% 




Las expectativas políticas de las personas con respecto a la figura del presidente(a) 
tiene más que ver con que "me represente y comprenda", y con la representación de 
"sueños y futuro", antes que con aquel tecnócrata solucionador de problemas. 
Sin embargo acá, nuevamente, se presentan diferencias al interior de la población. En 
general, el grupo que marca una mayor concentración de menciones en la respuesta 
"hablar de sueños" con el presidente, son los grupos socioeconómicos más altos (el ABC1 
con un 73%, y el C2 con el 67%). Mientras que la población que hablaría más de 
"problemas" con el presidente se concentra en el grupo D (el más bajo entre los grupos 
socioeconómicos), con un 44% de menciones. Nuevamente, se puede encontrar una 
tendencia a hablar más de problemas entre la población más vulnerable.  
 
 
Fuente: Elaboración propia en base a encuesta diseñada y aplicada por el autor. 
 
En relación al bienestar subjetivo de los encuestados, la correlación presente en el caso de 
los alcaldes se repite para el caso del Presidente de la República. Vale decir que, mientras 
mayor es el bienestar subjetivo de las personas, mayor también es la prevalencia de la 
población a hablar sobre sus sueños y proyectos. Y a su vez, mientras menor es el 
bienestar subjetivo de las personas, mayor es la presencia de intenciones de hablar sobre 





Fuente: Elaboración propia en base a encuesta diseñada y aplicada por el autor.  
  
En definitiva, para los chilenos la característica más apreciada para votar por un alcalde y 
no por otro, es que este provenga de la propia comuna, y para votar por un presidente 
que este sea más bien empático y "como uno", antes que un tecnócrata experto. 
Asimismo preferirían hablar con sus más altas autoridades políticas -locales y nacionales-, 
siempre, antes que de sus problemas, de sus sueños.  
 
4.3 Modelo para armar: el pool de expectativas de representación 
 
Para profundizar más estos ejes de representación, se estructuró metodológicamente un 
set de variables que hiciese elegir a la población entre criterios territoriales, empáticos y 
tecnocráticos, por un lado, y aspectos valóricos y de género, por otro. Primero se 
analizarán los atributos de representación significativos para la figura del alcalde(sa), y 
luego para la de presidente(a). 
Las diferencias en este punto refuerzan las conclusiones anteriores, resultando que la 
característica más mencionada por la gente como "más relevante" para votar por un 
alcalde es "que viva en la comuna", con un 58% de las preferencias, siguiéndole a 
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distancia, con un 45% de las menciones, la característica que me trate como un igual10
Las diferencias según rangos de edad son importantes, pues, si bien el "ser de la 
comuna" es en todos los grupos lo más importante para votar por un alcalde, en el grupo 
de entre 30 y 45 años esta característica aparece con mucha más fuerza (61% de este 
grupo adhiere a esta característica como fundamental).  
, y 
más atrás en un tercer lugar, que el candidato tenga una profesión técnica o universitaria, 
opción que agrupa a un 33% de la población encuestada. 
Asimismo, este mismo grupo de "adultos" valora mucho menos el que esta autoridad 
cuente con alguna carrera técnica o universitaria (solo un 28% de este grupo lo valora 
como fundamental). Por su parte, para la población de más de 61 años, la "carrera técnica 
o universitaria" del alcalde es aún menos significativa, pasando a un cuarto lugar en el 
orden de importancia, pasando a un tercer lugar, que el alcalde o alcaldesa tenga más de 
45 años. A mayor edad, las características "ser de la comuna" y "tener experiencia" pasan 
a ser más relevantes. 
 
 
Fuente: Elaboración propia en base a encuesta diseñada y aplicada por el autor. 
 
Hay diferencias significativas en estos atributos como ejes de representación, entre los 
diferentes grupos socioeconómicos de las personas encuestadas. Pues, a pesar de que el 
modelo global de la representación local se cumple en todos los niveles socioeconómicos. 
                                                          
10 Opción que es especialmente importante en las comunas con mayor población rural. 
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Vale decir, que sea de la comuna, que lo trate como un igual y que tenga una carrera 
técnica o universitaria, para los grupos socioeconómicos más bajos, esta última 
característica es menos valiosa y pasa a un cuarto lugar, siendo reemplazada por la 
característica "alcalde hombre", para un 35% de este grupo.  
 
 
Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
Al describir los 3 atributos de representación más significativos para votar por tal o cual 
candidato(a) a la Presidencia de la República, los encuestados(as) responden, en su 
mayoría, que tenga una carrera técnica o universitaria (47%). Luego que tengan una 
"carrera política" (45%), y en tercer lugar que traten a las personas "como iguales" (42% 
de las menciones). 
Luego, con un nivel de significancia importante a nivel de la encuesta, la gente cree que 
es importante que éstos candidatos presidenciables los traten como un igual, vale decir, 
que no se establezca una marcada distancia entre representado y representante. Esta 
característica tiene un 42% de adhesión en las personas. Finalmente, la cuarta 
característica que emerge entre los encuestados dice relación con la edad: un 30% de las 
personas cree que es fundamental que el o la candidata presidencial debe ser mayor a los 
45 años. O en otras palabras, para el cargo de Presidente las personas piensan que éste no 
debe ser muy joven. 
89 
 
La variable de género también es significativa para las personas, pese a que no aparece 
como entre las más mencionadas, esto, porque para un 20% de la población, todavía es 
necesario que las autoridades sean hombres, y para un 18% que las candidatas sean 
mujeres. Sumadas ambas variables aparece como significativa la variable de género para 
un 40% de la población. La distribución de esta variable es también significativa: la 
intención de voto por candidatas se concentra más en el grupo socioeconómico bajo (27% 
en el E), y por candidatos, en los altos, con un 27% en el ABC1. 
 
 
Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
También son interesantes de mencionar aquellas características que resultaron menos 
significativas para la población encuestada, que se concentran en general, en elementos 
relacionados con sistemas de creencias y valores. Solo para el 18% de la población es 
importante que un candidato o candidata crea en Dios y solo un 15% de la población 
señala que un candidato a Presidente debe estar casado. Esto aparece como interesante, 
sobre todo por ese decir tan cotidiano del Chile de los 90, cuando se asumía que los 
chilenos no votarían ni por mujeres, ni por agnósticos, ni por personas no casadas, ni por 
personas fuera del sistema de partidos. Chile parece ser más liberal que esa percepción 





Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
Los datos que aparecen como contradictorios son entonces complementarios. Existe una 
suerte de corpus político-técnico que los candidatos y candidatas a puestos locales y 
nacionales deben tener. La excelencia no es el atributo, queda demostrado, pero sí una 
suerte de competencia técnica. Las personas no prefieren al tecnócrata como político, 
prefieren al político de carrera y empático (que trate a las personas como iguales), pero, 
con preparación.  
 
4.4 Características y expectativas del votante y del "no-votante" en Chile  
 
Anteriormente se han descrito las expectativas de representación. Ahora es el turno de 
caracterizar los tipos de votantes en Chile, analizando la predisposición (declarada) de ir o 
no a votar, para luego definir los elementos determinantes de estos grupos.11
El primer criterio de distinción es importante: Se preguntó a un grupo de personas 
acerca de su intención de voto para las elecciones municipales recién pasadas. El 
resultado fue que un importante 65% de las personas declaró que sí acudiría a las urnas a 
 
                                                          
11 Esta parte del levantamiento se realizó en dos ocasiones, antes de las elecciones de 2012, que se hicieron 
bajo el sistema de inscripción automática y voto voluntario.  Esto permitirá realizar en estudios posteriores 
el contraste entre la población que declara que irá a votar, casi como un compromiso con lo políticamente 
correcto, pero que en definitiva, no acude a las urnas. La diferencia entre la declaración de "iré a votar" y los 
que efectivamente fueron a votar, fue de un 20%. Pese a que un 60% aproximadamente declaró que iría a 





, mientras Un 29% declaró que no lo haría. Las personas que declaran intención de 
voto, se caracterizan fundamentalmente por concentrar en mayor proporción población 
de entre 46 y 60 años, con un 79% de personas de esta edad, y con un 92% de las 
personas de más de 60 años. El grupo alto se concentra en el grupo con intención de voto 
en un importante 47%.  
 
Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
A su vez, las personas mientras más bienestar subjetivo manifiestan (cantidad de amigos, 
confianza en las personas, satisfacción personal, capacidad de tomar decisiones, 
expectativas de realización individual y personal, entre otras), también tienden a declarar 
                                                          
12 EL día de las elecciones, pese a las declaraciones de la población, terminó efectivamente votando un 25% 
menos que el declarado en esta encuesta .Luego, existe un grupo significativo de personas que pese a que 
declararon -seguramente motivados por lo políticamente correcto o por una vocación democrática feble a 
las circunstancias- que si irían a votar, finalmente no lo hicieron. Esto demuestra lo feble y flexible de la 
práctica del voto. Para sondear este aspecto se estudiaron algunas comunas específicas, donde se preguntó, 
además de si "pensaba ir o no a votar", sobre aquellos aspectos que resultarían un impedimento para 
finalmente no ir a las urnas. Resultó que en un importante porcentaje, cualquier mínima "contingencia" era 
motivo suficiente para no ir a votar. Desde el calor, al cuidar los hijos, desde la falta de locomoción, a un 




mayor intención de voto. El 73% de las personas que declaran alto nivel de bienestar 
subjetivo, declaran también una alta disposición a ir a votar. 
 
 
Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
Otro aspecto que motiva a las personas a votar, o a declarar que votar es factible para 
ellos, es el posicionamiento político. De modo tal que las personas más dispuestas a votar 
son, en efecto, aquellas que se declaran "de derecha" con un 80%, y las de izquierda, con 
un 74%. Al revés, las personas que se declaran "apolíticas" tienden a concentrarse más en 





Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
En resumidas cuentas, declaran intención de voto -insistimos, al menos como 
políticamente correcto- aquellas personas que tienen altos niveles de bienestar subjetivo, 
las personas que se ubican en los sectores más altos entre los grupos socioeconómicos, y 
las personas adultas. Asimismo, declaran su factibilidad de votar siempre, aquellas 
personas que se posicionan en algún lugar dentro del eje izquierda-derecha.  
 
4.5 Los grupos de votantes según sus expectativas de representación 
 
Es necesario constatar, primero, que si bien existe un marcado grupo de personas que no 
irán a votar, estos en general tienen posiciones y conceptos políticos frente a diferentes 
temas. No son abúlicos. Por ejemplo, el grupo que no irá a votar en Chile, si bien a nivel 
general se concentra en el "no sabe/no contesta" a la hora de reflejar sus expectativas 
frente a la identidad comunal como requerimiento de los candidatos a alcalde (33%), el 
51% de este grupo preferiría como alcalde a alguien que sea de la comuna. Claro, el grupo 
con más intención a votar marca en esta opción al 81% de su grupo, mientras el que lo 
evaluaría en el momento un 69%. Pero, este dato ya entrega señas acerca de que, al 
menos uno de cada dos miembros de este grupo de no votantes declarados tiene 




Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
Lo mismo ocurre con respecto al eje representación según "identidad y empatía" o 
"experto técnico". En general, si bien los respondientes que más se posicionan con 
respecto a preferir representantes "representativos" más que "expertos" son los que irían 
a votar (68%), un importante 45% del grupo que no iría a votar opina exactamente lo 
mismo. Y nuevamente, el 33% de la población que declara que no irán a votar se 





Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
Ahora bien, donde comienzan a marcarse diferencias más significativas entre los grupos, 
es con respecto a expectativas de representación en relación a las orientaciones hacia 
proyectos, sueños o problemas. Ocurre que, ante la pregunta sobre que le gustaría hablar 
con su alcalde o alcaldesa a la hora de compartir un té con él o ella, la mayor cantidad de 
personas del grupo "iría a votar" se concentran en la respuesta "le hablaría de mis sueños 
y proyectos", mientras que las personas del grupo "evaluaría en el momento ir a votar", se 





Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
Ahora bien, es interesante que las el grupo de personas que "sí irán a votar", a la hora de 
preguntarles si lo harán por el mismo, por otro o por ningún conglomerado político, 
tienden a concentrar sus respuestas en la opción "el mismo conglomerado político" (26%), 
más que el resto de los otros grupos. A su vez, el grupo que declara que "evaluará en el 
momento" ir a votar, concentra sus respuestas en que no votarán por ningún 
conglomerado (31%), o que "no saben" por cual lo harán (43%). Los que declaran que "no 
irán a votar" concentran sus respuestas prácticamente del mismo modo que el grupo 





Fuente: Elaboración propia en base a encuesta aplicada por el autor. 
 
El grupo que no irá a votar, y que al mismo tiempo no sabe o no responde sobre sus 
expectativas de representación es diferente respecto a aquel grupo que declara que no irá 
a votar, pero que si tiene una posición con respecto a expectativas de representación. En 
general el que no irá a votar y no sabe qué tipo de representación prefiere pertenece a 
niveles socioeconómicos, tiene edades entre, etc. 
En definitiva, se podría decir que los chilenos -a partir de la metodología aplicada- 
prefieren que sus representantes generen identidad y cercanía con ellos, ya sea territorial 
o desde la empatía. Al mismo tiempo que preferirían que se les representase desde los 
sueños y proyectos, antes que desde la solución de los problemas. Así mismo, podemos 
comprender que pese a una marcada y positiva disposición hacia la representación, en 
Chile existe un importante número de personas que declara - en la práctica es aún mayor- 
que no irán a votar.  
Sin embargo, es interesante constatar que este último grupo, como demuestran los 
datos, no son ni nihilistas, ni abúlicos, sino que tienen expectativas de representación, y 








Las expectativas de representación nos hablan del sujeto en relación a ese otro, 
provocativo y vicario, que las personas esperan para que realice esa representación, o la 
evaluación que se hace de la misma. Sin embargo, este trayecto tiene que ser descrito 
también en dos otras instancias, para comprender completamente su recorrido. El 
primero tiene que ver con el sujeto mismo y su construcción de expectativas de 
realización y seguridad, mientras que el segundo, en relación con su contexto social, 
cultural e institucional. El presente capítulo abordará ambos puntos de vista.   
En la primera parte se describirá al sujeto en tanto la construcción de sus propias 
expectativas de realización. Se abordará el peso de la relación entre "vivir para trabajar, o 
trabajar para vivir" que hacen los chilenos hoy, así como también, la seguridad, calidad, 
oferta y mantención que el contexto, perciben, les ofrece En la segunda parte, el eje de 
investigación se centra en la relación entre el sujeto y la sociedad. El eje de la exposición 
en este punto, tiene que ver con las concepciones de las personas respecto de lo que es 
una "buena sociedad”, al mismo tiempo que el rol y expectativas de las personas con 
respecto al Estado, y a la sensación de abuso o justicia de las personas en sus 
interacciones cotidianas. La tercera parte de este capítulo, describe la percepción de la 
opinión pública con respecto a 4 ámbitos de evaluación del entorno: solidaridad, 
participación, corrupción y sensación de justicia y abuso de las instituciones. Finalmente, 
el capítulo construye una tipología con las subjetividades de los chilenos con respecto a 
los dos elementos centrales del capítulo: las expectativas de trabajo y las expectativas de 
una buena sociedad. Con ellas se logra re-construir las subjetividades políticas de los 
chilenos en relación a su entorno, a partir de diferentes características, distintas esta vez, 
a los criterios socioeconómicos, de edad. La información que este capítulo analiza es fruto 
del levantamiento directo de una encuesta de representatividad nacional, y con 




                                                          
1 El universo de la encuesta son la Población Urbana y Rural de 18 años y más residente en las 15 regiones 
del país, la cobertura del universo considera  toda la población Urbana y Rural del país en base al Censo de 
2002. La muestra es de 1.708 personas entrevistadas en sus hogares, en los cuatro tipos de territorios 
comunales: Grandes Urbes, Urbes Intermedia, Comunas con centro urbano y  presencia rural y comunas 
rurales. La muestra es Probabilística en todas sus etapas, compuesta de conglomerado (para las manzanas), 
al interior de cada conglomerado  selección al azar de viviendas dentro de ellos y dentro de éstas selección 





5.1 El sujeto en Chile, sus expectativas y frustraciones 
 
Hemos revisado como el sujeto añora y construye expectativas, y también como declara 
una posición y un estado con respecto a diferentes aspectos de su vida personal, que, 
definitivamente, impactan en la forma en que está construyendo su horizonte de 
realizaciones políticas y culturales. Sobre estos horizontes mucho se ha dicho, también 
sobre el estado del sujeto en Chile, sin embargo poco se ha sondeado directamente en la 
opinión de las personas. Sobre este punto entonces se levantó información, consultando a 
la opinión pública sobre 3 aspectos básicos que construyen sensación de seguridad y 
expectativas: trabajo, salud y casa propia. El primero, dada su trascendencia y factor clave 
en varias teorías sociológicas, se abordó con mayor complejidad. 
En primer lugar, se consultó a la opinión pública si prefiere un trabajo donde paguen 
bien, con contrato indefinido, aunque no se sientan a gusto en él, o si en cambio prefiere 
un trabajo donde se sienta a gusto, aunque no sea bien pagado ni tenga contrato 
indefinido. Estas opciones trataron de levantar el clásico "supuesto de vida" sociológico -
pero actualizado para el Chile contemporáneo- sobre si "se vive para trabajar o se trabaja 
para vivir". La opinión pública chilena se dividió claramente ante estas dos opciones. 
Resultó significativo por un lado que un 46% optara por la estabilidad laboral y por 
mejores ingresos, antes que por sentirse a gusto en el trabajo, así como que un 44% 
declarara como más importante la "calidad de vida" antes que los mayores ingresos y la 
estabilidad laboral. Aunque esperable, la estratificación de las respuestas es interesante, 
ya que, mientras son los jóvenes y grupos socioeconómicos más altos (ABC1 y C2) los que 
más significativamente se inclinan por la calidad de vida en el trabajo, son los grupos 
socioeconómicos bajos (especialmente el D), los que más declaran preferir los ingresos y 
la estabilidad, antes que la calidad de vida en el trabajo (ver tabla). Seguramente las 
expectativas sobre calidad de vida están condicionadas por la base material desde donde 
el sujeto piensa su realización y construye su visión de mundo. Dicho de otro modo, 
suplidas las necesidades básicas, las expectativas de mejoramiento de la calidad del 
trabajo son mayores. 
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Tabla N° 7. Preferencias tipo de trabajo según edad y GSE. 





60-+ ABC1 C2 C3 D E 
Ponderado 1708 480 577 370 281 189 313 464 559 182 
No Ponderado 1708 322 405 467 514 144 249 422 628 265 
Un trabajo donde me 
paguen bien y tenga 
contrato indefinido, 
aunque no me sienta 
muy a gusto 
46% 43% 47% 51% 43% 39% 40% 48% 52% 42% 
Un trabajo donde me 
sienta a gusto, aunque 
me paguen menos y 
no tenga contrato 
indefinido 
44% 50% 45% 40% 37% 56% 55% 45% 37% 32% 
No sabe 7% 6% 5% 7% 15% 3% 3% 5% 9% 21% 
No contesta 2% 1% 3% 1% 5% 2% 2% 2% 2% 5% 
Total 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 
Fuente: Elaboración propia.  
 
Estas diferencias en las valoraciones de las condiciones laborales son aún más 
significativas según tipos de comuna. Pues mientras la estabilidad e ingresos del trabajo 
son más importantes para los habitantes de las comunas rurales con presencia urbana y 
para las zonas rurales; en cambio, la calidad de vida en el trabajo es prioritaria, 





Fuente: Elaboración propia.  
 
Estos datos caracterizan las desigualdades y brechas de vulnerabilidad de Chile. De modo 
tal que, mientras los jóvenes, los grupos socioeconómicos más altos y los habitantes de las 
ciudades declaran que la calidad de vida es lo fundamental en un trabajo, los grupos 
socioeconómicos bajos y los habitantes de las comunas más rurales, más relevan como 
fundamental los aspectos materiales del trabajo. 
Estas expectativas de realización material o de calidad de vida en el trabajo, se 
condicen directamente con la sensación de calidad laboral, en relación a la oferta de 
trabajos que existen. Esto se concluye a partir de otra de las dimensiones abordadas por 
este estudio, referidas a las expectativas que tienen de encontrar un trabajo, o de 
cambiarse a uno con condiciones aceptables.  
Para analizar esto, se preguntó a los entrevistados con contrato de trabajo, acerca de 
qué tan probable sería para ellos cambiarse a un trabajo de condiciones laborales 
similares, si por ejemplo, llegase a tener un problema con su jefe. El resultado es que, si 
bien el 63% estima como probable o muy probable esto, el porcentaje de este tipo de 
respuestas se concentra en los niveles socioeconómicos más altos, y disminuye hacia los 










Tabla N° 8 Probabilidad de cambio de trabajo según edad y GSE 
  Total Edad del entrevistado GSE_CALCULADO 
18-29 30-44 45-59 60-+ ABC1 C2 C3 D E 
Ponderado 986 244 419 246 77 134 224 269 288 71 
No Ponderado 828 155 260 288 125 101 157 226 275 69 
Muy probable 21% 22% 21% 21% 12% 30% 24% 22% 15% 12% 
Probable 42% 47% 42% 40% 32% 41% 40% 43% 45% 36% 
Poco probable 23% 23% 23% 22% 24% 15% 24% 21% 26% 29% 
Nada probable 9% 5% 8% 11% 23% 8% 11% 7% 9% 15% 
No sabe 4% 3% 4% 5% 7% 6% 2% 5% 4% 8% 
No contesta 1% 0% 1% 2% 2% 0% 0% 2% 1% 1% 
Total 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 
Fuente: Elaboración propia.  
 
Nuevamente, a nivel territorial se presentan diferencias significativas. Los habitantes de 
las grandes urbes y urbes medianas que se encuentran con trabajo, declaran más 
probable cambiarse de trabajo cuando no están a gusto que las personas de las comunas 
con presencia rural o propiamente rurales.  
 
Fuente: Elaboración propia.  
      
Datos mucho más decidores, se presentan al levantar la opinión de las personas que al 
momento de la consulta se encuentran cesantes. Cuando a estas se les pregunta sobre 
qué tan probable o improbable ven la posibilidad de encontrar un empleo de condiciones 
laborales aceptables, un 33% declara que esto es probable o muy probable, mientras que 
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un 61% declara que esto es poco o nada probable. Esta sensación angustiosa de 
improbabilidad en el acceso a trabajos con condiciones laborales, marca un aumento 
significativo en distintos grupos. Por ejemplo a medida que se baja en el nivel 
socioeconómico, más se concentran las opiniones referidas a esta fragilidad.  
De manera esperable, esta sensación de fragilidad también se incrementa en la medida 
en que aumenta la edad. Así, a mayor edad, menor es la expectativa de encontrar un 
trabajo de condiciones aceptables. Esta situación también se presenta en el caso de las 
mujeres, que declaran menores expectativas de movilidad laboral. Desde un punto de 
vista territorial, las personas en cesantía que pertenecen a urbes grandes o medianas, 
declaran en menor medida esta improbabilidad, que las que habitan comunas con 
componentes de ruralidad.  
En definitiva, son los grupos de mujeres, de mayor edad, de menor nivel 
socioeconómico y que viven en sectores de mayor ruralidad, los que tienden mayormente 
a declarar bajas expectativas de encontrar trabajos dignos. Las personas sienten mayor 
inseguridad con respecto a la empleabilidad, en la medida en que pertenecen a estos 
grupos de mayor vulnerabilidad, o que históricamente han sufrido prejuicios de 
discriminación. Dada la inseguridad laboral y la inequidad manifestada por la opinión 
pública, corresponde indagar respecto a la realización material por el trabajo 
desempeñado. Esto, porque parece importante comprender, además del límite de la 
promesa (construcción de expectativas), hasta dónde llega la realización de estas. Porque, 
sostiene esta tesis, el espacio que queda entre las expectativas de logro y lo que 
realmente se obtiene, es un espacio de frustración, que como acá se demuestra, se estaría 
resolviendo en la subjetividad de las personas en las inseguridades ya relatadas. Para 
profundizar en este punto, se pidió a las personas que evaluasen las expectativas de 
realización, en cuanto a ingresos, a nivel general y en relación a su trabajo. Se procedió a 
evaluar el grado de satisfacción económica subjetiva (ingresos subjetivos), a través de la 
pregunta respecto de los ingresos familiares, presentándose alternativas que representan 
diferentes niveles: les alcanza bien y pueden ahorrar, les alcanza justo (pero sin grandes 
dificultades), no les alcanza y tienen dificultades, y no les alcanza y tienen grandes 
problemas. El resultado es que, una mayoría de la población declara (63%), o que les 
alcanza justo o que inclusive pueden ahorrar. La caracterización de estas respuestas es 
interesante porque permite identificar nuevamente las brechas. De modo tal que, las 
mujeres y las personas mayores de 60 años sienten más que no les alcanza, lo mismo 
ocurre con el nivel socioeconómico de las personas, pues a medida que este disminuye, 
también lo hace su capacidad de ahorro y de ingresos. Es así como, mientras el 90% del 
ABC1 declara que les alcanza bien e incluso pueden ahorrar, esta cifra disminuye 





Fuente: Elaboración propia.  
 
Lo mismo ocurre a la hora de caracterizar la sensación de "justicia de ingresos" en la 
opinión pública. Este aspecto es fundamental para entender los grados de frustración y la 
distancia entre las expectativas y las realizaciones. Los resultados de este estudio arrojan 
que un 48% de los entrevistados percibe que sus ingresos son menores a los que debieran 
ganar por el trabajo que desempeñan, mientras que un 39% declaró que los ingresos 
recibidos son acordes al trabajo que se realiza. Nuevamente, la sensación de "ingresos 
justos" se concentró en los segmentos ABC1 y C2.  
No obstante lo anterior, sí existe confianza en la estabilidad de sus trabajos. El 65% de 
los consultados declara tener confianza en que él o el principal sostenedor de la casa, 
mantendrán o tendrán trabajo de aquí a un año más. Solamente un 26% de la muestra 
declara temores a este respecto. Sin embargo, nuevamente se presentan diferencias en 
los grupos dentro de la muestra. A mayor edad, menor es la confianza en la mantención 
del trabajo, y por tanto, de los ingresos (solo el 42% de los mayores de 60 años sienten 
con seguridad, que tendrán trabajo o ingresos en un año más). Desde el ABC1 al C3 la 
sensación es fundamentalmente estable, también con respecto a la mantención del 
trabajo. Sin embargo los grupos D y E (de menores ingresos) sienten una inestabilidad 
abrumadora. Así, solo el 38% del grupo E siente que mantendrán sus trabajos durante el 
año siguiente. Esta inseguridad en los segmentos de menos ingresos está en consonancia 
con las tendencias a la precarización laboral descrita profusamente en los últimos años a 
nivel global.  
La fragilidad con respecto a la seguridad en salud en Chile, es también una sensación 
global en la población consultada. El 56% siente que, como familia, podrían solventar los 
gastos de alguna enfermedad catastrófica en alguno de ellos. La sensación de inseguridad 
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es transversal según edad –a diferencia del tema laboral-, pero no según grupo 
socioeconómico. Solo el 20% del ABC1 manifiesta dicha inseguridad, mientras que de 
manera descendente desde el C2, la inseguridad alcanza a una de cada dos personas. En el 
segmento D, esta sensación de temor económico ante una enfermedad grave llega al 70% 
de la población (ver tabla). Un aspecto fundamental para entender estas percepciones 
tiene relación con la importancia creciente del sistema de salud privado, en paralelo a un 
debilitamiento de la red asistencial pública, existiendo una relación directa entre ingresos 
y seguridad en salud.  
 
Tabla N° 9 Capacidad de afrontar económicamente una enfermedad catastrófica 
  Total Edad del entrevistado GSE_CALCULADO 
18-29 30-44 45-59 60-+ ABC1 C2 C3 D E 
Ponderado 1708 480 577 370 281 189 313 464 559 182 
No 
Ponderado 
1708 322 405 467 514 144 249 422 628 265 
Muy de 
Acuerdo 
4% 4% 4% 5% 4% 8% 7% 6% 2% 0% 
De Acuerdo 31% 35% 34% 28% 24% 66% 38% 33% 20% 17% 
En 
Desacuerdo 
44% 43% 43% 47% 43% 16% 39% 45% 54% 46% 
Muy en 
Desacuerdo 
12% 10% 10% 12% 17% 4% 7% 10% 16% 18% 
No sabe 9% 8% 8% 8% 13% 5% 9% 7% 9% 18% 








Fuente: Elaboración propia.  
 
Lo misma sensación de fragilidad es expresada respecto a la etapa de jubilación. 
Solamente el 28% declara tranquilidad al sentir que su pensión le alcanzará para cubrir 
todas las necesidades. Mientras que el 61% declara estar en desacuerdo con que esa 
pensión les alcanzará, y un significativo 11% expresa no saber. Nuevamente, las 
diferencias son significativas entre los grupos. Mientras que el miedo solo está presente 
en el 33% del ABC1, éste se incrementa significativamente a partir del C2, hasta llegar a un 
máximo en el D, con un 71% del grupo declarando temor con respecto al monto de las 
pensiones. Es interesante que la sensación de inseguridad no caracterice de manera 
distintiva ni según grupos de edad, ni tipos de comuna. La transversalidad del problema 
escapa a estos ámbitos. Otra forma de medir expectativas de realización y frustración 
utilizada en este estudio, fue la referida a medir la sensación de la opinión pública 
respecto de un gran objetivo tradicional en la sociedad chilena: tener casa propia. En 
relación a ello, solamente el 25% de la población siente que ese sueño es posible para 
personas o familias como la suya. Un 72% en cambio, declara que no podrían hacerlo, o 
que no saben si podrán. Nuevamente la sensación de realización se concentra en los 
grupos socioeconómicos altos, y en los adultos de entre 30 y 44 años. Mientras que la 
sensación de frustración con respecto a este "sueño" se concentra en tres categorías, las 
106 
 
personas de más de 60 años, los grupos socioeconómicos D y E, y en los habitantes de 
comunas semirurales y rurales (ver tabla N° 4). 
 
Tabla N° 10. Posibilidad de compra de casa 
  Total Edad del entrevistado GSE_CALCULADO 
18-29 30-44 45-59 60-+ ABC1 C2 C3 D E 
Ponderado 1708 480 577 370 281 189 313 464 559 182 






la suya puedan 
comprar 
25% 22% 30% 27% 18% 53% 35% 24% 17% 9% 
No podría 
hacerlo, porque 
la oferta que 
hay no permite 
que familias 
como la suya 
puedan 
comprar 
60% 60% 56% 63% 68% 29% 54% 62% 70% 69% 
No sabe 11% 15% 11% 8% 11% 14% 10% 10% 11% 17% 
No contesta 3% 3% 3% 1% 4% 4% 1% 4% 2% 4% 
Total 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 
Fuente: Elaboración propia.  
 
Muchas de las posturas expresadas por los consultados, respecto a temas como la 
inseguridad laboral, los temores a enfermedades catastróficas, las bajas expectativas de 
tener una vivienda propia, entre otras, representan una fragilidad relacionada con el alto 
grado de privatización de los servicios sociales, lo que genera que el salario sea un factor 
determinante del nivel de seguridad de una persona. En el contexto de una muy desigual 
distribución de los ingresos y una precarización general del trabajo (Castel, 2010), se trata 
de una tendencia preocupante.   
 
5.2 El Sujeto, la sociedad y sus instituciones 
 
Las personas en Chile se dividen entonces -a grandes rasgos- entre las que buscan más 
seguridad e ingresos, antes que calidad en el trabajo, y aquellas que prefieren calidad 
antes que mejores sueldos. Y esta diferencia es socioeconómica. Las personas de los 
grupos socioeconómicos más altos viven con más seguridad frente al futuro y prefieren la 
calidad del trabajo antes que los ingresos, mientras que las personas de los grupos 
socioeconómicos más bajos prefieren los trabajos de mejores ingresos y con estabilidad, 
ante un futuro que se muestra incierto. 
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Otro aspecto clave para caracterizar el contexto del sujeto en la construcción de sus 
expectativas, tiene que ver con el sentido de pertenecer y convivir en una sociedad. Para 
comprender cómo trasciende este aspecto en las expectativas de las personas en Chile y 
cómo esto impacta la definición en las demás esferas de lo subjetivo, se estudió la forma 
en que las personas comprenden, precisamente, lo que significa una buena sociedad en 
Chile.  
Se preguntó entonces lo siguiente: "Para Ud. una buena sociedad chilena requiere de 
personas: 1) más exitosas, aunque tengan menos tiempo para preocuparse por los demás; 
o 2) más preocupadas por los demás, aunque tengan menos tiempo para el éxito de sus 
propias carreras. Frente a esta pregunta, donde se esperaba un vuelco de respuestas 
hacia la opción "políticamente correcta", vale decir, una sociedad de personas más 
preocupadas por los demás, ocurrió sin embargo, una nueva sorpresa. Pues, mientras el 
52% apeló a la necesidad de personas solidarias como componente de una buena 
sociedad, un significativo 37% declaró como necesarias a las personas individualistas y 
exitosas, antes que a las preocupadas por los demás. 
Es interesante la forma en que estos grupos se segmentan. Mientras el grupo que 
denominaremos "solidario" (los que sostienen que una buena sociedad es aquella donde 
las personas se preocupan por los demás) se concentra en los adultos de entre 30 y 44 
años, y en los segmentos socioeconómicos altos, por el contrario, quienes optaron por 
una postura que designaremos como "individualista", se concentran principalmente en los 
niveles socioeconómicos más bajos, específicamente en el segmento D (ver tabla).       
Este aspecto nos permite cuestionar la tradicional asociación entre solidaridad y 
sectores populares, o al menos tensionar explicaciones mecánicas.  
 




En la misma línea, emergen otros factores a considerar. Mientras los habitantes de las 
comunas más rurales concentran sus respuestas en la importancia de personas 
individualistas y exitosas para una "buena sociedad", son los habitantes de las urbes 
medianas quienes se inclinan mayoritariamente por lo contrario, y declaran de manera 
consistente, que una buena sociedad es aquella más preocupada por los demás, aunque 
resulte menos exitosa en lo individual. Por otra parte, existe también una relación política 
entre estos dos ejes de visión de una buena sociedad. Las personas que se definen como 
de centro y de derecha, concentran sus respuestas en la postura "individualista", mientras 




Fuente: Elaboración propia.  
 
La caracterización de los respondientes en este aspecto logra interesantes distinciones, 
por ejemplo según condición socioeconómica. De modo tal que las personas que se 
inclinan por preferir una sociedad de individuos centrados en los demás (“solidarios”), 
corresponden en su mayoría a personas adultas, especialmente aquellas pertenecientes a 
segmentos socioeconómicos más altos y que viven en urbes. Mientras que, en el sentido 
contrario, aquellas personas con expectativas más individualistas, mayoritariamente, 
pertenecen a segmentos socioeconómicos más bajos y viven en zonas más rurales. Otros 
estudios han mostrado menores niveles de confianza y vínculos de amistad en estos 
últimos (PNUD, 2008).   
Descrita la proyección de buena sociedad de los chilenos, es importante comprender 
desde la experiencia personal la evaluación social que hacen de "vivir en sociedad". Para 
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comprender esto, se replicó la siguiente pregunta del informe de Desarrollo Humano de 
2000 en Chile, durante el año 2013: ¿Ud. diría que la gente, en su mayoría, actúa 
correctamente con uno o que trata de aprovecharse? El resultado expone otra 
característica de la forma en que los chilenos están comprendiendo su entorno. De modo 
tal que, mientras el 36% siente que el entorno social actúa correctamente, el 60% declara 
que en su mayoría el entorno trata de aprovecharse de ellos.  
La forma en que los diferentes grupos respondieron esta pregunta es sintomática. 
Mientras que el ABC1 siente en un 46% que la mayor parte de las personas actúa 
correctamente con ellos, en el grupo socioeconómico E, la sensación mayoritaria es de 
abuso. Así, un 66% de la población de este grupo siente que en su mayoría, las personas 
tratan de aprovecharse de ellos. Lo mismo ocurre cuando se caracteriza el dato según 
territorio. Según esto, ocurre que las personas que habitan en las urbes medianas 
concentran intensamente esta característica de desconfianza. 
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
Es interesante que las personas que manifiestan una posición política, ya sea en la 
izquierda o en la derecha, tienden a percibir en su entorno más confianza. Una situación 
inversa es lo que ocurre con las que se posicionan en el centro político. A este respecto, es 
importante constatar la concentración de respuestas de desconfianza en el grupo que no 
se posiciona políticamente. De estos, un 66% siente que la mayoría de las personas tratan 





Fuente: Elaboración propia. 
 
¿Y el Estado que estructura este vivir en sociedad, cómo es evaluado por las personas que 
viven en Chile? ¿Qué expectativas se configuran en torno a él? Para analizar el grado de 
pertenencia de la población con respecto al rol del Estado en Chile, se preguntó a la 
ciudadanía si consideraban que el Estado es una Institución construida por "todos 
nosotros y de la cual me siento parte" (Estado Democrático), o si la entendían como "una 
institución que nos protege como un gran padre o una gran madre" (Estado 
Asistencialista), o bien como "una institución que pertenece a un grupo pequeño de 
personas de la cual no me siento parte" (Estado Oligárquico). Este aspecto es uno de los 
factores principales en la evaluación de las personas respecto de las instituciones políticas 
(Segovia et al., 2008).   
El riesgo de esta pregunta era alto, puesto que se asumía que probablemente los 
entrevistados tenderían a responder en el marco de lo "crítico-políticamente correcto", y 
que la mayoría se concentraría en la sensación de que el Estado pertenece a unos pocos. 
Sin embargo, la pregunta se tensionó entre dos ejes: un 39% dijo que es una Institución 
construida y perteneciente a todos, mientras que un 41% declaró que pertenece a un 
grupo pequeño de personas. Solamente un 9% hizo referencias hacia el posicionamiento 
más "asistencialista" del rol del Estado.  
A su vez, al analizar la información por grupos socioeconómicos, se presentan 
interesantes diferencias. Mientras que el segmento ABC1, correspondiente a los grupos de 
mayores ingresos, siente en mayor medida que el Estado es una institución de todos, los 
grupos desde el segmento C2 hacia abajo, sienten con mayor intensidad que es una 
Institución que pertenece a unos pocos. En cambio, en el grupo socioeconómico E, se 
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puede apreciar una proporción importante de personas que se refugian en las opciones 
“no sabe” o “no responde”.  
 
Fuente: Elaboración propia.  
 
Otra manera de analizar el vínculo de las personas respecto del Estado, es mediante la 
variable territorial. La mayor apropiación, relacionado con la percepción del Estado como 
una institución de todos, se presenta de manera más frecuente en las personas que 
habitan urbes medianas (49%), y muy significativa entre las personas que se declaran 
próximas a la derecha (62%). Existe entonces una relación entre la percepción de Estado y 
pertenencia según la variable "grupos socioeconómicos". Luego, se preguntó a la opinión 
pública sobre el "deber ser" de esa sensación de pertenencia con respecto al Estado. Esto 
se hizo a través de las mismas variables anteriormente descritas, pero, poniendo al 
respondiente en una situación de futuro ("¿Cómo debe ser el Estado?"). De modo tal que, 
mientras la mayoría de la población (64%) declara que prefiere que el Estado sea una 
institución de todos (estado Democrático), un significativo 19% declara que debiera ser 
una institución que "nos proteja" (Estado Asistencialista). Solo un 7% declaró que el 
Estado debiera ser una institución construida y propia de unos pocos (Estado oligárquico). 
La preferencia por un Estado Democrático es relevante sobre todo en el ABC1 (77%) y en 
las personas que se ubican en el centro y en la izquierda política, mientras que la 





Fuente: Elaboración propia.  
 
En definitiva, solamente un 33% de los chilenos sienten que su visión de Estado actual, se 
corresponde con su ideal de Estado. Mientras que el 67% siente que su visión del deber 
ser del Estado no se corresponde con lo que para ellos es. 
En un contexto de una sociedad tensionada entre el individualismo y la solidaridad, y 
de una sensación más bien de abuso que de buen trato entre sí, la visión que se tiene del 
estado es diferente a las expectativas que las personas tienen de ese Estado. ¿Qué pasa 
entonces con la participación, con la solidaridad, con el abuso y la corrupción? Estos 
elementos han estado presentes permanentemente en el debate chileno, agudizados por 
imputaciones judiciales sobre empresarios, gerentes y funcionarios públicos, que nos dan 
más luces sobre este contexto social que perciben las personas.  
Para definir la forma en que los sujetos en Chile comprenden la solidaridad en su 
entorno, se construyó un índice a partir de 2 ejes y 2 espacios. Los primeros se refieren a 
la solidaridad que perciben las personas en los otros, en este caso, respecto de la 
probabilidad de recibir ayuda, y a su vez, a la acción de ser solidario respecto de las otras 
personas (ayudar a otros). Esto, en el contexto de 2 espacios, el barrio y la calle. 
Para esto se hicieron 4 tipos de pregunta: Qué tan probable cree Ud. que la gente le 
ayudaría en (serie de situaciones) mientras va caminando por una calle, y, estando en su 
casa o en su barrio; y Qué tan probable cree Ud. que Ud. ayudaría a alguien en (serie de 
situaciones) mientras Ud. camina por la calle, y, mientras Ud. está en su barrio o en su 
casa. Las situaciones consultadas fueron las siguientes: asaltos, quedar en panne, 
desmayos y caídas, subiendo un coche de bebé por las escaleras del metro, subiendo un 
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bulto por las escaleras del metro, recogiendo las deposiciones de su mascota, convidar 
agua, llevar en auto, cuidar casas, prestar utensilios, bajar la música y ruidos molestos. 
 
Tabla N° 11 Escenarios de solidaridad 
 En el Barrio En la calle 
Soy solidario con otros Soy solidario en el barrio  Soy solidario en la calle 
Recibo solidaridad de otros Recibo ayuda en el barrio Recibo ayuda en la calle 
Fuente: Elaboración propia.  
 
En general, la percepción de la probabilidad de recibir ayuda es baja. Solamente un 8% 
siente que en todas las circunstancias recibirían ayuda en la calle, cifra que aumenta a un 
18% en el barrio. Por el contrario, un 68% de la población declara que nunca recibiría 
ayuda en la calle, cifra que baja a un 48% en el barrio. Tanto en el barrio como en la calle, 
la percepción de solidaridad es más bien baja. Sin embargo, la declaración de actuar con 
solidaridad es mayor a la percepción de recibir ayuda recién descrita. Pues ocurre que, un 
18% de los encuestados declara que ayudaría siempre en la calle, en todas las situaciones 
descritas, cifra que aumenta a un 35% en el barrio. En sentido contrario, un 48% de las 
personas declara que nunca ayudaría a nadie en la calle, mientras que un 38% que nunca 
lo haría en el barrio.  
 
 
Fuente: Elaboración propia.  
 
En general, las personas declaran más su voluntad de ayudar, que la sensación que 
perciben de recibir ayuda. Sin embargo, para todos los casos, la percepción de ayuda y 
solidaridad es baja. En general, solo una de cada dos personas declara ser solidaria en el 
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barrio, mientras que una de 5, lo es en la calle. Es interesante que las cifras descritas no 
responden de manera diferenciada, ni a grupos socioeconómicos, ni a segmentos etarios, 
ni tampoco de género. La desconfianza está instalada de manera transversal en la 
población. La sensación de corrupción, por otra parte, que las personas perciben de las 
instituciones es otra forma en que se puede caracterizar el trayecto de representación 
entre el sujeto y las instituciones. Para esto, se midió la sensación de corrupción con que 
las personas evalúan las instituciones de su entorno, desde el nivel nacional al local. Los 
resultados se expresan en la siguiente tabla: 
 
Tabla N° 12. Percepción de corrupción según instituciones. 
 Mucha gente corrupta 
Gobierno Central 43% 
Parlamento 51% 
Gobierno Regional 36% 
Municipio 36% 
Junta de vecinos 19% 
Fuente: Elaboración propia.  
 
Tal como se puede apreciar, a medida que las instituciones políticas se acercan a la gente, 
menor es la sensación de corrupción que estas tienen. Sin embargo, al analizar de manera 
agrupada estos resultados, se puede concluir que, al menos el 60% de la población declara 
sentir mucha corrupción, al menos, en una de las instituciones recién descritas.  
De este modo, también es posible caracterizar la opinión de la población según sus 
grupos, de modo tal que, los grupos que más percepción de corrupción institucional 
tienen, son los pertenecientes al C2, los de urbes medianas, y los habitantes de la zona 
norte del país.  
En definitiva, la percepción de corrupción en Chile es alta, pero también es significativa 
la permisividad de las personas con respecto a la corrupción. Esto lo podemos corroborar 
además, con otra pregunta realizada por este estudio, que es la siguiente: Si el alcalde de 
su comuna estuviese involucrado en algún caso de corrupción, pero usted considera que 
ha hecho una buena gestión, usted: volvería a votar por él, lo pensaría o nunca volvería a 
votar por él. El resultado se distribuyó de la siguiente manera. Un 71% de las personas 
declaró que nunca volvería a votar por un alcalde corrupto, aunque un 29% declaró que lo 
haría, que lo haría probablemente, o qué no sabe, lo cual muestra que para un segmento 





Fuente: Elaboración propia. 
 
Para comprender el actuar y comportamiento social de las personas en su relación con el 
entorno, se les preguntó también si participaban o no en alguna organización social, a 
partir de un listado de organizaciones.  
Las personas en Chile declaran en un 39% participar en algunas organización, 
resultando más numerosa la de los hombres que de las mujeres, como a su vez, la 
participación en organizaciones está más presente en personas del ABC1, en los 
habitantes de urbes medianas y de rurales con presencia urbana, de izquierda, e incluso 
más específicamente, la participación es mayor entre los que declaran que irán a votar 
con toda seguridad, y en los habitantes del sur del país. De manera contraria, los que 
declaran no participar en ninguna organización se concentran entre las mujeres y los 
habitantes de la zona norte del país.  
Los grupos y organizaciones que concentran la mayor cantidad de participación son los 
siguientes: grupos religiosos, clubes deportivos, las juntas de vecinos y los centros de 
padres y apoderados. Mucho más atrás aparecen los grupos de voluntariado, los partidos 




Fuente: Elaboración propia.  
 
 
Otro aspecto fundamental para comprender la relación de las personas con su contexto 
social y cultural, es dimensionar la sensación de abuso o justicia con que los chilenos se 
relacionan con las diferentes empresas (pequeñas y grandes), y el mercado en general. 
Para esto se realizó una batería de preguntas con las cuáles se consultó a la población si 
sentía que, en tal o cual relación comercial, le cobrarían lo justo, o le cobrarían lo más que 
pudiesen. Se incluyó en este grupo a empresas y relaciones comerciales de todo tipo, 
distinguiendo entre micro, pequeña y grandes empresas. La siguiente tabla describe estas 
empresas y los grupos con que se conformaron los datos, como también los porcentajes 














Tabla N° 13. Confianza en relación comercial según tipo de empresa o servicio 
Grandes Empresas Le van a 
cobrar lo 
justo 
Le va a intentar cobrar lo 
más que puedan 
No sabe 
Va a comprar a un supermercado 31% 66% 3% 
Paga las tarjetas del supermercado o de 
grandes tiendas  
12% 84% 4% 
Va a la Isapre o a Fonasa 24% 71% 6% 
Va a una de las grandes farmacias 15% 80% 5% 
La AFP le cobra la comisión mensual 14% 78% 7% 
Va a comprar a las multitiendas 17% 79% 4% 
Va al médico en una clínica o cadena 
médica. 
14% 78% 8% 
Paga el colegio o la universidad 18% 75% 7% 
Paga el pasaje de un bus (interurbano) 30% 66% 3% 
        
Micro y pequeñas empresas  Le van a 
cobrar lo 
justo 
Le va a intentar cobrar lo 
más que puedan 
No sabe 
Va a una farmacia de barrio 36% 58% 6% 
Va al almacén del barrio 42% 55% 3% 
Va al médico en una consulta privada 18% 77% 5% 
Va al médico en el consultorio 51% 44% 6% 
Va a comprar a la feria 46% 50% 4% 
El gasfíter le hace un arreglo 20% 75% 5% 
Fuente: Elaboración propia.  
 
A nivel general, las personas declaran un alto nivel de desconfianza prácticamente con 
todos los niveles de empresa y mercado propuesto, lo que es sin duda una situación 
preocupante. Específicamente, el 26% nunca declaró siquiera una relación comercial justa 
entre las 17 posibilidades propuestas. A su vez, la mitad de la población apenas nombra 
hasta 3 relaciones comerciales justas.  
Cuando se comparan los tipos de empresa, ocurre que hay una leve mejor evaluación 
sobre la relación comercial de las personas con los niveles micro y pequeña empresa. De 
modo tal que, mientras el 29% nunca encontró una relación comercial justa con este tipo 
de empresas, a la hora de evaluar a las grandes empresas, el resultado asciende a un 48%.  
Vale decir, una de cada dos personas cuando compra un servicio o un bien en una gran 
empresa, siente que están abusando en el precio.  
Por tanto, es posible afirmar que la sensación de abuso es general y transversal a todos 
los grupos sociales y económicos, mostrándose ciertas tendencias agravadas en algunos. 
Para describir esto, se organizó la información en ntíles, es decir, se conformaron 4 grupos 
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de un tamaño semejante con respecto al orden de la distribución de la variable analizada. 
Vale decir, se cortó a la población en 4 grupos y dentro de estos, se analizó la cantidad de 
situaciones abuso.  
El resultado es que las personas que sienten más abuso en su entorno de mercado, son 
los grupos socioeconómicos E (56%), los habitantes de las grandes urbes (55%). Al revés, la 
sensación de mayor trato justo (es decir, menor abuso), se presenta más 
concentradamente en el ABC1 (62%), las zonas rurales (58%) y semirurales (61%). 
 
5.3 Chile entre solidarios, materialistas, postmaterialistas e individualistas 
 
Las dos partes que comprenden este capítulo provienen de dos preguntas que resultaron 
muy significativas en sus resultados, las cuales al ser trabajadas como cruce, también nos 
entregan resultados interesantes. Son estas las referidas al eje calidad laboral versus 
estabilidad e ingresos (eje postmaterial-materialista), y la referida a la "buena sociedad", y 
al eje sociedad solidaria versus individualista. Se cruzaron estas preguntas de la siguiente 
forma: 
 
Cuadro N° 1. Tipos de personas 
 
 
Prefiero un trabajo 
con más ingresos y 
menos a gusto 
(materialista) 




Prefiero un trabajo 
más a gusto aunque 
gane menos 
(postmaterialista) 










Una buena sociedad es individualista pero 
exitosa(individualista) 
Fuente: Elaboración propia.  
 
Se construyeron entonces, 4 tipos de personas, con características primordiales, 
transversales a los grupos socioeconómicos y etarios, que a continuación son descritos: 
 
Solidarios materialistas (18%) 
Para este grupo, una buena sociedad es aquella donde las personas se preocupan más de 
los otros que de sus éxitos personales. Además, son quienes prefieren un trabajo seguro y 
bien remunerado, por sobre un trabajo que les haga sentirse a gusto.  
Al mismo tiempo, se sienten en mayor medida perdedores que el promedio (36%). Son 
personas que mayoritariamente no fueron a votar en las municipales (60%), y que siente 
en mayor proporción que el Estado pertenece a un grupo pequeño de personas, del cuál 
ellos no son parte (51%). 
Desde el punto de vista económico, sienten en un 60% que les alcanza el dinero justo, 
sin grandes dificultades, pero que ganan menos de lo que merecen (54%). Tampoco 
sienten seguridad con respecto al futuro, porque en un 72% declaran que sus pensiones 
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no les alcanzarán para vivir en la vejez (porcentaje mayor que el promedio de la muestra).    
A su vez, sostienen en su mayoría que la mejora de las pensiones debiera ser mediante 
mayores impuestos a las empresas (74%), y de manera significativa, declaran que 
preferirían ayudar a amigos y familiares en situación de pobreza (por baja jubilación) sólo 
una vez, porque consideran que ellos debieron haberse preocupado antes (28%). El 43% 
de este grupo (alta concentración) siente además que el sistema necesita ajustes 
profundos, pero no cambios totales.  
Finalmente, el 63% siente que no se puede confiar en las personas, y el 72% siente que 
la mayoría trata de aprovecharse de personas como ellas. 
 
Individualistas materialistas (26%) 
Los pertenecientes a este grupo, sienten que una buena sociedad es aquella donde las 
personas se preocupan primero de sus éxitos, antes que del resto de las personas, y que 
prefieren un trabajo seguro y bien pagado, por sobre a sentirse a gusto en el trabajo. Se 
caracterizan por declarar en mayor medida contar con contrato de trabajo, en 
comparación con el resto de los grupos. A su vez, proporcionalmente residen en mayor 
medida en comunas rurales con presencia urbana, aunque son más bien transversales a 
todas las comunas. Políticamente, se consideran más de centro (35%) y de derecha (31%) 
que en el resto de los grupos, mostrando altas expectativas de los momentos electorales. 
Un 44% siente que las cosas van a cambiar en Chile, gane quien gane las elecciones. 
Dentro de los individualistas materialistas, el 56% fue a votar para las elecciones 
municipales, el 62% declara que irá a votar para las presidenciales, y además, y además 
que conversan de política en su familia (61%). Sienten proporcionalmente más que los 
otros tipos, que el Estado es una institución que pertenece a todos (44%), pero también 
(en marcada proporción), que el Estado como óptimo no necesita ser democrático (o 
aristocrático, o paternalista (56%). Manifiestan una tendencia a favor de la agenda 
valórica y progresista: Educación, aborto, legalización del matrimonio homosexual, etc. El 
49% siente que se puede confiar en las personas, y un 46% siente que en general las 
personas se comportan correctamente con ellos. 
Desde el punto de vista material, declaran una menor probabilidad de encontrar 
trabajo (73%), y que el dinero no les alcanza, teniendo grandes dificultades (33%). Sienten 
en su mayoría (53%) que ganan menos que lo que debieran, y que el dinero no les 
alcanzaría ni en caso de enfermedades catastróficas (65%) ni en la vejez (67%). Sostienen 
en alta concentración (73%) que las reformas sociales deben financiarse con dinero de 
impuestos a empresas (73%). El 39% de este grupo (alta concentración de declaraciones), 
siente que el sistema debiera cambiar completamente. Sin embargo, es el grupo que 
menos siente que la sociedad cambió luego de los movimientos estudiantiles.  
 
Solidarios postmaterialistas (32%) 
Quienes pertenecen a este grupo, sienten que una buena sociedad es aquella donde las 
personas se preocupan más de los otros que de sus éxitos personales, y prefieren un 
trabajo donde se sientan a gusto, antes que uno bien remunerado y estable.  
Habitan en mayor proporción en urbes medianas, aunque están presentes de manera 
importante en el resto de los tipos de territorios. Se declaran de izquierda en un 40%, 
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pero sienten que después de las elecciones, nada va a cambiar (60%). Son críticos del 
Estado y sienten que pertenece a un grupo pequeño de personas (48%), no resultando 
verdaderamente democrático, como estiman "debiera ser" (75%). 
Declaran mayor probabilidad de encontrar trabajo (44%), y/o de cambiarse de trabajo, 
en caso de tener uno y no sentirse a gusto (70%), sienten también (en mayor proporción) 
que les alcanza bien y que pueden ahorrar (20%), y a diferencia de los otros grupos, que sí 
podrían costear una enfermedad catastrófica. En situaciones de amigos o familiares con 
problemas en la jubilación, prefieren el sistema de ayuda directa y permanente en un 
27%, y vía impuestos (32%).El 46% siente que el sistema requiere ajustes profundos, pero 
no totales ni radicales, mientras que el 42% siente que luego de las movilizaciones 
estudiantiles, Chile sí cambió. 
 
Individualistas post-materialistas 
Finalmente, los individualistas post-materialistas sienten que, una buena sociedad es 
aquella donde las personas se preocupan primero de ellas mismas y sus cercanos, y luego 
respecto de los demás, prefiriendo a su vez, un trabajo donde se sientan a gusto, antes 
que uno bien remunerado y con contrato (estabilidad). Se declaran en mayor medida 
como de derecha (35%), aunque se muestran escépticos, pues sienten en un 65% que 
gane quien gane en las elecciones, nada cambiará. Fueron a votar en las municipales en 
un 53%, y señalan importantemente (64%) que van a ir a votar. Sienten en un 69% que las 
movilizaciones estudiantiles no lograron cumplir ningún objetivo. Respecto del Estado, 
una parte importante lo considera como una Institución de todos (44%), aunque otros, 
que es como un padre o una madre (14%), además, en un 16% sienten también que el 
Estado debería ser de unos pocos. En general tienden a estar en contra de la agenda 
valórica progresista. Sienten que ganan lo que merecen (52%), y que sí les alcanzaría en 
casos de enfermedad catastrófica y en la vejez 37%. Sienten que el financiamiento de las 











































































Solidario - materialista (18%) 
Una buena sociedad para ellos es solidaria 
y prefieren más ingresos a calidad de vida 
laboral.  
Declaran un nivel de vida aceptable, pero, 
se sienten perdedores. Declaran 
insatisfacción con respecto a sus trabajos, 
no son solidarios ni reformistas, y siente 
del entorno social abuso 
 
Solidario -Postmaterialista (32%) 
Una buena sociedad para ellos es solidaria 
y prefieren un trabajo a gusto a más 
ingresos 
 
Si bien se posicionan políticamente 
(izquierda), son escépticos de "la política" 
y críticos del Estado por "no democrático". 
Sin embargo se sienten más conformes 
con sus trabajos y su pasar económico, así 
como de su seguridad social. Sienten que 
Chile requiere ajustes profundos pero no 
revolucionarios. 
Individualista-materialista (26%) 
Una buena sociedad para ellos es 
individualista, y prefieren ganar más a un 
trabajo donde se sientan a gusto 
 
Se posicionan (centro y derecha), 
participan y son optimistas de "la política" 
Ven más democracia en el Estado, aunque 
sienten también como óptimo Estados 
paternalistas y oligárquicos, pero quieren 
cambios radicales del sistema. 
Son Progresistas en lo valórico, y sienten 
que los derechos y reformas deben ser 
financiados por las empresas 
No están conformes con sus trabajos y 
sienten inseguridad del mercado laboral, 
así como en temas de salud y vejez 
Sin embargo sienten que se puede confiar 
en las personas y sienten que estas actúan 
correctamente con ellas. 
 
Individualista-postmaterialista (10%) 
Una buena sociedad es individualista y 
prefieren un trabajo a gusto antes que 
ganar más. 
 
Se posicionan políticamente (en la 
derecha), participan, pero son escépticos y 
críticos de los movimientos políticos. 
Sienten el Estado como Democrático y son 
menos críticos con él. Son conservadores. 
Se sienten bien en el trabajo y con su 
seguridad social. Están dispuestos a pagar 
por reformas y derechos. 
 
INDIVIDUALISTA (37%) 
Fuente: Elaboración propia.  
 
Los chilenos se tensionan en general en sucesivos dos grupos. Los que se sienten más 
seguros y conformes con sus trabajos y los que no. Los primeros pertenecientes a los 
grupos socioeconómicos más altos y con más educación, los segundos a lo contrario. Y por 
otra parte los que sienten que una buena sociedad es la que promueve la solidaridad, 
frente a los que creen que debe promover el individualismo. Los primeros, nuevamente, 
pertenecen a los grupos más altos socioeconómicamente hablando, y los segundos a los 
más bajos. En Chile la posibilidad de acceder a una base material permite concepciones de 
sociedad solidarias. La inexistencia de esa base permite, demuestran los datos, el triunfo 
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cultural del libre mercado. Personas que añoran la sociedad del éxito individual antes que 
el éxito "de todos".  
El cruce y conformación de tipos nos permite comprender además otra dimensión de 
esto. Los materialistas individualistas son diferentes a los postmaterialistas comunitarios. 
Pues mientras los primeros son menos críticos y declaran más participación y conformidad 
con su entorno, los segundos son más críticos, menos conformes y menos participativos.   
En definitiva Chile es varios chiles en su lógica de realización de expectativas. Se pueden 
esbozar dos lógicas de expectativas de solidaridad y dos lógicas de expectativas de calidad 
de vida. Por un lado, un grupo (solidarios-posmaterialistas) que entienden la solidaridad 
como el gesto de preocupación por un otro -aunque desconfían de la capacidad de sus 
contextos sociales a hacer este gesto antropológico de reconocimiento- Y por otro, un 
grupo (de Solidarios materialistas), que entienden el gesto de la solidaridad como un gesto 
individual de ayuda (en la que en general, aparecen ellos como depositarios de la ayuda). 
Una solidaridad más cercana a la asistencia que al reconocimiento de un otro.  
Mientras ocurre lo mismo con el individualismo. Donde, por un lado, aparece el grupo 
optimista (individualistas postmaterialistas), cercanos a los criterios liberales de éxito y 
superación, pero por otro, los que sienten una situación de individualismo que tiene que 
ver más con la duda que sienten de su piso material, y que entiende ese individualismo 
como la tabla de supervivencia (individualistas materialistas) 
La gente no vota en Chile. Hay un grupo que se moviliza, sobre todo universitarios -en 
su mayoría, lo dicen las encuestas, segmentos altos y medios altos-. La gente no participa 
en su entorno en Chile, las decisiones se toman centralistamente. Los chilenos declaran 
una solidaridad individualista (asistencialismo), o una solidaridad decepcionada ("yo lo 
soy, pero dudo recibirla de vuelta"). Y cuando declaran el éxito y el individualismo como 
positivo (liberal) solo es un 10% de la población, porque la visión del éxito tiene que ver 
con una añoranza de pobreza, de la fragilidad del empleo, del no derecho a enfermarse, a 
envejecer. Los chilenos no confían en su entorno social, pero tampoco en sus 
instituciones. La gran mayoría, demuestra este capítulo, siente abuso de las instituciones 
de Mercado y del Estado. Del entorno solidario. Del futuro y la vejez, de enfermarse, de 
estudiar. Parece que las expectativas de realización en Chile tienen que ver con su 
capacidad de realizarse en el presente. Porque la historia les cerró la posibilidad de 
realización en 1891. Porque el futuro es incierto, o peor aún, irremontable.  
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Capítulo 6. Representación y praxis política local: Municipio, Sujeto y 
Sociedad 
 
El siguiente capítulo trabaja el siguiente hallazgo etnográfico1
 
: el espacio público del 
Estado en el nivel local, que es el Municipio, no integra a la ciudadanía. Y no lo hace no por 
miedo al conflicto –que le es propio- sino que por miedo a dialogar con nuevas 
subjetividades y necesidades de representación; por miedo a la aparición de la carga 
subjetiva de un Otro que busca también otras representaciones y otros espacios públicos. 
Sirvan las siguientes tres citas -opuestas entre sí- de las entrevistas realizadas para 
construir este capítulo, a modo de introducción al debate que se quiere plantear. La 
primera, de un técnico municipal encargado de planificación social; la segunda, de una 
Presidenta de una Junta de vecinos, y la tercera, de una dirigente de una organización 
vecinal local. 
Las autoridades no dejan que la gente participe, porque le tienen miedo al 
conflicto, tienen un miedo instalado al conflicto (Técnico Municipal). 
 
No dejan a la gente participar porque dicen que hay mucha pelea y no se ponen 
de acuerdo (Presidenta de Junta de Vecinos). 
 
Los concejales y el Alcalde siempre se pelean en público, en pleno Concejo, da 
pena cómo se pelean (Dirigente de Organización Informal). 
 
Estas citas nos informan sobre dos ámbitos contradictorios. Por un lado, vienen a plantear 
que no existe integración de esta ciudadanía peleadora en el nivel político local, porque 
estos niveles de autoridad le tienen miedo al conflicto. Pero por otro, paradojalmente, 
como se lee en la última cita, nos dicen que en los escenarios políticos locales actuales -
como el Concejo Municipal- el conflicto es un mecanismo de acción cotidiano. La siguiente 
pregunta de Norbert Lechner (2007: 229), que surge cuando se enfrenta a la relación 
entre política y racionalidad es iluminadora:  
 
¿En base a qué criterios denunciamos una política como ‘irracional’ o postulamos un 
‘manejo racional de la economía’? Suele predominar un criterio de eficiencia, basado en 
el cálculo formal de medio-fin. (…) El Otro es ‘tomado en cuenta’ en tanto ‘variable de 
cálculo’ y ‘factor de poder’. En la medida en que no es controlable, que sus acciones y 
reacciones (su imaginación, creatividad, voluntad) no son calculables, el Otro es un 
constante riesgo que hay que eliminar o sujetar a expectativas probables. El sujeto es 
reducido a objeto. 
 
Las oportunidades de realización política en el nivel local son, de este modo, el núcleo de 
las páginas que continúan. La primera parte de este capítulo describirá a partir de relatos 
                                                          
1 Este estudio asume la etnografía como una estrategia de aproximación a una comunidad y a los sujetos 
que la componen. Se asume esta como una observación y registro de prácticas culturales a partir de una 
multitud de técnicas cualitativas de aproximación. 
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etnográficos, diferentes situaciones y formas de construcción de lo político en el espacio 
público local. La segunda, será una descripción de las carreras y tipos de actores que 
constituyen el campo político del nivel local, específicamente, dirigentes emergentes, 
tradicionales, concejales y alcaldes. La parte final es la construcción del imaginario de las 
autoridades locales y nacionales, sobre el rol y situación del sujeto político en el nivel 
local. En definitiva, trata sobre lo que piensan -en la práctica- las autoridades cuando se 
habla de participación ciudadana.  
 
6.1 La política y "los políticos" en el espacio local2
 
 
“Ella es como una mamá pa’ nosotros. Ella no mete política para nada…”, señala una 
señora, cuando le preguntan en televisión -durante el noticiero matinal de Canal 13, el 29 
de julio de 2008- en defensa de una alcaldesa que había sido cuestionada por la obtención 
dudosa de su licencia de Educación Media. Mientras que un candidato a alcalde 
(triunfador) declara el 1 de agosto de ese mismo año que: “Yo tengo una opinión mucho 
menos política de esta elección”, en un debate por la radio Universidad de Santiago. La 
política se oculta. Se la niega.  
Tal vez con la política ocurre lo que decía Norbert Lechner: como el otro es un riesgo 
que hay que sujetar a expectativas probables, la política hoy solamente puede mostrarse 
con su cara egoísta, y referida solamente a la construcción del orden, la ejecución del 
poder y la repartija de recursos (Lechner, 2007). Y no por su lado más amable y ciudadano, 
dialogante y humano, que es el que mide su eficiencia de acuerdo al sentido que la propia 
gente entrega -o le podría entregar- a las decisiones públicas (hacer lo que “la gente” más 
o menos quiere que se haga, en ese el limitado e indirecto gobierno del pueblo con que 
todo estudio sobre democracia siempre comienza).  
                                                          
2 Este capítulo es etnográfico. Mediante las técnicas de Observación Participante, entrevistas 
semiestructuradas y el levantamiento de notas de campo, se describen en él diferentes momentos 
correspondientes a la interacción política de grupos, personas e instituciones en el nivel local. Las comunas 
estudiadas fueron las de Pudahuel, La Pintana, San Ramón, Santiago, La Florida y María Pinto. En ellas se 
levantó el contexto cotidiano de esta interacción, y situaciones de cuentas públicas, concejos municipales y 
reuniones de dirigentes. Además de cargos políticos de diferentes niveles, se realizó entrevistas y 
observaciones de técnicos municipales y expertos. Este estudio se enmarca en la información levantada 
luego de 10 años de trabajo con diferentes comunidades, en diferentes comunas y realizando  un fondo de 
investigación entregado por el Instituto barrios del país. Esto, a propósito del trabajo desempeñado como 
encargado de temas ciudadanos y de participación para varias ONG's, consultoras y centros de 
investigación.2 Sin embargo, se desarrollaron también entrevistas y observaciones específicamente para este 
estudio, aplicándose estas a Tecnicos municipales, Autoridades, Dirigentes, miembros de Concejos, además 
de Observación Participante en diferentes espacios públicos comunales y municipales 
Se entrevistó de este modo a: 
En la Florida, 4 técnicos, 3 autoridades, 5 dirigentes y 3 miebros de concejos.  
En La Pintana se entrevistóa 3 técnicos, 3 dutoridades, 6 dirigentes y 3 miembros de concejo 
En Pudahuel a 3 técnios, 2 autoridades, 5 dirigentes y 3 concejos. 
En San ramón a 4 técnicos, 3 autoridades, 5 dirigentes y 3 concejos  
Además se entrevistaron a 9 expertos en trabajo político y territorial. 2 miembros de gabinetes de alcalde y 
7 profesionales de ONG’s 
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La política como un espacio de diálogo con sentidos emergentes. En el nivel local, esta 
maquiavélica operatoria se vive densamente en las relaciones que estructuran entre sí los 
dirigentes de organizaciones vecinales tradicionales y emergentes, en la ciudadanía, en los 
alcaldes, los concejales, las ONG’s, etc. Las que siguen, son algunas notas de campo y 
relatos etnográficos de los sistemas políticos locales (ver descripción metodológica al final 
del texto). 
 
Relato etnográfico 1 
 
Dirigentes vecinales y ONG’s, en el caso de los Comités Ecológicos, una experiencia de vida 
y eutanasia (Agosto de 2004). 
 
El trabajo tradicional de una ONG durante el año 2000-2004, en el ámbito de la 
intervención espacial ambiental urbana -de la que este estudio fue testigo privilegiado- 
tenían como objetivo, la creación de áreas verdes en terrenos baldíos de sectores urbanos 
populares, a través del trabajo participativo de la ciudadanía de las poblaciones 
seleccionadas para la intervención. Las consignas metodológicas usadas por la ONG eran 
el aprender haciendo y el empoderamiento ciudadano aprehendido en el hacer.  
Este proceso de empoderamiento ciudadano se realizaba a través de metodologías de 
formación de organizaciones conscientes y administradoras de los espacios públicos 
habilitados por el proyecto como áreas verdes. Los vecinos, que pasaban luego a formar 
parte de éstos comités ecológicos, se transformaban también en cuidadores y padrinos de 
las plazas construidas, capacitándoselos en educación ambiental y en formación de 
liderazgo. 
Si la eficacia del proyecto fuese medida sólo por el verdor de los paños de las plazas 
construidas, éste tendría un resultado medianamente positivo. Algunas plazas de aquéllas 
construidas por la ciudadanía y la ONG en esta población del sur de Santiago, están a la 
fecha (2009) bien cuidadas y regadas. Sin embargo, cuando la evaluación del proyecto se 
realiza por el perfil ciudadano, los resultados son, ahora sí, totalmente negativos. El 
ejemplo más plausible, y del que damos cuenta a continuación es el de la “señora María” 
(una novela empírica): En un peladero ubicado en una unidad vecinal de esta población. 
En ese lugar, inútil de árboles y desteñido de polvo, la ONG y los vecinos decidieron 
construir una plaza. Así, los habitantes contiguos a la hoy plaza “El Reencuentro”, vivieron 
el proceso de diseño, autoconstrucción, educación ambiental, formación de liderazgos, y 
formación de comité ecológico que el proyecto de la ONG estipulaba. El ex-peladero se 
transformó rápidamente en una plaza reluciente de juegos y explayada en bucólicos paños 
de pasto, flores y árboles.  
Para el resguardo del lugar se formó el Comité Ecológico “El Reencuentro”, a cargo de 
la señora María y de otras vecinas, entre ellas, de la señora Ximena. Luego de un año de 
concluido ese trabajo, se realizó un diagnóstico acerca de la efectividad de estas 
intervenciones. En una medición que debía enfocar no tan solo lo referido a la mantención 
de los paños verdes instalados (tal vez, lo menos significativo de la intervención), sino que 
sobre todo en los resultados de la formación en educación ambiental y empoderamiento 
ciudadano entregado. Los resultados de esta sistematización son significativos.  
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En primer lugar, el comité ecológico creado para la plaza, dirigido por la señora María, 
la más entusiasta de las vecinas, se constituye definitivamente al mismo momento de 
concluir los trabajos en la plaza. En segundo lugar este comité, como todos los demás, 
decide como objetivo institucional mantener el área verde construida en perfecto estado. 
Y entonces, al mismo tiempo en que se concluían los paños verdes y se instalaban los 
juegos de la plaza, el comité ecológico alcanza su misión, perdiendo al instante por tanto 
su razón de ser. En el primer día de su funcionamiento, los miembros del comité no tienen 
nada más que hacer, sino ver la tarea terminada. Dos meses después sólo quedaba 
esperar la autodestrucción de la plaza. Un año después, la única integrante activa del 
comité ecológico El Reencuentro era la señora María. 
Ahora bien, incluso este proceso de autodestrucción, que hubiese permitido rearmar el 
grupo con algún mínimo de sentido, se tornó imposible porque la plaza se mantenía 
impoluta e inexpugnable al paso del tiempo, gracias a la efectiva acción de la señora 
María. Es innegable el éxito de las capacitaciones en ella depositada sobre liderazgo y 
educación ambiental. Se debe hacer notar, eso sí, que la dirigente en cuestión participó 
más de 5 veces en jornadas de capacitación en liderazgo, debido a las múltiples 
invitaciones que le hiciera la ONG, debido a lo difícil que es conseguir el número de 
participantes por curso prometidos en el proyecto.  
El problema es que la capacitación y efectividad de los talleres de liderazgos hicieron 
que la señora María, lejos de concebir el espacio urbano como un lugar de convivencia, lo 
empezara a ver como un lugar de adversidad humana. La codificación extrema de los 
comités provocaba entender al hombre como una interrupción del paisaje, como un 
accidente de existencia antinatural, como mero desorden.  
Así, antes que un corazón ecologista, la señora María ha alcanzado un estado casi de 
Robocop de la plaza, dispuesta a reaccionar ante la presencia intrusa de cualquier 
actividad humana, alerta, fascismo ecológico mediante, para impedir la destrucción 
(ensuciar, desgastar) de la plaza. Al primer corazón dibujado en una banca, ella pinta y los 
borra; si hay niños jugando en el pasto, el pasto es mojado; si son niños jugando a la 
pelota, en vez de cancha ella plantará árboles. Ximena, otra de las vecinas entusiastas, 
originarias de la fundación y cierre del comité ecológico, hoy no participa del mismo, y nos 
habla de la frustración ante su intento de hacer del espacio construido un lugar de 
recreación para niños, porque, al decir de la señora María “dejan todo sucio y rompen”, y 
prefiere, entonces, salir a caminar a otras plazas. La señora María se constituye hasta el 
día de hoy como la dirigente que está en permanente relación con el municipio y como 
voz medioambiental representativa de la Unidad Vecinal. La señora Ximena en cambio, 
ocupa otras plazas para hacer esporádicas actividades con los niños de la cuadra. Sin más 
afán que, como ella misma dice “la sonrisa de los niños y conversar con los vecinos”. Tan 
vecinas y tan distintas. Ambas son dirigentes y líderes del nivel político local de la misma 








Relato etnográfico 2 
 
“La entrevista con el alcalde” (Julio de 2007) 
 
Habiendo concertado una entrevista, llego a la oficina del Alcalde. Lo primero que 
constato es la gran cantidad de gente agolpada frente al escritorio de la secretaria, y de 
los muchos otros tantos sentados en ese reducido espacio que es el despacho, a la espera 
de ser atendidos. 
Pacientemente yo también espero la descongestión del lugar. El proceso era más bien 
mecánico y predecible. La secretaria, ahora haciéndolas de jefa de gabinete, batalla con 
hidalguía: 
 
- Buenos días ¿a qué viene? Mire, para eso usted no tiene que hablar con el Alcalde, 
debe dirigirse a la oficina que está arriba, sí, al fondo del pasillo.  
- ¿Y usted, a qué viene? ¿No le facilitaron la sede? No se preocupe, déjeme aquí que yo 
se lo resuelvo. No, no, el Alcalde no lo podrá atender hoy, está ocupadísimo.  
- ¿Sabe señora?... el municipio no puede seguir entregándole plata, le aconsejo ir a la 
gobernación.  
- Mire don José, si quiere esperar, espere. Pero le digo que el Alcalde no lo va a poder 
atender hoy. 
- ¡Pero mire, oiga! Para nosotros poder ayudarla, necesitamos que usted también 
ponga un poco de su parte. Para eso tiene que solicitar una audiencia... 
Petición tras petición, la secretaria, magistralmente, uno a uno, logra persuadir a las 
personas, defendiendo la integridad de la agenda edilicia. Sólo los más obstinados –me 
incluyo– éramos derivados a una sala de espera, para lograr, con algo de suerte, ser 
atendidos por el Alcalde. 
- ¿A qué me dijiste que veníai?... (Dice la secretaria, asomando la cabeza por la puerta) 
¡Ah! La entrevista, ¿A qué hora era?... ¡Chuta! Hace rato te tenía que atender el Alcalde, 
aguántame un chico... (SIC) 
  La secretaria se asoma entonces a la oficina del Alcalde y por el entrejunto se puede 
ver que este está conversando con dos personas de voz grave, acento paltón3
- El Alcalde dice que entres.  
 y de 
elegantes colleras con broches dorados en sus mangas.  
  El Alcalde me jala fuertemente en el apretón de manos al saludarme, al mismo tiempo 
que despide a los elegantes, mencionándoles algo sobre hacer la movida en el ministerio. 
La oficina era amplia y prepotente en imágenes, con muchos diplomas, certificados de 
cursos y fotos familiares y de grandes personalidades. 
- ¡Uf! Qué cansancio, ¡perdón por la demora!... ¡Ah, qué bueno! ¿Te parece que 
salgamos a fumarnos un pucho mientras me haces la entrevista? ¿Fumas? ¿No? ¡Ah, no! 
Por ahí no podemos salir, están todas la viejas – como les digo yo, es de cariño eso sí– y si 
me agarran no nos sueltan más. Ven, vamos, mejor salgamos por acá... 
Relato etnográfico 3 
                                                          




Las cerradas puertas abiertas de una sesión de concejo municipal (Julio de 2007) 
 
16.00 horas, cita a concejo extraordinario abierto. Es la hora a la que se había citado al 
Concejo. “Ojalá no peleemos mucho hoy”, me comenta una concejala mientras 
caminábamos en dirección a la Sala de Concejo. Al interior, sólo cuatro auditores, uno que 
otro concejal se asoma, pero sólo saludan y se van. Poco a poco van ingresando más 
auditores (ciudadanos espectadores de la sesión) y concejales, que entre temas banales 
comentan con evidente ironía los atrasos de sus colegas y la necesidad de comprar 
micrófonos para poder escuchar atentamente al Alcalde, que se atropella al hablar.  
16.25 horas. Entra acelerado el Alcalde, junto a su secretaria y 3 concejales; se sienta 
en la cabecera, toca la campana, y sin mucha amabilidad solicita que se retiren los 
auditores durante la primera parte porque va a ser privada, y llama a los concejales que 
faltaban. Los cerca de 15 asistentes esperamos parados en el hall central de la concejalía, 
dispuestos en pequeños grupos y conversando de temas variopintos.   
Luego de un rato, las personas que están en el hall comienzan a alegar por la actitud 
del Alcalde:  
 
- “debería haber avisado antes”, “cree que nosotros no tenemos nada que hacer”, 
“pero ha pasado demasiado rato”, “vamos a entrar y se va a terminar la sesión”, “debería 
haber hecho reuniones con horarios distintos”, “pero es que es un desordenado mental, 
disperso y acelerado”... comenta la concurrencia.  
De fondo se escucha cada vez más fuerte la discusión desde el interior de la sala. Una 
concejala, muy enojada, sale y entra un par de veces del salón del Concejo. Al quedar la 
puerta abierta, un señor que estaba a mi lado asoma la cabeza hacia dentro de la sala e 
inmediatamente le gritan ¡que cierre!  
  Al rato, un silencio inunda el otro lado de la puerta cerrada del Concejo. Una valiente 
señora se asoma a preguntar si se había acabado y todos le indican con su dedo que no.  
17:25 horas. Se abre la puerta y sale rápidamente el Alcalde. Unas personas lo intentan 
detener, él les dice “no puedo, tengo que hacer mi trabajo”, y los deja hablando con su 
asesor mientras se retira casi corriendo. 
  Entre el desorden, el movimiento, el bullicio y la ausencia de algunos concejales, la 
gente comienza a entrar a la sala. Un concejal se sienta en la cabecera, toca la campana y 
reinicia la sesión. Dice: 
-  primer punto de la tabla, saldado -toca la campana-; segundo punto, permiso para 
venta de alcoholes.  
Los concejales levantan sus manos aprobando la petición y se toca la campana. 
- tercer punto… otro permiso para venta de alcoholes. 
Los concejales levantan sus manos y se toca la campana.   
 
  17:32 horas. Se da por cerrada la sesión. Algunos de los y las asistentes –entre ellas 
yo– se quejan por la falta de respeto y lo corto de la sesión; otros se quedan sentados 
adentro, un poco sorprendidos, y otros le dicen a algunos concejales que no pudieron 
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plantear sus temas. “Dejémoslo para el miércoles”, les respondieron. En conclusión, una 
hora y treinta y dos minutos de espera para siete minutos de concejo público. 
 
Los relatos etnográficos describen un contexto político para el nivel local, donde las 
interacciones están más pauteadas por las excepciones, los espacios por los pasillos de 
"escapada", y los temas por la urgencia, antes que por la importancia. El contexto es 
importante porque esto implica, como se verá en las secciones siguientes, que la práctica 
política en el nivel local, es un gesto de aprendizaje sui generis para dirigentes sociales, 
comunitarios y autoridades locales y nacionales. Y que existe una suerte de complicado 
habitus a partir del cual los y las representantes se deben entrenar o socializar, para, con 
el tiempo, ir dejando atrás las nociones sobre la construcción de una representación 
política desde las bases. Las descripciones demuestran que el nivel formal de la política en 
Chile es clientelar (en el mejor de los casos), o asistencial. El nivel informal, sin embargo, 
será materia de capítulos posteriores.  
 
6.2 Descripción y tipo de actores políticos locales: de alcaldes, concejales y 
       dirigentes 
 
Los antecedentes etnográficos presentados (las citas y los 3 relatos etnográficos recién 
vistos), hablan de dirigentes vecinales sin apoyo popular pero anquilosados en el poder; 
de dirigentes vecinales con base ciudadana pero que han fracasado en sus intentos de 
generar organizaciones vecinales viables y obtención de recursos; de alcaldes como 
decisores absolutos de los espacios públicos; de la discrecionalidad de personajes que uno 
imaginaría baladíes en el nivel político local, como la secretaria del segundo relato; y de la 
futilidad del concejo como espacio público ciudadano. ¿Son estas pistas etnográficas 
meras anécdotas? ¿O son relatos de lo común del día a día municipal? 
 
6.2.1 Sobre los alcaldes 
 
La publicación del Informe de Desarrollo Humano en Chile Rural - 2008 puede, desde sus 
capítulos dedicados a la relación entre elites locales, provinciales y nacionales, arrojarnos 
algunas luces. A partir de una encuesta aplicada a las elites del nivel local y provincial,4
Los alcaldes en la encuesta aparecen como los personajes preponderantes dentro de la 
trama política territorial, pues, al mismo tiempo, son los que tienen más influencia, 
mayores vínculos con los demás actores, y son calificados como los más conflictivos y más 
 el 
Informe nos presenta un Poderómetro (mapa del poder). En éste, se describe la 
evaluación que las elites hacen de los demás actores del campo político en el que se 
mueven. 
                                                          
4 En esta encuesta, la muestra consideró como elites locales, el nivel dirigencial territorial del campo político, 
vale decir, presidentes de juntas de vecinos, comités, directores y profesores de escuelas, etc., y como elites 
provinciales, al nivel político y administrativo de los niveles regionales y provinciales, por ejemplo, SEREMI’s, 
CORE’s, funcionarios regionales de Servicios públicos de alto nivel, etc. 
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veces como con demasiado poder. En otras palabras, el alcalde se involucra densamente 
con todos y entra en tensión con muchos de ellos. 
 
Su protagonismo – que se expresa en el centralismo de las decisiones y la 
discrecionalidad con que se desenvuelve en los territorios- sería el producto 
ambivalente de la crisis de representación de las organizaciones y de los espacios 
públicos en el nivel local, así como del centralismo político en el nivel nacional. Estos 
aspectos lo configurarían como una imagen política total, como la figura fundamental a 
la hora de repartir y entregar los recursos: el alcalde es definitivamente el encargado de 
las decisiones en el nivel local, y todas las representaciones pasan por él (PNUD, 2008: 
161). 
 
Al revés de los alcaldes, los concejales –como puede leerse también en el Poderómetro 
del cuadro anterior- se caracterizan por su alto contacto con la elite, y sin embargo, su 
evaluación de influencia es más baja que la de aquellos actores políticos con los cuales la 
elite dice tener poca relación.  
 
A pesar de las últimas modificaciones a la Ley Orgánica de Municipalidades y otros 
cuerpos legales atingentes, la labor del concejal sigue siendo irrelevante. En primer 
lugar, no tiene asesoría profesional independiente de las facultades del alcalde; en 
segundo lugar, no tiene el estatus necesario para ejercer sus escasas facultades ya que 
ellas deben hacerse de acuerdo a la voluntad de la primera autoridad (Concejal)  
 
Mientras el alcalde es la figura patronal del nivel local, el concejal es, por excelencia, el 
actor más subestimado. Esto nos obliga a comprender cuál es el afán de los 
representantes locales (¿el “gobierno del pueblo”?) y cómo llegan estos a Ser (el rango de 
su representación). 
Abordemos estos puntos. El análisis de los datos cualitativos permite esbozar algunas 
categorías sobre el recorrido caminado por los actores hasta constituirse en 
representantes políticos. De acuerdo a las entrevistas, para llegar a ser alcaldes, estos han 
andado por, al menos dos grandes caminos, que redundarán también en dos formas 
distintas de gobernar: 
 
a) El camino territorial 
Es el camino de los alcaldes que ascienden como líderes locales dentro de una 
comunidad. Su intención fundamental es la política del nivel territorial, y su medio de 
acción es eminentemente localizado. No buscan figurar más allá de las fronteras de su 
jurisdicción, razón por la cual limitan sus estrategias de marketing político al interior de 
sus territorios. Generalmente, son alcaldes de comunas pequeñas y con poca visibilidad 
mediática. 
 
Yo soy mucho menos conocido hacia fuera, tengo una figura menos mediática (…) lo que 
yo quiero es devolver a la comunidad (…) lo que me ha dado. Concejal, candidato a 




A pesar de lo anterior, y equilibrados los escenarios políticos eleccionarios, estos 
alcaldes deben contar con la venia y apoyo de algún partido político. En síntesis: 
 
Tabla N° 14 Síntesis del camino territorial 
Alcalde Camino territorial 
Medio de acción Territorial–local (marketing interno a límites comunales) 
Medio de 
legitimación 
Liderazgo local ascendente, pero mediado por un partido 
Objetivos futuros La reelección 
Fuente: Elaboración propia. 
 
b) El camino de cúpulas  
Estos alcaldes son aquellos que provienen de las elites políticas de los partidos. Sus 
objetivos son más bien temáticos-nacionales-partidarios que territoriales-locales, y su 
medio de acción no está sólo en las fronteras comunales, sino más bien en los espacios 
partidarios donde pretenden hacer carrera. 
 
Bueno, la verdad es que yo nací dentro de la política, me críe dentro de ella, imagínate 
que toda mi familia ha estado involucrada en la política. Mi padre fue tres períodos 
alcalde, mis tíos también fueron alcaldes, en general todos han sido políticos. Entonces, 
por razones casi obvias, esta comuna está muy arraigada tradicionalmente a mi familia 
(Alcalde). 
 
Su recorrido político eleccionario comienza cuando son seleccionados y fogueados en 
elecciones para concejal y alcalde en comunas pequeñas, para luego ir participando en 
otras elecciones por comunas cada vez más grandes. Es por esta razón que sus campañas 
de marketing suelen enfocarse hacia fuera de la comuna, en distritos territoriales de 
mayor amplitud. Su objetivo es, en general, posicionarse como figura pública nacional con 
capacidad eleccionaria en niveles políticos superiores. 
 
Hay casos de alcaldes que usan el cargo como trampolín, pero creo que cometen un 
profundo error, porque hoy es más importante ser alcalde que diputado. Los alcaldes 
tienen recursos, deciden cosas y los parlamentarios la verdad que no. El problema es 
que cuando su interés es simplemente hacer del municipio un trampolín para otras 
cosas, van a desempeñarse mal. Ser alcalde significa una motivación que si no existe ese 











Tabla N° 15 Síntesis del camino de cúpulas 
Alcalde en el Camino de las Cúpulas 
Medio de acción Temático-nacional-partidario (marketing enfocado 
extraterritorialmente) 
Medio de legitimación Cúpulas partidarias 
Objetivos futuros Hacer carrera política, lograr otros cupos políticos en comunas más 
grandes u otros cargos 
Fuente: Elaboración propia.  
 
6.2.2 Sobre los concejales 
 
Los concejales por su lado, se encuentran con diferentes opciones en su recorrido de 
realización política, a veces porque se ubican en un punto intermedio entre alcaldes y 
dirigentes, y otras, porque sus historias los colocan dentro de las elites políticas del país o 
los territorios, o también, porque además para cada caso, pueden existir motivaciones 
heterogéneas: para algunos es la reelección, para otros la dieta, y para otros un peldaño a 
superar (con paciencia y/o dedicación) hacia el logro de objetivos políticos mayores. Valga 
la siguiente matriz cruzada para explicar mejor este juego de historias personales, trabajo 
político y motivaciones. 
 
 




a) Tipo I (en el cuadro 3) 
Este Concejal o Dirigente vecinal plus ultra, se caracteriza por haber realizado una 
carrera política muy ligada a las bases y al territorio (las motivaciones políticas y los 
diferentes tipos de dirigentes de acuerdo a esto, serán estudiadas en el apartado 
siguiente). Suelen establecer una suerte de apadrinamiento de sus territorios y se vuelven 
representantes de ellos dentro del concejo, razón por la cual, su objetivo político suele ser 
la reelección en el cargo. 
 
En el caso de mi comuna, la mayoría de los concejales tienen una trayectoria: tanto los 
de ahora como los que han estado anteriormente, han tenido una trayectoria como 
líderes locales. Sea en diversos ámbitos, como la educación, en el ámbito vecinal, en el 
desarrollo social de la comuna, en el mismo municipio, son todas mayoritariamente 
personas que han venido del mundo municipal o del entorno comunal. (Concejal) 
 
Al igual que para los alcaldes, necesitan, en general, contar con la venia y la legitimidad 
partidaria para contar con alguna chance de ser electos. 
 
b) Tipo II (en el cuadro 3)  
Este Concejal se caracteriza también por haber realizado una carrera política territorial, 
pero con vínculos partidarios y aspiraciones políticas mayores al tipo anterior. Su meta 
mayor es en general la alcaldía de la comuna, razón por la cual se caracterizan por estar en 
terreno y por un trabajo de atención a los vecinos fuerte. 
 
Hay alcaldes que son líderes locales que a veces empiezan trabajando con la junta de 
vecinos y después postulan a concejales, y de concejales saltan a la palestra más grande 
que es ser alcalde. Ese debiera ser el camino: líder comunal, concejal y después alcalde. 
(Concejal) 
 
c) Tipo III (en el cuadro 3) 
Este concejal proviene directamente de los partidos políticos y de las elites. Buscan o a) 
hacer una carrera política, o la dieta que el trabajo de Concejal implica; que les permite 
tener al mismo tiempo que plataforma dentro del partido, tiempo para la realización de 
carreras académicas.  
 
Llegue a ser concejal el año 2000, cuando mi partido me dio la posibilidad de ir en un 
cupo, postulando a concejal en aquella época. Yo en ese tiempo (…) tenía un liderazgo 
bastante importante al interior de RN y a nivel nacional y afortunadamente muchos 
vecinos confiaron en mi persona, me dieron su voto y me convertí en concejal. 
(Concejal) 
 
O b) hacer una carrera como alcaldes en esas comunas, por lo que hacen más trabajo de 
terreno, están en el Municipio, atienden a la gente y, en definitiva, se involucran 




Hay alcaldes que usan el cargo como trampolín. Los alcaldes de la comuna de Santiago 
son personas que después pasan a otros cargos más grandes y muchas veces son gente 
que postula hasta para el cargo de Presidente de la República, por ejemplo. (Alcalde) 
 
Sin embargo, para alcanzar el puesto, se requiere del apoyo de los partidos. Es muy 
excepcional el logro de cargos políticos municipales (y de cualquier orden) sin el apoyo de 
estos. 
 
Los concejales que llegaron a ser electos, lo hicieron con el apoyo de los partidos, 
porque el apoyo ciudadano sólo se necesita en el proceso eleccionario. (Concejal). 
 
6.2.3 Sobre los dirigentes vecinales 
 
Cuando analizamos el trayecto de los dirigentes en su realización, podemos distinguir, de 
acuerdo a sus intenciones políticas y a sus estrategias de medios de acción, a tres tipos: 
 
a) Los Dirigentes Profesionales 
Un segmento de los dirigentes ha profesionalizado su trabajo como líderes comunales 
locales y hacen de su rol estratégico su forma de vida, perpetuándose en el cargo. De éste 
obtienen los recursos económicos que le permiten vivir y, por lo mismo, siempre saben 
cómo, dónde y cuándo hablar con el Alcalde, con las demás figuras políticas y, también, 
cómo, dónde y cuánto pedir. 
 
Tenís (SIC) dirigentes que han profesionalizado su cargo, que son dirigentes las 24 horas 
del día y que, en definitiva, al poner su tiempo a disposición, eso significa que ellos 
reciben un beneficio. Nadie te va a decir esto, pero es una realidad: han elegido la 
dirigencia como un método de subsistencia. Eso les permite darle (SIC) comida a su 
familia, y es una realidad, dirigentes que ganan plata siendo dirigentes a través de los 
proyectos, de beneficios sociales que han logrado para la comunidad (…) Éste lo que 
quiere es proyecto, proyecto, proyecto, o sea recursos (…), si no, no se entiende. 
Altruismo, ¿hasta dónde? (Experto en trabajo municipal). 
 
Valga destacar en este punto, que lo que se señala es solo una situación descriptiva. Este 
estudio no puede decir nada acerca del dilema valórico que enfrenta la representatividad 
y la política local en este punto. Esto porque, en sí mismo, obtener recursos con un puesto 
dirigencial, no tiene nada malo. El problema surgiría más bien, a propósito de la no 
transparencia de tal situación, lo que podría acarrear problemas de clientelismo. Sin 
embargo el debate es de una dimensión tal, que excede el espacio de esta publicación. 
 
b) Los Dirigentes Partidarios 
Otro tipo de dirigente es el que está relacionado con los partidos políticos. Son líderes 
territoriales, sin embargo, su medio de acción no se acaba en su organización, sino que 
buscan ascender en las máquinas partidarias y en los cargos políticos territoriales. Al igual 
que los profesionales, este tipo de dirigentes entiende muy bien el mecanismo de 
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asistencia de los municipios, y es capaz de utilizarlo de manera eficiente en beneficio de su 
territorio. 
 
Hay otros que definitivamente están apernados, que les gusta el asunto del poder, del 
juego del poder y que no van a hacer nada por dejarlo; y se quejan siempre del cargo, y 
siempre dicen que esta es la última vez que se van a presentar, pero tú sabís (SIC) que 
tienen un cuento como de poder, que es difícil para ellos renunciar (Profesional de 
ONG). 
 
Valga aclarar que este estudio no pretende hacer valoraciones de ningún tipo. Todo lo 
contrario, expresa como legítima la ambición política de las dirigencias sociales en el nivel 
local de la política. Se pretende levantar acá, simplemente, este aspecto como uno de los 
incentivos movilizadores de cierto tipo de dirigentes. Incentivos que obviamente son 
complejos en cada persona, cada una puede ser movilizada por estos que se describen, y 
muchos otros al mismo tiempo. El afán de este texto es la simplificación de la realidad 
política en el nivel local. 
 
c) Los Dirigentes “Inocentes”. 
Son aquellos dirigentes que trabajan por hacer el bien a la comunidad y que destinan su 
tiempo libre en beneficio de lograr objetivos comunitarios. 
 
¿Porque te dedicas a esto? (…) la verdad yo hago esto por ver la sonrisa de los niños 
cuando hacen teatro. (Dirigente) 
 
Sin embargo, en este proceso, este tipo de dirigentes se resienten por la ineficiencia de 
sus mecanismos de gestión participativa, por las capturas del Municipio por parte de otras 
organizaciones, y dirigentes de los tipos anteriormente señalados,5
 
 por la “ingratitud” de 
las bases sociales que dirigen, y a veces simplemente porque se ponen viejos y es mucho 
el tiempo y el trabajo. Terminan entonces, generalmente, renunciando y alejándose del 
trabajo social comunitario. 
Hay algunos, más inocentes
Y después tienes los otros dirigentes que no son ni chicha ni limonada, que están ahí 
porque quieren hacer un bien a la comunidad, que no están disponibles a tiempo 
completo, que trabajan. Algunos de ellos se aburren con el tiempo, dejan botada la 
organización.(Experto en trabajo municipal) 
 podríamos decir, que están recién como enamorados del 
tema, los que están recién empezando, que tienen toda la energía, todas las ganas, pero 
que no tienen mucha experiencia. Entonces meten las patas, se equivocan y sufren con 
el cuento… pero tienen ganas y eso los mueve. (Profesional de ONG). 
 
                                                          




Fuente: Elaboración propia. 
 
Si usamos la nomenclatura de dirigentes tradicionales y emergentes de la DOS (2001), y 
desde propios estudios anteriores (Pagliai y Flores, 2007), podemos aventurar el siguiente 
cruce para el mundo dirigencial local. El dirigente tradicional depende directamente de la 
aprobación de los actores de su entorno para el éxito de sus gestiones. La comunidad lo 
reelegirá sólo si percibe la inmediata consecución de resultados, que dependen de la 
consecución de recursos, eslabones de éxito que requieren mantener buenas relaciones 
con el alcalde de turno. 
 
Es un poco como ir a solicitar caridad, entonces el cuento es: no me vaya a poner yo en 
mala con… porque si no, no voy a recibir los beneficios (…) no voy a discutir mucho 
porque me puedo quedar sin proyecto, y entonces no voy a valer nada como dirigente, 
si no soy capaz de captar recursos para mi sector (…) entonces mi labor como dirigente 
depende de yo estar bien con las autoridades (Profesional ONG). 
 
De esta manera, la legitimidad del dirigente tradicional está dada por las instituciones que 
componen su entorno organizacional, desde donde puede obtener recursos que permitan 
el hacer y su próxima reelección. Es por tanto una legitimidad que desciende desde las 
autoridades municipales y otras organizaciones de este nivel. 
 
Les gusta ser reconocidos, aunque sea a lo mejor pa’ (SIC) criticarlos, pero ser 
reconocidos por la comunidad, ser invitados por el Municipio a las reuniones, o por la 
ONG a las reuniones (…) tener cierta cuota de poder en el fondo. (Profesional ONG). 
 
Los dirigentes emergentes, en cambio, buscan su legitimidad en el respaldo de la 
participación de la comunidad y en la posibilidad de lograr cosas, en una relación directa 
137 
 
con ésta. Tienen una necesidad permanente y declarada de ser representativos de la 
comunidad. 
 
 Yo creo que es súper amplio, es súper diverso el papel de los dirigentes vecinales o de 
una organización vecinal, porque parte de las necesidades de la gente y de no perder el 
horizonte de las necesidades, y eso es parte de un diálogo permanente con las personas 
donde tú vives (…) Yo creo que uno nunca debe perder el horizonte de que uno sigue 
siendo un vecino. (Dirigente emergente). 
 
El campo político, entonces, se articula del siguiente modo: los alcaldes supervalorados 
(absolutos) y los concejales subvalorados, no tienen una relación política sino que 
asistencialista con los dirigentes tradicionales los que, a su vez, taponan la entrada de 
dirigentes emergentes. Esto vuelve invisibles las nuevas subjetividades políticas en los 
espacios públicos del nivel local.  
 
 
Fuente: Elaboración Propia. 
 
Por tanto, existe un espacio político local ordenado, naturalizado – pues da la impresión 
de que siempre ha sido así, y que seguirá siendo así porque es parte del orden natural que 
así sea-y anquilosado, que ha logrado eternizarse pero que no es “ciudadanamente 




6.3 Sociedad y Municipio: los juegos de decisión y participación en el nivel Local 
 
“Sé qué es cuando no me preguntan”, dijo San Agustín reflexionando sobre el tiempo. Esa 
es la mejor respuesta cuando se habla de participación. Fundamentalmente porque 
pareciera que tantas definiciones de participación ciudadana existen, como tantas 
personas quieran responder y trabajar en torno a esa pregunta. A este comodín verbal (o 
significado flotante) que encontramos en la palabra participación se dedican las siguientes 
páginas, y desde ellas levantamos una tipología empírica-etnográfica que intentará reducir 
la complejidad del concepto. 
Cuando las autoridades, los técnicos o los propios dirigentes responden sobre el tema, 
la participación toma un significado y una práctica de acuerdo a la consideración que se 
tiene del ciudadano –del sujeto- que participa, que va a participar o que está participando 
en alguna actividad.  
Desde este punto de vista, los entrevistados suelen distinguir a los “participantes” 
como personas que no saben y no pueden y/o, como personas que saben pero no pueden. 
 
a) El participante lego: no sabe y no puede 
Este sujeto es definido por las autoridades y técnicos como un actor limitado y, por 
tanto, incapaz de priorizar los lineamientos básicos y las necesidades para la construcción 
de proyectos y el direccionamiento de la comuna. 
 
La comunidad debe participar en la elaboración del Plan, pero tú no le puedes pedir a un 
compadre que a duras penas –hueón (SIC), no es cierto- sabe leer el letrero de la calle 
donde vive, que vaya a cachar (SIC) que es importante la educación Técnico-Profesional. 
Por favor... ¡ubiquémonos! (Alcalde). 
 
Yo creo que hay una instancia previa, de carácter -aunque parezca medio tecnócrata- no 
es cierto, más caído al nivel de lo técnico... de mediciones más serias, de estadísticas 
más válidas, que nos definan los quehaceres donde se deben abarcar ciertas prioridades, 
y dentro de esas prioridades, participe la gente, y vea cuál es la prioridad de la prioridad 
(…) (Alcalde). 
 
En este modelo, los ciudadanos deben ser guiados hacia el lugar correcto de la mejor 
decisión para el desarrollo de la comuna. Y por tanto, el mecanismo de gestión de la 
participación, o dicho de otro modo la operatoria de la realización de la participación -
para esta concepción que entiende como hemos descrito al sujeto que participa- será la 
priorización técnica de los problemas. En este modo, los técnicos, las autoridades o la 
consultora contratada para el caso, realizarán un diagnóstico de la situación comunal, y 
generarán una sistematización y selección de los principales problemas. Luego de esta 
definición técnica, los ciudadanos serán informados y se les pedirá que seleccionen o 
prioricen desde los resultados de estos estudios técnicos realizados. Priorización que 






b) El “participante” como insumo técnico: Sabe, pero no puede. 
Los actores políticos de nivel local, cuando hablan de participación, hacen también 
referencia al “participante” como una persona que conoce y vive los problemas 
fundamentales de la comuna y los direccionamientos que debería tener el territorio, pero 
que es al mismo tiempo incapaz de llevar de manera inteligible esta sabiduría a ideas 
transformables en proyectos, programas y/o directrices comunales. 
 
 Yo creo que en un nivel de diseño, la gente puede aportar (…) en términos de ideas, 
pero eso tiene que tener un cedazo posterior desde el punto de vista técnico, porque el 
tema de estos municipios es que las necesidades son ilimitadas y las capacidades son 
limitadas (Técnico Municipal). 
 
Emergen de este modo, dos posibles mecanismos de gestión (u operacionalización de la 
participación) desde esta idea de sujeto y de participación. Primero, el participante como 
muestra: en este punto, los técnicos, las autoridades o una consultora encargada por el 
Municipio levantan la opinión de la ciudadanía frente a los principales problemas con 
encuestas, entrevistas y focus group, para luego realizar una propuesta técnica que la 
ciudadanía acota, informa o rechaza. Este enfoque, al considerar la “incapacidad 
discursiva” de este tipo de sujeto, se mecaniza a través de metodologías útiles para la 
recolección de información y para la construcción técnica de los proyectos, donde se 
atiende al ciudadano como parte de un muestreo representativo de la realidad comunal. 
 
(…) En el fondo, fue meramente para decir: sí, participaron dirigentes, participaron 
personas que las sacamos de aquí, de allá y participaron, pero en la realidad, nadie 
participó en la elaboración del PLADECO (Dirigente). 
 
En este tipo de trabajos participativos, las consultoras recogen las opiniones significativas 
de una muestra de individuos, pero no las subjetividades expuestas en espacios públicos 
de deliberación ciudadana. Vale decir, el ejercicio participativo en este modo, se refiere a 
un gesto sociológico muestral de levantamiento cualitativo de la información.  
Otro mecanismo de gestión es el del participante en la lógica de proyectos. Mediante 
este mecanismo de gestión se asume la sabiduría territorial que manejan los sujetos 
ciudadanos, al mismo tiempo se reconoce en ellos la señalada y descrita “incapacidad” de 
transformar en proyectos las ideas que tienen sobre sus territorios. Por esta razón, este 
enfoque intenta operar la participación enseñando a los ciudadanos a armar sus ideas y 
capacitándolos por tanto en “formulación de proyectos”. Para ello construyen concursos 
públicos a los que la ciudadanía postula mediante bases, para que puedan hablar 
postulando a los recursos públicos municipales de manera directa. Este proceso incluye, 
generalmente, períodos de capacitación en Formulación de Proyectos y el manejo de las 
bases que los propios técnicos o equipos de ONG’s presentes en los territorios, entregan a 
los dirigentes vecinales interesados en participar. El fin se refiere a entrenar a los 
ciudadanos para que aprendan el lenguaje de las bases y de los proyectos, formándose en 
lenguaje técnico; y, como relata el siguiente trozo etnográfico, los ciudadanos se obliguen 
a decir–en un incentivo perverso- lo que los técnicos y las autoridades quieren oír, y de 
este modo ganarse el proyecto (ver recuadro siguiente). 
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Ahora bien, los discursos de los actores políticos locales, cuando hablan de 
participación, también aluden a las formas en que se legitiman los dirigentes en el proceso 
de toma de decisiones de sus organizaciones. Desde este enfoque del discurso 
encontramos entonces dos tipos de participación: 
 
a) La participación como captura del Municipio. 
Este modo de realización de la participación corresponde fundamentalmente a la lógica 
de las organizaciones tradicionales y de los dirigentes históricos de la comuna, quienes 
actúan permanentemente como representantes de la ciudadanía en el levantamiento de 
proyectos de participación y repartición de recursos públicos. Son estas organizaciones y 
dirigentes las que permanentemente están presentes en las listas de nombres desde 
donde los técnicos o consultoras arman las muestras para realizar los focus y entrevistas, 
con el objeto de hacer los diagnósticos de problemas y los planes de desarrollo comunal.  
 
 El SECPLA pasa lista a la consultora externa, y esta selecciona para un focus (Dirigente). 
Es la Participación dudosa de dirigentes en el diagnóstico del Pladeco (Técnico 
Municipal). 
 
O son aquellas organizaciones y dirigentes que siempre son convocados a las 
capacitaciones para la postulación de proyectos o cuentas públicas municipales. 
 
Ha disminuido la participación, siempre llegan los mismos (Dirigente). 
La representatividad de esas personas es dudosa, ya que las elige el DIDECO entre los 
clientes frecuentes (Técnico Municipal). 
 
Como vemos, los niveles tipológicos se componen de manera cruzada en “lo real”. 
Digamos en definitiva que las organizaciones que comprenden de este modo la 
participación, no arman sus medios de acción y legitimación hacia las bases, sino que lo 
hacen poniendo referentes externos a sus organizaciones. 
 
EL Pladeco es elaborado por el SECPLA sin contenido y con participación. No es válido, 
no guía para la acción, no tiene permanente participación (Técnico Municipal). 
 
Si bien estas no son las únicas ni las mayoritarias, entre las organizaciones del nivel 
local, si podemos decir que son estas las que más se relacionan institucional y 
formalmente con el Municipio. Otros estudios (Flores, 2003; Pagliai y Flores, 2007) nos 
permiten comprender que existen también otras esferas organizacionales donde la 
representatividad y legitimidad se encuentra en las bases, pero cuya institucionalidad está 
fuera de los marcos del reconocimiento municipal. 
 
b) La participación desde el supuesto-ciudadano. 
Es este un enfoque que el estudio ha encontrado fundamentalmente en el discurso de 
técnicos y Alcaldes, varios de ellos quienes, suponen un tipo de ciudadano que no tiene las 
posibilidades de acceder a los espacios públicos locales. Este ciudadano supuesto, oculto 
por el formato representativo arriba descrito (la captura del municipio) de las 
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organizaciones tradicionales, existiría por tanto para ellos más allá de las “organizaciones 
tradicionales”.  
La operatoria de las personas que sostienen este enfoque, es por tanto la de bypassear 
a las organizaciones tradicionales, generando consultas o diagnósticos –técnicos, no 
políticos- con los habitantes de sus comunas. Se contactan con ellos entonces de manera 
individualizada, fundamentalmente a través de encuestas y consultas, para saber de sus 
necesidades o requerimientos.  
 
(...) Es que están esas institucionales, tú los conoces, sabes de las que estoy hablando, 
todos las conocemos (...) las organizaciones comunitarias, las asociaciones de 
propietarios, los sindicatos (...) todo lo que tú quieras, pero hay un 90 %, como te decía 
yo anteriormente (...) un 80 % de la gente que no tiene una cabida institucional, no 
pueden entrar en las organizaciones estas, para participar, para poder manifestarse, y es 
ahí donde yo creo que hay un rol, de parte de la autoridad y de las instancias 
municipales en este caso, para generar mecanismos de consulta válidos, donde 
podamos llegar a esa gente que no entra a las organizaciones de este tipo. (Alcalde). 
 
Cuando enfocamos el tema de la participación desde la gestión que la operacionaliza, o la 
forma en que se desenvuelve, podemos ver que en los discursos aparecen dos tipos 
fundamentales: 
 
a) La participación como hito democrático  
 
(…) A ellos (los ciudadanos) se les consulta solamente la opinión, pero no están 
involucrados permanentemente en el proceso, ni menos en cuanto a construir objetivos 
y metas donde ellos también estén involucrados. No, yo diría casi un barniz de 
participación. (Técnico Municipal). 
 
Los discursos de este tipo entienden la participación como eventos masivos donde se 
rinde cuentas o se informa a la comunidad sobre los procesos, decisiones y formas de 
inversión que toman las autoridades. Son los momentos culminantes de la participación 
que entienden al ciudadano como muestra o como sujeto a ser informado. El sujeto -en el 
marco de la crisis de representación o de las consultas preciudadanas- es considerado e 
informado mediante este mecanismo de gestión y participación. 
 
b) La participación como proceso 
Hay dos significados de participación para este mecanismo de gestión, pero en ambos 
es fundamental el involucramiento permanente de la ciudadanía. 
 
b.1 Participación ideologizada: Acá, el discurso es el que entiende en la participación el 
fin del ejercicio democrático y no un mecanismo de gestión. Por tanto, les exige a los 
ciudadanos grandes esfuerzos y costos de tiempo en su involucramiento en los espacios 
públicos municipales y demás ejercicios políticos. Suelen responder mejor a este formato 
y a las organizaciones que lo patrocinan las personas que se han profesionalizado como 
dirigentes, y estos incentivos y concepción de participación suelen ser enarbolados por 
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ONG’s, fundaciones interesadas en este asunto, y por las elites políticas y técnicas de las 
municipalidades. Valgan de ejemplo las siguientes citas: 
 
Cuesta la convocatoria (…) porque la gente, según mi percepción, es como más 
inmediata. Siempre se está moviendo por lo inmediato, no quieren trabajar para lograr 
las cosas. Y para lograr las cosas hay que esforzarse (…) y harto (Profesional ONG). 
 
Yo creo que al Municipio le corresponde incentivar, y de hecho, hay una ordenanza 
municipal, se supone, que tiene que ver con privilegiar mecanismos y canales expeditos 
para la participación ciudadana. Por otro lado, la ciudadanía tiene la obligación de 
participar en lo que pasa en su comuna, en su territorio, en su barrio. Pero hoy día 
estamos enfrentados a un problema potente de contextos muy adversos para la 
participación de la gente (Profesional ONG). 
 
b.2 Participación eficiente: Acá, si bien el discurso considera que la ciudadanía debe 
involucrarse en un proceso permanente en la gestión de los recursos públicos, se opone a 
la ideologizada en tanto entiende que este involucramiento debe ser eminentemente 
práctico para el ciudadano. Debe, usando los menores costos de tiempo y de recursos, 
lograr los máximos resultados, directamente relacionados con los objetivos de las 
personas que participan.  
 
(…) En hacer cosas, que se vean las cosas. Que no sacamos nada con tener la plata del 
presupuesto si no tenemos las cosas, las cosas se tienen que ver (Dirigente tradicional). 
 
Podríamos aventurar que los dirigentes tradicionales entienden mucho mejor la dinámica 
práctica de la participación como mecanismo de gestión, que los dirigentes emergentes, 
que ven en ella un fin, más que el medio para la consecución de “cosas”. 
 
6.4 Juegos y Procesos en el Poder Municipal 
 
- Y ahí te quedái’ como mosquita muerta…Cualquiera te cree la carita…Si me 
contaron el numerito que hicieron el otro día con tus amigotes, oye. Yo te he 
dicho otras veces: si vienen esos hueones (de la Municipalidad) a ofrecernos algo, 
tenemos que decir que sí. Si nos ofrecen pasto, pasto queremos; bicicleta, 
bicicleta le queremos; Citroneta, Citroneta le queremos. Ni hueones que 
fuéramos. 
Escena de la Película El Nikki: (Caluga o Menta), Justiniano, Chile, 1990. 
 
Varios alcaldes señalaron no confiar en la representación de las juntas de vecinos y de las 
organizaciones de base. Puesto que, según sus propios cálculos, estas no representaban 
“ni el 10% de lo que pensaba” (SIC) o quería la comunidad y que, por tanto, prefería hacer 
consultas masivas a la gente sobre los proyectos y decisiones que el Municipio iba a 




“...Es que están esas institucionales, tú los conoces, sabes de las que estoy hablando, 
todos las conocemos... las organizaciones comunitarias, las asociaciones de propietarios, 
los sindicatos... todo lo que tú quieras, pero hay un 90 %, como te decía yo 
anteriormente... un 80 % de la gente que no tiene una cabida institucional, no pueden 
entrar en las organizaciones estas, para participar, para poder manifestarse, y es ahí 
donde yo creo que hay un rol, de parte de la autoridad y de las instancias municipales en 
este caso, para generar mecanismos de consulta válidos, donde podamos llegar a esa 
gente que no entra a las organizaciones de este tipo” (Alcalde).  
 
Dos cosas podríamos sacar en limpio de una cita como esta: o el Alcalde no está 
interesado en la participación y, por tanto, se excusa en la baja representación de las 
organizaciones tradicionales para “saltárselas” y poder de ese modo preguntar 
directamente a la desorganizada ciudadanía, o podemos pensar que en él hay un legítimo 
interés de participación ciudadana que choca con la imposibilidad del propio sistema 
político local municipal, porque las organizaciones tradicionales, efectivamente, no son 
representativas. 
El ejercicio etnográfico-científico nos invita a reflexionar, mejor, sobre la segunda 
opción (la primera, no nos lleva al dogma), e inmediatamente aparecen las preguntas: 
¿Por qué un alcalde con voluntad política de participación ciudadana, no encuentra 
resultados en las organizaciones formalizadas para aquello? ¿En qué terminan los 
proyectos participativos realizados a través de organizaciones vecinales formales? El 
problema de la calidad democrática en los niveles locales municipales, ¿es solo culpa del 
empedrado? ¿Cuáles son los vicios democráticos, representativos y organizacionales, que 
caracterizan el campo de lo político municipal?  
Aparece en los discursos una suerte de obsolescencia de las organizaciones 
tradicionales, fundamentado esto por las siguientes 3 sentencias derivadas del análisis 
arriba presentado: No hay capacidad de representación en las organizaciones 
tradicionales porque los socios no asisten a las reuniones, porque sus llamados no 
convocan, porque no catalizan en sí lo que sus bases quieren; a la ciudadanía le conviene 
la existencia de las organizaciones y dirigentes no representativos, porque en su 
profesionalización “consiguen cosas”; la ciudadanía es convocada en el nivel local por 
otras formas menos visibles -aunque ruidosas en todos los términos– de organización. 
El astuto alcalde arriba señalado -que quiere generar instancias de participación y que 
es consciente de que las organizaciones que están en su entorno visible, para él no son 
representativas de la comunidad- intenta “saltarse” al Dirigente Tradicional y a su 
organización, y se empina para encontrar, más allá del bosque, individuos que, supone, 
tienen ganas de participar para incluirlos en el sistema político municipal. Sin embargo, 
este intento es infructuoso porque sólo puede vincularse con una masa difusa de 
individuos que van a opinar a través de consultas ciudadanas sobre opciones ya 
dispuestas por el propio municipio (alcaldes y técnicos).  
Pero estas consultas ciudadanas, obedecen a la lógica preciudadana de participación 
que es más cercana a la opinión como consumidor, o al people meter de la efervescencia 
comunitaria, que a la idea de ciudadano. Por lo menos esto es así desde la lógica de 
Hannah Arendt quién define al ciudadano como “propiamente tal”, solamente cuando 
este forma parte, al mismo tiempo que permite, un espacio público completo, vale decir, 
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reconociéndose como individuo al mismo tiempo que, en el encuentro comunicativo con 
otros ciudadanos, se reconoce como diferencia (Arendt, 2005). Bajo la concepción 
“preciudadana” los técnicos y alcaldes entienden el rol político de la ciudadanía limitada 
fundamentalmente a opciones ya tomadas. 
 
(…) Lo básico y lo más importante, es que la gente opine. No creo que estemos todavía 
en la fase en que se tomen decisiones colectivas. Porque incluso las consultas siempre 
son dirigidas, entonces se le pide a la gente que diga sí o no, respecto de algo que se le 
está proponiendo (...). (Concejal) 
 
(...) Estos no son proyectos, son, yo diría, ideas con las que mantenemos contenta a la 
gente, son las famosas migajas que se tiran a los pollitos para quitarles el hambre. Aquí 
no hay proyectos definidos, no hay proyectos a largo plazo. (Dirigente Tradicional) 
 
Gregory Bateson (1972), ejemplifica algunos vicios del “pensamiento científico” con la 
famosa escena del Médico a Palos
En otras palabras, todo el mundo sabe lo que es participación, pero nadie está 
hablando de lo mismo cuando la menciona. Todos le damos valor, sin embargo cuando 
preguntamos, hasta cuánto se está dispuesto a poner en juego para que se realice ese 
valor, hay una distancia enorme. Para algunos, se juega en la información; para otros, la 
deliberación; para otros, las asambleas de cuentas públicas, por nombrar algunas 
posibilidades. Lo único claro es que para todos es lo más importante, y para todos, los 
procesos de gestión municipal son participativos porque tienen, justamente, participación. 
Diremos, porque tienen principio participativo.  
 de Molière, en la que una comisión de tesis le pregunta 
a un candidato a Doctor la “causa y razón” por la que el opio hace dormir, a lo que el 
candidato responde, luego de un instante de cavilación, que el opio hace dormir porque 
tiene “Virtus dormitiva”, o sea, porque tiene un “Principio dormitivo”. Esta misma 
situación ocurre con la idea de participación, la cual aparece permanentemente como un 
“querer ser” entre los entrevistados. Sin embargo, la forma en que el concepto es 
asumido por cada uno de ellos, dista de Pedro a Pedro, con intenciones y contenidos muy 
distintos en cada uno. Las volatilidades del contenido demuestran, o por lo menos 
insinúan, lo central de los vicios democráticos y organizacionales del nivel local municipal, 
que en el capítulo de “tipologías de participación” les presentamos. 
Los técnicos municipales, por ejemplo, entienden en la participación una necesidad 
fundamental, un requerimiento central para la instalación de los proyectos y políticas 
públicas del nivel municipal. Sin embargo, hacen dos salvedades al entendimiento de esta 
lógica: 1) que la participación es muy difícil de realizar, ya sea por falta de recursos o por 
voluntad política. 2) que la idea de la realización de la participación es fundamental, pero 
que siempre es necesario que exista una priorización técnica de lo que debe ser abordado 
en los territorios. 
La primera salvedad nos interesa, porque describe la forma en que los técnicos se 
colocan por fuera de la política, más allá de ella, y por tanto también, impolutos ante el 
mal y el bien. La segunda salvedad nos interesa porque desde ella podemos concluir que, 
para los técnicos, la participación es buena pero cuando no es “tan” participativa. Porque 
en general su posición es que, en vista y considerando “los infinitos problemas de los 
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territorios”, primero debe hacerse una jerarquización y una argumentación técnica desde 
la cual el ciudadano pueda priorizar. 
En los territorios, como se menciona más arriba, la primera palabra es técnica, y luego 
ciudadana, lo que deja un margen de decisión bajo o nulo al ciudadano, al mismo tiempo 
que sitúa al técnico como un actor fundamental en las decisiones que construyen futuro y 
modos de vida en los territorios. En este proceso, el diseñador técnico decide que desde 
sus conocimientos puede analizar mejor las necesidades del ciudadano, alejando el futuro 
del territorio de lo que el ciudadano asume como propio, o de lo que realmente quiere o 
necesita.  
Por tanto, la participación ciudadana, para el ciudadano, se hace desde una decisión 
que ya está tomada, porque, tal como en el ejemplo de participación que mencionábamos 
más arriba, a este se le pregunta si prefiere priorizar entre mejorar la educación, mejorar 
la seguridad ciudadana, o mejorar la infraestructura, pero nunca con la oportunidad de 
comprender su modo de vida o sus deseos de futuro territorial. Para los dirigentes no 
existe la participación de primera mano: 
 
Yo creo que hay que creer, de hecho tener conciencia, y los políticos en general deben 
empezar a creer que la gente que está en la base social también es inteligente como 
ellos. Que no son ciudadanos de segunda clase. Porque aquí ellos son los ciudadanos de 
primera, que son los capaces de hacer las cosas, y los otros son de segunda, los otros 
solamente tienen derecho a votar por ellos. Nada más. (Dirigente de organización 
tradicional)  
 
Las palabras de estos dirigentes (todos de una misma comuna de la capital) nos permiten 
comprender la inexistencia de la “participación de primera mano”. Y que la participación 
que hay, cuando la hay, es ad post de las priorizaciones territoriales que han hecho 
técnicos y autoridades. Los dirigentes, entonces, entienden que no hay una completa 
democracia en el nivel local, sino que hay una deslegitimación de las propias necesidades 
del ciudadano y que este no está capacitado para saber lo que necesita. La forma de 
reaccionar es la más lógica, según este contexto: acata las consultas, trata de poner sus 
temas de alguna u otra forma y conseguir “lo más que se pueda” para su unidad vecinal, 
pero sin mirar o fijar su intención en lo que realmente quiere o sueña. 
 
Es un poco como ir a solicitar caridad de repente, entonces el cuento es: no me vaya a 
poner yo en mala con el caballero o con el Alcalde, no voy a discutir mucho porque me 
puedo quedar sin proyecto, y entonces no voy a valer nada como dirigente (…). 
(Profesional ONG). 
 
Este capítulo permite reflexionar, caracterizar y explicar, desde las observaciones y 
discursos levantados en terreno, las tramas que tejen y conforman los sistemas políticos 
de nivel local. El foco de atención del estudio se centró pues, en las subjetividades y en 
cómo estas comprendían y se comportaban a la hora de tener que reaccionar 
políticamente. Los antecedentes secundarios nos pusieron en cuenta del complejo 
contexto que enfrenta la democracia en los países latinoamericanos.  
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Primero, porque son sistemas relativamente novedosos en tanto, recién a fines de los 
80, la democracia comienza a caracterizar la política del continente, y por tanto lleva 
solamente 20 años resolviendo las herencias y mochilas autoritarias de los regímenes que 
administraron a sus países. Segundo, porque Latinoamérica debe construir sus 
democracias en situaciones extremas de pobreza e inequidad, y por tanto, sus sistemas de 
decisiones políticas deben considerar y solucionar rezagos como las desigualdades en el 
acceso a las instancias de toma de decisión, al mismo tiempo que la “elitización” y cierre 
de los grupos de poder (partidos), en todos los niveles.  
No solamente en la relación ciudadano – parlamentarios vía democracia electoral, sino 
que también en la relación ciudadanos – dirigentes, vía democracia participativa (en 
definitiva, dos caras de la misma moneda).  
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Capítulo 7. El sujeto en el territorio:  
Políticas de descentralización (1990-2013) 
 
Este capítulo dará cuenta del contexto político del sujeto, en tanto representación y 
oportunidades de realización en el territorio, dando énfasis al avance del discurso político 
y de las políticas públicas en este sentido. Para esto se abordará la forma en que Chile, 
durante el período de retorno a la democracia, ha planeado la integración política de los 
habitantes de los territorios (a partir de diferentes formatos y políticas públicas), y los 
diferentes planes que están siendo actualmente debatidos para dar forma en el futuro 
inmediato y mediato a esta inclusión. Para esto se hará un repaso contextual de las 
políticas públicas de los últimos 20 años en materia de descentralización, para luego 
examinar esos avances y analizar el discurso de los y las candidatas a presidente en los 
comicios presidenciales de 2013, y el programa de gobierno de la actual vencedora y 
presidenta electa Michelle Bachelet.  
 
7.1 Política y políticas de descentralización 
 
Es posible establecer que el proceso descentralizador en Chile comenzó en los años 60 a 
partir del gobierno del presidente Frei Montalva, quien a través de la Oficina de 
Planificación Nacional (ODEPLAN), incorporó propuestas provenientes del mundo 
académico favorables a un mayor equilibrio territorial mediante polos de desarrollo 
(Boisier, 2000). En menor medida, el gobierno de Salvador Allende mantuvo aspectos de 
esta línea. Tras el Golpe de Estado, se dio inicio al proceso de regionalización, creándose 
una nueva división político-administrativa, compuesta por trece regiones. Dicha 
institucionalidad se mantiene en buena medida vigente en Chile (durante el último 
período se han creado, inclusive, dos nuevas regiones). 
El enfoque del proceso de regionalización ha sido fundamentalmente económico (plena 
asignación de los recursos) (Boisier, 2000). El intento de Pinochet en este sentido fue 
disminuir las funciones del Gobierno Central, que, consideraban sus técnicos, estaba 
"excesivamente sobrecargado" (Sunkel, 2011). Entre otras medidas, la educación pública 
primaria y secundaria, y la atención de salud primaria, pasaron a ser responsabilidad de 
los municipios. En buena medida, las labores operativas de la política social chilena 
comenzaron a realizarse a nivel municipal. De esta forma, los municipios adoptaron una 
mayor responsabilidad sobre las políticas que antiguamente estaban reguladas por el 
Estado. Sin embargo esto, la regionalización ha traído una importante desigualdad entre 
las comunas, cuyas capacidades estarán finalmente determinadas por sus ingresos y sus 
bases socioeconómicas en el desarrollo de funciones relevantes.  
En definitiva los Gobiernos de la Concertación enfrentarán en los noventas un país 
dividido en regiones, con autoridades designadas en los niveles regionales, provinciales y 
municipales, y de altas tasas de desigualdad entre las comunas. Era el de Pinochet un 
proyecto de regionalización que desconcentró administrativamente aspectos esenciales 




El Gobierno de Patricio Aylwin  
El primero después de la dictadura, se impuso dos grandes reformas sobre 
descentralización del poder central: la elección directa de los concejales y alcaldes en 
1992, y la ley que crea los Concejos Regionales. Además, se crean la Ley de Estatuto 
Docente en 1991 y la Asociación Chilena de Municipalidades en 1993. 
El 18 de mayo de 1990, el Presidente Aylwin envió un proyecto de reforma municipal 
con la intención de realizar elecciones locales durante los meses siguientes. Las 
negociaciones dentro del Congreso, y la oposición de la UDI, retrasaron la implementación 
de esta ley, ya que la idea del presidente era que los comicios se realizaran en 1991. Por 
consiguiente, en 1992 se efectuaron las primeras elecciones locales, donde concejales y 
alcaldes eran elegidos simultáneamente. 
A nivel de las regiones, destaca la creación o fortalecimiento de instrumentos de 
inversión, para canalizar mayores recursos a las mismas. Por otro lado, se dictó en 1992 
una Ley Orgánica Constitucional, con la cual las regiones pasaron a ser organizaciones con 
personalidad jurídica propia (Gobiernos Regionales), como también se crearon los 
Consejos Regionales por elección indirecta a través de los concejales municipales. 
La Ley de Estatuto Docente, que fue aprobada rápidamente en 1991 y con algunos 
cambios en 1996, tenía como objetivo la regulación de los estatutos de los profesionales 
de la educación a nivel comunal y regional, en vista de la tremenda precariedad del 
período anterior.  
La Asociación Chilena de Municipalidades, nació en el marco del Congreso 
Constituyente que se realizó en la Región de Valparaíso el 7, 8 y 9 de mayo de 1993. Desde 
ese momento, los municipios de Chile se agrupan para trabajar mancomunadamente en 
temas de participación, autonomía y descentralización. Desde entonces, los gobiernos 
locales han sido representados ante la Administración Central por la ACHM, por sus 
respectivos órganos. La Asociación Chilena de Municipalidades tiene como objetivo la 
capacitación permanente de los alcaldes, concejales y funcionarios municipales, quienes, 
en forma constante, participan en seminarios, cursos, talleres y encuentros, política que 
se ha profundizado fuertemente en el último período. Otro eje de su actividad está 
orientado a fortalecer los Capítulos y Asociaciones Regionales, donde las municipalidades 
se han organizado para trabajar temas específicos de su realidad territorial. De este modo, 
existe en cada región del país una Asociación, con sus respectivas comisiones técnicas, 
replicando la orgánica nacional. La idea es, en definitiva, trabajar en red entre la ACHM y 
las distintas asociaciones, lo que contribuyó significativamente a una mayor coordinación 
intermunicipal. Durante el año 2013 la ACHM sufrió un cisma político y los alcaldes 
permanecen, actualmente, divididos en dos asociaciones principales, además de la ACHM 
hoy está la AMUCH (Asociación de Municipalidades de Chile), que reúne, 
fundamentalmente, a los alcaldes relacionados con los partidos de derecha. 
 
Gobierno de Eduardo Frei 
En el mandato de Eduardo Frei Ruiz-Tagle (1993-1999), se logró aumentar de manera 
importante la inversión pública en las regiones, a través de los Ministerios de Vivienda 
(programa de pavimentación urbana), de Obras Públicas (programas de caminos 
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secundarios y de agua potable rural), del Interior (programas de mejoramiento urbano y 
mejoramiento de barrios) de Defensa a través de DIGEDER (programa de infraestructura 
deportiva), de Planificación mediante FOSIS (programas de generación de capacidades en 
localidades pobres, forestación y riego campesino y apoyo a grupos vulnerables) y de 
Salud (programa de consultorios metropolitanos).  
Una de las medidas más importantes sobre descentralización durante su gobierno, fue 
establecer las normas sobre Juntas de Vecinos y Organizaciones Comunitarias, Ley Nº 
19.418, publicada el 9 de octubre de 1995.  Al dictarse, esta ley sustituye por completo la 
anterior legislación en la materia y entrega un nuevo marco jurídico para las 
organizaciones de participación ciudadana. Regula la constitución y funcionamiento de 
tales entidades, entre ellos, los estatutos, los derechos y obligaciones de los miembros, las 
asambleas y los directorios, así como el patrimonio y disolución, a la vez que fija normas 
especiales sobre las juntas de vecinos, en cuanto a organización y funcionamiento, 
funciones y atribuciones y creación del Fondo de Desarrollo Vecinal, reconociendo -
además- a las organizaciones comunitarias funcionales y a las organizaciones comunales 
constituidas en Uniones Comunales, sea de Juntas de Vecinos o de Organizaciones 
Comunitarias Funcionales. Luego, el 30 de noviembre de 1996, se publica la Ley Nº 19.483, 
que modifica la Ley Nº 19.418, con el objeto de subsanar diversos vacíos que resultaron 
de su larga y compleja tramitación, precisando la responsabilidad de los municipios en 
cuanto deben llevar un registro público de las Juntas de Vecinos y demás organizaciones 
comunitarias y uniones comunales que se constituyan y aspectos tales como los relativos 
al número de vecinos que se requieren para formar una junta de vecinos y al 
procedimiento de constitución de las uniones comunales, entre otros. Además, otro 
elemento que podría entrar en la clasificación de políticas descentralizadoras es la 
reforma a las elecciones municipales. En 1996 se aprueba la modificación hacia la forma 
de elegir a los alcaldes. Si bien se pretendía separar los comicios de alcaldes y concejales, 
solo le logró modificar las condiciones para la elección de alcaldes. Con esta modificación, 
los alcaldes eran electos logrando un 30% de la votación y perteneciendo a la lista más 
votada. Se prohibieron las negociaciones entre las coaliciones, que permitieron en 1992 
dividir el período de los alcaldes en dos años. 
La Reforma Constitucional aprobada por Ley Nº 19.526, de 17 de noviembre de 1997, 
incorpora en la Carta Fundamental una norma nueva sobre participación, disponiendo que 
la ley orgánica constitucional respectiva establecerá las modalidades y formas que deberá 
asumir la participación de la comunidad local en las actividades municipales. La ley 
orgánica constitucional respectiva, se aprueba mediante la Ley Nº 19.602, publicada el 25 
de marzo de 1999, que –entre otras normas reemplaza, en la Ley Nº 18.695, de 
Municipalidades, el Título IV, Del Consejo Económico y Social Comunal, por un nuevo 
Título sobre Participación Ciudadana. Respecto a la participación ciudadana, en estas 
normas se destacan los siguientes aspectos: 
 
1. La ordenanza de participación 
La ley dispone que cada municipalidad deba establecer en una ordenanza las modalidades 
de participación de la ciudadanía local, teniendo en consideración las características 




2. El nuevo Consejo Económico y Social Comunal  
La ley establece que en cada municipalidad existirá un Consejo Económico y Social 
Comunal, compuesto por representantes de la comunidad local organizada, que será un 
órgano asesor de la municipalidad, y tendrá por objeto asegurar la participación de las 
organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional y de actividades relevantes 
en el progreso económico, social y cultural de la comuna. Este consejo tiene carácter 
consultivo y será presidido por el alcalde y, en su ausencia, por el vicepresidente que elija 
el propio consejo de entre sus miembros. Los consejeros durarán cuatro años en sus 
funciones. 
 
3. Las audiencias públicas 
Asimismo, cada municipalidad debe regular en la ordenanza municipal de participación, 
las audiencias públicas por medio de las cuales el alcalde y el concejo conocerán acerca de 
las materias que estimen de interés comunal, como asimismo las que no menos de cien 
ciudadanos de la comuna les planteen. En las comunas de menos de 5.000 habitantes, no 
se requiere la petición de cien ciudadanos, sino que es el concejo el que determina el 
número de ciudadanos requirentes. 
 
4. La Oficina de Reclamos 
La ley dispone también que cada municipalidad deba habilitar y mantener en 
funcionamiento una oficina de partes y reclamos abierta a la comunidad en general.  
 
5. Los plebiscitos comunales 
La ley considera que el alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de los dos 
tercios del mismo concejo o por iniciativa de los ciudadanos inscritos en los registros 
electorales de la comuna, someterá a plebiscito las materias de administración local 
relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal, a la aprobación o modificación 
del plan de desarrollo comunal, a la modificación del plan regulador u otras de interés 
para la comunidad local, siempre que sean propias de la esfera de competencia municipal, 
de acuerdo con el procedimiento que se establece. 
 
En 1995, se inicia oficialmente el Programa Universidades - Gobiernos Regionales, con 
veinte Universidades Regionales del Consejo de Rectores y los doce Gobiernos Regionales, 
exceptuando el Gobierno de la Región Metropolitana. Su propósito se centra en impulsar 
la cooperación sistemática y coordinada al servicio del desarrollo regional, del proceso de 
descentralización y de la regionalización de Chile. El Programa trabaja en cinco áreas 
estratégicas: desarrollo estratégico regional; globalización y relaciones internacionales; 
ciencia y tecnología para el desarrollo regional; la cultura, las artes y el patrimonio en el 
desarrollo regional y el área jurídico institucional y económico financiera para la 
regionalización y la descentralización. 
Una muestra de los avances institucionales obtenidos, han sido la creación de las 
Comisiones Regionales de Cooperación Internacional, la creación y funcionamiento de los 
Consejos Regionales de la Cultura, las Artes y el Patrimonio y las Comisiones de Ciencia y 
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Tecnología. A partir del año 1996, las universidades participan en programas, proyectos y 
estudios de impacto regional, financiados por el Fondo Nacional de Desarrollo Regional y 
la puesta en práctica, en 1998, en las regiones de Valparaíso y la Araucanía, del Programa 
de Financiamiento de Tesis de Interés Regional, de carácter plurianual. El Programa de 
Financiamiento de Tesis de Interés Regional, ha apoyado 116 proyectos de estudios, 
estimulando el compromiso de los jóvenes profesionales con el proceso de desarrollo 
regional del país; iniciativa a la que se incorporan para el año 2000 ocho nuevas regiones y 
más de 200 nuevos estudiantes, académicos e investigadores. 
 
Gobierno de Ricardo Lagos 
En el período del presidente Lagos se siguió otorgando a los gobiernos regionales mayor 
capacidad de decisión en materia de inversión y el significativo reconocimiento de los 
gobiernos regionales en esta materia. Esta ley incluye también una redefinición del FNDR, 
que hoy opera como un fondo de compensación territorial. Se le incorpora dentro de las 
medidas la elaboración conjunta -entre intendentes, seremis, directores de servicios y 
miembros de los CORE- del Presupuesto de Inversión Regional, así como la posibilidad de 
que los gobiernos regionales se asocien para constituir corporaciones de derecho privado 
sin fines de lucro, que propendan al desarrollo de la región. Además, otorga al Intendente 
la atribución de estructurar el servicio administrativo del gobierno regional (planta de 
personal), al eliminar la denominación de las dos divisiones que hoy existen y crear un 
nuevo cargo de jefe de división y cuatro nuevos cargos profesionales, con el propósito de 
fortalecer su capacidad de gestión administrativa. La nueva ley crea la institución de las 
"biseremías": la facultad de que un Secretario Regional Ministerial pueda tener a su cargo 
más de una titularidad en la misma región, manteniendo para todos los efectos legales la 
calidad de funcionario del ministerio en que fue designado en primer lugar. 
Otra de las medidas descentralizadoras fue la creación del Programa de 
Fortalecimiento Institucional Regional (Profir). Esta Unidad tenía como objetivo instalar, 
acompañar, desarrollar y evaluar iniciativas y procesos tendientes a mejorar las 
capacidades institucionales y de gestión de y entre los Gobiernos Regionales y de su 
relación con otros actores. Funciones:  
 
 Instalar Programas y gestionar recursos que permitan fortalecer la gestión de los 
gobiernos regionales y su relación con otros actores. 
 Acompañar y asesorar técnica y metodológicamente la implementación del 
“Sistema de Mejora Continua de la Gestión de los Gobiernos Regionales” para el 
fortalecimiento de su gestión. 
 Desarrollar seguimiento específico, tanto físico como financiero – presupuestario, 
del desempeño de cada GORE en la implementación de sus planes de mejoras de 
gestión y de diferentes líneas de acción en materia de fortalecimiento de los 
GORES 
 Diseñar, ejecutar y evaluar iniciativas transversales al proceso de mejora continua 
de la gestión de los gobiernos regionales 
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 Facilitar la comunicación entre gobiernos regionales, mediante el intercambio de 
experiencias y aprendizajes institucionales que mejoren su gestión institucional 
 Coordinar acciones, tanto intra como extra institucionales, que promuevan la 
sustentabilidad del proceso de mejora continua de la gestión de los gobiernos 
regionales. 
 
Los compromisos del Presidente Lagos se tradujeron en un muy promisorio programa, 
mediante la elaboración del libro “El Chile Descentralizado que queremos”, producido por 
la SUBDERE, que luego fue socializado y enriquecido a través de 15 talleres regionales 
organizados conjuntamente con el Consejo Nacional para la Regionalización y 
Descentralización de Chile, CONAREDE, y la colaboración de la Agrupación de las 20 
Universidades Regionales integrantes del Consejo de Rectores.  
Finalmente es en el gobierno de Ricardo Lagos donde se separan las elecciones de 
alcaldes y concejales.  
Todo estaba programado para culminar en un gran Congreso de la Descentralización, 
convocado por el Gobierno, nuevamente en Concepción, desde el cual el Presidente 
anunciaría la puesta en marcha de las respectivas reformas. Ya estaban cursadas las 
invitaciones, hasta que, menos de dos semanas antes, un grupo de Senadores de la 
Democracia Cristiana concurrieron a La Moneda, anunciando que de proseguir el 
Gobierno con dichas reformas, le quitarían el piso político para esas reformas. 
Lamentablemente, el Presidente Lagos no ejerció su liderazgo para hacer cumplir el 
programa comprometido y asegurar el avance de todo el proceso participativo generado. 
Hasta ahí llegó el sueño, se perdió la oportunidad histórica de iniciar el proceso 
transformador que Chile necesita. Desde entonces ha transcurrido más de una década y 
dos nuevas elecciones presidenciales, con nuevos programas de gobierno y nuevas 
promesas electorales, de todas las candidaturas y coaliciones, sin que nuestros líderes 
políticos asuman con real convicción los compromisos contraídos. 
 
Gobierno de Michelle Bachelet 
Durante el primer gobierno de Bachelet, también se realizaron algunas maniobras para 
descentralizar el país. Una de sus políticas más importantes fue la creación de la Agencia 
de Desarrollo Regional. Es la encargada de definir e implementar una Agenda Regional de 
Desarrollo Productivo, sobre la base de las vocaciones productivas locales y en 
concordancia con la estrategia de desarrollo regional y el programa de gobierno. Su 
objetivo es promover el desarrollo sustentable y el mejoramiento de la competitividad 
local. Otro de sus propósitos centrales es estimular acuerdos y compromisos entre actores 
públicos y privados, para abordar iniciativas que mejoren la capacidad competitiva de la 
economía regional, fortaleciendo los encadenamientos productivos y territoriales 
mediante la oferta integrada de instrumentos de fomento. La política más importante 
dentro de su gestión fue la Ley 20.390 que modifica algunos puntos del Gobierno en 
materia de administración regional. La parte más importante de esta reforma es que el 
Consejo Regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en 
votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva:  
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 Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.  
 La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el 
número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando 
siempre que tanto la población como el territorio de la región estén 
equitativamente representados.  
 Cesará en su cargo el consejero regional que durante su ejercicio perdiere alguno 
de los requisitos de elegibilidad o incurriere en alguna de las inhabilidades, 
incompatibilidades, incapacidades u otras causales de cesación que la ley orgánica 
constitucional establezca. Lo señalado en los incisos precedentes respecto del 
consejo regional y de los consejeros regionales será aplicable, en lo que 
corresponda, a los territorios especiales a que se refiere el artículo 126.  
 El Consejo Regional, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, elegirá 
un presidente de entre sus miembros.  
 El presidente del consejo durará cuatro años en su cargo y cesará en él en caso de 
incurrir en alguna de las causales señaladas en el inciso tercero, por remoción 
acordada por los dos tercios de los consejeros regionales en ejercicio o por 
renuncia aprobada por la mayoría de éstos.  
 
Aún más, durante su mandato, y con el activo apoyo de la entonces Subsecretaria de 
Desarrollo Regional y Administrativo, Claudia Serrano, y su equipo, se realizó la II Cumbre 
de las Regiones. Fue organizada por el Consejo Nacional para la Regionalización y 
Descentralización de Chile, CONAREDE, en el Salón de Honor del Congreso Nacional, 
inaugurada por la propia Presidenta Bachelet, los Presidentes del Senado y la Cámara de 
Diputados, y la participación de alrededor de 1.500 personalidades de todas las regiones 
de Chile.  Aún más, se constituyó un grupo de trabajo entre SUBDERE y CONAREDE, para 
elaborar una “Agenda Concordada de Descentralización” y un conjunto de medidas 
estratégicas, iniciativa que más allá de su buena intención finalmente no logró cristalizar, 
pero inspiró más adelante el proyecto del libro “Pensando Chile desde sus Regiones”, que 
recogió, completó y sistematizó varias de las medidas abordadas en dicha agenda. 
 
Gobierno de Sebastián Piñera   
Si bien el presidente Piñera señaló que su gobierno sería el gobierno de las regiones, los 
resultados concretos han sido modestos, incluso en lo discursivo ha estado poco 
presente1
En este sentido, no se observa un aumento en la autonomía fiscal o política de la región 
que pudieran ser consideradas como políticas descentralizadoras, salvo por la elección 
. Los planes impulsados por la administración de Piñera tienen relación con la 
administración de los recursos y el fomento de inversión regional pero no se observa un 
empoderamiento fiscal de las regiones. Más bien, parecen ser subsidios. Así, sus políticas 
parecen estar más relacionadas con un fomento regional más que a una descentralización.    
                                                          
1 Según el análisis hecho por ciudadano inteligente, en promedio menos del 2% de las palabras durante los 
discursos del 21 de mayo de los años 2010, 2011 y 2012 han versado sobre descentralización. 
Específicamente, en el año 2010 ocupan un 2,6% de su discurso, en 2011 un 1,56% y en 2012 un 1,49%. 
Información según año disponible en http://deldichoalhecho.cl 
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directa de los COREs, que aunque es un buen avance en materia democratizadora sigue 
siendo insuficiente si consideramos que el Intendente se mantiene como cargo designado 
por el presidente.  
Dentro de sus medidas concretas, destacan varios planes y programas. En primer lugar, 
los Planes Regionales de Ordenamiento Territorial, son un instrumento que permite a los 
Gobiernos Regionales gestionar el territorio a través de la especialización de las políticas 
regionales de desarrollo por ámbitos de gestión, priorizando su enfoque respecto a la 
funcionalidad en cuatro unidades territoriales: sistema de borde costero, urbano, rural y 
de cuencas hidrográficas. Incorporando como tema transversal, el análisis de los riesgos 
naturales2
Por otra parte, se impulsó un Programa de Inversión Desarrollo de las Ciudades que 
busca impulsar el diseño y aplicación de proyectos municipales de inversión en 
infraestructura comunal, un Programa de Apoyo a la Gestión Subnacional de Chile (AGES), 
tiene como objetivo el fortalecimiento de los Gobiernos Regionales y del capital humano 
regional para una gestión de calidad para el traspaso de competencias y un Programa de 
Infraestructura Rural para el Desarrollo Territorial.    
.   
Renglón aparte merece el Fondo de Inversión y Reconversión Regional (FIRR), debido a 
los cuestionamientos por el bajo monto asignado, que busca destinar sus recursos al 
financiamiento de obras de desarrollo de los gobiernos regionales y municipalidades del 
país. Dicha Ley comprometió US$ 400 millones para el FIRR entre los años 2011 y 2014. El 
reglamento de la Ley establece que se entenderá por región minera, aquellas regiones que 
tengan un indicador de actividad minera superior a 2,5%. El cuadro N° 1, muestra el 



















                                                          




Tabla N° 16 Porcentaje de actividad minera según región 


















Fuente: Extraído de www.gob.cl 
     
Otra medida efectuada por el gobierno fue el aumento del Fondo Nacional de Desarrollo 
Regional, llegando en 2012 a 867 mil millones de pesos, casi duplicando el promedio 
otorgado durante el periodo 2006-2009. 
Finalmente, se observa a nivel político que gran parte de las políticas han sido 
implementadas o se encuentran con urgencia en el congreso durante este último año de 
gobierno. Esto se podría relacionar con la teoría del “Honey Moon”, donde los gobiernos 
aumentarían su gasto fiscal y generarían más proyectos durante el primero y último año 
de gobierno con el objetivo de mejorar su posicionamiento político.  
 
7.2 Chile, ¿Desconcentrado o Descentralizado?  
 
Durante el periodo 2010-2014 se presentaron diferentes mensajes relacionados con 
temáticas regionales, que permiten comprender el sentido que las autoridades nacionales 













Tabla N° 17: Promesas presidenciales en cuenta pública 21 de mayo 
Promesa Año Boletín 
Enviaremos próximamente al Congreso una ley que permita hacer un 
aporte fiscal extraordinario al Fondo Común Municipal y a los municipios 
más necesitados. 
2010 7262 
Implementaremos también la elección directa de los consejeros 
regionales. 
2010 7923/8715 
Nuestro gobierno será el gobierno de las regiones, y para eso vamos a 
impulsar una profunda revolución descentralizadora, transfiriendo poder 
efectivo a las regiones y a los municipios, a través de la transferencia de 
funciones, atribuciones y recursos, desde el gobierno central a los 
gobiernos regionales y comunales, en un contexto de mayor flexibilidad y 
autonomía en su gestión y plantas de personal, respetando los legítimos 
derechos de los funcionarios municipales. 
2010 7963 
También extenderemos el sistema de alta dirección pública a los cargos 
claves a nivel regional y comunal. 
2010 S/P 
Fortaleceremos la participación y fiscalización de los consejos comunales y 
la comunidad. 
2010 8210 
Avanzaremos en la tramitación de los proyectos de ley sobre Estatuto de 
Gobierno y Administración de la Isla de Pascua y el Archipiélago de Juan 
Fernández. 
2010 6756 
Potenciaremos y modernizaremos los gobiernos regionales y comunales, 
(...), extendiendo la Alta Dirección Pública para los cargos claves y creando 
cursos de formación y capacitación para sus funcionarios. 
2011 7963 
Además, y para potenciar en forma muy especial el desarrollo de las 
regiones extremas, estamos revisando y fortaleciendo los incentivos 
tributarios. 
2011 8011 
Implementaremos también la elección directa de los consejeros 
regionales. 
2012 7923/8715 




Fuente: datos extraídos de www.senado.cl y www.ciudadanointeligente.org 
 
Tal como se ha podido apreciar a lo largo de este capítulo, durante la última 
administración, así como durante los gobiernos de la Concertación en Chile, en la práctica, 
las políticas públicas para los territorios, han sido presentadas desde una total confusión 
conceptual por parte de las autoridades, quienes tienden a aglutinar diferentes medidas 
bajo el paraguas de descentralización (Mardones, 2008). A continuación analizaremos los 
programas de los candidatos y candidatas presidenciales, incluyendo el de la actual 
presidenta Bachelet, para comprender las fronteras y oportunidades que la agenda está 
entregando al desarrollo político de los sujetos en regiones. Pero antes, se repasaran a 
modo de marco analítico, los elementos estructurales y claves de la trama política chilena 
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de lo regional y local, así como los conceptos de análisis, referido a las temáticas de 
descentralización y desconcentración. 
En un ampliamente citado estudio, Rondinelli, Nellis y Cheema (1983: 13-28) definen 
descentralización como la transferencia de responsabilidad para el planeamiento, gestión, 
recolección de fondos y asignación de recursos desde el gobierno central. Para estos 
autores, dependiendo del organismo receptor de esta transferencia, existirían cuatro tipos 
principales de descentralización, a saber: desconcentración, delegación, devolución y 
privatización. La desconcentración se refiere a la transferencia de autoridad administrativa 
o responsabilidades dentro de los ministerios y agencias del gobierno central, lo que 
incluye sus oficinas instaladas al nivel territorial. La delegación corresponde a la 
transferencia de las responsabilidades de gestión sobre funciones específicamente 
definidas hacia organismos que están fuera de la estructura burocrática regular, o solo 
indirectamente controlados por el gobierno central. 
Por otra parte tenemos dos formas de analizar las políticas públicas sobre 
descentralización. En primer lugar está el modelo Top-down, que se refiere a que las 
políticas se implementan desde un poder central con la mayor importancia en la decisión 
y una gran jerarquización (Sabatier y Mazmanian, 1979). Por otro lado el modelo Bottom-
up le da más importancia a los procesos sociopolíticos que podrían definir e influenciar las 
decisiones del poder central (Hiern y Hull, 1982). Finalmente existe una forma híbrida 
entre ambas formas de implementación, donde existe una multiplicidad de circunstancias, 
contextos, decisiones y procesos que involucran directamente a todos los actores en el 
espacio público. Para poder analizar de mejor manera las políticas a nivel general, las 
clasificaré en los cuatro tipos de políticas descentralizadoras que propone Mardones 
(2006), la de gobierno central, consejeros regionales, funcionarios municipales y alcaldes. 
 
Gobierno Central: 
En relación a los Ministerios de Salud y Educación, desde la perspectiva del gobierno 
central la equidad y la calidad son preocupaciones claves en estos sectores. Mayor 
equidad y calidad no se conseguirían sólo inyectando recursos a los municipios, sino que 
también conectando estos recursos a indicadores de desempeño y a la definición de 
estándares nacionales, es decir, mediante controles centralizados. Por ejemplo, el 
Ministerio de Salud creó el Departamento de Atención Primaria (DAP) con el mandato de 
mejorar la salud primaria a través de la coordinación dentro del propio Ministerio y de la 
asistencia técnica a los municipios. Algo similar ocurrió dentro del Ministerio de Educación 
a través de su programa de Mejoramiento de la Equidad y Calidad de la Educación (MECE), 
dirigido a apoyar las escuelas municipales primarias y secundarias, o el Programa de las 
900 Escuelas (P-900), que busca mejorar la calidad de los aprendizajes de los alumnos de 
escuelas básicas con riesgo educativo. 
Aparte del Ministerio de Hacienda, otros ministerios en Chile tienen sus 
propias razones para oponerse a la descentralización; entre ellos, los de Obras Públicas, 
Salud y Educación. Ducci (2004) argumenta que el Ministerio de Obras Públicas tiene 
fuertes incentivos centralistas, debido a su responsabilidad en proyectos de 
infraestructura de gran escala, tales como autopistas y aeropuertos, los que hacen uso 
intensivo de recursos financieros y expertise, los cuales serían menos abundantes a nivel 
de los gobiernos subnacionales. 
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Estos ejemplos señalados anteriormente son parte de una variada gama de medidas 
desconcentradoras y delegativas del poder. El miedo de parte del gobierno central a 
entregar más fuerza política y de decisión a las regiones es un síntoma de que el proceso 
democrático no se ha llevado en su totalidad. Las políticas ejecutadas desde el poder 
central busca reparar problemáticas sustanciales de equidad o financiamiento a nivel 
municipal, pero dentro de los ejes de una fuerza centralizadora. 
 
Consejeros Regionales: 
En agosto de 2002, dos años después de tomar el poder, y sin haber logrado un 
acuerdo con la Derecha, el Presidente Lagos envió al Congreso un proyecto de ley para 
permitir la elección directa de los consejeros regionales, propuesta que había sido 
formalizada como uno de los once compromisos básicos de su programa gubernamental. 
La propuesta fue rechazada en el Senado en agosto de 2002, y reflotada en el primer 
mensaje presidencial de Michelle Bachelet del 21 de mayo de 2006, aunque de forma 
ambigua: "Mi compromiso es que los ciudadanos puedan elegir democráticamente a sus 
autoridades regionales. Sin embargo el 2009 pasa la ley 20.390 que reforma la 
Constitución en asuntos de Administración Regional y permite la elección directa de los 
consejeros regionales, concretándose ese mecanismo durante el gobierno de Piñera.  
Los poderes que la reforma regional de 1992 les entregó a los 
consejeros regionales son muy limitados, lo que se traduce en un bajo perfil de estos 
actores en la política chilena. Sin embargo, ellos tienen la atribución de asignar fondos 
provenientes del gobierno central a proyectos específicos dentro de las áreas prioritarias 
determinadas centralmente; siendo esta una función de intermediación que, a través de 
otros mecanismos, ha sido tradicionalmente desarrollada por los legisladores. 
La política sobre los gobiernos regionales se ha tratado en la mayoría de los gobiernos 
de la Concertación y el actual. En todos se sabe que el poder de los gobiernos regionales 
es fundamental para ejercer una nueva forma descentralizadora. Desde la creación de los 
consejeros hasta la elección directa de éstos se pueden sacar un par de conclusiones. Si 
bien los gobiernos regionales y sus consejeros han adoptado algunas formas de políticas 
autónomas y de relevancia presupuestaria, siguen siendo una rendición de cuentas para 
un intendente y gobernador escogidos por el gobierno central. Así, tenemos una política 
descentralizadora incrementalista, es decir, que va paso a paso con un carácter de 
desconcentración del poder. El poder de los intendentes sigue siendo muy grande sobre el 
de los gobiernos regionales. Asimismo, la política de los consejeros regionales en un 
primer momento era top-down. Después de la dictadura era necesaria una reforma para 
entregarle cierto poder de decisión a las regiones, por lo que debía nacer del gobierno. 
Posterior a 1992 esta política adquiere un carácter híbrido y finalmente se transforma en 
bottom-up. Los grupos de presión y los partidos políticos generan una discusión sobre la 
importancia de estos organismos. Así, desde las agrupaciones políticas se creó un 
ambiente de discusión sobre estas temáticas. 
 
Funcionarios Municipales: Dos leyes: el Estatuto Docente, rápidamente aprobado en julio 
de 1991 (Ley 19.070), y el Estatuto de Atención Primaria de la Salud (Ley 19.378), el cual 
tuvo una tramitación más larga y difícil entre 1992 y 1995. El costo para el Gobierno de 
conseguir la aprobación de estas dos leyes fue su compromiso con los gremios 
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involucrados de no incluirlos en el código laboral del sector privado, así como algunas 
mejoras laborales que les permitieron acortar las brechas existentes con los funcionarios 
del nivel central. Los gremios de la salud rechazaron la propuesta de Estatuto de Salud 
Municipal presentada por el Gobierno. 
La forma en que se han regulado las políticas de presupuesto, administración y 
funciones de los funcionarios locales han tenido un carácter más desconcentrador que 
descentralizador. Se les han otorgado a los administrativos y funcionarios municipales 
ciertas políticas presupuestarias. De la misma forma, se han ramificado ciertos programas 
de regulación central a nivel municipal. Esto finalmente solo beneficia al control 
administrativo de las municipalidades, por lo que se busca que cada comuna pueda 
funcionar de forma regular, sin que el gobierno deba tratar con estas divisiones 
territoriales muy seguido. Por lo que la preocupación de las municipalidades responde 
más a una necesidad de crecimiento burocrático. 
 
Alcaldes y Asociación Chilena de Municipalidades
Sumado a este mayor poder relativo, la efectividad de los alcaldes en esta demanda ha 
aumentado aún más a partir de la creación en 1993 de la Asociación Chilena de 
Municipalidades (ACHM). Junto con el fortalecimiento de las capacidades municipales, la 
ACHM tiene como mandato el de abogar por una mayor y más profunda 
descentralización. Kubal (2004) pone de relieve la función de potenciar la acción colectiva 
que realiza la ACHM, lo que ha limitado las dificultades encontradas por los municipios 
cuando individualmente intentan obtener beneficios desde el gobierno central. 
: Los más importantes promotores de la 
descentralización en Chile han sido los alcaldes. De hecho, trascurridos ya 14 años de la 
reforma municipal los alcaldes han ganado influencia en la política chilena, 
transformándose algunos de ellos en líderes nacionales de sus partidos. 
Una primera propuesta de reforma al sistema de rentas municipales fue presentada en 
el Congreso poco después de la reforma municipal de 1991. Sin embargo, pasaría un 
tiempo antes de que la discusión se activase con fuerza. En efecto, a principios de 1995 la 
ACHM comenzó a demandar la aprobación de esta reforma, la que incrementaría en un 
13% los ingresos municipales por tres vías: patentes comerciales, un 1,5% de participación 
en el impuesto a la compra-venta de vehículos usados y una contribución por servicios 
sanitarios a sectores originalmente exentos de este pago. Promulgada en mayo de 1995 
(Ley 19.388), esta fue la primera de varias iniciativas tendientes a disminuir el ya crónico 
déficit municipal. 
Los sucesivos gobiernos democráticos de los presidentes Aylwin, Frei y Lagos 
reforzaron este proceso descentralizador con una serie de medidas entre las cuales 
destacan: dos leyes sobre Rentas Municipales que representaron un aumento en los 
ingresos de los municipios más pobres; un Programa de Fortalecimiento Institucional 
Municipal (PROFIM); una reforma al artículo 110 constitucional (actualmente artículo 
121), facultando a los municipios a crear o suprimir empleos, fijar remuneraciones y 
establecer órganos o unidades con mayor autonomía; y la elección democrática de 
alcaldes y concejales en las 330 comunas existentes en ese momento en el país. 
Dentro de esta clasificación si existen algunas políticas descentralizadoras. Si bien 
algunas de ellas podrían parecer obvias, se integran en un marco institucional que 
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pretende establecerse como un consolidado y dejar de vivir en una transición. La 
progresiva normativa que llegó a ejecutarse en elecciones municipales, tanto para 
concejales como alcaldes, demuestra un compromiso con los municipios. De la misma 
manera, la ACHM ha servido como un organismo de presión y ejecución bastante 
relevante. Por esta razón es que podríamos hablar más de una política descentralizadora 
que sobre una desconcentración del poder. Si bien la multiplicidad de comunas podría ser 
catalogada como una forma de disminuir las atribuciones del poder central, al parecer los 
municipios tienen una autonomía mucho mayor que el de los gobiernos regionales a nivel 
administrativo y político. 
 
7.3 El futuro del sujeto en el territorio: las propuestas presidenciales de 2013 
     
Las elecciones presidenciales de fines del 2013 entregan una instancia adecuada para 
evaluar la capacidad de la clase política –a través de los candidatos- para acoger las 
expectativas y frustraciones que se han venido manifestando por parte de las personas 
residentes fuera de la Región Metropolitana.   
A continuación se presenta un resumen de las principales propuestas de los candidatos 
presidenciales en la materia, en el orden según número en la papeleta. Se advierte un uso 
laxo del concepto descentralización en los programas, incluyéndose en esa categoría 
medidas más bien desconcentradoras, de fomento regional o incluso de reforma 
municipal, tal como ha sido una constante en décadas anteriores (Mardones, 2008).     
 
Franco Parisi 
Este candidato independiente, corrió sin partidos políticos. Sus posiciones se ubicaron en 
la centroderecha, y sus discursos utilizaban como contrapunto antagónico a la clase 
política y empresarial3
En materia política, es partidario de la elección popular de Intendentes y 
Gobernadores, y quienes aspiren a esos cargos deben ser personas pertenecientes –
residencia de al menos 5 años- al territorio que buscan representar, incluidos los otros 
cargos electos para la representación territorial.   
. Se definió como un economista, profesor universitario y "no-
político". Su programa sobre descentralización plantea la necesidad de establecer un 
criterio regional para las políticas públicas, el cual reconozca la heterogeneidad geográfica, 
económica y cultural, planteando que los impuestos se queden en las zonas de inversión.  
Por otra parte, postula que cada región debe asignar un 85% del presupuesto, mientras 
que en Santiago se asignará sólo el 15%, por el conocimiento de las necesidades 
específicas. A su vez, plantea la necesidad de un mayor impulso a las universidades 
regionales, a través de convenios de desempeño y la integración de nuevos doctores 
(1.000) para fortalecer la investigación en las regiones. Rembolsar IVA de regiones 
extremas para fomentar el Turismo. Particularmente esta medida aplicará para los 
Restaurantes y Hoteles, en las regiones de Arica y Parinacota, Aysén y Magallanes. Esta 
medida tendrá un costo estimado de 31 millones de dólares, sin considerar el aumento en 
el aporte al PIB nacional de éstas regiones luego de la medida. 
                                                          
3 Información de su programa de gobierno, disponible http://www.parisi2014.com/  
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En materia de división administrativa, propone escindir en dos la Región de Valparaíso 
y la Región del Biobío, con el fin de lograr una mejor administración y desempeño.  
 
Marcel Claude 
Fue el candidato del Partido Humanista, y de diferentes facciones de izquierdas 
alternativas a la concertación (MAIZ o Movimiento Amplio de Izquierda, Izquierda Unida, 
etc.)4
Dentro de las reformas políticas, el establecimiento de un parlamento unicameral (en 
reemplazo del bicameral actualmente vigente), la elección popular de los miembros del 
Poder Judicial, al igual que en el caso de los Intendentes. Propone además cambios en la 
institucionalidad de los niveles subnacionales. Establece la necesidad de crear Gobiernos 
Regionales autónomos, un Parlamento Regional, un Consejo de Planificación Regional, y 
otro para la planificación local, como también lo que define como Municipios 
Participativos.  
. Su posición política es la izquierda radical. Su propuesta de descentralización 
promovía que las decisiones de orden político y económico deben ser tomadas con 
participación efectiva y bajo el control del pueblo. Para ello, propone una serie de 
medidas a reformas:  
Dentro de las reformas financieras, Claude propone un Fondo Nacional Solidario de 
repartición proporcional, que garantice estándares de vida similares entre regiones. A su 
vez, es partidario de un Sistema de Tributación por Región, es decir, que parte de los 
impuestos de las empresas se queden en la Región donde operan.  
Es partidario además de una serie de mecanismos que garanticen mayor participación 
ciudadana en la toma de decisiones, tales como la revocatoria de mandato de cada uno de 
los cargos de elección popular, plebiscitos vinculantes en asuntos de relevancia política-
ciudadana, iniciativa popular de ley, la posibilidad de veto vía referéndum, y finalmente, 




Representante del Partido Regionalista Independiente, su posición política fue más centro 
derecha y el discurso moral conservador5
Para lograr esto, plantea la elección popular de todas las autoridades públicas, incluido 
el Intendentes. A su vez, propone que los representantes de los Ministerios (SEREMIS y 
Directores Regionales y provinciales) deben ser designados por un mecanismo que 
involucre exclusivamente a dichos Gobiernos Regionales (por ejemplo mediante ternas). 
Es partidario también de una ejecución directa del presupuesto nacional por los Gobiernos 
. El eje de sus discursos fue, precisamente, el 
regionalismo. En su programa, Ricardo Israel declara que se debe avanzar hacia un 
“Estado Regional”, una apuesta a una descentralización efectiva del país en materia 
política, económica social y cultural en las regiones, que por cierto no comprometería el 
carácter unitario del Estado.  
                                                          
4 Información de su programa de gobierno, disponible en http://www.to2alamoneda.cl 




Regionales democráticos. Además del establecimiento de tributos regionalizados y 
decididos en cada región.  
Asimismo, se ha mostrado a favor de crear más regiones, destacando el proyecto Ñuble 
Región. Del mismo modo, plantea un proceso de regionalización de la educación escolar 
pública y de la asistencia primaria de salud, puesto que la municipalización fracasó. 
Regionalización de los tributos.  
 
Marco Enríquez-Ominami 
Candidato representante del Partido Progresista. Su eje es la centro izquierda, y 
promueve cambios de más intensidad con foco en lograr una línea social solidaria de 
base6
Junto a lo anterior, considera necesario establecer una estructura de administración de 
la ciudad que permita la especialidad funcional y, al mismo tiempo, su gobierno político 
integrado. Pues sólo de esta manera habrá un dialogo fluido entre las autoridades, los 
ciudadanos y sus asociaciones. 
. El primer punto que considera su programa sobre descentralización es la elección y 
revocatoria popular de los intendentes. Además de la creación de una Asamblea 
Legislativa Regional (electa por votación popular), con facultades para definir los destinos 
de los recursos, designación de funcionarios, posibilidad de fusión de municipalidades, 
entre otras potestades menores. La propuesta contempla, recuperar la capacidad de 
planificar de forma integral los espacios urbanos y no dejarlos a cargo de la regulación del 
mercado. Esto contempla planificar las ciudades para períodos muy extensos (100 años), 
mediante procesos participativos. 
 
Roxana Miranda  
Candidata representante del Partido Igualdad, su posición es la izquierda radicalizada, y el 
eje de sus discursos la denuncia social de las desigualdades7
Esa nueva estructura pretende que cada región se constituya como una unidad política 
autónoma, pero manteniendo funciones políticas importantes en manos del Estado 
central, sobre todo en materia de defensa, política exterior y recaudación fiscal. Al igual 
que en los estados federales, las regiones autonómicas conforman su sistema ejecutivo, 
parlamentario y judicial. Definen, por tanto, sus políticas de fomento económico y 
productivo, de seguridad, de empleo de forma autónoma y en las instituciones políticas de 
la propia región. Para Chile, este régimen autonómico tiene algunas ventajas importantes 
respecto al federalismo.  
. Sobre descentralización su 
programa propone la creación de un Estado autonómico –similar a las experiencias de 
España e Italia- como una forma de organización político-territorial que se encuentra en 
medio de un Estado centralista unitario y un Estado Federal. 
No se inclina por un sistema federal, por temor a que las regiones menos privilegiadas, 
que suelen ser las más aisladas, acentúen su situación de desventaja económica, política y 
territorial respecto a las otras, que a su vez potencian sus ventajas. Con un régimen 
                                                          
6 Información sacada de su programa de gobierno, disponible en http://programa.marco2014.cl/  




autonómico, en cambio, el Estado central puede usar recursos fiscales para incentivar 
actividades productivas y el desarrollo de las regiones más rezagadas.  
Propone la elección popular de intendentes (aunque con el nombre de gobernadores), 
como también respecto de un Parlamento Regional, que tendrá la función legislativa 
regional. Siguiendo esa lógica, plantea la elección de jueces, responsables del poder 
judicial regional, y la formación de una Asamblea Popular Regional permanente, que 
regulará y vigilará el funcionamiento de los otros poderes regionales. En este esquema, 
todas las políticas de desarrollo regional serán implementadas por los gobiernos 
regionales, con las debidas transferencias fiscales desde el Estado central y el control 
popular de las gestiones ejecutiva y legislativa.  
A partir de ese modelo de organización, es partidaria de la creación de Territorios 
Indígenas Autónomos (TIA), donde los pueblos originarios de Chile desarrollen su vida 
política y social de acuerdo a sus usos y costumbres. 
 
Michelle Bachelet 
Candidata del conglomerado de partidos "Nueva Mayoría" (Concertación más Partido 
Comunista), militante del Partido Socialista, representa además al de la Democracia, 
Demócrata Cristiano, Radical, Izquierda Ciudadana, y Comunista8
A nivel regional su programa promueve que creará Programas Tecnológicos de 
Inversión, con la participación de las universidades regionales que superen la 
segmentación de la oferta pública existente y sean coherentes con la recuperación de la 
política de clústeres. Consejos Regionales de Innovación y Competitividad, herederos de 
las Agencias Regionales de Desarrollo Productivo. De manera conjunta, se fortalecerán los 
Comités de Innovación de las regiones. Adicionalmente, para las regiones será relevante la 
existencia de los Centros de Desarrollo Empresarial que ofrecerán acciones de formación y 
fortalecimiento en materia de gestión a las empresas de menor tamaño. Una unidad 
especializada dentro de la Subdere, que coordinará y evaluará el proceso de 
descentralización y transferencia de competencias a regiones, así como el traspaso de 
Servicios Públicos, proceso que será paulatino y por grupos de regiones. Se establecerá un 
organismo destinado a coordinar y apoyar la planificación de los gobiernos regionales, que 
incluya el monitoreo de planes regionales plurianuales de desarrollo económico, social y 
productivo generados en acuerdo con los ministerios sectoriales involucrados.  
. 
Incremento del gasto público regional e información presupuestaria regional 
desagregada por ministerio. Por otra parte, plantea el establecimiento de un Fondo de 
Convergencia Regional para disminuir brechas y apoyar el desarrollo de los territorios más 
rezagados en materia de desarrollo socioeconómico. Al mismo tiempo, mejorarán los 
criterios de composición y asignación del Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR) y 
disminuirán las provisiones para traspasar estos recursos al presupuesto de inversiones. El 
FNDR se enmarcará en la estrategia de desarrollo regional con un sentido estratégico y de 
futuro. 
La participación de las Municipalidades en la Elaboración de las Estrategias de 
Desarrollo Regional (EDRO) y en el Plan Regional de Ordenamiento Territorial (PROT) debe 
                                                          
8 Información sacada de su programa de gobierno, disponible en http://michellebachelet.cl/programa/  
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ser obligatorio, e igualmente la asesoría del GORE en la Elaboración de los Planes de 
Desarrollo Comunal (PLADECOS) para asegurar la coherencia de las inversiones locales y 
regionales. Sistema de estadísticas regionales.  
Incentivo a la migración a regiones y extensión del Sistema de Alta Dirección Pública a 
cargos regionales, con el consecuente atractivo de remuneraciones. Mayor oferta en 
educación superior en las regiones e incentivos para el retorno del capital humano 
calificado. Destacan la creación de universidades estatales en las regiones de O´Higgins y 
Aysén. Adicionalmente, la creación de Centros de Formación Técnica públicos en cada 
región, ligados a una Universidad Pública. Aumento de fondos basales.  
Elaboración de un Plan Especial de Desarrollo de Zonas Extremas para las regiones de 
Magallanes, Aysén y Arica y Parinacota, y un Plan de Desarrollo para Territorios 
Rezagados, que requieran particular apoyo.  
 
Evelyn Matthei 
Candidata representante de los partidos de derecha Renovación Nacional y Unión 
Demócrata Independiente. Sus postulados varían entre ideas liberales y conservadoras9
Promueve en su programa el fortalecimiento del presidente del Consejo Regional -en 
relación a la figura del Intendente- mediante elección directa por parte de los CORES. 
Asimismo, el programa establece que se fortalecerá a los Consejo Regionales como entes 
colegiados. De esta forma, podrán citar a autoridades regionales o provinciales, y requerir 
información al Intendente. Con ello, estarán dotados de herramientas para una 
fiscalización efectiva.  
. 
Criterios de localización diferenciada para SEREMIS y jefes de Servicios Públicos. 
Aumento en los montos máximos de los contratos de ejecución de obras y de estudios y 
asesorías que los directores del MOP puedan adjudicar, con el fin de agilizar la inversión 
regional y reducir los tiempos previos a la ejecución de los proyectos. 
Mayor libertad administrativa interna en los Gobiernos Regionales, permitiendo que 
normas o materias netamente administrativas se otorguen con total libertad al Gobierno 
Regional. También, se otorgarán facultades para que los Gobiernos Regionales puedan 
suscribir acuerdos de trabajo conjunto o asociaciones. Tributación regional para proyectos 
de inversión regional a través de dos mecanismos: 1% del monto de inversión de los 
grandes proyectos, destinado a financiar obras de desarrollo local socialmente rentables, y 
para el caso de nuevos proyectos, se destinará el 10% que tiene que pagar por concepto 
de impuesto a la renta a la región donde producen las utilidades. 
Se modificarán los criterios con que se asigna el Fondo Nacional de Desarrollo Regional 
(FNDR) con el objetivo que sea más eficiente. Perfeccionando criterios de distribución y 
creando una nueva metodología de medición de impacto. Además, habrá ajustes de los 
criterios de Rentabilidad Social del Ministerio de Desarrollo Social. Del mismo modo, se 
incrementará en más de un 50% la proporción de los recursos de inversión de los 
Gobiernos Regionales que se les asigna directamente por Ley de Presupuestos. 
Permitiendo una mejor planificación, programación y desarrollo de los proyectos de 
inversión regional. 
                                                          
9 Información sacada de su programa de gobierno, disponible en http://programa.evelyn2014.cl/ 
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A nivel municipal, se enviará una ley que les entregue facilidades para el cobro de 
derechos municipales, tales como aseo, cobros de publicidad y simplificación de la 
regulación de viviendas, entre otras materias. Las contribuciones de bienes raíces y otros 
derechos municipales que se deriven de la presencia y actividad de la sede de una 
empresa en una comuna, deberán ser pagados en ella y no donde se encuentra la sede 
central. 
Establecimiento de una canasta estándar de servicios municipales en cada comuna, con 
el fin de compensar las disparidades entre municipios. Incluyendo un sistema de control 
de gestión municipal. Convenios entre los distintos Gobiernos Regionales, CONICYT y 
CORFO, con el fin de atraer y retener capital humano avanzado en las distintas comunas y 
regiones del país. Además, se promoverá que los jefes de división de los Gobiernos 
Regionales queden sujetos al sistema de Alta Dirección Pública.  
Promoción de la identidad mediante el fomento de símbolos regionales, de productos y 
zonas típicas, el uso de una plataforma virtual de promoción (interna y extranjera, 
mediante oficinas regionales de ProChile). Se evaluará la creación de nuevas regiones de 
Aconcagua, Ñuble, Malleco, Osorno, Maule Sur y otras. Conjuntamente se hará una 
redefinición de la división de regiones en provincias. 
 
Alfredo Sfeir 
El líder del Partido Ecologista Verde presenta en su programa un pequeño apartado sobre 
descentralización. Aunque no se mencionan medidas concretas sobre el cómo aminorar 
los problemas del centralismo10
 
. El comando de Alfredo Sfeir señala que la 
descentralización regional no es eficiente ni efectiva en estos momentos, por lo que es 
necesario crear mecanismos institucionales y financieros que realmente empoderen a las 
regiones. El ecologista argumenta que un país verdaderamente descentralizado es un país 
fuerte, equilibrado e integrado económica y socialmente. Gran énfasis se le da entregar 
educación, salud, empleo y agricultura. Dentro de las medidas que presenta su programa 
es establecer nuevas formas eficientes para mejorar la descentralización regional del país. 
Crear formas de descentralización presupuestaria congruentes con esta política. Afianzar 
formas de gobernanza a nivel municipal que beneficien a los habitantes locales. 
Tomás Jocelyn-Holt 
Candidato Independiente proveniente de la Democracia Cristiana.11
                                                          
10 Información sacada de su programa de gobierno, disponible en 
 Promueve sobre 
descentralización en su programa un aumento del presupuesto regional en base a la 
capacidad de recursos generados en la zona, la elección popular de Intendentes y 
Gobernadores, creación de Universidades estatales en Aysén y O’Higgins, la posibilidad de 
modificar planes de estudios primarios y secundarios dependiendo la realidad de la zona, 
subsidios especiales para el emprendimiento regional y la fomentación del turismo o/y 
producción en donde un porcentaje importante irá no sólo para el desarrollo general del 
país sino que para la misma región. 
http://www.sfeir2014.cl/  
11 Información sacada de su programa de gobierno, disponible en http://tomaspresidente.cl/  
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Elecciones de consejeros regionales considerando cupos para etnias. Elecciones de 
Intendentes desde el año 2016 con un plan de traspaso en todas sus áreas administrativas 
con una duración de 8 años y que éstos se transformen en interlocutores válidos en 
cuanto la resolución de conflictos. Elecciones primarias de personeros regionales para 
cupos de diputados y senadores (que al menos hayan vivido los últimos 4 años en la 
región). Contar con representante local del ministerio de hacienda que evalúe 
técnicamente los flujos y fondos de la región, con la posibilidad de crear excedentes e 
invertirlos en caso de superávit. Implementar medidas de seguridad económica regional 
poniendo énfasis en restricciones metódicas a privados. Que los proyectos de privados 
generen una repercusión positiva a la región y no afecte el turismo, la ecología o cualquier 
ítem que consideren relevantes las autoridades del sector. Que el dinero del royalty 
minero quede en las regiones en donde se explotan los recursos naturales. Entregar 
mayor facultades a los gobernadores y que su trabajo sea en conjunto con las oficinas 
regionales ministeriales según los requerimientos propios del momento. Crear una 
Comisión del Estado sobre descentralización y Desarrollo Regional para analizar 
constantemente las necesidades en la materia. 
 
7.4 Políticas y las oportunidades del sujeto en lo comunal y regional 
 
La importancia que se le asignó al proceso de descentralización al momento de recuperar 
la democracia, a pesar de algunos avances significativos, no ha presentado avances 
concretos que permitan hablar de un cambio sustantivo. Bajo el concepto de 
descentralización, es común que se incluyan medidas que pertenecer a otras categorías. 
De hecho, a pesar de que muchas de las medidas implementadas favorecen a las regiones, 
no generan mayor autonomía ni capacidad de decisión, por lo que se mantienen dentro 
de la matriz centralista que caracteriza al Estado en Chile. Incluso, tras esa confusión 
conceptual se esconde un bajo grado de comprensión de las demandas regionales.  
En lo concreto, se puede establecer que los mayores avances tienen relación con la 
creación de una institucionalidad en el Gobierno Regional, pero que sin embargo, se 
mantiene bajo el tutelaje del Gobierno Central. Por otra parte, las dificultades de las 
municipalidades de afrontar la pesada carga que les dejó el legado de la Dictadura Militar, 
que transfirió desde el Gobierno Central al Gobierno Local los costos de la reducción del 
Estado, especialmente en cuanto a educación pública y atención primaria de salud, han 
intentado ser subsanadas con algunas medidas como la leyes de rentas municipales I y II.  
Por otra parte, es posible establecer que el tema de la descentralización ha cobrado 
presencia en los programas presidenciales. Es más, buena parte de las propuestas son 
compartidas o similares, especialmente en aspectos de descentralización política. Incluso 
en materias de descentralización fiscal, históricamente rehuida, existe un cierto nivel de 
convergencia, especialmente en cuanto a mayor gasto público subnacional e impuestos 
localizados, aunque con matices en cuanto a los montos. Otros propuestas, en materia de 
descentralización administrativa, se ven más lejanas, como la creación de un poder 
legislativo regional.   
Los mayores consensos se radican en temas como la elección democrática de 
intendentes (y en menor medida gobernadores), mayor decisión en materia fiscal del nivel 
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subnacional, ayudas especiales (con diversos mecanismos) a las regiones rezagadas, 
nuevas universidades públicas regionales y mayor planificación territorial. Por tanto, se 
trata de materias que presumiblemente se puede avanzar con celeridad. Al igual que en el 
caso de los presidentes analizados, los candidatos presidenciales estudiados tampoco 
diferencian con rigor entre propuestas descentralizadoras de otras categorías.  
A su vez, han presentado varias propuestas innovadoras que contribuyen al debate, 
como la posibilidad de currículum escolar diferenciado por territorio (Joselyn-Holt), la 
regionalización de la educación y salud (Israel), el reembolso del IVA para regiones 
extremas (Parisi), mecanismos de participación directa regional (Claude), el 
establecimiento de Territorios Indígenas Autónomos (Miranda), la definición de una 
canasta estándar de servicios municipales (Matthei), la creación de Consejos Regionales 
de Innovación y Competitividad (Bachelet) o la planificación urbano- territorial de largo 
plazo (Enríquez-Ominami).  
Sin embargo, no se debe desconocer que el nivel de cumplimiento en materia de 
descentralización en elecciones anteriores obliga a tomar con mesura las actuales 
propuestas.  
Los Gobiernos de la Concertación se hacen cargo de un país regionalizado, 
desconcentrado y autoritario, con alta desigualdad entre las regiones, y al interior de las 
regiones (entre las comunas). El gran avance de la Concertación y del Gobierno de Piñera 
fue el de la democratización parcial de la elección de representantes comunales y 
regionales (con elección de Consejeros regionales en la última etapa. Y el 
perfeccionamiento de la desconcentración administrativa. Sin embargo, todavía quedan 
deudas políticas, específicamente, en el tema de la construcción de un sujeto político y de 
un espacio público regional. La elección de intendentes y presidentes regionales está en el 
debate, pero no el rol decisional que las nuevas autoridades deben tener. Junto a la 
democratización de la elección de cargo viene una permanente restricción de las cuotas 
decisionales de los niveles locales y regionales. Los y las candidatas plantearon diferentes 
soluciones con respecto a este sujeto político y sus oportunidades de realización. Sin 
embargo, precisamente, el de la Presidenta Bachelet es el que menos condiciona la 
activación de este espacio en su programa de Gobierno. El tema por tanto está en el 
debate, y dependerá de las movilizaciones, desastres (que tienen que ver en su gestión 
con la capacidad de toma de decisiones y de uso de recursos descentralizados) y 
voluntades políticas de las autoridades y representantes.  
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Capítulo 8: El Sujeto y sus oportunidades en el territorio 
 
Entonces, cuales son las expectativas y realizaciones del sujeto político en chile, con 
respecto a sus territorios. Cuáles son las oportunidades de su entorno inmediato, y como 
viven y evalúan esas brechas los propios habitantes de los barrios, comunas y regiones del 
país. El presente capítulo analizará por tanto, las subjetividades de los habitantes de los 
territorios del país, comparando los resultados de acuerdo a si son habitantes de la Región 
Metropolitana, de otras Grandes Urbes, de urbes pequeñas, y de comunas 
preponderantemente rurales, así como también las evaluaciones que hacen las personas 
con respecto a su vivir en barrios, comunas y regiones.  
Hemos descrito que Chile es un país que presenta una estructura de administración 
territorial altamente centralizada, un fuerte presidencialismo, y que por tanto las 
decisiones que afectan la vida de las personas en los territorios se toman 
mayoritariamente en la capital. En razón de ello, y fruto de un proceso cultural de largo 
plazo, pero también debido a la concentración de instituciones públicas y privadas de 
diverso tipo, como las universidades, entidades financieras, administración pública de 
nivel central, entre otras, dan como resultado que las expectativas de éxito y ascenso 
social suelen estar asociadas a la vida en la capital, especialmente dentro de la población 
joven (PNUD, 2008). 
Vale decir que el Chile de las mediciones macroeconómicas, es, en el prejuicio 
cotidiano, el Chile de Santiago. Chile está alcanzando el desarrollo económico pero de 
manera inequitativa entre personas y territorios (OCDE, 2009). Existiendo en Chile 
comunas con indicadores de país desarrollado y otras con indicadores de país con muy 
bajo desarrollo. Pero ¿es Santiago, la capital de Chile, la cumbre del desarrollo y la 
realización y las regiones de lo precario? como lo dicta el prejuicio instalado en los 
discursos de los chilenos (PNUD, 2008). 
Estudios realizados en Chile, además de coincidir en que el centralismo es una de las 
desigualdades que más agobia para solucionar el problema de la inequidad (OCDE, 2009; 
Atienza y Aroca, 2012), también revelan que Santiago sigue siendo un polo en el 
imaginario de las personas como lugar de realización. Y que precisamente, el eje de la 
realización personal suele estar dispuesto en el traslado de los habitantes del país a la 
capital. Esta "Identidad en fuga" (PNUD, 2008) vuelve importante los cuestionamientos 
acerca de la autoevaluación que las personas hacen de su calidad de vida y bienestar 
subjetivo, así como el análisis diferenciado entre habitantes de diferentes tipos de 
comunas. Por eso este estudio trabaja en el eje de calidad de vida y bienestar subjetivo, al 
mismo tiempo que en el del centralismo y territorio. Para lograr lo anteriormente 
señalado, este estudio levantará la evaluación que hacen los habitantes de diferentes 
territorios del país acerca de su calidad de vida. Así como de otros aspectos relacionados 
con su bienestar subjetivo y con la evaluación que hacen de sus entornos comunales e 
institucionales.  
Los estudios de Calidad de Vida comprenden elementos de bienestar personal y social, 
así como también las capacidades y cualidades que permiten a las personas, además de 
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satisfacer sus necesidades básicas, alcanzar mayores niveles de realización. Según la 
Organización Mundial de la Salud, calidad de vida se entiende como "la percepción que un 
individuo tiene de su lugar en la existencia, en el contexto de la cultura y del sistema de 
valores en los que vive y en relación con sus objetivos, sus expectativas, sus normas, sus 
inquietudes. Se trata de un concepto muy amplio que está influido de modo complejo por 
la salud física del sujeto, su estado psicológico, su nivel de independencia, sus relaciones 
sociales, así como su relación con los elementos esenciales de su entorno" (WHOQOL, 
1995). Sin embargo, el debate detrás del propio concepto de calidad de vida ha sido 
nutrido, en buena medida como resultado de su interdisciplinariedad y de la similitud del 
concepto Calidad de Vida con otras categorías.  
Así, el principal tema de debate tiene relación con las dimensiones desde las cuales 
abordar el tema, debido a sus características inasibles. En líneas gruesas, podemos 
reconocer dos posturas: enfocarse en el estudio de las condiciones objetivas, que 
permitan establecer (y comparar) el nivel en que se encuentra una persona en cuanto a su 
calidad de vida, o bien, una segunda postura que se centra en las percepciones (o 
condiciones subjetivas) de la propia calidad de vida (Urzúa y Caqueo-Urízar, 2013).  
Sin negar la importancia de los indicadores objetivos, en esta investigación nos 
inclinamos por un abordaje de las subjetividades y percepciones de las personas respecto 
de la calidad de vida. Para realizar las mediciones relacionadas con aquellos elementos de 
calidad de vida de utilizarán los indicadores, que el Ministerio de Salud de Chile (MINSAL, 
2006) considera en sus estudios en esta temática, a saber: Privacidad donde vive; cantidad 
de dinero con que cuenta; condición física; bienestar mental o emocional; Relación de 
pareja; cantidad de diversión; calidad de vida familiar; calidad de trabajo; calidad de vida 
sexual; calidad de tiempo libre; calidad de salud física. 
Asimismo, se medirá el bienestar subjetivo de las personas. Esto se hará a partir de una 
batería de indicadores, construidos desde el enfoque de desarrollo humano. Los 
indicadores que se utilizarán son los siguientes: nivel de satisfacción con la vida; capacidad 
de tomar decisiones; trayectoria familiar subjetiva; Trayectoria económica subjetiva; 
amistad; confianza en las personas (PNUD, 2000, 2002, 2004b, 2008). El objetivo de este 
estudio es contrastar el estado de la calidad de vida y del bienestar subjetivo entre los 
diferentes tipos de comunas del país. Para esto se utilizará la tipología de la Subsecretaría 
de Desarrollo Social del Ministerio del Interior de Chile (SUBDERE), que es la Institución 
encargada del desarrollo regional y comunal del país. Esta tipología comprende la 
siguiente división de comunas: 1) Comunas pertenecientes a grandes urbes, 2) comunas 
pertenecientes a urbes, 3) comunas con importante presencia de habitantes rurales y 4) 
comunas rurales. Las variables que la SUBDERE (CITUC, 2011) utiliza para la realización de 










Tabla N° 18 Variables tipología SUBDERE. 
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Fuente: CETIUC, 2011. 
 
Siendo el interés de esta investigación comprender la diferencia específica de los 
territorios con el Gran Santiago, se utilizó de manera diferenciada la evaluación de 
comunas pertenecientes a la capital. De este modo, a los 4 tipos de comunas 
anteriormente descritos se agregó un 5° tipo, que fue el de las comunas pertenecientes al 
Gran Santiago. 
 
8.1 El sujeto en su contexto territorial (regiones, comunas, barrios) 
 
Es interesante la diferencia que existe en la opinión de las personas entrevistadas, de 
acuerdo a su visión con respecto al país en general, y con respecto a su entorno más 
inmediato. Porque por un lado, para la mayoría de los entrevistados Chile y sus comunas 
están progresando (72% y 70% de los entrevistados piensan así, respectivamente). Pero 
por otro, solamente el 52% siente que el barrio donde vive también está progresando. El 
45% de los entrevistados sostienen inclusive que su barrio está o estancado o en 
decadencia.  
Lo mismo ocurre a la hora de poner notas. Mientras el 73% de las personas 
encuestadas pone buena nota a Chile, esta evaluación baja drásticamente a la hora de 
evaluar "su comuna" donde solamente el 50% de la muestra la evalúa positivamente. El 
propio barrio alcanza notas altas para el 57% de la población. En definitiva, la sensación es 
que a Chile le va bien, pero no tanto a "mi comuna" ni a "mi barrio". 
Por su parte, el barrio, lugar por excelencia de las relaciones cotidianas concentra las 
mejores evaluaciones en las personas mayores de 61 años con un 68%. Por el contrario, 
quienes son más jóvenes (entre 18 y 29 años) son los más críticos y concentran la mayor 
cantidad de calificaciones insatisfactorias (23%). Desde el punto de vista del nivel 
socioeconómico, la clase media (C3) adhiere en menor medida a las evaluaciones positivas 
del barrio (50%), mientras que los extremos, nivel alto (ABC1) y bajo (E), califican 
positivamente sobre la media (63% y 64% respectivamente).  
171 
 
Resulta interesante también la información entregada al cruzar la evaluación del barrio 
con el tipo de comuna: mientras que las grandes urbes concentran menos evaluaciones 
positivas (52%), las comunas con presencia rural manifiestan una tendencia a entregar 
mejores calificaciones (64%).  
Un aspecto importante de considerar es el del bienestar subjetivo (cantidad de amigos, 
capacidad de tomar decisiones, satisfacción con la vida, trayectoria familiar y personal y 
confianza en las personas), dado que corresponde a una variable que impacta en la 
evaluación del barrio: a mayor satisfacción subjetiva, mejor es la calificación que se le 
otorga al barrio. Aquella población que presenta una baja satisfacción subjetiva entrega 
un 52% de notas entre 6 y 7, mientras que aquellos con alto bienestar subjetivo se 
posicionan con un 62% en dicho rango de notas. 
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
Al ser consultados los encuestados sobre el estado de su barrio, el 52% dice que éste se 
encuentra progresando, un 40% señala que está estancado y un 6% en decadencia. De 
estos datos, interesa destacar que la población de clase alta (ABC1) y clase media (C2) son 
las que mejor evalúan el barrio al señalar que se encuentra progresando: 71% y 62%, 
respectivamente. Caso contrario ocurre con el estrato D, el cual señala en un 46% que 





Fuente: Elaboración Propia. 
 
Una de cada dos personas en Chile se manifiesta satisfecha con sus comunas. Mientras 
que el 16% adhiere al rango de notas menos satisfactorias. La primera diferencia 
significativa de notar corresponde al tramo etario: a mayor edad de la población, mayor 
proporción de personas evalúa satisfactoriamente a su comuna. Así, mientras en la 
población más joven (entre 18 y 29 años) se aprecia un 43% de calificaciones de este tipo, 
entre los adultos mayores el porcentaje se ubica en el 62%. 
Al observar las evaluaciones cruzadas por nivel socioeconómico – de la misma forma 
que ocurre en el barrio – la clase media es la que concentra la menor cantidad de 
evaluaciones positivas. Por el contrario, son la clase alta y la clase baja quienes concentran 
la mayor proporción de buenas evaluaciones: 58% y 55% respectivamente. 
En relación al bienestar subjetivo de las personas, nuevamente apreciamos que ésta 
corresponde a una variable importante a la hora de evaluar la comuna. Es posible señalar 
que la tendencia descrita en el barrio se repite, de modo que a mayor bienestar subjetivo 
manifestado por la población, mejor es la evaluación que las personas realizan sobre la 
comuna. En este sentido, quienes presentan un mayor nivel de bienestar presentan una 
menor proporción de notas positivas (40%), mientras que quienes se ubican en el mayor 






Fuente: Elaboración propia. 
 
Finalmente, al ser consultados por el estado de la comuna, los entrevistados señalan en su 
mayoría que ésta se encuentra progresando (70%) y tan sólo una minoría indica que está 
en decadencia (3%). La diferencia más notoria que es importante destacar sobre la 
apreciación de la comuna corresponde a la que realiza la clase alta (ABC1), quienes en un 





Fuente: Elaboración Propia. 
 
La evaluación que realiza la gente sobre el país es, sin lugar a dudas, la mejor de los cuatro 
ámbitos reseñados. En este sentido, a nivel general, el 73% de la población le entrega 
notas positivas a vivir en Chile, mientras que tan sólo un 7% se inclina por calificaciones 
insatisfactorias. Con respecto a la edad de la evaluación anterior es posible señalar que a 
medida que la población aumenta de edad, mayor es la proporción de notas positivas. Si 
entre la población joven (entre 18 y 29 años) el porcentaje de evaluaciones positivas al 
país es del 66%, para los adultos mayores (mayores a 61 años) corresponde al 85%. 
Al observar las diferencias en torno al nivel socioeconómico, es importante notar que 
los extremos (clase más acomodada y más pobre) son los que concentran la mayor 
cantidad de evaluaciones positivas: en el grupo ABC1 éstas corresponden al 80%, mientras 
que en el E son el 76%. En este punto es muy interesante la opinión que tienen los 
habitantes de las comunas con alta presencia rural. Dado que las notas excelentes (en 





Fuente: Elaboración propia. 
 
8.2 El centralismo agotado: el sujeto y su realización política en el territorio 
 
Son interesantes las diferencias de opinión entre las comunas del Gran Santiago, las 
comunas de las Grandes urbes en general (que no son del gran Santiago), las comunas 
intermedias, y las comunas con una mayor presencia rural.  
Esto fundamentalmente con respecto a la sensación que tienen las personas cuando 
comparan sus propios logros económicos con el progreso general de Chile, de modo tal 
que las personas que viven en comunas del Gran Santiago se sienten mucho más 
ganadoras económicamente, pues, el 70% de sus habitantes se declaran "ganadores" con 
respecto al desarrollo económico de Chile, aunque a decir verdad, los indicadores no 
indican tal cosa, puesto que la mitad de los trabajadores del Gran Santiago reciben menos 
de 300 mil pesos de salario (Bravo y Medrano, 2013) Esa sensación de éxito disminuye 
progresivamente hasta las comunas con alta presencia rural, donde el 55% manifiesta esta 
sensación ganadora, y pasando por las comunas de las otras grandes urbes (60%) y de las 





Fuente: Elaboración Propia. 
 
Estas notas que diferencian el mundo rural con el urbano, y especialmente el capitalino, se 
vuelven inversas, cuando se examinan elementos referidos a la satisfacción emocional, 
familiar y social de las personas. De modo tal que, en general las personas del Gran 
Santiago evalúan sus vidas y sus comunas en estos ámbitos de mucho peor forma que las 
personas que viven en otras comunas del país, y, especialmente, las de otras grandes 


















a) Vida en general 
Así es como, mientras que solamente el 55% de los habitantes de las comunas de Santiago 
evalúan su "vida en general" con notas entre 6 y 7, esta misma evaluación sube a un 71% 
entre los habitantes de otras grande urbes, 66% a urbes medias, y 70% entre las personas 
que viven en comunas más rurales. 
 
 




















b) Privacidad de las personas 
Con la privacidad de las personas pasa exactamente lo mismo. Solamente el 39% de los 
santiaguinos se declara satisfecho (notas entre 1 y 7) en cuanto a la privacidad que tiene 
donde vive. Evaluación que sube hasta un 75% entre las personas que viven en comunas 
más rurales. En las grandes urbes, esta cifra es de un 67%, y en las urbes intermedias 66%. 
 
 





















c) Condición física 
Mientras el 58% de las personas que viven en comunas de Grandes Urbes que no son 
Santiago, evalúan su condición física con notas excelentes (6 y 7), en Santiago, esa nota 
representa solamente al 39% de la población. Los grandes tiempos de traslado y la 
desigual distribución de áreas verdes e infraestructura deportiva son variables a 
considerar en estos resultados.  
 
 



















d) Bienestar mental o emocional 
Solamente el 52% de los santiaguinos declara su bienestar emocional como óptimo (notas 
entre 6 y 7), evaluación positiva que sube hasta el 70% entre los habitantes de las otras 
Grandes urbes, y los de las comunas rurales. La Encuesta Nacional de Salud del 2011 
muestra que la Región Metropolitana es la que presenta mayor prevalencia de estrés 
permanente del país, con un 11,2% frente a un promedio de 7,2% a nivel nacional 
(MINSAL, 2011). Ya en 1995, Üstün y Sartorius habían demostrado que Santiago 




















e) Relación de pareja 
Lo mismo ocurre con las relaciones de pareja entre los santiaguinos. Solamente el 52% 
declara que su vida en este sentido es buena (notas entre 6 y 7). En cambio este 
porcentaje sube hasta un 78% entre los habitantes de comunas rurales, pasando por un 
71% entre los de las grandes urbes y un 73% entre los de las urbes intermedias.  
 
 





















f) Cantidad de diversión 
Las personas en Santiago declaran tener menos diversión, inclusive, al revés del prejuicio, 
que las personas que viven en comunas del mundo rural. De modo tal que mientras el 
31% de los encuestados en Santiago declararon que la cantidad de diversión para ellos era 
óptima (notas entre 6 y 7), el 37% de las personas del mundo rural declaró lo mismo. Cifra 
que sube aún más para las personas que viven en comunas de grandes urbes que no son 
Santiago (51%), y urbes intermedias (44%). 
 
 


















g) Tiempo libre  
Inclusive ocurre esto con el tiempo libre que declaran las personas. mientras los 
santiaguinos ponen a su disponibilidad de tiempo libre, solamente en un 42% buenas 
notas (6 y 7), esta cantidad de personas sube hasta un 56% en el mundo rural y un 53% 
entre los habitantes de las comunas de grandes urbes que no son Santiago. 
 
 





















h) Vida Familiar 
La diferencia en la evaluación de la vida familiar entre los santiaguinos encuestados es 
drástica, en comparación a los habitantes del resto del país. Mientras el 59% de los 
capitalinos bien evalúan este aspecto de sus vidas, el 78% de los habitantes de comunas 
con alta ruralidad lo hace, el 74% de los habitantes de comunas de otras grandes urbes, y 
el 73% de las urbes intermedias. 
 
 



















i) Evaluación del trabajo 
Mientras solamente el 41% de los santiaguinos evalúa con notas máximas su trabajo 
(entre notas 6 y 7), esta evaluación sube hasta un 61% entre los habitantes de las grandes 
urbes que no son Santiago. Este es un tema que desde hace algunos años ha venido 
siendo abordado por la Dirección del Trabajo1
 
, y en general, se da cuenta que no existe 
una nivel de expectativas alto –que pudiera justificar estas bajas cifras- sino que más bien 
se trata de un bajo parámetro, lo que agrava la percepción.  
 














                                                          
1 Espinosa y Morris, 2003.  
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j) Vida sexual 
Mientras el 72% de las personas que viven en las Grandes Urbes, y el 71% de las rurales, 
se declara muy satisfecho con su vida sexual, este porcentaje baja a un 50% entre los 
santiaguinos. Vale decir que uno de cada dos santiaguinos está relativamente insatisfecho 
con su performance sexual. 
 
 




















k) Salud en general 
Si el 65% de las personas que viven en comunas de grandes urbes que no son Santiago, 
evalúa su salud con notas excelentes (6 y 7), este porcentaje disminuye a un 45% entre los 
habitantes de Santiago.  
 
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
A partir de los datos entregados, es posible establecer las siguientes conclusiones. La 
opinión pública que este estudio levantó, manifiesta una diferencia entre la evaluación 
que hacen de “Chile en general” y de su propio entorno de realidad. De modo tal que, 
mientras sienten que el país avanza y progresa, también opinan que a sus comunas y 
barrios no les va tan bien.  
Según lo analizado, las personas con mayor edad propenden a valorar de mejor forma 
el vivir en Chile. Una situación similar ocurre respecto a los niveles socioeconómicos más 
altos y más bajos. Pero no ocurre con los estratos medios. Estos manifiestan menor 
satisfacción con sus comunas y barrios. En relación a lo territorial, los habitantes de 
comunas con presencia rural, se muestran mucho más satisfechos en este sentido, que los 
habitantes de Santiago y de las otras grandes urbes. 
Con respecto a la evaluación de “vivir en mi comuna”, los resultados son menos 
positivos a la evaluación que se hace de vivir en Chile. Una de cada dos personas no está 
satisfecha con la vida en su comuna. Nuevamente, las más satisfechas son las personas 
mayores, y las menos satisfechas, las más jóvenes. Las clases medias son las que 
concentran la peor evaluación de las comunas, y la mejor se concentra en los segmentos 
altos y bajos socioeconómicamente hablando. Es interesante notar que la satisfacción con 
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respecto a las comunas de los entrevistados con mejor bienestar subjetivo, son mejores 
que las personas que declaran peor nivel de bienestar subjetivo. Por otro lado, ocurre que, 
pese a que se evidencia un bajo promedio de satisfacción con las comunas, el 70% de los 
entrevistados sienten que estas están progresando. 
Con respecto al barrio, ocurre que estos son mejor evaluados por los adultos de más de 
61 años, y mal evaluado por los jóvenes de 18 a 29. A su vez, los grupos socioeconómicos 
más altos (ABC1) y los más bajos (E) son los que mejor evalúan sus propios barrios. Las 
clases medias son los que menos conformes se sienten. Según se analizó también, los 
habitantes de las comunas rurales son los que mejor evalúan a sus barrios, mientras que 
los santiaguinos son los menos conformes. Así mismo, las personas con mayor satisfacción 
subjetiva, evalúan mejor sus barrios, que los con baja satisfacción subjetiva. Lo mismo 
ocurre con el nivel socioeconómico, los grupos más altos mejor evalúan, y peor los grupos 
socioeconómicos más bajos. Finalmente, la relativamente baja evaluación de los barrios 
que hacen sus habitantes, se condice con la sensación de estancamiento con que los 
evalúan. 
A la hora de evaluar calidad de vida y progreso según territorio, ocurre que, si bien los 
habitantes de Santiago se sienten más ganadores económicamente que el resto de los 
habitantes de las otras comunas del país, su calidad de vida es peor. De acuerdo a todos 
los indicadores (de salud, emocionales, económicos, físicos, de entretención, privacidad, 
sexuales, etc.), los santiaguinos tienen una calidad de vida mucho más baja que la de los 
habitantes de las comunas de otras grandes urbes, que la de los habitantes de comunas 
de tamaño intermedio (semiurbanas), y más bien similares, e inclusive peores, que la de 
los habitantes de comunas con alta presencia rural. 
En definitiva los grupos socioeconómicos altos y el grupo de adultos mayores, tienen 
una mejor evaluación de Chile, de sus comunas y de sus barrios. Mientras que la peor 
evaluación se concentra en las clases medias y en los jóvenes. Finalmente también se 
concluye que si bien existe una sensación –que no se condice con los indicadores 
económicos- de éxito económico relacionado con vivir en Santiago. La calidad de vida de 
los habitantes de la capital es mucho peor que la del resto de las comunas del país. De 
modo tal que se puede anunciar que el centralismo, como proyecto de “vivir mejor” en la 
capital, está agotado. 
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Capítulo 9. El territorio y el centralismo durante el terremoto de 2010 
 
Este capítulo trata el contexto político de los sujetos habitantes de las regiones, pero, 
desde una oportunidad diferente. Cuando ocurrió el terremoto de 2010 en Chile, los 
medios de comunicación quedaron totalmente cortados. No hubo ni carreteras, ni 
puentes ni líneas aéreas capaces de informar al centro, ni de llevar decisiones a los 
territorios afectados por el evento. La oportunidad que tuvo este estudio fue presenciar y 
entrevistar a los habitantes, autoridades y dirigentes sociales de los territorios más 
afectados por el terremoto y maremoto, precisamente, durante las 3 semanas siguientes a 
su ocurrencia. En definitiva es un testimonio de lo que ocurre con una sociedad cuando el 
Estado desaparece. Asimismo, el terreno que enmarca este capítulo duró todo el año 
posterior al terremoto y por tanto también resume lo que ocurre con las sociedades que 
habitan los territorios cuando el Estado reaparece.  
El 27 de febrero de 2012 Chile fue afectado por un terremoto de intensidad de 8,8 
grados en la escala de Richter y por olas de maremoto que afectaron, al menos, a 6 de las 
15 regiones del país. El epicentro del movimiento se ubicó frente a las costas de 
Cobquecura, pequeña localidad ubicada en el límite de las regiones del Biobío y del Maule, 
siendo, por tanto, ambas las regiones más afectadas por el fenómeno geológico. 
La consecuencia de la catástrofe se expresó en víctimas y desaparecidos, viviendas y 
medios de vida destruidas, contaminación y destrucción de sistemas de agua potable y 
comunicación, entre otros. Sin embargo, a raíz del fenómeno, quedaron también 
descubiertas una serie de fallas y problemas socio-institucionales que se han traducido en, 
primero, desbandadas de gente en reacción pánica, asolando ciudades y pueblos, y en la 
lentitud, impericia y descoordinación en la reacción de los gobiernos nacionales, 
regionales y locales para dar respuesta a la emergencia. Tales problemas obedecen a una 
seria y letal combinación de amenazas y vulnerabilidades con las que convive 
históricamente Chile, y que la exponen permanentemente a situaciones de riesgo. 
A modo de contexto, es importante mencionar algunos aspectos sobre la constitución 
geológica de Chile se asocian diferentes fallas en permanente fricción y liberación de 
energía, razón por la cual, a lo largo de todo el territorio se devienen de manera continua 
(con lapsos promedios de 10 años) sismos, terremotos y maremotos de diversa 
intensidad. Del listado de mega terremotos registrados, en el territorio chileno han 
ocurrido 2, el más grande, el de Valdivia de 1960, con una intensidad de 9,5 grados en la 
escala Richter, y el del pasado 27 de febrero, con una intensidad de 8,8 en la misma 
escala. Entre 1960 y 2010, al menos otros 5 terremotos se han dejado sentir en el 
territorio chileno. 
Chile es además un país volcánico. Son más de 122 los volcanes geológicamente 
activos, y de estos unos 60 tienen registro eruptivo histórico (dentro de los últimos 450 
años), con más de 412 incidentes volcánicos. En el sur de Chile se ubican dos de los 4 
volcanes más activos de Sudamérica: el Villarrica y el Llaima. Y solo en el siglo XX han 
sucedido varias erupciones importantes: las del volcán Quizapu en 1932 (Grupo 
descabezados de la Región del Maule), del Villarrica en 1948-1949 y 1964; la del cordón 
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Caulle de la región de Valdivia, que sucedió 2 días después del terremoto de 1960; la de 
Cabulco en 1961; la del Hudson en 1991 y la del Chaitén en mayo de 2008 (Lara, 2009)1
 
 
“Se estima que en Chile ocurre una erupción relevante cada 8 o 10 años, aunque 
evidentemente no existe regularidad en su frecuencia. Cabe destacar que las erupciones 
del Quizapu y Hudson fueron también las de mayor magnitud en Sudamérica durante el 
siglo XX.” (Lara, 2009). 
 
La “loca geografía” del alargado territorio chileno, permite además que se sucedan 
diferentes circunstancias climáticas, y con ello, diferentes amenazas son las que se ciernen 
también sobre todas sus regiones y comunas, desde grandes nevazones en las zonas sur y 
cordilleranas, hasta largos períodos de sequía en el centro y norte, junto a intensas lluvias 
e inundaciones las que, sin discriminación cardinal, suelen dejarse caer y sentir. 
Desde mucho antes del terremoto de 2010, los diagnósticos sobre desarrollo en Chile, 
han arrojado como una de sus grandes deudas, el excesivo centralismo que vive en todos 
los ámbitos de su gestión. Este centralismo, que apareja brechas e inequidades 
territoriales profundas, relevó con el terremoto, la imposibilidad a la que están sometidos 
los Gobiernos regionales y locales, a la hora de tomar decisiones en contextos de 
respuesta a la emergencia y recuperación temprana. 
Sucedido el terremoto y maremoto, la incomunicación vial y telefónica dejo inmóviles e 
incapaces a los agentes decisionales de nivel regional y local. Pese a su rango y a la 
información con que contaban, sus atribuciones restringidas, le impidieron a los 
Gobiernos Locales dar una respuesta oportuna a los acontecimientos que se sucedieron (y 
aún se suceden) de manera acelerada y drástica. 
 
9.1 Vulnerabilidades, amenazas y efectos: el camino recorrido del terremoto 
 
Aunque resulte obvio, es necesario afirmar que quizás el mayor problema que tuvieron 
que enfrentar los distintos niveles de gobierno (nacional, regional y local), fue el de la falta 
de planificaciones específicas para responder frente a situaciones de emergencia. En 
efecto, más allá de la activación de los dispositivos y equipos de emergencia regulares 
(cuerpos de bomberos, bomberos, Policía uniformada, Policía Civil, entre otros) la 
institucionalidad regional y local, desconectada de los centros de toma de decisiones en 
Santiago, tardó tiempo en asumir un rol activo en la respuesta a la catástrofe. 
La falta de preparación para un escenario de catástrofe de esta envergadura representa 
una de las primeras señales en relación a la falta de autonomía de los gobiernos locales 
para dar respuesta frente a hechos de la naturaleza de un terremoto. Esto queda de 
manifiesto en el diálogo de dos funcionarios municipales pertenecientes a una comuna 
duramente golpeada por el terremoto, ocurrido en un seminario realizado algunos en julio 
de 2010: 
 
                                                          
1 Volcanismo en Chile: ¿está el país preparado para mitigar los impactos derivados de las erupciones 
volcánicas? Luis E. Lara, Programa de Riesgo Volcánico SERNAGEOMIN. 
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Funcionario A: Lo que pasa es que no teníamos un plan B. 
Funcionario B: Shhhh… pero si no teníamos ni un plan A siquiera! 
 
La pregunta que emerge es por qué son los gobiernos locales o municipios los primeros 
que deben dar respuesta ante este tipo de emergencias. Dada la naturaleza del terremoto 
acontecido el 27 de febrero de 2010, el territorio chileno “colapsó”, traduciéndose esto en 
un territorio desconectado, incomunicado y en donde, por tanto, el Gobierno Central fue 
incapaz de diagnosticar adecuadamente cuál era la situación exacta de los habitantes de 
Chile. En este sentido, es el municipio – dada la falta de coordinación emanada desde el 
centro – el órgano que entrega las primeras respuestas sobre qué hacer. Es importante 
destacar que no se hace referencia a falta de información horas o días después de 
terremoto: lo sucedido es una falta de coordinación que duró semana después de la 
catástrofe. En este sentido, al análisis de los procesos comunicacionales, decisionales y los 
efectos en la respuesta a la emergencia y la recuperación temprana en 4 de esas comunas, 
dedicamos el siguiente análisis. 
Más aún, es interesante de destacar cuál es la visión que el centro tiene de lo local. Tal 
como se indagó en el capítulo anterior, el centralismo corresponde a la forma en que el 
gobierno central se relaciona con los gobiernos locales; también – es necesario señalar – 
persiste una postura “paternalista”: el centro no cree que lo local pueda gestionar o 
controlar por sí mismo contingencias como las del terremoto. 
 
Es que el nivel local no tenía bodegas de alimento, ni lineamientos de abastecimiento, 
entonces nuevamente te digo que pienso que los diagnósticos de las autoridades locales 
son pos emergencia. Porque si yo fuera el gobierno central y veo que hay un equipo 
armado no intervengo de lleno. (ONEMI) 
 
En términos simples, el centro no confía en lo local. De un modo u otro, la excusa es que el 
manejo de determinados eventos, tales como el terremoto, deben ser manejados con 
determinadas capacidades o recursos; sin embargo, dada la estructura del Estado, estos 
recursos provienen precisamente del centro. Lo local, en su incapacidad de dotarse de 
dichos recursos o capacidades – dado un escenario de financiamiento restringido – el 
centro irrumpe y “entrega las soluciones”. El centralismo, en su afán controlador cual 
panóptico, menosprecia la competencia de lo local en todo nivel: el manejo del terremoto 
es tan sólo una excusa para graficar esta relación. 
 
Comprendo la mirada del municipio, efectivamente nosotros tenemos el desafío de 
fortalecer las capacidades del nivel local instaladas en los municipios, para la 
prevención, la respuesta y la recuperación, pero las municipalidades se tienen que 
modernizar. Me pasa que hay que mirar cómo están funcionando los municipios hoy en 
general, cómo son las colas, cómo es atendida la gente (…) La ONEMI llega sólo hasta las 
regiones, en las comunas se hace cargo el encargado de la protección civil, pero él no 
tiene presupuesto, ni atribuciones, ni recursos (ONEMI). 
 
Lo interesante, sin embargo, de la visión del gobierno central es que en situaciones como 
un terremoto el nivel local sí es necesario. Tal como se indicó, catástrofes de esta 
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naturaleza literalmente colapsan un país entero y las respuestas –que deben ser 
prácticamente inmediatas– precisan de la acción de múltiples tipos de organizaciones.  
 
La relación en un principio de la ONEMI con otras instituciones fue tensa, porque una 
situación tensa genera relaciones tensas, y cuando tú no tienes un lineamiento claro, 
eso dificulta las relaciones. El sistema no es claro de las atribuciones y limites de cada 
uno en cada minuto, entonces es genera choque de egos, entonces si tienes buenas 
relaciones personales, tienes buenas relaciones laborales, y no debiera ser así. (ONEMI). 
 
 
9.2 El contexto comunitario y los nuevos liderazgos en un contexto de emergencia 
 
Luego del desastre, los espacios informativos se repletaron de imágenes caóticas dando 
cuenta de los efectos materiales del terremoto y tsunami. A estas escenas de devastación 
siguieron las imágenes de los desmanes y el saqueo producidos al comercio. 
De esta manera se instaló la idea que, junto y asociado a la destrucción material, había 
sobrevenido una verdadera destrucción de “lo social” en estos territorios. Esta conclusión, 
bautizada por medios locales e internacionales como “el terremoto social de Chile”, 
inundó la prensa con sus múltiples posibles explicaciones e interpretaciones, y hasta hoy 
sigue instalada como una suerte de “versión oficial” de lo ocurrido en las zonas de 
desastre. En resumidas cuentas, lo que fue comunicado por los medios de prensa es que 
en los territorios afectados por el terremoto del 27 de febrero es que, dada la falta de 
capacidad de los órganos responsables de entregar ayuda a la población afectada, la 
sociedad se encasilló entre dos paréntesis: para sobrevivir al post terremoto, se 
suspendían una serie de convenciones sociales que tienen su gráfica más clara en el 
saqueo de tiendas comerciales, así como también la conformación de “cuadrillas civiles” 
para el cuidado de la propiedad privada por temor al ataque de “otros”. 
 
Fue una sinvergüenzura, salió todo lo malo que teníamos muy escondidito. Robaron 
cosas que no era necesario robar, como un plasma, como una cama, como neumáticos, 
licor, eso no se necesitaba aquí. Muy luego llegó la ayuda en víveres, el municipio 
entregó cajas, entonces nunca estuvimos desabastecidos en la cosa de la comida. Sí que 
faltó el agua, cosa que también se arregló en los días siguientes. No es entendible que la 
gente de cuello y corbata, profesionales, estudiantes, hayan salido a robar, no lo 
entiendo. 
 
Los antecedentes recopilados en este proceso, sin embargo, remiten a una situación 
distinta a nivel local, también generalizada pero con una menor cobertura por parte de los 
medios de comunicación. Las entrevistas, reuniones y seminarios realizados nos informan, 
más bien, de ejemplos de ayuda y solidaridad entre las personas, del cambio de los roles 
sociales, y fundamentalmente, del establecimiento de una relación de cooperación entre 
los habitantes de las comunas y sus municipios. En este sentido, más allá del panorama 
apocalíptico transmitido por los informativos – en donde lo social es más bien asimilado a 
un escenario anómico – los relatos orales de personas afectadas más bien hablan de una 
transformación social vinculada con la cooperación y el comunitarismo. Tal como indica el 
193 
 
Secretario Municipal de una Comuna afectada en la Región del Maule y una dirigenta 
social de la misma zona: 
 
Los principales actores de la Emergencia a mi juicio fue la gente misma. A las 8 de la 
mañana estaba la gente afuera lista para trabajar. Y eso hacía que nosotros 
respondiéramos (…) Yo creo que fuimos eficaces en primera instancia porque hubo 
colaboración de la comunidad, hubo información, buena coordinación entre nosotros. 
Hicimos un mapa de toda la zona con la información del estado de cada zona y cubrimos 
inmediatamente las necesidades básicas (SECPLAN de comuna de la Región del Maule). 
 
El municipio asumió entonces un rol fundamental de articulador de la solidaridad y de la 
acción comunitaria. Sobrevenida la catástrofe – y ante el retraso de la respuesta 
institucional y central – la conformación de lo local sufrió transformaciones hacia un 
funcionamiento autónomo, lo que dista bastante de la normalidad centralista del país. En 
este sentido, las comunidades se articularon hacia adentro teniendo como eje organizador 
el propio municipio.  
 
Si bien la relación se dio a raíz de la tragedia, fue una relación bastante temprana, 
amplia y fue liderada por el municipio. Si bien nadie estaba preparado para ello, aunque 
hubieran planificaciones nunca se habían articulado en la práctica, por problemas de 
conectividad la municipalidad actuó sola la primera semana entera, tratando de 
restablecer el orden, y como servicio público fue el único que lideró todo el trabajo 
venidero. Asique fue bastante agotadora la situación. Aparecieron nuevos liderazgos 
que eran funcionarios a honorarios, mucho voluntariado también, y lentamente se 
empezó a tomar de nuevo con la estructura de la organización (Encargado de 
Emergencia Municipalidad del Biobío).  
 
Junto al rol coordinador del municipio, surgieron expresiones de “solidaridad” o “acción 
comunitaria” en la sociedad civil, que inmediatamente ocurrido el terremoto, avanzó en la 
apropiación de espacios y, por tanto, en protagonismo. Estos nuevos liderazgos y 
formatos organizacionales definieron la forma como se organizó la respuesta en los 
espacios locales, sobrepasando liderazgos tradicionales, exigiendo mayores esfuerzos 
públicos y tensionando el tradicional marco meramente asistencial de las relaciones con el 
municipio.  
 
Los líderes que dirigían estos comités eran en general jóvenes, otros que eran 
profesores, en realidad hay de todo. Organizaron shows y cosas también para salirse un 
poco de este tema, han organizado bingos, etc. para cubrir las principales necesidades 
(…) se formaron voluntariamente porque sintieron que era necesario, no porque alguien 
nos va a dar algo a cambio. Sintieron que era uno de los caminos fundamentales para 
lograr sus objetivos en el menor plazo posible (Administrador Municipal comuna de la 
Región del Maule). 
 
Podemos afirmar que este periodo inicial de respuesta se caracterizó por la aparición de 
estos nuevos liderazgos, estilos y organizaciones en lo comunitario. Este fue un hecho 
clave, pues este “nuevo tejido social” permitió responder con energía a las necesidades 
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organizativas que demandó la emergencia. Cuando se hace el análisis de las primeras 
semanas de respuesta a la emergencia, la aparente “vulnerabilidad social”, tan comentada 
y ensalzada en los medios de comunicación, al parecer, se minimiza en comparación con 
estas expresiones de organización.  
 
Más que organizaciones surgieron líderes emergentes, algunos de ellos conformaron 
grupos, que se afianzaron con el terremoto, y surgió una representación más activa. A 
las personas organizadas se les puede entregar ayuda de manera más fácil, más 
transparente. Surgieron algunos actores anteriores que estaban dormidos, pero también 
salieron nuevos actores en su mayoría jóvenes (Encargado de Proyectos funcionario 
Municipal comuna de la Región del Maule). 
 
Es importante destacar que este nuevo escenario planteó un desafío mayor a los 
municipios: asumir un rol articulador social e institucional, en un contexto de post 
desastre y con serias limitaciones en la comunicación con los niveles regional y nacional. El 
escenario empeora aún más cuando consideramos, como ya se ha expresado 
anteriormente, que los niveles locales no cuentan ni con recursos ni competencias para el 
manejo de estos escenarios; es en el nivel central donde todo esto se concentra, dejando 
con poco margen de acción a los municipios. 
En este escenario, la flexibilidad de los municipios y sus equipos profesionales fue clave 
en la gestión de la emergencia y la catalización de las voluntades, pues, pese a la “no-
planificación”, sus funcionarios supieron responder con creatividad al contexto, innovando 
en una amplia gama de situaciones. A partir de la información recopilada a través de 
entrevistas con actores de estas “innovaciones”, podemos categorizarlas en tres tipos: uso 





Tabla N° 19 Innovaciones burocráticas de municipalidades en contextos de emergencia 
Innovación en el uso y apropiación de espacios públicos frente a la emergencia 
El comercio que provee más de 4.000 empleos está en 0. Ha habido una sensación de 
abandono, de nunca más nada, por eso se decidió abrir la Plaza de Armas, para dar 
esperanzas e impulsar la actividad de la población. Ahora se quiere reconstruir la ciudad, 
cuando al principio no se quería hacer nada. Entrevista a equipo de emergencia comuna 
del Biobío(A 20 días del terremoto) 
 
Innovando en su trama organizacional interna 
Para eso se hizo un tipo certificado de habitabilidad, es decir se combinó personal del 
departamento de obras y del departamento social que sistematizaron información del 
daño de las viviendas, para certificar daños y qué tipos de daños hubieron para luego 
implementar las soluciones. Exposición de equipo municipal de comuna del Biobío en 
Taller sobre Recuperación. 
En un principio se hizo un mapa de los lugares más afectados, las comunicaciones desde 
mi punto de vista fue buena. El departamento Social se fusionó con el departamento de 
Salud para poder responder mejor a la emergencia. Encargado de Proyectos funcionario 
Municipal comuna de la Región del Maule 
 
Innovaciones procedimentales 
En lo que respecta al área de vivienda (el municipio) dispuso una línea de financiamiento 
adicional a los subsidios tradicionales. Eso simplificó procesos engorrosos para postular a 
las viviendas. Por lo que sirvió enormemente. Encargado de Unidad de Vivienda Comuna 
del Biobío. 
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
Entre otros aspectos de gestión en este punto, se puede destacar el punto referido a la 
creatividad y capacidad de respuesta que se encontró en la relación municipio 
(funcionarios públicos) y comunidad (organizada y no organizada). Respuesta no 
planificada y caracterizada, según los y las entrevistados(as) como “natural”, “por inercia” 
o “informal”. 
 
La informalidad fue lo más eficiente para el terremoto. O sea los canales informales 
funcionaron mucho más que cualquier firma del alcalde. La gente venía acá a tocar la 
puerta y en ese conflicto logramos ordenarnos. No existía la formalidad del documento 
que tenía que pasar por el alcalde. Para nosotros fue positivo porque pudimos tomar 
decisiones en terreno, pudimos conocer las necesidades de las personas en terreno. La 
comunicación con otras zonas era vía vehículo. Cuando compramos las primeras 
mediaguas las compramos con el compromiso que iba a llegar alguna plata, que se iba a 
aprobar, sin pasar por la formalidad. Y esa informalidad nos sirvió para atender la 





9.3 El sectorialismo y el centralismo re-encausando al sujeto político en el territorio 
 
Pasadas las semanas iniciales de respuesta a la emergencia, “nuevos” procesos de 
respuesta se instalaron en las comunas y localidades. Esta respuesta provino de los niveles 
centrales de cada sector y fue liderado por las líneas de asistencia provenientes 
directamente desde Santiago. 
En este período, aparece con fuerza la idea de que la intervención sectorial será 
“mejor” en eficiencia y cobertura, cuestión que resulta puesta en duda en la evaluación 
que los actores locales entrevistados hacen de ella. 
 
Porque nosotros hablamos con las oficinas de Santiago, el MIDEPLAN, y nos dijeron que ya 
sabían lo que necesitábamos, que ya tenían todo listo. Cuando en realidad aún no tenían 
comparaciones, ni mediciones de campo, ni listas de daños, ni listas de necesidades. 
(Administrador Municipal comuna del Biobío).  
 
Además los programas, el ministerio del interior iba a entregar las mediaguas y se demoró 
bastante. Más que nada fue la sensación que el gobierno instalado no confió en la 
infraestructura, no confió en el Municipio. Entonces todo llegaba listo y nosotros sólo 
éramos un medio intermediario. Aquí teníamos alimento, y mandaban alimento (...) La 
relación entre el municipio y gobierno regional, ha sido complicado. Porque más allá de la 
reasignación de los recursos que hubo para la compra de mediaguas no ha habido mayor 
vinculación, la vinculación es con los otros servicios con el SERVIU, la Dirección de Obras 
Hidráulicas. El Intendente nos visitó pero yo siento que no ha habido una gran 
coordinación. Quizás lo mismo que nosotros sentimos con ellos, ellos lo sientes con el 
nivel central. Acá a los 3 días vino el subsecretario de desarrollo regional a pagar, y fue un 
caos. La Subdere se puso con los funcionarios y después todo era como “implemente este 
programa”, “envíe la factura para acá”, “nosotros pagamos” (SECPLAN comuna de la 
Región del Maule). 
Las críticas a la intervención sectorial no solo se refieren a la descoordinación y no-
consideración, de las capacidades, mecanismos y procesos instalados por los municipios, 
sino también, desde la perspectiva de la política local y del capital social, a la 
“desactivación” de la participación ciudadana y del tejido social con su instalación en el 
territorio. 
 
Eso [el trabajo social] funcionó inicialmente, pero después llegaron los programas de 
gobierno que bajaron con el tema de las mediaguas, de recursos, y cuando la gente 
empezó a ver las mediaguas la actitud fue cambiando y todo el mundo quiso acceder a 
las mediaguas y surgió algo más individualista. Y la idea inicial era que con esa gente 
nosotros les íbamos a entregar la mediagua pero que ellos iban a armar la mediagua, 
que el vecino iba a ayudar en este tema en conjunto. Como generar comunidad a través 
de la experiencia. Pero eso no resultó. Llegó un Techo para Chile con sus jóvenes a 
armar las mediaguas, a ayudar, a apoyarnos. (SECPLAN comuna de la Región del Maule). 
 
De la misma forma, con la llegada de los planes generales comienzan a aparecer –




Hay un estilo de intervención social en donde se privilegió lo que era asistencial y lo 
productivo. Quizás hubiera sido mucho mejor haberlos dejado un poco solos para que 
fueran tomando más personalidad, que sean emprendedoras. (Administrador Municipal 
Comuna de la región del Maule). 
 
La llegada a los territorios de la estructura de operación pública sectorial, desagregó la 
demanda local (territorial e integral) en una serie de demandas enfocadas en grupos 
específicos distinguidos por la lectura de afectación que la propia respuesta hacía 
(damnificados-vivienda, sin medios de vida-alimentación, niño/jóvenes-es escuelas, 
enfermos-postas/hospitales), lo que transformó los ejes territoriales de respuesta 
municipal y ciudadana operada inicialmente luego del desastre. 
De esta forma, pasamos desde una demanda local-social de apoyo a la “recuperación-
desde-la-emergencia”, a una demanda específica -de parte de grupos de víctimas del 
desastre- de bienes y servicios en “respuesta-a-la-emergencia”. En el tránsito de una 
expresión a otra. 
Curiosamente, la misma respuesta sectorial-centralista que reemplazó los espacios 
construidos localmente por los municipios, basó su intervención en la capacidad de acción 
institucional de estos. Luego, los funcionarios municipales, regularmente sobre cargados 
laboralmente, debieron ahora hacerse cargo del peso burocrático del andamiaje y 
operacionalización de las respuestas sectoriales. 
 
Primero hubo un bombardeo que te pedían información y esa misma información te la 
pedían de 4 a 10 veces, o sea entre ellos no se coordinaban. Además los programas, el 
ministerio del interior iba a entregar las mediaguas y se demoró bastante. Más que nada 
fue la sensación que el gobierno instalado no confió en la infraestructura, no confió en el 
Municipio. Entonces todo llegaba listo y nosotros sólo éramos un medio intermediario. 
Aquí teníamos alimento, y mandaban alimento. (SECPLAN Municipalidad de la Región 
del Biobío). 
 
El sistema político local responde a la emergencia en un primer momento de manera 
espontánea. Con coordinaciones guiadas sobre todo por los equipos municipales y por 
organizaciones y liderazgos en emergencia. Innovando administrativa e institucionalmente 
las mejores respuestas, entendiendo el mapa de las acciones desde un enfoque territorial. 
Luego de la primera respuesta caracterizada por la coordinación sin planificación, y por 
la ausencia del gobierno central y regional en la respuesta, pasadas las semanas, aparece 
la respuesta sectorial, que demanda del municipio información, al mismo tiempo que 
operacionalizar las líneas de reconstrucción centralmente elaboradas 
Estas nuevas respuestas redundarán en una sobre carga burocrática y en la incapacidad 
de los funcionarios municipales para articular y activar los planes centralizados de 
respuesta; y en la desactivación de los tejidos políticos, sociales y solidarios emergidos en 
las comunas como respuesta a la emergencia. Finalmente -y en el plano hipotético, donde, 
insistimos, se mueve todavía gran parte de este artículo- esto redundará en la mala 
evaluación posterior de los Municipios, a quienes les ha tocado entonces asumir el rol de 
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“chivo expiatorio” de la descoordinación de esa entrega centralizada de la ayuda y la 
respuesta. Las fallas son siempre municipales. Ellos serán siempre los burócratas. 
 
Ahora estamos en un período en el que aún no tenemos gobierno, el gobierno no se ha 
instalado, no hay SEREMI, no hay gente con facultades de tomar decisiones, y los 
distintos instrumentos que ha generado el gobierno se han generado sobre la base de 
un centralismo excesivo. Eso ha producido que la gente concentre sus críticas hacia la 
única autoridad conocida, el municipio, porque no hay más autoridades a las cuales 
pedirle o exigirle. (Equipo de Respuesta a la Emergencia Municipalidad del Biobío). 
 
Finalmente, emana una evaluación desgarradora: la pérdida paulatina de esa solidaridad 
inicial alcanzada, de los nuevos liderazgos, de la acción de lo social en pro de la respuesta 
(y el desarrollo).  
 
A pesar de toda la situación, vimos a una comunidad entregada, solidaria, gente que 
llegaba con sus camionetas a ofrecer lo que tuvieran, como diciendo “aquí estoy”. El 
tema es que en un principio fue así, la gente se sensibiliza en el momento pero después 
vuelve a la rutina que te saca de ese momento y te impide a lo mejor seguir en eso. Las 
grandes ocasiones gatillan estos gestos. El tema de los mineros es un ejemplo de esto 
también. (SECPLAN de comuna de la región del Maule). 
 
Desapareció el Estado el 27 de febrero y las personas actuaron de manera organizada. EL 
municipio sirvió de eje articulador, emergieron nuevos liderazgos entre los funcionarios 
municipales a contrata y entre los dirigentes, sobre todo jóvenes, de las organizaciones 
comunitarias. Nadie estaba preparado, sin embargo lograron tomar decisiones rápidas e 
instalar un sistema comunitario o solidario de respuesta a la emergencia. El compromiso y 
la experiencia local sirvió de ayuda, y la comunidad local, en general se mostró agradecida. 
Sin embargo, 3 semanas después, cuando reaparece el sectorialismo del Estado, las 
municipalidades pasan a tener un rol burocrático, encargados de levantar información y 
repartir la ayuda. Esto conllevó a que las personas, pasadas dos semanas, comenzaran a 
evaluar negativamente el trabajo de las municipalidades, y que los dirigentes "emergidos" 
durante la emergencia, volvieran a soterrarse en la comunidad. El sectorialismo al mismo 
tiempo descontextualizó las ayudas y labores de respuesta a la emergencia y 
recuperación, dando cuenta de una alta ineficiencia en la administración de los territorios, 






El desenlace de este estudio es constatar la incapacidad del sistema sociopolítico chileno 
para incorporar las subjetividades políticas emergentes en los causes político 
institucionales. Las encuestas y entrevistas realizadas permiten comprender una distancia 
que ha sido irremontable entre el sujeto, los representantes y las instituciones políticas 
del país. En resumen, la realización de las subjetividades políticas corre por los caminos 
políticos informales, mientras, los espacios públicos formales, reproducen ciega e 
imaginariamente una relación con un ciudadano supuesto de expectativas y necesidades. 
El formal, se concluye, es un espacio público imaginario para ciudadanos imaginados.  
El hito definitivo de esta construcción supuesta de la política en Chile es en las 
postrimerías del siglo XIX, con el suicidio del Presidente Balmaceda y la discusión -
paradójica- sobre la Ley de Comuna Autónoma (Capítulo 2, sobre la trama histórica de 
esta tesis). Antes de este día fatídico, la discusión política en Chile fue permanentemente 
sobre el sujeto reivindicando un territorio y una forma propia de hacer política. Luego de 
este día, el proyecto político de Chile será sin sujeto y sin territorio. El siglo XX estará 
marcado por reivindicaciones ideológicas y de clase, por la cuestión social. Pero el 
concepto de ciudadanía y la incorporación de las subjetividades políticas individuales no 
tendrán terreno fértil ni moderna maduración.  
La ausencia del sujeto en la discusión y en la construcción del espacio público chileno 
repercute en varias distancias y en varias disociaciones. Primero, entre las expectativas 
políticas los representantes y las instituciones, luego, entre las expectativas, ahora 
materiales y sociales, y las oportunidades que entrega el sistema para alcanzarlas. Estas 
distancias se convertirán entonces en brechas, que serán en definitiva la medida de la 
frustración de las personas. Frustración que podría llegar a ser -suficientemente- el 
preludio de una crisis generalizada. Pero que en Chile, demuestra este estudio (Capítulo 3, 
sobre las tensiones en el modelo histórico de representación), la sensación de abuso e 
inequidad se ha individualizado, y que si hay una crisis, esa es política y va por el camino 
de la legitimidad del sistema político. Legitimidad que se cuestiona en tanto participación 
e interés ciudadano en las instituciones y en sus eventos y evaluación de la democracia.  
Pero, con respecto al reclamo sobre las realizaciones materiales o sociales, las personas 
si bien sienten la inequidad del sistema, no cuestionan esta inequidad con un discurso de 
malestar. Los chilenos, se demuestra, no politizan las inequidades materiales ni los 
abusos. Al revés, llevan las inequidades al plano de lo individual. Ora como ciudadanos 
consumidores ilusos, ora como ciudadanos ineptos para el desarrollo. Pero no se 
encuentra en la opinión pública chilena una oportunidad de discurso de clase o de 
reivindicación de algún tipo, en las inequidades sociales.  
Por eso, se demuestra, el reclamo educacional, en la opinión pública, es más de 
consumidores que de sujetos con consciencia política. El reclamo contra las empresas es el 
de consumidores abusados. Y el reclamo, tampoco es contra la política. El reclamo cuando 
los temas son de interés público, es contra los "los políticos" y sus malas artes. La crisis 
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política en este punto tiene que ver con la desafección política de las instituciones 
formales, pero no con un reclamo de renuncia al sistema.  
En definitiva, a lo largo de su historia, los chilenos han vivido un proceso de 
profundización de la desafección del sujeto con respecto a su entorno. Y esa desafección 
tiene que ver con las oportunidades de realización de este sujeto en sus contextos 
territorial (centralismo); organizacional comunitario, regional y nacional (participación); en 
relación a sus autoridades (representación); en relación a sus expectativas con el mercado 
(sensación de abuso); y con respecto a la sociedad (desconfianza con respecto al otro). 
Los capítulos analíticos (capítulos 4 y 5 sobre las expectativas y el trayecto de 
representación en Chile) profundizaron estas distancias y desafecciones del sujeto 
sociopolítico chileno demostrando, por ejemplo, el agotamiento del actual modelo 
político -en ejes de izquierda y derecha- como sistema de representaciones para la 
población, y como las personas se sienten alejadas emocional y políticamente de sus 
representantes -inclusive de las autoridades o dirigentes de nivel más local y regional-. Se 
demostró sobre este punto, además, la tendencia a la baja en la valoración que hacen las 
personas de la democracia, y como se ha profundizado la disociación entre el sujeto y su 
visión, con respecto a las políticas públicas y los discursos políticos. Esto último, a 
propósito de la diferencia que existe entre las encuestas oficiales o legitimadas en la 
opinión pública, con respecto a la definición de la delincuencia -por ejemplo- como el 
mayor problema de los chilenos. Este estudio demostró, a partir de sus propios 
levantamientos estadísticos, que la mayor preocupación de las personas -cuando se 
realiza una lectura territorial- son la salud y el empleo, y que esto se complejiza a medida 
que se analizan los contextos territoriales de las personas.  
Los datos levantados y analizados por este estudio cuestionaron también ese 
"ciudadano supuesto" por la historia y la institucionalidad formal chilena. A través de 
levantamientos cuantitativos y cualitativos quedando demostrado que los chilenos son 
más soñadores que asistencialistas; que preferirían hablar con sus autoridades más de 
proyectos que de problemas; que preferirían votar par alcaldes por gente de la comuna, y 
para presidente por personas cercanas y horizontales, antes que por tecnócratas o 
expertos. Las personas en Chile, en definitiva, si bien valoran la educación de sus políticos, 
no inclinan sus preferencias por la tecnocracia o el asistencialismo. Buscan más 
representación, horizontalidad y progreso. 
Las distancias descritas han configurado en los chilenos varias visiones de mundo y de 
sentido. De modo tal que -según el levantamiento realizado- la mitad de la población 
declara que "trabaja para vivir", y la otra que "vive para trabajar". Diferencia que no es 
construida por una cosmovisión religiosa (al modo weberiano) sino que por el contexto 
social y material en que viven las personas en Chile. Esto porque son los segmentos 
socioeconómicamente altos los que declaran más que trabajan para vivir, que pueden 
encontrar y que pueden cambiarse de trabajo cuando quieran; mientras que los de los 
segmentos bajos, viven para trabajar y el trabajo es considerado por ellos una suerte de 
"virtud" que hay que cuidar. A mayor vulnerabilidad (pobres, mujeres y viejos) o lejanía 
(habitantes de las comunas rurales), la sensación de la fragilidad del trabajo y de la vida 
dedicada al trabajo son las que predominan en el discurso de las personas.  
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Pero la diferenciación socioeconómica no determina solamente este nivel de la visión 
del mundo de los chilenos, sino que, se concluye, esta sirve de explicación para 
prácticamente todos los aspectos de la subjetividad del trabajo analizada: La justicia de 
ingresos, la posibilidad de alcanzar sueños, y de vivir un futuro digno (entre otros aspectos 
analizados), están determinados por el grupo socioeconómico al que pertenecen las 
personas. En resumen se puede afirmar que los chilenos sienten que el techo de 
expectativas de realización social y material es bajo, y que el piso social y económico que 
se ha ganado es endeble. Siquiera el sueño clásico de "la casa nueva" es una expectativa 
de realización para los chilenos. La gente ya no lo objetiva. Solamente una de cada cuatro 
personas siente que podrían tener algún día una vivienda digna, y esas personas se 
concentran en los segmentos socioeconómicos más altos. El sueño de la casa propia no es 
siquiera imaginable para los grupos socioeconómicos medios y bajos. 
Esta disociación de expectativas socio-materiales de las personas con respecto a sus 
objetivos, se relaciona también con la visión de mundo de las personas con respecto a su 
propio entorno social. De este modo esta investigación concluye que, si bien para la 
mayoría de los chilenos una "buena sociedad" es aquella solidaria antes que exitosa. Para 
un parte significativa de la población, una "buena sociedad" es individualista y exitosa 
antes que solidaria. Expectativa de solidaridad que, nuevamente, se concentra en los 
grupos socioeconómicos más altos y en los habitantes de las grandes urbes, mientras que 
la visión individualista de la sociedad, se concentra entre los grupos socioeconómicos más 
bajos y en las comunas más rurales y alejadas.  
La mayoría de los chilenos siente además que "la gente" abusa de ellos; que las 
empresas y negocios (de todos los tipos y tamaños) les intentarán cobrar lo más que 
puedan y no el precio justo; que en general, en situaciones de emergencia, lo más 
probable es que no recibirán ayuda del prójimo; y que hay corrupción en el Estado, al 
mismo tiempo que manifiestan una importante tolerancia a la corrupción. Y nuevamente, 
esta percepción -negativa- del entorno, es mucho más fuerte entre los grupos 
socioeconómicos medios y bajos, y menos en los altos. La solidaridad y la confianza, el 
individualismo y la desconfianza, se segmentan en visiones de mundo relacionados con el 
nivel socioeconómico, transformándose entonces estos datos en pistas, sobre los 
cimientos culturales hacia donde la inequidad económica y política descritas están llvando 
al país. 
La disociación de la que habla esta tesis tiene que ver, en efecto, con lo político 
electoral y con respecto a las expectativas individuales y sociales. Pero hay también un 
resorte fundamental en lo sociorganizacional que tiene la raíz en esa historia territorial 
frustrada para el siglo XX chileno. La idea de participación en este punto es fundamental. 
Este estudio (capítulos 6 y 7, sobre la praxis política de la representación en el nivel local) 
demuestra cómo en Chile el concepto de participación se ha vaciado de contenido, y 
también cómo la realización práctica de las subjetividades políticas no tiene hitos reales 
de realización en el nivel sociorganizacional, comunitario y territorial. Pese a las 
expectativas y visión de mundo de población, este estudio recogió, luego de un largo 
levantamiento etnográfico (de décadas), permanentemente ejemplos de carreras políticas 
frustradas, contextos políticos asistenciales, capturas del Estado Municipal, y de relaciones 
clientelares de todo nivel. En definitiva, la existencia política práctica habla más de una 
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subjetividad política extraña y lejana a la estructura formal del poder, que de la realización 
política de las personas en sus entornos territoriales. La participación es en este sentido 
un comodín legitimador de decisiones tecnocráticas, mientras que los carriles de la 
realización política corren en paralelo a la ciudadanía (organizada o no). La crisis política es 
también sociorganizacional. Porque el centralismo no queda en Santiago, si no que queda 
en el escritorio del Ministro de Hacienda.  
Y la disociación territorial tiene también un punto de argumentación cuando se 
relaciona la sensación de progreso con la auto evaluación que hacen las personas de la 
calidad de vida. La opinión pública (capítulo 8, sobre el sujeto y sus oportunidades en el 
territorio) diferencia el progreso de Chile del progreso de sus barrios, comunas y regiones. 
Y el progreso material, según si se vive en Santiago o en el resto de las comunas del país. 
Los chilenos sienten que el país avanza y progresa, pero no sus comunas y barrios. Los 
habitantes de Santiago sienten que Santiago avanza, pero no ocurre lo mismo con el resto 
de los habitantes del país. Ocurre entonces que, mientras los habitantes de Santiago se 
sienten -equivocadamente- más ganadores económicamente que el resto de los 
habitantes de las otras comunas del país, estos evalúan todos los aspectos de su calidad 
de vida de peor manera. En definitiva, la idea histórica del centralismo como Santiago 
capital y lugar de la realización de sueños y expectativas, está agotado.  
Y no solo agotado. En situaciones de crisis el centralismo es absurdo y dramático. Este 
estudio (capítulo 9, sobre el centralismo y el territorio en contextos de emergencia), 
trabajó este punto a partir de una etnografía realizada en los lugares de mayor afectación 
durante el terremoto de 2010, cuando, por el corte de caminos y comunicaciones el 
Estado desapareció de las comunas y regiones. Las entrevistas y conversaciones dejan en 
claro que cuando las instituciones desaparecieron, hubo una oportunidad para que 
emergiera una ciudadanía activa, junto a nuevos liderazgos dentro de las municipalidades 
y entre la sociedad civil organizada y no organizada. Las burocracias durante la respuesta a 
la emergencia y la recuperación temprana se flexibilizaron, los asistencialismos 
enquistados dieron pie a comportamientos proactivos y solidarios, y la respuesta a la 
emergencia y la recuperación inicial fue motivada a través de la participación de las 
personas. Sin embargo, constata el levantamiento, cuando las comunicaciones se 
restablecieron y el Estado pudo volver, regresó junto al sectorialismo y al asistencialismo. 
La ciudadanía activa y los nuevos liderazgos quedaron solamente como un supuesto. Y al 
revés, la respuesta sectorialista del Estado transformó a las municipalidades de 
articuladores en asistentes menores de la burocracia centralista. Se convirtieron éstas en 
encuestadoras de necesidades y en administradoras de asistencia pública. 
En definitiva, los chilenos quieren hablar de sueños y votar por proyectos de futuro, 
pero sus expectativas son pobres, su piso material es quebradizo, y las expectativas que 
tienen de los "otros", del Mercado y del Estado es de (individualizada) desconfianza, al 
igual que respecto de las empresas grandes, pequeñas, y de las instituciones públicas y 
privadas. El centralismo se agotó como Santiago. Porque el centralismo queda entre 
Teatinos 120 y La Moneda (entre el Ministerio de Hacienda y la Presidencia), y afecta a 
todas las comunas, incluyendo a las metropolitanas. Las instituciones de nivel local, a su 
vez, están capturadas por dirigencias comunitarias antiguas, la distancia con respecto a 
ellas es inclusive mayor que con respecto a las autoridades políticas de nivel nacional.  
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Este estudio es por eso, finalmente, una constatación del desafío político que como 
sociedad Chile debe enfrentar. El desafío político es precisamente el de la politización de 
sus ciudadanos y de los asuntos públicos. Solo la politización los devolverá a las urnas y les 
permitirá recuperar la reflexión y el comportamiento político. Porque no es la apatía la 
razón de la exclusión. La razón es un sistema de representación que cambia más lento que 
las subjetividades políticas de las personas. La politización de la política y la consciencia 
política como parte del desarrollo humano de las personas, ese es el desafío que la 
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Dit boek beschrijft en analyseert de verschillende dimensies van de politieke subjectiviteit 
die bestaat onder de Chileense bevolking. Hierbij staat de vraag centraal of 
volksvertegenwoordigers voldoen aan de verwachtingen van de burgers. Onderzocht 
worden de oorsprong en ontwikkeling van zowel het historische als het actuele politieke 
model waarop het begrip en de houding van de Chileense bevolking ten opzichte van de 
politieke, publieke en maatschappelijke sfeer is gebaseerd. Het onderzoek richt zich in de 
eerste plaats op de kenmerken van deze sociale, politieke en culturele subjectiviteiten. 
Daarnaast wordt gekeken in hoeverre het politieke stelsel in staat is om zich deze 
subjectiviteiten eigen te maken en te implementeren in de (nationale en lokale) 
bestuursvormen. Door middel van een uitgebreide analyse van de percepties van het 
bestuur en de politieke vertegenwoordiging wordt de politiek-maatschappelijke 
ontwikkeling in Chili in kaart gebracht. Ten slotte wordt nagegaan of in het huidige 
bestuurlijk stelsel wordt voldaan aan de politieke wensen en verwachtingen van de 
burgers, waarbij speciale aandacht wordt besteed aan lokale bestuursvormen.  
Een aantal van de hoofdstukken is gebaseerd op de bevindingen van (landelijke, face-
to-face) enquêtes en etnografisch onderzoek, die speciaal zijn ontwikkeld ten behoeve van 
deze studie. Resultaten van beide studies tonen aan hoe sociale en politieke interacties in 
publieke ruimtes totstandkomen.    
Het nauwkeurig definiëren van het probleem van de politieke vertegenwoordiging en 
het bestuur in een democratische context als in Chili is één van de theoretische 
uitdagingen van deze dissertatie. Onderwerpen als democratie en politieke 
vertegenwoordiging en alle mogelijke uitingen hiervan (representatieve democratie, 
participatieve of burgerlijke democratie, representatieve crisis, etcetera) zijn veelvuldig en 
door verschillende theoretische stromingen in Chili en Zuid-Amerika bestudeerd, 
waardoor een polysemie is ontstaan. Na een kritische bestudering van deze 
verscheidenheid aan perspectieven wordt getracht het debat te reduceren tot een set 
gesimplificeerde instrumenten die, aan de hand van de hier gepresenteerde sociale 
onderzoeksmethodologie, nieuwe informatie verschaft. Het doel is om de 
driehoeksverhouding tussen vertegenwoordigden (burgers), vertegenwoordigers (officiële 
en officieuze leiders en verkozen politici) en politieke instituties te doorgronden en om te 
bepalen hoe de relatie tussen deze actoren het politieke bestuur beïnvloedt. Het 
onderzoek raakt dus meerdere, voor Latijns-Amerika relevante onderzoeksvelden. Het 
debat wordt beschreven vanuit verschillende benaderingen waarbij begrippen zoals 
democratie, politieke participatie, vertegenwoordiging en bestuur aan bod komen.     
De behandeling van de democratische politieke context wordt in deze studie 
beschouwd als een ‘theoretische uitzondering’. Wat wordt verstaan onder de beginselen 
van democratie hangt af van diepgewortelde historische en politieke perspectieven. Om 
deze reden wordt niet alleen geprobeerd om het debat in kaart te brengen, maar ook om 
de verschillende definities van democratie te doorgronden om zo tot één breedgedragen 
definitie te komen (op basis waarvan het empirische bewijs kan worden geïnterpreteerd). 
Belangrijke elementen van democratie zijn: het concept van de wil van het volk, van de 
macht van de burgerij en de geweldloze verkiezing van autoriteiten. Vervolgens wordt de 
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(in deze studie als kunstmatig beschouwde) scheiding tussen participatieve en 
representatieve democratie besproken en wordt een tussenweg voor deze twee 
bestuursvormen bepleit. In plaats van de verschillen tussen participatieve en 
representatieve democratie te benadrukken, wordt geargumenteerd dat een 
democratisch bestuur beide vormen nodig heeft, afhankelijk van de historische en 
geografische context. Directe participatie wordt hierbij niet gezien als een verplicht 
element van democratie; participatie is een belangrijk maar niet noodzakelijk element om 
van democratie te kunnen spreken. Participatie wordt in deze zin geïnterpreteerd als de 
ruimte waarin politieke verwachtingen worden waargemaakt en de wijze waarop hier 
invulling aan wordt gegeven door de burgers. Participatie vindt dus ook plaats via 
verkiezingen. Op deze manier wordt uitgegaan van een overdracht tussen kiezer en 
publieke instelling (inclusief vertegenwoordigers) waarbij politieke verwachtingen worden 
omgezet in bestuur. Dit is waar (formele, informele, geïmproviseerde, enzovoort) politieke 
subjectiviteiten tot uiting komen (of niet).  
De beschrijving van het debat concentreert zich op de politiek-humane ontwikkeling 
die uit dit proces voortvloeit. Anderzijds wordt aandacht besteed aan de wijze waarop de 
verwachtingen en subjectiviteiten van de burgers worden geïnterpreteerd door de 
publieke sector. Op deze manier wordt het theoretische debat in de context van deze 
studie geplaatst. Het doel is in eerste instantie om vanuit een historisch perspectief de 
invloed van de burger op de vorming van de politieke instituties en het bestuurlijk model 
te analyseren. Vervolgens wordt de rol van de burger in de huidige politiek-
maatschappelijke context bestudeerd: zijn relatie tot de publieke instellingen, politieke 
vertegenwoordigers en de eigen omgeving.   
Hoofdstuk 1 brengt de theorieën en begrippen in kaart die betrekking hebben op het 
vraagstuk van de politieke vertegenwoordiging. Eerst wordt dieper ingegaan op de 
culturele benaderingen van bestuur en democratie om de hedendaagse politieke 
subjectiviteiten te doorgronden. Daarna wordt aandacht besteed aan enkele theorieën 
die, met name in Latijns-Amerika, zijn gebruikt om ervaringen van politieke participatie en 
de interactie tussen burgers en lokale publieke instellingen te interpreteren. De 
problematiek wordt vervolgens benaderd vanuit de elitetheorie, waarbij analyses van 
lokaal leiderschap en aanverwante vormen van vertegenwoordiging onder de loep 
worden genomen. Ten slotte komen politieke studies over de institutionele benadering 
van democratie aan bod. Hierbij wordt met name stilgestaan bij de verwezenlijking van 
politieke subjectiviteiten op gemeentelijk en lokaal niveau. 
Hoofdstuk 2 beschrijft de processen die vorm gaven aan de politieke 
vertegenwoordiging tijdens de 19de en 20ste eeuw. Hierbij worden historische 
gebeurtenissen uitgelicht die hebben bijgedragen aan de totstandkoming van politieke 
entiteiten op het lokale niveau. Hieruit blijkt dat de regionale en lokale bestuursvormen al 
vroeg werden beperkt door het centralistische staatsvormingsproces. Door dit proces 
werden geleidelijk aan de bevoegdheden van de lokale bestuursorganen beknot en de 
verhoudingen tussen lokale bestuurders en burgers door coöptatie ondermijnd. 
Samengevat: de eerste twee hoofdstukken gaan over de theorieën en concepten die 
relevant zijn voor bestudering van de politieke vertegenwoordiging alsmede over de 
historische gebeurtenissen die ten grondslag lagen aan het Chileense bestuurlijk stelsel. 
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Hoofdstuk 3 behandelt het vraagstuk van de politieke vertegenwoordiging vanuit het 
oogpunt van de publieke opinie. Uitingen van opinieleiders naar aanleiding van de recente 
studentenprotesten dat het systeem in een crisis zou verkeren, worden kritisch bekeken. 
Vastgesteld wordt of er daadwerkelijk sprake is van een crisis en, zo ja, tot waar deze 
reikt. Vervolgens wordt het politieke spectrum (links/rechts) onder de loep genomen met 
de vraag of hierin de politieke subjectiviteiten van de burgers zijn vertegenwoordigd. Aan 
de hand van empirisch bewijs wordt de ‘nieuwe meerderheid’ van de Chileense politiek in 
kaart gebracht. Ten slotte wordt de representatieve capaciteit van het stelsel bepaald op 
basis van het vertrouwen van de burgers in de verschillende vertegenwoordigers (van 
sociale leiders en lokale politici tot de President). Ook wordt gekeken naar factoren als de 
waardering van de democratie, percepties van autoritarisme, en het vertrouwen in de 
democratische instituties en in het partijensysteem, om de kwaliteit van de politieke 
vertegenwoordiging in het huidige bestuurlijk stelsel te beoordelen. 
In hoofdstuk 4 worden de diverse actoren in het politieke stelsel belicht. Terwijl in 
hoofdstuk 3 de kenmerken van het bestuurlijk stelsel centraal stonden, gaat het in dit 
hoofdstuk om de verhoudingen tussen de diverse actoren. Zo wordt gekeken naar de 
manier waarop bestuurders hun taak als vertegenwoordigers uitvoeren en worden de 
verwachtingen en percepties van de burgers met betrekking hiertoe in kaart gebracht. De 
verwachtingen ten aanzien van politieke vertegenwoordiging en bestuur zijn compatibel 
op basis van criteria als het assistentialisme, technocratie en de persoonlijke geschiedenis. 
In dit hoofdstuk komt ook de ‘apolitieke’ burger aan bod, die wordt geanalyseerd aan de 
hand van diens politieke meningen en gedrag.   
In hoofdstuk 5 worden de verwachtingen ten aanzien van het bestuur beschreven. 
Deze hebben betrekking op het model van politieke vertegenwoordiging en de 
driehoeksverhouding tussen overheid, maatschappij en burgers. Onderzocht wordt wat 
Chilenen verstaan onder ‘een goede maatschappij’. Daarnaast wordt gekeken welke 
ideeën er leven onder de bevolking met betrekking tot onderwerpen als sociale cohesie, 
marktwerking, het vertrouwen in de overheid, solidariteit, participatie, corruptie en 
eventuele andere misstanden in het huidige stelsel. Vervolgens wordt bestudeerd hoe de 
sociale en politieke subjectiviteiten tot uitdrukking komen in het dagelijks bestuur, waarbij 
verwachtingen van persoonlijke groei worden gerelateerd aan verwachtingen van 
maatschappelijke ontwikkeling. 
Hoofdstuk 6 analyseert de politieke vertegenwoordiging op lokaal niveau. Hierin 
worden de bestuurlijke processen op gemeentelijk niveau uitgebreid beschreven, waarbij 
een etnografische aanpak wordt gehanteerd. Speciale aandacht wordt geschonken aan de 
verhoudingen tussen lokale bestuurders, burgergroeperingen en de gemeente (als het 
eerste overheidsniveau). Vastgesteld wordt dat deze verhoudingen zijn gebaseerd op 
consensus. Conflicten worden op structurele wijze uit de weg gegaan, wat leidt tot nieuwe 
subjectiviteiten en nieuwe vormen van vertegenwoordiging. In dit kader worden de 
subjectitiveiten en lokale bestuursvormen vanuit drie verschillende perspectieven 
geanalyseerd: van de ambtenaren belast met de bestuurlijke planificatie op gemeentelijk 
niveau, van de voorzitters van lokale burgergroeperingen (de zogenaamde Juntas de 
Vecinos) en van het bestuur van ‘spontane’ of informele buurtverenigingen. In dit 
hoofdstuk wordt gekozen voor een benadering vanuit de politieke subjectiviteit. Dit 
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betekent dat in plaats van een objectieve beschrijving van het bestuurlijk stelsel wordt 
gekeken naar de percepties en interpretaties van bestuurders en burgers van het politiek-
maatschappelijke model.  
In hoofdstuk 7 wordt opnieuw ingegaan op de relatie van het individu met zijn 
omgeving. Dit keer wordt de inbreng van de burgers in het lokale bestuur in het 
hedendaagse Chili bestudeerd. Het hoofdstuk begint met een historische analyse van het 
beleid met betrekking tot de democratisering van het lokale bestuur (decentralisering), in 
de periode van het militaire regime tot aan de regering van Sebastián Piñera (2010-2014). 
Vervolgens worden de belangrijkste elementen van politieke vertegenwoordiging op 
lokaal en regionaal niveau uiteengezet. Deze elementen vormen het kader voor het debat 
over de inbreng van burgers in het lokale bestuur. Dit debat bestaat uit een analyse van de 
inhoud van de politieke programma´s van alle presidentiële kandidaten die deelnamen 
aan de eerste ronde van de presidentiële verkiezingen van 2013, met name van de 
standpunten die betrekking hebben op de verdieping van de democratie op lokaal en 
regionaal niveau.   
In de laatste twee hoofdstukken worden twee elementen geanalyseerd die centraal 
staan in het onderzoek naar de politieke participatie en inbreng in het lokale bestuur. Ten 
eerste worden in hoofdstuk 8 de regionale context en de politieke verwachtingen en 
frustraties van de burger in kaart gebracht. Op basis van door de auteur verzamelde 
statistische gegevens wordt de paradox van het Chileense centralisme beschreven. Deze 
paradox bestaat uit de tegenstrijdige gevoelens die leven onder inwoners van de 
hoofdstad Santiago die (onterecht) menen dat ze een grote materiële welvaart hebben 
maar een slechte kwaliteit van leven, terwijl onder burgers in de rest van het land de 
overtuiging heerst dat zij niet in de economische welvaart meedelen maar tegelijkertijd 
wel een betere kwaliteit van leven ervaren. De overtuiging dat in het midden van het land 
betere kansen voor sociale mobiliteit bestaan, is een mythe die niet wordt onderbouwd 
door economische cijfers. Dit toont aan dat de crisis van het centralisme niet alleen te 
maken heeft met politieke vertegenwoordiging maar ook met verwachtingen van 
persoonlijke ontwikkeling en welvaart.    
Hoofdstuk 9 gaat dieper in op deze verwachtingen van persoonlijke groei en politieke 
vertegenwoordiging op lokaal niveau en de relatie tot het centralisme. Op basis van 
etnografische gegevens wordt het politieke en maatschappelijke gedrag van de inwoners 
van de getroffen regio´s tijdens en direct na de aardbeving en tsunami van 2010 
geanalyseerd. De auteur werkte als coördinator voor de noodhulp en 
wederopbouwprojecten van het Verenigde Naties. Als zodanig heeft hij in de dagen net na 
de aardbeving enkele van de zwaarst getroffen gebieden bezocht. Hij is toen een 
etnografisch onderzoek gestart dat een jaar duurde. 
De relevantie van dit hoofdstuk voor het onderzoek is terug te voeren tot de 
betreurenswaardige maar uit sociologisch en antropologisch oogpunt unieke situatie die 
ontstond net na de aardbeving in februari 2010, toen de overheid (door blokkering van 
toegangswegen en het wegvallen van communicatiemiddelen) voor minstens drie weken 
afwezig was in de zwaarstgetroffen gebieden. Het komt zelden voor dat een onderzoeker 
sociale interacties kan observeren in een situatie waarin paniek en illegitiem handelen 
(het leegroven van winkels) de bindende factor vormt tussen burgers, terwijl de 
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regulerende krachten – de overheid en de markt – buiten beeld zijn. Evenmin is het vaak 
mogelijk dat kan worden geregistreerd hoe de publieke orde ‘herstelt’, waarbij de 
verhoudingen tussen overheid en een gemobiliseerde burgerij opnieuw worden 
gedefinieerd om zo het hoofd te kunnen bieden aan de crisissituatie. Bij de beschrijving 
van deze periode wordt met name ingegaan op de wijze waarop nieuwe vormen van 
leiderschap ontstaan en op de reactie van lokale instellingen op deze situatie van 
anarchie. Bij wijze van conclusie worden alle bevindingen meegenomen in een algemene 
analyse van het functioneren van de politieke vertegenwoordiging op lokaal niveau en de 
capaciteit van de vertegenwoordigers om aan de politieke subjectiviteiten en 
verwachtingen van de burgers te voldoen.    
De belangrijkste bevinding van dit onderzoek is het historische en hedendaagse 
onvermogen van het Chileense politiek-maatschappelijke model om uiting te geven aan 
de politieke subjectiviteiten. Aangetoond wordt hoe in de loop van de geschiedenis een 
steeds grotere kloof onstaat tussen de burger en zijn omgeving. Deze toenemende 
maatschappelijke vervreemding van de Chileense burgers heeft te maken met meerdere 
factoren: de achterblijvende regionale ontwikkeling (centralisme), de schaarse inbreng in 
het lokale, regionale en nationale bestuur (participatie), gebrek aan vertrouwen in de 
autoriteiten (vertegenwoordiging), lage verwachtingen van het marktsysteem (gevoelens 
van misbruik) en van de maatschappij in het algemeen (wantrouwen jegens de 
medemens). Dankzij het democratiseringsbeleid van achtereenvolgende regeringen is de 
politieke participatie ontdaan van inhoud en de democratie van haar burgers.     
Daarnaast toont het onderzoek aan dat Chilenen weliswaar geloven dat de 
economische groei in het land is toegenomen, maar dat zij tegelijkertijd menen dat hun 
eigen situatie daardoor niet is verbeterd. Verwachtingen met betrekking tot verbetering 
van de eigen sociaal-economische positie zijn over het algemeen laag. In deze context 
krijgen gevoelens van afwijzing en vervreemding van de Staat, het economisch model, en 
de medemens de overhand. Er bestaat geen ‘gemeenschap’ van individuen in Chili, maar 
een ‘groep’ van individuen. De conclusie van dit onderzoek is daarom dat het land voor 
een grote politieke uitdaging staat, namelijk het vergroten van de inbreng van de burgers 
in het nationale en lokale bestuur. Apathie is namelijk niet de reden van de lage 
participatie. De reden is een bestuurlijk stelsel dat niet met de politieke subjectiviteiten 
van de burgers mee verandert. Oftewel, een stelsel met democratische instituties maar 







This book analyses and describes the different dimensions of Chileans’ political 
subjectivity, mainly through the development of expectations and the frustrations of 
political representation. To do this, it delves into the creation and evolution of the 
(historical and contemporary) representation model through which Chileans have come to 
understand, behave and participate in all things political, public and connected to 
citizenship. The study concentrates on defining this social, political and cultural 
subjectivity and, at the same time, on defining the capacities of the political system and 
the public arena in order to integrate and develop this subjectivity both nationally and 
locally. Thus, the book documents and describes human political development in Chile, 
evaluating both perceptions of representation and of political development. It also 
analyses how the public arena, as well as institutions, either facilitate or hinder political 
choice and citizens’ representation expectations, especially at a local level. 
The majority of the book’s chapters have been created using surveys (carried out 
nationally and in person) and ethnography, directly designed for and applied to this study, 
which show the way in which they reflect social and political interaction.  
Understanding the limits of the representation problem and of political development in 
a democratic context such as Chile is one of the theoretical challenges of this thesis. The 
ideas of democracy and representation and all of their possible formulas (participation, 
deliberative or participatory democracy, representation crises, etc.) are concepts that 
have been studied and worked on in Latin America and Chile in multiple different ways. 
This has led to polysemy, created by the different schools of thought and approaches that 
have studied the topic. A critical revision of the complexity and diversity of these 
perspectives will oblige this study to turn the debate into a simplified set of tools that 
allows for information to be gathered through the different social investigation 
methodologies proposed. Basically, its focus will be on understanding the relationship 
between those who are represented (citizens), the representatives themselves (formal 
and informal leaders and elected politicians) and political institutions, to then establish 
whether this makes up a system of political development or not. As can be appreciated, 
this study shares certain limits and fields with several areas of investigation that have 
already been studied in depth in Latin America. For this reason, the debate will be created 
using different conceptual fronts: those of democracy, participation and representation 
and development.  
The very treatment of the political democratic context is, for this study, a ‘theoretical 
exception’, mainly because the theoretical constraints of democracy conform to their own 
deep-rooted political and historical perspectives. Thus, before moving on to the debate 
itself, the main aspects of the concept’s definition - according to different schools of 
thought - will be analysed to come to at least a general conclusion (thus allowing empirical 
development to be tackled). These elements are the ideas of public choice, of citizen 
control and of elections without involving violence. The difference between participatory 
and representative democracies (which is artificial for the purpose of this thesis) will then 
be discussed and an inclusive solution proposed. This solution assumes that these 
differences will be eliminated, suggesting that, when exercising democracy, any 
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developing democracy requires both, but at different times and for different institutions 
and territorial dimensions. Immediate participation, in this way, is not obligatory or a 
necessity in a democracy, but is sufficient. This participation, proposed as a conceptual 
core issue is, then, an area in which political expectations and the way in which 
subjectivity occurs can be developed. Participation, then, is also electoral. Therefore, it is 
assumed that, between citizens and political institutions (including their representatives), 
there is a trajectory in which the development of political expectations occurs. Here, the 
opportunities for expressing political subjectivity (whether formal or informal, as part of 
an emergency situation, etc.) may or may not exist. 
The debate is based on this idea of human political development. On one hand, it 
examines the public arena, where expectations and political subjectivity are developed 
and, on the other, the expectations and subjectivity that institutions and the public assign 
to their understanding of development opportunities. In this way, the debate is relevant 
to the aim of the thesis. It describes and evaluates, within Chilean history, the 
opportunities for subjects when constructing institutionalism and political representation 
in the current socio-political context: their relationship with institutions and political 
representatives and within their own context in society. 
In Chapter 1, theoretical guidelines are established to tackle what is ‘politically 
represented’. In the first place, the cultural perspectives of politics and democracy are 
examined, with the aim of understanding subjectivity in the democratic public arena. 
Next, attention turns to certain theoretical approaches through which academics, 
especially in Latin America, have analysed the experiences of and ways in which citizens 
and institutions interact at a local level. The focus then turns to using the theories of the 
elite, examining the tools used to analyse local leadership and the type of representation 
generated. Finally, political studies on the institutional focus of what is democratic are 
examined, particularly regarding the territorial development of political subjectivity at a 
local council level. 
Chapter 2 describes the processes that Chilean political representation has gone 
through during the nineteenth and twentieth century. Each phase in which identity and 
political development was constructed at a local level is described from a historical 
perspective, showing that political territorial representation was threatened early on by 
the construction of centralism. Said process gradually restricted the functions of local 
bodies and eroded potential political sociability at a local level, while, at the same time, 
co-opted and made potential leadership more elite. 
Up to this point, a conceptual map of the analysis of political representation has been 
established and the historical elements that determined their configuration in Chile have 
been studied. 
Chapter 3 tackles the matter of representation from a public opinion perspective. The 
‘system crisis’ announced by leaders in Chile, as a result of the student demonstrations in 
the last few years, is analysed. To do so, this chapter first intends to discover whether this 
crisis actually existed and then to go deeper, looking at its limits.  
Afterwards, the capacity of the left/right to account for the political subjectivity of 
Chileans is analysed, describing the ‘new gooseberry’ of Chilean politics using empirical 
evidence. Finally, the system’s representative capacity is described, using the feelings of 
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proximity or distance that the population channel through each of their political 
representatives (from union and community leaders to the President of the Republic). The 
value assigned to democracy, authoritarianism, trust of democratic institutions and the 
political system, among other things, is also examined in order to determine the capacity 
of representation and how the expectations of the population in the current political 
system have developed. 
In Chapter 4, the study tackles the topic of those involved in politics. If, in the previous 
chapter, the representation model and its main concepts were accounted for, in this 
chapter, the representation relationships between the system’s main players are tackled. 
The way and extent to which politicians manage to sustain citizen representation is 
described, as well as the outlines and expectations of said representation. Representation 
and political development expectations are then connected subjectively using criteria such 
as attendance, technocracy and personal history. This chapter then tackles those 
politicians self-defined as ‘apolitical’ and who are also described and analysed, using 
elements related to their subjectivity and political behaviour. 
In Chapter 5, the development expectations of subjects involved in this kind of political 
representation are described, inasmuch as their relationships with institutions, society and 
individuals are concerned. To do so, the idea of what ‘a good society’ means to Chileans is 
examined. Attention is also paid to how much confidence they have in the market and the 
State and regarding solidarity, corruption and participation in and abuse of the system, 
among others. Once the context’s topic and trajectory have been described, the ways in 
which this subjectivity is reflected in Chile during the journey of political development are 
constructed, relating current personal development expectations with social ones. 
In Chapter 6, the analysis focuses on the procedures according to which the everyday 
representation of democracy at a local level works, basically describing local political 
practices, especially those of politicians, this time from the perspective of ethnological 
fieldwork. The core idea of this territorial description is the relationship between the 
subject and any type of neighbourhood organisation and between the subject and the 
local council (representing the first level of government). This chapter describes the 
political relationship maintained at a local level as involving a kind of ‘fear of conflict’, 
which transforms into a fear of dialogue with others, creating new subjectivity and forms 
of representation. Within this framework, the analysis of this subjectivity and 
representation is carried out on three different levels: through the vision of those in 
charge of town planning in the local council, the presidents of the Homeowners’ 
Associations and the leaders of ‘emerging’ or informal neighbourhood organisations. 
This chapter reflects the perspective of political subjectivity, not due to the external 
description of the political phenomenon, but rather from within the organisations 
themselves and local politicians’ understanding of the system and culture in which they 
work. 
Chapter 7 re-examines the framework of the relationship between the subject and 
their political context in order to analyse development opportunities in contemporary 
Chile (in the last 40 years) at public territorial policy level. This is first put into context 
through a brief review of the milestones of democracy at a territorial level 
(decentralisation), examining the policies adopted after the military regime and up to the 
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government of Sebastian Pinera. Next, the main representation elements at local and 
regional level are reviewed in order to analyse and explain the current political debate and 
opportunities available at a territorial and local level. This debate comprises an analysis of 
all the 2013 first-round presidential candidates’ manifests, specifically referring to the 
democratisation of territorial and local levels. 
In the final chapters, two main elements of the subjects’ reality and development 
within the territory are analysed. First, in Chapter 8, the subjects’ territorial context and 
development expectations and frustrations are analysed. Using firsthand statistics, the 
paradox of Chilean centralism is described, based on public opinion in Santiago that 
(untruly) states that there has been a lot of tangible progress but that quality of life has 
got worse and on public opinion outside the capital that states that there has been little 
tangible progress but that quality of life is better. The myth that greater possibilities for 
personal and tangible development exist in the centre of the country, as reflected in 
people’s opinions, is not supported by tangible or economic proof. The centralism crisis 
thus relates to political representation and development expectations. 
Chapter 9 tackles development expectations and political representation at a local level 
and their relationship with centralism. This is done using information gained 
ethnographically and by analysing the social and political behaviour of the inhabitants of 
various areas of the country during and immediately after the earthquake and tsunami in 
Chile in 2010. The investigator coordinated United Nations’ emergency and reconstruction 
projects in the areas most affected by this natural phenomenon, as well as carrying out 
ethnographical studies in the week immediately after the earthquake and up to one year 
later. What is interesting in this chapter is connected to the – terrible – sociological and 
anthropological opportunities that arose in Chile in 2010, when, after the earthquake, the 
State’s presence disappeared from the most affected regions for at least three weeks (as a 
result of roads and communications being cut off). An investigator rarely has the chance 
to witness ‘society’ when the bond that unites people – panic and looting – and the 
institutions that organise them – the State and the market – both disappear. It is also 
unusual to witness the ‘return of the State’ and how this involves rebuilding central and 
sectoral relations with citizens who are responding to an emergency. This description is 
particularly focused on the way in which new leaders emerged and how local institutions 
politically articulated their response to the emergency when they had effectively been 
orphaned by the State. Finally, at the end of the chapter, all the results are incorporated 
into a global analysis of how political representation functions at that level and the 
capacity of the representatives to satisfy the expectations and political subjectivity of 
those they represent. 
Finally, the clearest outcome of this study is that it verifies the historical and 
contemporary incapacity of the Chilean socio-political system to incorporate political 
subjectivity into its political and institutional causes. It shows how, throughout their 
history, Chileans have experienced a growing dissatisfaction with their surroundings. This 
dissatisfaction is related to the few opportunities available for them to develop in 
territorial (central) and community contexts and in organisational, regional and national 
(participatory) ways; to authorities (representation); to market expectations (feelings of 
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abuse) and to society (mistrust of others). Thanks to democratisation policies and 
democracy, Chile has been emptied of citizen participation. 
On the other hand, it can be seen that Chileans feel that the country has grown, although 
they perceive a certain distance between this growth and their own lives. Their 
expectations are low and their socio-economic standing is unstable. At the same time, in 
this context, their disorientation and disregard for the State, the market and the ‘other’ 
society is greater. There is no ‘community’ of individuals in Chile but rather a ‘group’ of 
individuals. For that reason, this study concludes that the political challenge faced by Chile 
as a society refers to the politicisation of its citizens and public matters, since apathy is not 
the reason for exclusion. The real reason for this is a representation system that changes 
at a slower rhythm than people’s political subjectivity and that has created a democracy 
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